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Resumen y Abstract IX 
 
Resumen 
En la presente investigación se pretende determinar ¿En qué circunstancias son 
exigibles,  en  el Sistema Interamericano de Derechos Humanos,  los  derechos laborales 
consagrados en la Carta Política de Colombia y en instrumentos internacionales 
regionales?, pregunta que plantea el dilema de la justiciabilidad de tal clase de derechos 
en instancias internacionales, se parte de la tesis que los derechos laborales, como 
derecho social y derecho humano, consagrados en la Carta Política de Colombia y en la 
Convención Interamericana de Derechos Humanos así como en el Protocolo de San 
Salvador, son exigibles en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, cuando 
fallan los mecanismos internos de protección. La incorporación de los estándares 
internacionales definidos por tal sistema en el ordenamiento interno, permite determinar 
los niveles de exigibilidad de los derechos laborales vulnerados por el Estado 
colombiano. 
 
Palabras claves 
Sistema Interamericano, Corte Interamericana, Derechos sociales, Derechos Laborales, 
Derecho  Humano, Justiciabilidad, Estándares Internacionales.  
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Abstract 
In the present investigation is to determine in what circumstances are required, in the 
inter-American human rights, labor rights enshrined in the Constitution of Colombia and 
regional international instruments, asks that the dilemma of the justiciability of such kind 
rights in international forums, part of the thesis is that labor rights as a right and a human 
right, enshrined in the Constitution of Colombia and the Inter-American Convention and 
the Protocol of San Salvador, are enforceable in American System of Human Rights, for 
the failure of internal safeguards. The incorporation of international standards as defined 
in the domestic legal system, to determine the levels of enforcement of labor rights 
violated by the Colombian State. 
 
Keywords 
Inter-American human rights, Inter-American Court, Social Rigths, Labour Law, Human 
Rights, Justice, International Standards.  
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 Introducción 
El proyecto de investigación que dio origen al presente trabajo de maestría tuvo como 
marco el tema de los derechos sociales fundamentales, tan en boga en Colombia luego 
de la expedición de la Carta Política de 1991, y, en especial, el derecho laboral o del 
trabajo, como especie de aquellos. La realidad fáctica colombiana y mundial enseña que 
tal especie de derechos conceden al ser humano herramientas que no son otra cosa que 
cierto poder consagrado constitucionalmente para que cada individuo satisfaga sus 
necesidades más elementales como vivienda, alimentación, salud, educación y empleo.  
Ello irradia la esfera pública y privada de toda sociedad democrática. 
 
Lo anterior indica que los derechos sociales, como categoría de los derechos humanos 
en general, contienen un núcleo esencial, un núcleo básico, que constituye un mínimo no 
negociable a ningún título. Por lo mismo, ese mínimo es exigible al Estado colombiano y, 
por tanto, puede ser objeto de protección constitucional y legal; por lo mismo, se espera 
que el Estado a partir de ese mínimo progresiva y gradualmente amplíe ese espectro de 
protección.  
 
El hecho de que se hayan incluido esta especie de derechos humanos dentro de la 
Declaración de Derechos Humanos de 1948, así como en el Sistema Internacional de 
Protección, es indicativo que el debate sobre este tipo de derecho no esta es su 
naturaleza sino en la fuerza de las obligaciones que se derivan de ellos, pues estos están 
sujetas a la disponibilidad de recursos de cada Estado. 
 
Como derecho humano, los derechos sociales, entre ellos el derecho al trabajo o derecho 
laboral, impone al Estado colombiano una obligación de respeto, que no le permite 
interferir en su goce específico; una obligación de protección, en virtud de la cual está 
obligado a prevenir su vulneración de terceros y del mismo Estado; y la obligación de 
hacerlos realidad material, a través de mecanismos de los mismos poderes públicos, sea 
a través de una ley, por vía administrativa o por decisiones de la rama judicial. 
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En Colombia, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha aclarado que la 
materialización de los derechos económicos, sociales y culturales es un asunto que 
depende del poder legislativo, dado que no son de aplicación inmediata sino que 
dependen de programas diseñados desde la óptica de la política pública que tienen un 
objetivo de implementar los derechos sociales, en forma progresiva y gradual. Ese 
desarrollo progresivo genera que se planteen interrogantes acerca de la exigibilidad de 
esos derechos por vía judicial, a través de mecanismos como la acción de tutela. 
 
En efecto, la Corte Constitucional colombiana, conforme lo anterior, ha dicho que, en 
principio, la materialización de los derechos sociales le corresponde al Legislador. Ello 
lleva como consecuencia que el juez de tutela no pueda intervenir en tal función dado 
que para llevar a la práctica los derechos humanos, entre ellos los derechos laborales, se 
necesitan una cierta disposición de recursos, partidas presupuestales, políticas públicas 
que corresponden a otras ramas del poder público, especialmente, el poder legislativo.  
 
Sin embargo, esta regla no es estricta. La misma Corte Constitucional ha establecido que 
pueden haber excepciones: en primer lugar, cuando se trata de proteger derechos 
económicos, sociales y culturales que adquieren una naturaleza de fundamentales por 
conexidad. En segundo término, cuando se trata de proteger derechos económicos, 
sociales y culturales en sí mismos, como por ejemplo los derechos de los niños, 
consagrados en el art. 44 de la Carta Política. 
 
Pese a esa excepcionalidad señalada, lo cierto es que en Colombia por vía de la acción 
de tutela se ha pretendido la protección de la mínima subsistencia a través del concepto 
de ―mínimo vital", el cual está ligado al núcleo de los derechos sociales; así mismo, se ha 
usado la acción constitucional mencionada para pretender una protección material, como 
por ejemplo respecto de los derechos de salud de muchos colombianos que ni siquiera 
tienen una atención digna de las entidades promotoras de salud; así mismo, muchos 
colombianos acuden a la acción de tutela como mecanismo de protección para lograr su 
derecho a pensión luego de años de espera a que se le reconozca.  
 
En fin, pese a la excepcionalidad los colombianos recurren a la exigibilidad judicial, que 
muchas veces se queda en lo meramente simbólico, en una sentencia de tutela que no 
se ejecuta, razón por la que buscan otras vías de protección a nivel internacional, 
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instancias dentro de las cuales el debate sobre la exigibilidad o no de los derechos 
sociales también es un tema polémico. 
 
Por ello, la presente tesis de maestría parte del siguiente interrogante: ¿En qué 
circunstancias son exigibles, en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, los  
derechos laborales consagrados en la Carta Política de Colombia y en instrumentos 
internacionales regionales? Pregunta que plantea el dilema de la justiciabilidad de tal 
clase de derechos en instancias internacionales, cuando los mecanismos internos de 
protección han fallado. De esa manera, para responder a este cuestionamiento se 
formula la siguiente tesis:  
 
Los derechos laborales, como derecho social y derecho humano, consagrados en la 
Carta Política de Colombia y en la Convención Interamericana de Derechos Humanos así 
como en el Protocolo de San Salvador, son exigibles en el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos, cuando fallan los mecanismos internos de protección. La 
incorporación de los estándares internacionales definidos por tal sistema en el 
ordenamiento interno, permite determinar los niveles de exigibilidad de los derechos 
laborales vulnerados por el Estado colombiano. Esta es una forma de interactuar entre 
los sistemas de derecho, internacional e interno, para la protección de tales derechos 
humanos, a través de la incorporación en la práctica interna de categorías dogmáticas y 
criterios de interpretación desarrollados por la Comisión y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. 
 
Para el desarrollo del presente trabajo se presentan cuatro capítulos. En el primero, se 
establece la relación entre derechos sociales fundamentales y el movimiento denominado 
Nuevo Constitucionalismo, dentro del cual se estudia el debate sobre la justiciabilidad de 
tal especie de derecho humano. Para ello, se determina la estructura y el carácter de los 
derechos sociales fundamentales dentro del marco teórico de la teoría del Neo 
constitucionalismo, en el  cual se les da su fundamentación y los elementos para 
considerar el derecho laboral como derecho social fundamental.  
 
En el capítulo segundo, se aborda el tema de los derechos sociales como derecho 
humano y su relación con la doctrina del bloque de constitucionalidad, tomando como 
referencia el hecho de que el derecho al trabajo es un derecho humano, es decir un 
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derecho subjetivo, el cual es predicable de todo individuo sin distingo alguno. El que se le 
plasme en normas de carácter nacional o internacional significa una connotación de 
derecho fundamental con consecuencias específicas que permite integrar el derecho 
interno con el internacional. 
 
El tercer capítulo ausculta la estructura del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos en perspectiva de la promoción y protección de los Derechos Humanos como 
núcleo de protección de normas internas e internacionales. Se evidencian en este aparte 
las dificultades para acceder a tales instancias internacionales y los inconvenientes 
prácticos, por el paso del tiempo en la resolución de los conflictos, máxime tratándose de 
derechos que tienen que ver con la subsistencia del lesionado, como es el caso de la 
vulneración al derecho al trabajo o los relacionados con aspectos laborales. 
 
En el cuarto capítulo se vislumbra la relación entre vulneración y exigibilidad de los 
derechos laborales fundamentales y la aparente dificultad de reclamación en una 
instancia internacional. En este aparte se pone en evidencia que tratándose de la 
vulneración interna de los derechos laborales fundamentales se tiene la posibilidad de 
acudir a los órganos internos, sea de la justicia ordinaria o de la justicia constitucional. 
Cuando estos fallan, el ciudadano puede acudir a la instancia internacional. Sin embargo, 
en el Sistema Regional de protección es escasa la atención que se ha prestado a los 
derechos sociales, económicos y culturales, entre estos los derechos laborales a 
diferencia de otros derechos humanos.  En este capítulo se toma como muestra un 
estudio realizado en varios juzgados laborales de Bogotá, en el cual se demuestra la 
tendencia del ciudadano de acudir por la vía judicial para exigir un derecho social, que en 
caso de tutela, cuya sentencia sea cumplida puede evitar que se acuda a la instancia 
internacional. 
 
No obstante lo anterior se puede establecer unos estándares mínimos de protección de 
las normas internacionales así como de la doctrina tanto de la Comisión como de la Corte 
Interamericana de derechos humanos, los cuales han sido aplicados a nivel interno en 
Colombia, dado que es el Estado el primer obligado, más que la comunidad internacional, 
para promover las condiciones para que los derechos sociales, entre estos los laborales, 
puedan ser reales y efectivos para todos los colombianos. 
  
 
1. Derechos Sociales Fundamentales y Nuevo 
Constitucionalismo: El debate sobre la 
justiciabilidad de los derechos sociales. 
1.1 Introducción 
El movimiento constitucional alusivo al conjunto de acciones humanas tendientes a 
afincar determinados principios de valor universal codificables en normas positivas tuvo 
origen en hechos sociales de Europa y América a través de las revoluciones inglesas, 
americana y francesa. Estas aportaron criterios frente a la idea de Constitución que le 
dieron un carácter superior sobre las normas ordinarias no solo formal sino material. La 
evolución de esta idea dispuso un desarrollo de conceptos que abarcan diferentes etapas 
que van desde una constitución liberal a la consagración de un Estado social que 
introdujo en la lista de derechos los denominados sociales, que tienen una estructura y 
forma determinada que inciden en la forma de su reconocimiento, a través de la teoría 
del derecho subjetivo como quiera que constan de una norma jurídica, una obligación 
jurídica derivada de ésta y un poder jurídico para la consecución de intereses 
reconocidos al sujeto, lo cual le significa un criterio de exigibilidad jurídica, negado por 
algunos teóricos del derecho, involucrando dentro de esta aparente dificultad a los 
derechos laborales o del trabajo, los cuales tienen insertos obligaciones de hacer como 
de no hacer por parte del Estado y particulares razón por la que son exigibles por vía 
judicial, tal como se desprende de la forma en que están consagrados en la Carta Política 
colombiana de 1991, en la que tiene especial relevancia la ponderación de principios y la 
teoría del neoconstitucionalismo. 
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1.1.1 Concepto, estructura y carácter de los derechos sociales 
fundamentales: el legado del neo constitucionalismo 
La sola mención en el texto constitucional de un derecho, le da una connotación especial, 
en atención a que: ―la Constitución no sólo es una norma, sino precisamente la primera 
de las normas del ordenamiento entero, la norma fundamental, lex superior‖. (GARCÍA 
DE ENTERRÍA, Eduardo. 1981, p. 49). 
 
Una norma capaz de imponer un modelo de Estado, el cual fue el resultado del 
denominado ―movimiento constitucional‖ (GARRORENA MORALES, Ángel, 2011, p.30 y 
ss.), que hace alusión a ese conjunto de acciones humanas tendientes a afincar 
determinados principios de valor universal codificables en normas positivas, cuyo 
conjunto fue el resultado de importantes hechos sociales no solo en la Europa continental 
sino en América. 
 
Es así como, en su orden, las revoluciones, inglesa, la americana y la francesa aportaron 
sus elementos propios frente a la idea de Constitución, que, poco a poco, fueron 
acuñando ciertos derechos para el ser humano, los cuales se construyeron dentro del 
marco de una naturaleza fundamental y especial frente al resto de derechos circundantes 
en la sociedad. 
 
La primera de esas transformaciones lo constituye la revolución inglesa, de la cual surge 
el rey inglés como cabeza de la iglesia anglicana, con su trasfondo religioso, dentro de la 
que se creó las denominadas libertades religiosas como es el caso de la libertad de 
conciencia y la libertad entre contrarios (GARRORENA MORALES, Ángel, 2011, p.31), 
que abonaban el terreno propicio para que hubiese la separación de la iglesia anglicana 
del Vaticano, motivado por las apetencias del Rey Enrique VIII. La irrupción en la vida 
inglesa de estas libertades, se considera un vestigio de lo que se llamará en el futuro las 
―libertades constitucionales‖, elemento importante dentro del desarrollo de una teoría 
jurídica cuyo norte lo fue la idea de una constitución que garantizara los derechos 
individuales mencionados. 
 
En segundo lugar, la revolución americana, que ha sido considerada más como un 
proceso de emancipación de las colonias inglesas en la América del Norte que una 
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verdadera ruptura de paradigmas, tuvo consecuencias específicas dentro del movimiento 
constitucional mencionado, en cuanto contribuyó a la ―forma de organización de la vida 
pública‖, al cabo de la cual trece colonias se dieron una constitución en forma de texto 
escrito, dentro de la cual se determinaron normas fundamentales para darse su propio 
gobierno. (GARRORENA MORALES, Ángel, 2011, p.32). Lejos estaba la idea de un 
nuevo orden. 
 
Uno de los aportes, más significativos para el constitucionalismo, de la denominada 
―revolución americana‖, lo fue la ―racionalidad del sistema de frenos y contrapesos‖, 
mecanismo a través del cual se aseguró el objetivo de que  los dos sectores más 
importantes de la sociedad cuenten con igual poder político, es decir sociedad y Estado. 
El aporte norteamericano consistió en que, en adelante, era claro que existían diferentes  
áreas de poder, parcialmente separadas entre sí y capaces de controlarse entre ellas. 
Para llevar a la práctica tal objetivo se ideó la forma de que cada una de las áreas del 
poder (ejecutivo, judicial y las cámaras del legislativo) debían proveerse de medios 
capaces de restringir los posibles excesos de las otras. (GARGARELLA, Roberto, 1996. 
p. 36) Además, en materia económica fue muy importante el consentimiento popular para 
el establecimiento de impuestos que no es otra cosa que el principio de legalidad 
tributaria. (REY CANTOR, Ernesto y RODRÍGUEZ María Carolina p. 70). 
 
La tercera revolución, la francesa, la que es considerada como una auténtica revolución  
constitucional, dado que se propuso ―reconstruir desde sus propios cimientos al Estado‖, 
(REY CANTOR, Ernesto y RODRÍGUEZ María Carolina p. 32). de tal manera que se 
instauró un nuevo orden, tuvo como resultado la propugnación de ―el espíritu 
racionalizador y secularizante propio de la ilustración francesa‖, (p. 32) la cual se 
convirtió en un modelo universal para el resto del mundo, alejándose del sesgo religioso 
y local que tuvieron las dos primeras revoluciones mencionadas. Así siguieron, después 
de la Constitución Francesa de 1791, la Constitución Polaca de 1791, la Constitución 
sueca de 1809 y la Constitución Española de 1812, (p. 32), las cuales fueron fruto de un 
cambio de paradigma en la que se empezó a construir barreras infranqueables al Estado.  
 
La primera de estas Constituciones, instituyó la igualdad política entre pobladores y la 
nobleza, con lo que preservó la monarquía constitucional como forma de gobierno. El 
segundo texto, instauró un conjunto de ―leyes fundamentales‖, entre las cuales la más 
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importante  fueron las leyes de gobierno (ocupando un lugar destacado, la ley de la 
libertad de prensa) y la ley de sucesión que marcaron el tránsito de la autocracia al 
parlamentarismo. El tercer documento, constituyó la primera constitución del suelo 
español, marcadamente liberal, en la que se establecía no solo la soberanía en la nación 
sino la división de poderes. Puede decirse, entonces, que espacialmente una norma 
ubicada en un texto constitucional tiene su estatus normativo, desde tiempo de las 
revoluciones acabadas de mencionar, característica presente hoy día. 
 
Además de lo anterior, es decir de esa posición especial dentro del sistema normativo,  
nótese que las llamadas revoluciones del movimiento constitucional aportaron la idea de 
un texto constitucional dentro del cual existía un acuerdo mínimo,  en el que se 
observaba como importante,  el consentimiento de los contratantes, el cual no es otro 
que el llamado ―pacto originario‖.  
 
Recuérdese cómo John Locke aportó al liberalismo la idea de la concepción mecanicista 
de la sociedad en la que concurría la voluntad de los hombres. (GARRORENA 
MORALES, Ángel. p. 33.). De ahí, sus conceptos de estadio pre-social y estado de 
sociedad que marcó  la génesis de la idea del estado de naturaleza como de las teorías 
contractualistas según las cuales el origen de la sociedad se puede apreciar en la 
metáfora del pacto o contrato social, (p. 33), el cual debía revestir de una solemnidad 
como todo contrato del derecho civil.  
 
Desde esa época sociedad y derecho vienen proyectados como términos 
inescindiblemente concatenados entre sí, cobrando realidad el aforismo romano ―donde 
hay sociedad, también hay derecho‖. (BRECCIA, Umberto,  BIGLIAZZI Geri, NATOLI 
Ugo y BUSNELLI, Franceso, 1995, p. 1). Ello se observa en la concepción de Rousseau 
sobre el pacto social, el cual es concebido como un contrato, mecanismo a través del 
cual se preserve la asociación de individuos que contenga una fuerza interna que proteja 
a la persona y los bienes de cada asociado ―y por la cual cada uno, uniéndose a todos, 
no obedezca sino a sí mismo y permanezca tan libre como antes‖ (ROUSSEAU, Jean 
Jacques. 1998. p. 21) 
 
En efecto, el paso de un estadio al otro debía garantizarse a través de un instrumento. 
¿Cómo se garantizaría el respeto a tal pieza fundamental? ¿Indica este hecho que las 
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normas que constaba el mismo, tienen tanto una denotación como connotación 
determinada? 
 
Para responder a estos interrogantes, debe precisarse los dos últimos conceptos. Por un 
lado, las normas del contrato social indican directamente que, siguiendo la tradición de 
Locke, los individuos decidieron constituirse en sociedad para ―perfeccionar la protección 
de sus derechos‖ dado que en el estado de naturaleza existía una zona gris, intermedia, 
de peligro pues ni estaban permanentemente amenazados ni estaban suficientemente 
garantizados ―al carecer los hombres de leyes fijas, de jueces independientes, de un 
poder ejecutor‖. (ROUSSEAU, Jean Jacques. 1998. p. 34).   Esa era la denotación o 
significado natural de las leyes insertas en ese instrumento especial.  
 
Por otro lado, el hecho de aparecer dentro del ―contrato social‖, que nació del libre 
consentimiento de los coasociados, dio una especial connotación, un significado 
especial,  a las leyes básicas como lo fue el poner una limitación al gobierno de la nueva 
sociedad que no es otra que la de imponer el deber de mejorar las garantías de las 
libertades, derechos fundamentales del individuo que se asociaba, como la vida, la 
propiedad, la libertad y la propia defensa. Más allá de la denotación de las normas del 
pacto, importa su connotación y dentro de estas la consideración de que si dentro de las 
mismas quedaron todos los derechos necesarios para la vida del hombre en sociedad o 
si hubo falta alguno. 
 
Era evidente que en ese ―pacto originario‖ quedaron esbozadas las normas relacionadas 
con: (i) ―la soberanía de los propios ciudadanos‖, que descansó en la idea de que el 
poder último y más alto de la comunidad solo podía estar en manos del cuerpo social, 
premisa que se deriva de la misma idea del consentimiento en el sentido de que la 
capacidad de decidir estaba en el mismo cuerpo de individuos. (ii) la idea de ―los 
derechos retenidos‖, que nace de la noción de que los individuos del cuerpo social 
mencionado tenían unos derechos anteriores al pacto los cuales quedaron conservados 
al momento de constituirse el pacto social. (iii) la ―separación de poderes‖, que 
significaba un límite al poder ilimitado pues supone la limitación del poder al derecho.  
 
En fin, esas normas básicas quedaron plasmadas en el instrumento - pacto del que se 
habla y corresponde a los llamados textos constitucionales de la actualidad, los cuales se 
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han formalizado en un documento escrito, técnica que aseguraba la idea de su eficacia 
por su connotación frente al resto de normas existentes dentro de la sociedad y sobre los 
mismos actos de poder. (ROUSSEAU, Jean Jacques. 1998. p. 39). 
1.1.2 Supremacía Normativa 
En efecto, esa ubicación normativa dentro del texto constitucional tiene diversas 
connotaciones. Una de ellas, es su superioridad sobre las normas ordinarias no sólo 
formal sino material. (GARGARELLA, Roberto, 1996. p. 50). Es el legado del sistema 
constitucional norteamericano. (p. 51). Una supremacía normativa que es la base de la 
doctrina denominada ―judicial review‖, la cual ―reconocerá el poder de los Tribunales de 
declarar nulas, a efectos de su inaplicación las Leyes que contradigan a la Constitución”. 
(GARGARELLA, Roberto, 1996. p. 55). 
 
A su vez, en el caso colombiano, esa doctrina ha sido importante dentro del 
reconocimiento de una nueva especie de derechos fundamentales, denominados 
derechos sociales, como se verá más adelante.   
 
Por ello, el principal efecto de esa concepción, ha sido la implementación del 
denominado control difuso de constitucionalidad ―que implica que todos los jueces están 
habilitados para inaplicar las Leyes cuando las juzgan contrarias a la Constitución‖, 
aspecto que difiere del control concentrado, confiado a un sólo Tribunal, única autoridad 
para declarar la inconstitucionalidad de una ley. (GARGARELLA, Roberto, 1996. p. 57)  
Esas premisas se incorporaron  en la cultura jurídica de occidente al punto que hoy día 
se preserva. 
 
Colombia ha adoptado una posición intermedia, respecto de estos modelos. De una 
parte,  existe un control difuso; de otra, también se ejerce un control de constitucionalidad  
concentrado, dentro del cual el juez constitucional ejerce un poder discrecional de 
decisión frente a la determinación de los derechos consagrados en la Carta Política, 
entre estos, los denominados derechos económicos, sociales y culturales, denominación 
en la que están inscritos los derechos laborales o del trabajo, los cuales hacen parte de 
ese pacto social del que se habla. 
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En uno y otro esquema, la norma básica para comparar la conformidad de la legislación 
con el texto constitucional lo es una regla o un principio que reviste la característica de 
norma de derecho fundamental, aspecto que señala, una vez más, la connotación 
especial de las normas del contrato social, de una Constitución.  
 
Es decir, la ubicación normativa tiene implicaciones para el derecho de los países que 
han seguido esa tradición contractualista del movimiento constitucional mencionado que 
más allá de la norma formulada por escrito en un texto denominado Constitución ofrece 
unos presupuestos básicos tales como: (i) ser norma elaborada por un poder 
constituyente o sea en la persona en quien reposaba el poder de elaborar dicha norma 
superior. (ii) Ser norma fundamental con un mayor peso jurídico: las normas de derecho 
que estaban en el texto constitucional tenían un plus, un valor agregado superior al de las 
normas del resto de derecho. Es el origen de la expresión ―derecho fundamental‖ 
instaurado en la cultura occidental. (iii) la rigidez constitucional, dentro de la cual se 
empezó a percibir que en el tiempo la vigencia de esas normas era más perennes que el 
resto de normas ordinarias, lo cual se traduce en estabilidad y permanencia. 
 
Este es el legado del denominado movimiento constitucional, que más allá de un vocablo 
―constitución‖, creó una categoría jurídica cuya evolución  ha marcado la historia de los 
seres humanos, quienes han luchado por lograr su autonomía y la preservación de 
ciertos derechos de alto raigambre, la cual ha pasado por diversas etapas, muchas veces 
reinventándose en los textos constitucionales surgidos después de la segunda guerra 
mundial como se verá. 
1.1.3 Evolución del concepto Constitución: de la autonomía a los 
derechos sociales 
El inicio de esta evolución lo constituye la denominada ―Constitución Liberal‖. Las 
premisas de esta se evidencian en la idea de la autonomía de la sociedad, diferenciando 
la sociedad del Estado, al cual se le confiaba la gestión de lo público. (GARRONERA. p. 
48). Se empezó a vislumbrar, como consecuencia, la idea de las libertades negativas que 
llevó implícito la concepción de un Estado neutral. Ello se traduce en la tesis liberal de la 
mínima intervención del Estado dejando libre los asuntos privados del individuo.  De esa 
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manera, los derechos consagrados en las constituciones liberales fueron considerados 
libertades- autonomías o libertades negativas que significaba un no hacer de parte del 
Estado dejando a los individuos determinados espacios de acción. (GARRONERA. p. 
50).   
 
Esa denominación de derechos negativos equivalen a los llamados derechos de primera 
generación, lo que es indicativo que en desarrollos posteriores surgirían otros derechos 
que necesitan una intervención positiva del Estado como es el caso del derecho a la 
salud y los derechos laborales o del trabajo. Entre estas libertades negativas están, entre 
otros, los derechos relacionados con la autonomía que están en conexión con la 
intimidad, el honor, la libertad de pensamiento, la inviolabilidad del domicilio, la 
imposibilidad de ser detenido sin orden  judicial, los derechos relacionados con la 
propiedad, los derechos relacionados con la libertad de empresa. A la par de tales 
libertades, se creó la idea del Estado de Derecho que significa la hegemonía del imperio 
de la ley, que no es otra cosa que el gobierno de las leyes y no del capricho de los 
hombres de turno. (GARRONERA. p. 50). 
 
Debe precisarse, que esta concepción de imperio de la ley tiene dos versiones: la del 
derecho continental y la del derecho anglosajón. Para el primero, la revolución liberal 
introdujo el respeto por la ley escrita como forma de producción del derecho que incluso 
debía juzgar los actos del mismo Estado a través de una jurisdicción especial como lo es 
la contenciosa administrativa. Para la segunda, se considera, desde la misma conquista 
normanda de Inglaterra, que el derecho consuetudinario es el pilar de su sistema jurídico. 
Así mismo, se empezó a aceptar el precedente judicial como forma habitual de 
producción del derecho. Es la génesis del denominado ―common Law‖, el cual sentó las 
bases de la versión estadounidense del derecho denominada ―rule of law‖, dentro del 
cual no existe un juez especializado para los asuntos que tengan que ver con los actos 
de poder. (GARRONERA. p. 50). 
 
Un segundo momento de la evolución mencionada, lo fue la idea del ―Estado 
democrático‖. Es decir, la concepción sobre el acceso a la democracia marcó un 
momento en la evolución de la sociedad, idea que no nació con el Estado constitucional 
sino posteriormente. Para ello, fue necesaria la estructuración del concepto de sufragio, 
el cual avanzó hasta el punto de extenderse a todos los integrantes de la sociedad. 
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(GARRONERA. p. 60).sin que el mismo fuera privilegio de una clase determinada. Los 
primeros países en alcanzarlo lo fueron, Francia y Suiza, en el año de 1848 que dio inicio 
a la posibilidad de que los ciudadanos no solo accedieran al poder sino que eligieran a 
sus representantes. Aparejado al voto universal, se formó el derecho de asociación dado 
que la formación de partidos políticos garantizaba el natural ejercicio de ese nuevo 
derecho.  
 
Pero la entronización del voto, no fue un último momento de la evolución mencionada   
dado que cuando llegó la postguerra se identificó otro periodo en el movimiento 
constitucional que permitió la preservación de esta idea hasta la actualidad. 
 
Es el tercer periodo, el cual ha sido denominado ―constitucionalismo racionalizado‖ 
marcado por la irrupción del concepto de constitución social, tan importante para los 
derechos fundamentales relacionados con el derecho laboral o asuntos del trabajo como 
quiera que permitió perfilar estos como derechos fundamentales. Se trata del período 
transcurrido entre el final de la primera guerra mundial y el principio de la segunda. El 
modelo económico del liberalismo mostraba sus falencias. Muchos lo llaman el periodo 
de Weimar pues en el año de 1919 se expidió tal texto constitucional, el cual estuvo 
vigente hasta el año de 1933.  
 
Debe precisarse que en este estadio de la evolución que se estudia, la teoría original del 
liberalismo respecto de la representación no evitó la desconexión entre elegidos y 
electores lo que conllevó la mala fama de las corporaciones representativas. Esto fue la 
patente para que en las constituciones se empezara a instaurar mecanismos de control 
por parte de los electores a los elegidos tales como la moción de censura, entre otros.  
Se reforzaron los demás poderes, diferentes al legislativo, como el ejecutivo y el judicial. 
Dentro de este poder, se crearon tribunales constitucionales de control de legalidad de 
las leyes expedidas por los parlamentos, tema de estudio de tratadistas  del derecho 
como Kelsen. (GARRONERA. p. 64). De ahí la racionalidad que se inspiró en el sistema 
de fuentes y la tesis de la constitucionalidad de las leyes. Era evidente en esa época hizo 
crisis el modelo liberal. El autor español Ángel Garronera Morales describe tal momento:  
―En estas condiciones, pues la construcción del ―Estado social‖ no terminó siendo obra 
de la izquierda sino de los propios sistemas capitalistas responsables de la situación que 
había que corregir, bien que para que tales sistemas se decidieran a dar dicho paso hubo 
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que esperar a que determinadas circunstancias les convencerán de la imposibilidad de 
prolongar por más tiempo los desajustes económicos y las tensiones sociales que el 
mencionado modelo estaba ocasionando. Esas circunstancias se produjeron (i) primero 
con el triunfo de la revolución proletaria en Rusia (1917), aviso rotundo de lo que podía 
suceder en el plano político si el modelo capitalista no se corregía así mismo, (ii) y 
después con la gran depresión de 1929, evidencia ahora en el plano económico de que 
el sistema de libre mercado no podía seguir soportando, sin correctivos, sus muchas 
contradicciones. De ahí que el propio Estado demoliberal, sin abandonar su compromiso 
matriz con el modelo de economía libre, aceptara ir a una ―corrección social‖ de sus 
muchas insuficiencias, lo que –amén de su justicia- debe ser entendido como una 
estrategia para lograr su propia conservación ya que lo perseguido por éste no era, 
lógicamente, la superación del modelo sino la transformación desde el modelo…‖. 
(GARRONERA. p. 67).  
 
Es así como en la Constitución de Weimar se consagró como obligación del Estado la 
seguridad de los trabajadores y el derecho a una vivienda, con lo que dio las bases del 
Estado social. A su vez,  por el año de 1936 surgió la teoría de Keynes en la cual se 
vislumbra la posibilidad de la intervención del Estado en la economía. De ahí que la 
columna vertebral del Estado social descansa en:  
 
(i) la capacidad intervencionista del Estado; ello se traduce en la función planificadora de 
la economía, la creación de empresas del sector público y la intervención en empresas 
privadas; (ii) la ampliación de catálogos de derechos de dentro del texto constitucional. A 
estos últimos se le han llamado los derechos económicos, sociales o derechos de tercera 
generación, entre los cuales se incluyeron los derechos laborales tales como el derecho 
al trabajo, a la huelga, al descanso remunerado, a la negociación colectiva, los cuales 
buscaban no solo proteger al trabajador sino disminuir la desigualdad frente a los 
patronos. También nacieron los derechos prestacionales, insertos dentro del texto 
constitucional, como el derecho a la salud, a la educación, a la vivienda, a la asistencia 
social; (iii) la posibilidad de que todos los poderes públicos confluyeran al objetivo de 
construir un Estado social caracterizado por la idea de una transformación en la sociedad 
en las que ciertos derechos fundamentales, como la libertad, la justicia y la igualdad sean 
más efectivos en la viva realidad. (GARRONERA. p. 69).  
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De lo anterior se colige que la inserción en un texto constitucional de ciertos derechos 
desde la época de las tres revoluciones señaladas no fue una lista taxativa agotada sino 
que el devenir de la historia introdujo otra importante clase de derechos. Sin embargo, en 
uno y otro caso, ¿De qué depende, entonces, la validez y eficacia de un derecho 
instaurado en la Constitución Política de cada país? ¿Puede decirse que basta para ello 
que así se diga? ¿En el derecho contemporáneo tiene importancia el catálogo de 
derechos insertos en una carta política? 
1.1.4 Principio y regla: forma de los derechos fundamentales 
Es evidente que el concepto, estructura y carácter de un derecho fundamental depende 
de la forma en que el constituyente primario ha incorporado al texto superior. 
Generalmente, lo hace a través de una norma, que puede revestir el carácter de principio 
o regla. De ahí que la primera determinación para su reconocimiento es el establecer la 
fórmula en la que aparece en una Constitución.  
 
Ello significa que su inscripción en una Carta Política tiene efectos importantes para su 
validez jurídica aún en el derecho contemporáneo, en especial, en la teoría surgida luego 
de la segunda guerra mundial, con la vigencia de Constituciones como la de Italia, de 
1947, Alemania en 1949, Portugal en 1976, España de 1978 y en Latinoamérica, la de 
Brasil en 1988 y Colombia en 1991, en la que el rasgo común es la de incluir cierta 
categoría de derechos con la finalidad de perseguir una materialización efectiva de los 
mismos en la realidad sin que se deje de lado la importancia de la organización del poder 
y la definición de competencias.  Ya no todo gira en torno al Estado de derecho sino a la 
idea del Estado Constitucional de Derecho en la que convergen valores, principios y 
directrices, es pues el paso al neo constitucionalismo que no es otra cosa que una 
reinterpretación del movimiento constitucional atrás aludido.  
 
Así mismo, existe la idea en ese nuevo constitucionalismo del pluralismo como principio 
de legitimidad democrática, elemento importante de ésta por cuanto: ―no es solo 
pluralismo político, sino como advierte, Peces Barba, pluralismo in genere, porque 
‗expresa el paso de la libertad autonomía a la libertad participación…representa la 
expresión de la reversibilidad del poder%…es incompatibles con posiciones ideológicas 
dogmáticas‖ (DE LUCAS, Javier. 2004. p. 278).  
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La Corte Constitucional colombiana ha hecho una breve referencia histórica sobre el 
concepto de Estado Social de Derecho, dentro del cual irrumpe una nueva era o estadio 
del constitucionalismo. Así lo estipuló cuando consideró que: 
 
―La fórmula política del Estado Social de Derecho surge en la postguerra europea como 
una forma de organización estatal que pretende corregir las limitaciones de la concepción 
clásica del Estado de Derecho, expresión política de una sociedad compuesta por 
individuos concebidos abstractamente como libre e iguales. La teoría del estado del siglo 
XIX y principios del XX partía de la idea del ciudadano como persona adulta, letrada, 
propietaria, generalmente masculina, y libre frente al poder público. Desde esta 
perspectiva, la sociedad era autónoma para el aseguramiento de su reproducción 
material y cultural por lo que el Estado estaba prioritariamente destinado a proteger a las 
personas frente a los peligros internos y externos por medio de la policía, el ejército y la 
justicia. No obstante, la recesión económica de la primera postguerra y la expansión de 
las ideas socialistas, acompañada de reacciones de corte igualitario dentro de las 
doctrinas liberales y conservadoras, así como la creciente industrialización y tecnificación 
de las sociedades, vinieron a dejar en claro hasta qué punto el ser humano no es 
realmente libre e igual debido a limitaciones naturales y sociales, dentro de las cuales 
sobresalen las económicas. Es por ello que se acepta que, en muchos casos, la libertad 
y la igualdad requieren para su realización de medidas, acciones, prestaciones, servicios, 
que la persona por sí misma, ni puede asegurar. El Estado de derecho evolucionó así, de 
un estado liberal democrático a uno social, también democrático, animado por el 
propósito de que los presupuestos materiales de la libertad y la igualdad para todos estén 
efectivamente asegurados.‖ (Corte Constitucional, Sentencia C-1064 de 2001). 
 
Es innegable que frente a la evolución del Estado Constitucional, en cuanto fenómeno 
histórico, también ha evolucionado la práctica argumentativa en los ordenamientos 
jurídicos contemporáneos. Manuel Atienza señala esa evolución:  
 
―En efecto, a diferencia de lo que ocurría en el ―Estado legal‖, en el ―Estado 
Constitucional‖ el poder del legislador y de cualquier órgano estatal es un poder limitado 
y que tiene que justificarse en forma más exigente. No basta la referencia a la autoridad 
(al órgano competente) y a ciertos procedimientos sino que se requiere también 
(siempre)  un control en cuanto al contenido. El Estado constitucional supone así un 
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incremento en cuanto a la tarea justificativa de los órganos públicos, y por tanto, una 
mayor demanda argumentación jurídica (que la regida por el Estado legal de derecho). 
En realidad, el ideal del Estado constitucional (la culminación del Estado de derecho) 
supone el sometimiento completo del poder al derecho, a la razón: la fuerza de la razón 
frente a la razón de la fuerza. Parece ello bastante lógico que el avance del Estado 
constitucional haya ido acompañado de un incremento cuantitativo y cualitativo de la 
exigencia de justificación de los argumentos públicos‖ (ATIENZA, Manuel. 2010). 
 
En términos generales, se considera que existe una nueva tendencia que se engloba en 
las ideas del predominio de principios sobre las reglas, la irrupción de la técnica de la 
ponderación a nivel interpretativo, la actividad de los jueces constitucionales, la 
relevancia del pluralismo y la constitucionalización de las esferas del derecho, tal como lo 
pregonan autores españoles como Luis Prieto Sánchis, lo que indica que la carta política 
tiene fuerza vinculante, idea básica que conforma lo que hoy se conoce con el nombre 
del neoconstitucionalismo, el cual parte de la entronización de un catálogo de derechos 
dentro de un texto escrito denominado Constitución. 
 
Por ello, la positivización constitucional los derechos fundamentales, otorga un cierto 
status en un sistema normativo frente a otros derechos de carácter legal, o sea de 
aquellos consagrados por normas de inferior categoría. Y esa posición es hecho 
indicador de un nuevo derecho, de una nueva tendencia, cuya característica principal es 
su formulación en cartas constitucionales, tendencia que se agrupa teóricamente en lo 
que se ha denominado neo constitucionalismo. Es decir, a través de esta base teórica, 
toda norma constitucional que reviste el carácter de fundamental tiene como presupuesto 
la existencia de un sujeto, la confluencia de una condición prevista por una norma 
positiva que da una expectativa de situación al ser humano como titular de tales 
derechos, (FERRAJOLI, Luigi, 2009,  p. 37), los cuales tienen exigibilidad tal como se 
verá más adelante. 
 
En efecto, cuando Luigi Ferrajoli, concepción que se acoge, afirma que son ―derechos 
fundamentales”, todos aquellos derechos subjetivos que corresponden universalmente a 
“todos” los seres humanos en cuanto dotados de status de personas, de ciudadanos o 
personas con capacidad de obrar‖, (FERRAJOLI, Luigi, 2009,  p. 37), se entiende que 
está estableciendo un marco jurídico contextual, dentro del cual no sólo es importante el 
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texto donde están inscritos sino los conceptos dogmáticos- jurídicos de los que ha de 
valerse para hacerse efectivo. Esto es, está estableciendo una categoría básica, cuál es 
la de derecho subjetivo en favor de un ser humano, con status, el cual para que sea 
efectivo debe estar inscrito en un texto con características de ley fundamental, aspecto 
que da una de los rasgos propios de la teoría del neo constitucionalismo. 
 
Esta tendencia, también llamada ―el constitucionalismo de los derechos”, se caracteriza  
por el hecho de que adopta una categoría específica: constituciones materializadas y 
garantizadoras, acepción adoptada por parte del tratadista español Luis Prieto Sanchís. 
Este autor, explicando el significado de tal idea, considera que cuando se habla de 
constitución material se hace alusión a un ―denso contenido sustantivo de normas de 
diferente denominación (valores, principios, derechos o directrices)‖, (PRIETO SANCHÍS, 
Luis, 2007, p. 213), que tienen fuerza y viva realidad en la vida del ser humano en 
sociedad. 
 
Para Prieto Sanchís, una Carta Política no sólo establece límites al poder, manifestado 
en el hecho de que señala a éste cómo ha de organizarse y adoptar sus decisiones sino 
también determina derroteros para saber qué es lo que puede e, incluso, qué es lo que 
debe decidir. (PRIETO SANCHÍS, Luis, 2007, p. 214). Es decir, existe una materialidad 
que trasciende lo meramente formal en cuya afirmación juega un papel importante el juez 
constitucional. 
 
Conforme al profesor colombiano, Carlos Bernal Pulido, la posición de Sanchís Prieto se 
condensa en la materialidad sustantiva de la Constitución. Ello significa que existe un 
denso contenido conformado por normas que contienen derechos fundamentales. Esto 
tiene un significado específico: la conformación de un perfil  omnicomprensivo. Es decir, 
estas normas irradian el sistema jurídico; así mismo, dentro del texto constitucional se 
conforma una tendencia principialística, que establece una unión, a la manera de 
confluencia, entre Cuerpo Constitucional y Legislación, (PULIDO BERNAL, Carlos, 2007, 
p. 290), en la que cobran relevancia los principios. 
 
Entre estos cuerpos, existe un margen de acción de quienes son los llamados 
―guardianes de las constituciones democráticas de nuestro tiempo‖, expresión de 
Eduardo Ferrer  Macgregor, traída por parte del tratadista italiano Gustavo Zagrebelsky, 
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quien atribuye la tarea a los jueces constitucionales que hacen una constitución viviente, 
(ZAGREBELSKY, Gustavo, 2007, p. 97), quienes deben interpretar normas insertas en 
las constituciones y, por ende, declaran esos derechos subjetivos en clave de derechos 
fundamentales, aspecto que ratifica el papel fundamental de estos en el Estado 
constitucional, única vía para que no se queden en letra muerta. 
1.1.5 Derechos fundamentales: entre los límites del derecho 
subjetivo 
Es evidente que si un derecho fundamental, inserto en un texto constitucional, implica un 
derecho subjetivo, es necesario delimitar ¿qué es un derecho subjetivo? Para el efecto, 
es conveniente establecer sus límites. A través del trabajo académico del profesor 
Rodolfo Arango Rivadeneira, se tiene que tal especie de derecho tiene tres 
características, las cuales son compartidas por el profesor Tulio Enrique Chinchilla 
Herrera. 
 
De esa manera, Arango Rivadeneira, siguiendo a H. Maurer, considera los siguientes 
rasgos propios de un derecho subjetivo: “(i) Una norma jurídica; (ii) una obligación 
jurídica de otro derivada de esta norma; y (iii) un poder jurídico para la consecución de 
intereses reconocidos al sujeto (es decir, una posición jurídica)”. (ARANGO 
RIVADENERIA, Rodolfo, 1995, p. 9). 
 
No hay que olvidar, como lo considera el profesor Tulio Elí Chinchilla Herrera, que el 
concepto de derecho subjetivo es una construcción central de la moderna ciencia 
jurídica. Detrás del mismo, en un ordenamiento jurídico, se habilita a un sujeto individual 
o colectivo para reclamar a otro el cumplimiento de determinados deberes, que pueden 
estar relacionados con el hacer como con el no hacer, ―aun mediante reclamación judicial 
y, eventualmente, el empleo de la fuerza socialmente organizada. (CHINCHILLA 
HERRERA, Tulio Elí. 1999, p. 16), Conforme al profesor mencionado se tiene que: 
 
―Lo relevante es-como lo define la doctrina jurídica- que tener un derecho subjetivo 
significa que para alguien existe una facultad derivada de una norma jurídica para exigir 
de otra persona o institución el cumplimiento de un deber específico impuesto por el 
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derecho positivo, aun mediante el ejercicio de una acción judicial. Así, entonces, existe 
un derecho subjetivo cuando el ordenamiento reconoce una situación subjetiva asumida 
como ventajosa y valorada como legítima, y tal situación es exigible frente a otros sujetos 
de derecho; en otras palabras, cuando hay una norma jurídica que otorga facultades 
ejercitables judicialmente por un sujeto para obligar a alguien a cumplir un acto (acción u 
omisión) que favorece al primero. 
 
De esa manera, el derecho subjetivo muestra una estructura en la que un sujeto 
determinado (sujeto pretensor) es autorizado por la norma de derecho para formular una 
pretensión contra otro (sujeto obligado a dar, hacer o no hacer) y hacerla valer mediante 
un procedimiento judicial (garantía subjetiva de acción). En los derechos de crédito 
(derechos personales del ámbito privado)- y los derechos privados asistenciales o de 
prestación tienen una importante faceta de este tipo-el derecho subjetivo tiene un 
componente especial: la obligación, que es el vínculo jurídico que une al acreedor con el 
deudor. En los derechos reales no existe dicho lazo o vínculo entre dos sujetos 
determinados pero sí un deber general negativo sobre todos los demás sujetos de 
abstenerse de impedir el goce y el ejercicio del derecho subjetivo. Todos ellos, en tanto 
subjetivos, son derechos esencialmente justiciables, es decir, derechos a los que la 
posibilidad de reclamación judicial (justiciabilidad) les marca una de sus características 
cosustanciales…‖. (CHINCHILLA HERRERA, Tulio Elí. 1999, p. 16-17). En otras 
palabras, el derecho subjetivo se expresa a través de una norma, base para hacerlo 
exigible en el mundo del derecho. 
 
El que un derecho subjetivo sea una norma, ello significa que es un enunciado normativo. 
Así, a través de una oración deóntica, se ordena, se prohíbe o se permite. Estas 
expresiones indican que el cumplimiento de estas normas depende del poder legítimo del 
Estado. (ARANGO RIVADENERIA, p. 10). Al mismo tiempo, tal  enunciado normativo 
presupone la existencia de una obligación de ―otro‖ a hacer o dejar hacer algo. (p. 12). En 
ese contexto, el sujeto tiene un poder y una posición jurídica que presupone una 
obligación establecida en una norma. (p. 16).  Es por ello, que un sujeto puede imponer 
un derecho. Así, el profesor Rodolfo Arango Rivadeneira concluye que ―sin la posibilidad 
de exigir un derecho subjetivo, éste prácticamente no tendría sentido”. Al mismo tiempo, 
sin poder hacer coercible el cumplimiento del derecho subjetivo no sería posible distinguir 
entre derechos jurídicos y morales. (ARANGO RIVADENERIA, p. 17). Aparece así, el 
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criterio de la exigibilidad jurídica como pilar para contextualizar la idea de un derecho 
fundamental dentro del constitucionalismo. 
 
Esta misma idea la desarrolla Robert Alexy cuando considera que: ―que siempre que 
alguien posee un derecho fundamental, existe una norma válida de derecho fundamental 
que le otorga ese derecho‖. (ALEXY Robert. 1993. P 47). Este autor alemán, considera 
que la dinámica inversa no vale. Es decir, no es válido que existan normas de derecho 
fundamental que no otorgan ningún derecho subjetivo. Valga aclarar que Alexy, sin dejar 
la idea del derecho subjetivo, acoge el concepto de normas de derecho fundamental y se 
aparta del de normas fundamentales en atención a que ciertas normas del catálogo de 
derechos fundamentales no podrían llamarse normas de derecho fundamental, las cuales 
es posible una fundamentación iusfundamental correcta, cuya base es una referencia al 
texto de la constitución. (ALEXY Robert. 1993. P. 73). En este trabajo se toma la 
acepción de derecho fundamental pese la diferenciación de Robert Alexy dado que en 
una u otra la idea del derecho subjetivo descansa como base. 
 
De esa manera, derecho subjetivo es el concepto dogmático de los derechos 
fundamentales, que al ser incorporados en el texto constitucional dan una posición 
especial  sobre el resto de derechos. Un valor agregado o plus único que tiene efectos 
concretos y verificables.  
 
Así, Rodolfo Arango Rivadeneira, le reconoce esa connotación cuando afirma que: ―la 
incorporación de derechos en una constitución está orientada a reconocer su importancia 
y a darles una mayor protección, no siendo posible su modificación por medio de simples 
leyes‖, (ARANGO  Rivadenerira, p. 33), lo que le da valor a la Constitución como texto 
jurídico, es decir, su valor como norma fundamental, aspecto que característica la 
nombrada teoría del neo constitucionalismo, dentro de la cual cobra relevancia la 
estructura de las normas fundamentales que se pueden ofrecer en tal texto como regla o 
principio con ese doble valor agregado. (ALEXY Robert. 1993. p. 81). 
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1.2 Los aportes del neoconstitucionalismo: el papel de 
las reglas y los principios 
1.2.1 El doble valor del texto constitucional: lo político y lo 
jurídico 
Como se ha dicho, el constituyente primario incorpora en el texto constitucional los 
enunciados normativos a través de reglas, principios y valores. Tal criterio le da un valor 
y significancia al texto constitucional, en su doble connotación, no solo como documento 
con  valor jurídico y político, que irradia no sólo la organización del Estado sino como 
norma básica del ordenamiento jurídico del mismo, ―configura un auténtico derecho y 
supremo derecho‖. (BLANCO VALDÉS, Roberto L., 1994, p. 31-32). El modelo 
colombiano ha tomado los dos rasgos. No sólo la Carta Política da elementos básicos 
para la estructura de los poderes públicos sino que establece la supremacía de la 
Constitución, como documento jurídico, aspecto que ha tenido preponderancia, 
especialmente, luego del año 1991. 
 
De esa manera, los derechos fundamentales presentes en las normas constitucionales 
son una garantía de los ciudadanos en un Estado de derecho, así como en un Estado 
Social de Derecho, en la que tanto el sistema político y jurídico tendrán como norte el 
respeto y la promoción de la persona humana, así como la solidaridad social y colectiva 
de la vida humana. (PÉREZ LUÑO,  Antonio, 2004, p. 20-21). 
 
Por ello, de acuerdo con el profesor español Adolfo Pérez Luño, en perspectiva 
constitucional, los derechos fundamentales pueden ser vistos como ―un conjunto de 
valores básicos” que contiene un “marco de protección de situaciones jurídicas 
subjetivas”, (p. 20), con lo cual se observa no sólo su dimensión objetiva, de acuerdo a 
las diferentes tendencias de las diversas fuerzas sociales, que configuran un modelo de 
Estado que se acoja, sea de Derecho o Social de Derecho, sino su connotación 
subjetiva, al determinar un estatuto jurídico de los ciudadanos. (PÉREZ LUÑO, Antonio, 
2004, p. 22). 
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Dentro de éste estatuto jurídico, conforme a Antonio Pérez Luño, no sólo están los 
derechos de autonomía, libertad y seguridad, los cuales pueden ser considerados como 
derechos personales, que se consideran inherentes a la persona humana y concretan los 
valores de la libertad y dignidad humana, (PÉREZ LUÑO, Antonio, 2004, p. 174-175), 
sino también se encuentran los derechos civiles, entendidos como  prerrogativas de los 
particulares frente a los poderes públicos, entre estos el principio de legalidad, 
presunción de inocencia y las diversas formas de libertad, así como los derechos 
políticos, considerados como aquellos que le permiten al ciudadano participar en la 
formación de la voluntad del Estado como miembro de la comunidad política.  
 
Entre estos están, siguiendo a tal autor, el derecho a la participación política a través de 
los partidos políticos, el derecho al sufragio, de elegir y ser elegido. Esta clasificación de 
los derechos fundamentales, sigue el modelo de George Jenillek, conforme lo anuncia el 
profesor Pérez Luño, (178-185), ordenación que recorre la evolución de la sociedad atrás 
señalada en la consecución de derechos que le permitan su vida en sociedad, la que con 
el devenir del tiempo introdujo los derechos sociales, económicos y culturales, cuyo eje 
radica en un mínimo vital para el ser humano que le permita su desarrollo en varias 
perspectivas. 
 
En otras palabras, estos derechos son los límites internos, entre gobernantes y 
gobernados,  que a la par de los límites externos, entre Estados, son instituidos frente a 
la organización denominada Estado, como lo considera Norberto Bobbio, (2006, p. 134-
139), característica propia de un Estado Liberal y todas las demás formas de Estado 
surgidos con posterioridad. 
 
Así mismo, dan las  bases para  evidenciar el valor de la Constitución como texto político 
y jurídico que tiene en cuenta no sólo la organización interna, con el reconocimiento de 
derechos fundamentales, entre los que se encuentran los derechos políticos y sociales,  
sino la relación del Estado con otros Estados, muchas veces consagrados en Tratados 
Internacionales, (p. 134-139), que dan la estructura para ese constitucionalismo actual en 
los que el límite formal y material al poder es uno de sus rasgos. (BOBBIO, Norberto, 
2006, p. 139) 
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Y si bien esos límites pueden revestir el carácter o la denominación de derechos 
subjetivos, inscritos dentro de una Constitución, estos pueden denominarse Derechos 
Humanos ora Derechos Fundamentales, términos que son usados indistintamente. Sin 
embargo, la doctrina ha elaborado criterios de diferenciación. 
 
Para ello, se toma como referencia la distinción que la doctrina española establece, a 
través del profesor Antonio Pérez Luño, quien considera que ambos conceptos, aunque 
con elementos comunes, tienen una relación en su configuración que puede dar lugar a 
una diferencia: 
 
―Derechos Humanos aparece como un concepto de contornos más amplios e 
imprecisos que la noción de los derechos fundamentales. Los derechos humanos 
suelen venir entendidos como un conjunto de facultades e instituciones que, en cada 
momento histórico, concretan las exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad 
humanas, las cuales deben ser reconocidas positivamente por los ordenamientos 
jurídicos a nivel nacional e internacional. En tanto que con la noción de los derechos 
fundamentales se tiende a aludir a aquellos derechos humanos garantizados por el 
ordenamiento jurídico positivo, en la mayor parte de los casos en su normativa 
constitucional  y que suelen gozar de una tutela reforzada‖.  (PÉREZ Luño, (2004) pp. 
46). 
 
Lo anterior indica que ese refuerzo se garantiza cuando se consignan con claridad en un 
texto constitucional, aspecto que coincide con lo considerado por parte del Profesor 
Rodolfo Arango R., quien afirma que los derechos humanos tienen que ser positivizados 
en una Constitución para tener ―validez jurídica‖ como derechos fundamentales en el 
orden jurídico interno. (ARANGO RIVADENEIRA, (1997) p. 33 y 34). 
 
En criterio de este autor, dentro del texto constitucional pueden aparecer derechos 
fundamentales de diversa naturaleza. De esa manera, se ha elaborado una especie de 
taxonomía según  diversos criterios. El más común es el relacionado con las acciones 
que se espera del Estado. Así, se tiene que existen  derechos fundamentales de defensa 
y derechos fundamentales prestación. Los primeros implican una acción negativa del 
Estado-no hacer-. Los segundos, una acción positiva-un hacer-. En Colombia existe esa 
clasificación. El Estado colombiano no puede, a través del Legislativo, expedir una ley 
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que restrinja la libre circulación dentro del territorio de sus nacionales. Del mismo modo, 
el Estado colombiano está en obligación de garantizar un mínimo vital. 
 
A su vez, siguiendo Arango Rivadeneira, con referencia a autores como Robert Alexy y  
Gustavo Zabrelesky, se considera que, a pesar de estos criterios, esos derechos 
fundamentales pueden estar expresados en forma de principio o regla. 
 
En efecto, Robert Alexy ha considerado que las normas de derecho fundamental tienen 
un carácter doble, en el que se estatuyen dos tipos de normas: las reglas y los principios. 
(ALEXY Robert, 1993, p. 83). Estos enunciados normativos tienen en común el que 
ambos dicen ―lo que debe ser‖. Ambos pueden ser formulados por medio de 
expresiones deónticas, por ejemplo, la permisión y la prohibición.  
 
Del mismo modo, entre los muchos criterios para su distinción, según Alexy, está el de la 
generalidad: ―los principios son normas de un grado de generalidad relativamente alto, y 
las reglas normas con un nivel relativamente bajo de generalidad‖. (ALEXY Robert, 1993, 
p. 83). Ese referente indica un deber ser general frente a un deber ser particular. 
 
Sin embargo, el punto más emblemático de diferenciación lo es la relación de estos 
derechos con la viva realidad. El  autor determina que los principios ―son normas que 
ordenan que algo sea realizado en la mayor medida posible, dentro de las posibilidades 
jurídicas y reales existentes‖. Por ello, se reduce a ―un mandato de optimización‖, que 
abarca ―permisiones y prohibiciones‖. (ALEXY Robert, 1993, p. 86). Su característica 
primordial lo es que ―pueden ser cumplidos en diferente grado y que la medida debida de 
su cumplimiento no sólo de las posibilidades reales sino también de las jurídicas‖. Las 
reglas, según el autor ―pueden ser cumplidas o no‖ Por tanto,  contienen determinaciones 
―en el ámbito de lo fáctica y jurídicamente posible”. (ALEXY Robert, 1993, p. 87). En la 
práctica, Alexy refleja que las reglas son aplicadas en la cotidianeidad, en la aplicación 
ordinaria del derecho mientras los principios es un criterio para resolver problemas de 
raigambre constitucional en caso de colisión, incluso de reglas. 
 
Por su parte, Zabrelesky, al preguntarse sobre la diferencia entre reglas y principios, 
determina que ―sólo los principios desempeñan un papel propiamente constitucional  
constitutivo del orden jurídico‖. Las reglas, por el contrario, ―así estén escritas en la 
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Constitución, no son más que leyes reforzadas por su forma especial‖. Por ello, ―se 
agotaban en sí mismas y no tienen ninguna fuerza constitutiva fuera de lo que ellas 
mismas significan‖. (ZAGREBLESKY Gustavo, 1999, p. 110).  En concreto, según este 
autor considera que: 
 
―Las reglas nos proporcionan el criterio de nuestras acciones, nos dicen cómo 
debemos, podemos actuar en determinadas situaciones específicas previstas por 
reglas mismas; los principios, directamente, no nos dicen nada a este respecto, 
pero nos proporcionan criterios para tomar posición ante situaciones concretas 
pero que a priori aparecen indeterminadas‖. (ZAGREBLESKY Gustavo, 1999, p. 
110). 
1.2.2 Los derechos de defensa y derechos de prestación: la 
relatividad en su justiciabilidad 
Sin embargo, a pesar del consenso sobre la existencia e importancia de los 
derechos fundamentales, así como la forma en que aparecen expresadas en el texto 
constitucional, a través de normas, el debate se ha concentrado en el tema de su 
exigibilidad, de cara a los diferentes criterios para identificar cada uno de ellos pues, 
como se ha visto, existen unos derechos fundamentales de defensa y otros de 
prestación.  
Ambas especies de derechos fundamentales, implican una obligación para el 
Estado. Así, los primeros tienen un carácter negativo en cuanto le imponen al Estado 
límites para no entrar en la órbita individual del ser humano, lo que constituye la génesis 
de los derechos humanos y de los derechos fundamentales, (ARANGO RIVADENEIRA, 
(1995), p. 35),  en criterio del profesor Rodolfo Arango Rivadeneira, tal como lo 
concibieron teóricos como Jhon Locke y Hobbes. 
Los segundos, referidos a derechos de acción positiva del Estado, ―lo cual asegura la 
participación del ciudadano en prestaciones normativas o prestaciones fácticas‖, que se 
condensan en derechos de organización como de asociación sindical y al mínimo vital, 
los que conforme a la concepción socialista de los derechos fundamentales también 
hacen parte del concepto de derecho fundamental dado que son mínimos vitales para el 
desarrollo del ser humano en sociedad.  
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Esta situación ha generado un debate sobre el valor jurídico a los derechos 
económicos, sociales y culturales, que requieren un grado mayor de acción positiva del 
Estado,  en atención a que son considerados como ―buenas intenciones, de compromiso 
político‖, (ABRAMOVICH, Víctor y COURTIS Christian, 2002, p. 19.), consideración que 
pone de presente una debilidad que, en criterio de Luigi Ferrajoli, no sólo es una 
debilidad política sino teórica, evidenciada por una tendencia que se niega a 
reconocerles un valor jurídico. (FERRAJOLI, Luig, p. 9). Así lo estima cuando aduce que: 
 
―Si bien los derechos sociales son solemnemente proclamados en todas las 
cartas constitucionales e internacionales del siglo XX, una parte relevante de la 
cultura politológica, y no sólo la conservadora -de Friederich A. Von Hayek a 
Barbalet, de Giovanni Sartori a Danilo Zolo-, no considera que se trate propiamente 
de derechos. Los argumentos para sostener este singular desconocimiento del 
derecho positivo vigente, no por casualidad articulados por politólogos más que por 
juristas, son siempre los mismos: que a estos derechos les corresponden, antes 
que prohibiciones de lesión, obligaciones de prestación positiva, cuya satisfacción 
no consiste en un no hacer sino en un hacer, en cuanto tal, no formalizable ni 
universalizable, y cuya violación, por el contrario, no consiste en actos o 
comportamientos sancionables o anulables sino en simples omisiones, que no 
resultarían coercibles ni justiciables”. (FERRAJOLI, Luig, p. 9). 
 
Sin embargo, con lo anterior se evidencia una resistencia en los argumentos para aceptar 
la validez jurídica de estos derechos fundamentales, al punto que los consideran no 
exigibles por la vía judicial, aspecto que ha sido debatido conforme los argumentos 
extraídos de las investigaciones de Víctor Abramovich y Christian Courtis, quienes 
ofrecen explicaciones para apoyar la idea de que los mismos, es decir, los derechos 
sociales, si son exigibles por vía judicial. 
 
En efecto, estos autores han determinado que los derechos sociales si son justiciables 
basado en el argumento de que no existe ninguna diferencia de estructura entre los 
denominados derechos civiles-políticos y los derechos prestación, cuya imagen toma los 
denominados derechos sociales. 
 
Para tal fin, consideran que (i) es evidente una relatividad en la distinción entre derechos 
civiles y políticos y derechos económicos, sociales y culturales dado que ―existen niveles 
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de obligaciones estatales que son comunes a ambas categorías de derechos‖; así 
mismo, (ii) todos los derechos económicos, sociales y culturales tienen al menos un 
aspecto que resulta claramente exigible. (FERRAJOLI, Luigi, p. 20-21) 
 
Pata defender tal tesis, los autores en cita parten de un presupuesto: la positivización de 
los derechos sociales tanto en los textos constitucionales como tratados internacionales 
de derechos humanos, aspecto que comparte el profesor colombiano Rodolfo Arango R. 
Hay entonces una coincidencia entre estos autores en determinar la estructura de los 
derechos económicos, sociales y culturales, aspecto importante para afirmar su 
justiciabilidad, que en últimas da criterios para su fundamentación. 
 
1.3 Fundamentación de los derechos económicos, 
sociales y culturales: el derecho laboral como 
especie de ese género 
Abramovich y Courtis se oponen a la pretendida tesis del ―defecto de nacimiento‖ de los 
derechos económicos, sociales y culturales, erigida como obstáculo para pretender su 
exigibilidad. Esta posición es utilizada como estrategia para determinar la imposibilidad 
de alcanzar su justiciabilidad. Por eso, quienes se oponen a la misma recurren al criterio 
de diferenciar  la naturaleza de estos derechos-derechos sociales- con los de los 
derechos civiles y políticos. 
 
Respecto a estos últimos, consideran que el Estado sólo tiene obligaciones negativas o 
de abstención. En su lugar, los derechos económicos, sociales, y culturales implicarían el 
nacimiento de obligaciones positivas que en la mayoría de los casos se solventan con 
dinero del erario público-los autores se basan en los estudios de F. Von Hayek, en 
concreto en su obra ―Derecho, legislación y libertad‖ en el Espejismo de la justicia social-. 
Significa ello que si falla el Estado, no habría garantía para su eficacia conclusión 
estrecha pues se desconoce que existe una pretensión demandable por parte del 
individuo titular de ese derecho social, económico o cultural. 
 
Abramovich y Courtis han identificado que para esta tesis ―la estructura de los derechos 
económicos, sociales y culturales se caracterizaría por obligar al Estado a hacer, es 
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decir, a brindar prestaciones positivas: proveer servicios de salud, asegurar la educación, 
sostener el patrimonio cultural y artístico de la comunidad‖. (Abramovich y Courtis, 
(2002), p. 22).  Se aduce, entonces, que cuando un texto constitucional hace mención a 
términos como el derecho a la salud, derecho al trabajo, derecho a la vivienda, estas 
expresiones se deben entender en un sentido figurado o metafórico, sin que puedan 
materializarse en la realidad. O sea puro efecto simbólico. Es decir, se consagran figuras 
que no tienen ninguna realización práctica, aspecto que no tiene en cuenta la 
estructuración como derecho subjetivo de los derechos sociales en los términos vistos. 
 
Los autores mencionados, siguiendo al profesor Santiago Nino, tacharon tal posición  
como una visión totalmente sesgada y naturalista del funcionamiento del aparato estatal 
que coincide con la posición decimonónica del Estado Mínimo, garante de la justicia, la 
seguridad y la defensa. No cabrían dentro de tal concepción una nueva tipología de 
delitos, por lo que  la lista de derechos fundamentales se reduciría a los derechos 
políticos o de primera generación. 
 
Para contrarrestar esta tesis planteada, los autores Abramovich y Courtis han 
considerado que los derechos civiles y políticos en su estructura pueden ser 
caracterizados como un complejo de obligaciones negativas y positivas de parte del 
Estado que nacen, precisamente, de los derechos subjetivos radicados en cabeza del 
individuo miembro del andamiaje social. Muchas veces, en su consideración, el Estado 
debe erogar recursos cumpliendo una obligación positiva y, a veces, debe abstenerse de 
hacer algo. Así concluyen que las diferencias en estas especies de derechos son de 
grado, más que sustanciales, por lo que es claro que por omisión o por acción el Estado 
puede vulnerar esa especie de derechos por lo que se hacen exigibles de manera 
concreta y abstracta.  
 
Es en la realidad social en la que tal argumento toma fuerza. En efecto, por el hecho de 
que teóricamente a los derechos económicos, sociales y culturales se les asimile a 
obligaciones de hacer (derechos prestación), ello no significa que dentro de su estructura 
no se encuentran obligaciones de no hacer. Así, por ejemplo, para los autores citados, el 
derecho a la educación supone la obligación de no empeorar la educación pública; en el 
derecho al trabajo, la obligación de no hacer, consistiría en no obstruir la generación de 
empleo. 
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Y es esa misma realidad la que indica que las distinciones absolutas entre derechos 
civiles y políticos en relación a los derechos económicos, sociales y culturales, cada día 
es más tenue. Abramovich y Courtis, determinan que: ―muchos derechos 
tradicionalmente abarcados por el catálogo de derechos civiles y políticos han sido 
reinterpretados en clave social, de modo que las distinciones absolutas también pierden 
sentido en estos casos‖. (Abramovich y Courtis, 2002, p. 26). 
 
Debe decirse frente al tópico en mención que si la expresión ―tener un derecho‖ dentro 
del derecho positivo actual, debe necesariamente pasar por el formato técnico de 
derecho positivo como lo enseña el profesor colombiano Tulio Enrique Chinchilla. (p. 17). 
Pero ¿qué significa esta consideración?: siguiendo al autor mencionado, basado en la 
jurisprudencia española, ―los derechos fundamentales son derechos subjetivos, derechos 
de los individuos no solo en cuanto a derechos de los ciudadanos en sentido estricto, 
sino en cuanto garantizan un status jurídico o libertad en un ámbito de existencia‖, 
(CHINCHILLA Tulio Enrique, p. 179), razonamiento que lleva a la conclusión de que los 
derechos fundamentales y las libertades públicas son derechos individuales que tienen al 
individuo como sujeto activo y al Estado por sujeto pasivo en la medida que tienden a 
reconocer y proteger ámbitos de libertad o prestaciones que los poderes públicos deben 
otorgar o facilitar aquellos. Concluye Chinchilla Herrera que en términos generales los 
derechos fundamentales se expresen a través de derechos subjetivos, tal características 
les permite ganar el atributo de la justiciabilidad, no otra cosa justicia sino el hecho de 
que su titular los pueda hacer valer judicialmente en caso de vulneración o amenaza. Por 
ende, al ser el derecho social un derecho fundamental, tiene aparejada la posibilidad de 
ese reclamo judicial como todo género de derecho fundamental. 
 
Y es que en el terreno de la práctica judicial, un derecho social, económico y cultural, 
entre estos el derecho al trabajo, o los derechos fundamentales laborales, además de 
esa dimensión subjetiva-palpable en el hecho de darle al ser humano su estatus de 
trabajador con derechos, por ejemplo a la huelga o a la seguridad social, también tiene 
una instancia valorativa que toman relevancia a la hora de interpretarlos dentro del 
contexto institucional. Así, su reconocimiento constitucional, por ejemplo, en las 
constituciones española y colombiana, de 1978 y 1991, respectivamente, indica que 
españoles y colombianos tienen derecho a un puesto de trabajo, a un empleo digno, 
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razón por la que el Estado español y/o colombiano tiene el deber de promover las 
condiciones para ello.  
 
Tienen, dado que es un derecho subjetivo, la posibilidad de ser reclamado ante las 
instancias judiciales respectivas. Así mismo, se apareja una dimensión objetiva que los 
hace ―imperativos al legislador‖, de manera absoluta también al resto de poderes 
públicos y a los particulares que no solo ratifican su naturaleza justiciable en caso de 
vulneración sino la posibilidad de tener límites en su facultad configuradora que impide 
que su regresión, sino la posibilidad de que en abstracto se ejerzan acciones judiciales 
como en Colombia se tiene en el caso de la acción de inconstitucionalidad y la acción de 
nulidad contencioso-administrativa que puede instaurarla cualquier ciudadano no 
necesariamente un perjudicado directo por la violación de los derechos sociales. 
(CHINCHILLA Tulio Enrique, p. 19). Esa doble naturaleza es el muro de contención frente 
a la aparente dificultad de su exigibilidad judicial por cuanto tienen los derechos 
laborales, en su dimensión de derecho fundamental social, un ―efecto de irradiación‖, de 
todo el ordenamiento interno de un país. (CHINCHILLA Tulio Enrique, p. 19). 
 
1.3.1 Derecho Laboral como derecho social: una dificultad 
aparente de exigibilidad judicial  
Una especie del género de derechos fundamentales, que resultan altamente justiciables, 
lo han sido los derechos laborales, los cuales han sido identificados como un derecho 
social, el cual tiene como tutela el trabajo humano. El hecho de que normas insertas 
dentro de los textos constitucionales contengan algunos tópicos, significa una tutela 
reforzada. 
 
Pese a lo anterior, los tratadistas advierten las dificultades en su exigibilidad judicial que 
presentan los tradicionales derechos laborales de sindicalización y huelga, como 
derechos sociales. En especial, en cuanto a la distinción obligación negativa /obligación 
positiva, la cual les resulta infértil al respecto. (CHINCHILLA Tulio Enrique, p. 26) 
 
Según, los autores Abramovich y Courtis, algunos estudiosos consideran que los 
derechos laborales mencionados son casos especiales de ―derechos civiles y políticos‖; 
otras tendencias más progresistas consideran que su adscripción al catálogo de 
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derechos económicos, sociales y culturales se justifica a partir de argumentos históricos, 
reconociendo que no pueden ser caracterizados esencialmente como derechos que 
generen obligaciones positivas del Estado dado que, en sí, los derechos laborales 
imponen un límite al Estado de no hacer, de no vulnerar ciertos mínimos vitales de los 
trabajadores. 
 
Sin embargo, esa dificultad es artificial. Denota que si bien  el concepto ―derecho laboral 
como derecho social‖ tiene un espectro que permite el manejo discrecional de posiciones 
tendientes a realizar las consabidas distinciones, también lo es que dentro del mismo 
concurren diversas clases de obligaciones por parte del Estado. Respecto de los 
derechos laborales mencionados, es evidente que  si pueden haber obligaciones de 
hacer/como no de no hacer.  
 
Así, por ejemplo, dentro de las primeras, el garantizar la realización y seguridad de las 
reuniones sindicales; el apoyar los requerimientos de las organizaciones gremiales; el 
realizar una legislación para propiciar un ambiente que permita que ese tipo de 
organizaciones sindicales funcionen dentro de una sociedad. En cuanto a las segundas, 
es decir, obligaciones de no hacer, el Estado debe abstenerse de obstaculizar el 
desarrollo de ese derecho de asociación sindical o de perseguir a sus dirigentes evitando 
actos de discriminación negativa respecto de sus promotores y afiliados. Y, en ese 
sentido, la obligación de hacer del Estado irradia su estructura, que no excluye las 
obligaciones de no hacer. 
 
Por ello, al manifestar el profesor Rodolfo Arango R. que los derechos sociales 
fundamentales son derechos subjetivos con un alto grado de importancia, lo que indica 
es que una distinción en atención a que son derechos sociales generales en sentido 
estrecho, (ARANGO RIVADENEIRA, 1995, p. 39), o sea derechos generales positivos a 
acciones fácticas del Estado.  
 
Esto significa, en palabras del tratadista colombiano Arango Rivadeneira que, que ese 
carácter se refleja en tres planos: (i) en cuanto a la titularidad, pues todas las personas 
tienen derecho; y el obligado, el Estado; (ii) en cuanto al objeto, son derechos 
constitucionales, es decir,  no son meros derechos legales; (iii) se puede hacer una 
fundamentación iusfilosófica, en cuanto a que son derechos humanos cuya validez moral 
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se ha fortalecido mediante su positivización, o sea su validez jurídica. (ARANGO 
RIVADENEIRA, 1995, p. 38-39) 
 
Esta idea se basa en los argumentos del profesor alemán Robert Alexy. Es quien da a los 
derechos sociales el carácter de fundamentales, los que son considerados derechos a 
prestaciones en sentido estricto. Para Alexy el argumento principal a favor de los 
derechos fundamentales sociales lo es el argumento de la libertad. Esta libertad, según el 
profesor alemán, va en dos sentidos:  
 
(i) libertad jurídica para hacer u omitir algo sin la libertad fáctica (real), es decir sin  la 
posibilidad fáctica  de elegir entre lo permitido, carece de todo valor. Un ejemplo de la 
vida real sintetiza ese argumento: la libertad jurídica de una persona colombiana, nacida 
en Curillo (Caquetá), o si quiera de ciudad Bolívar en Bogotá, para realizar o para no 
realizar determinada acción carece de todo valor, o sea es inútil, si por razones fácticas  
esa persona no tiene la posibilidad de elegir entre la ejecución y la no ejecución de esa 
acción. Citando a Lorenz Von Stein, Alexy recuerda que: ―la libertad es sólo real cuando 
se poseen las condiciones de la misma, los bienes materiales o espirituales en tanto 
presupuestos de la autodeterminación‖ o como lo sostiene el Tribunal Constitucional 
alemán, ―el derecho de libertad no tendría valor alguno sin los presupuestos fácticos para 
poder hacer uso de él‖. (ALEXY, Robert, p. 73). 
 
(ii) la segunda tesis de Alexy, indica que bajo las condiciones de la moderna sociedad 
industrial, la libertad fáctica de muchos seres humanos  no dependen de un ámbito 
específico dominados por ellos mismos sino que depende de actividades estatales. 
 
Estos argumentos, ´para Alexy es solo un punto de partida para los derechos 
fundamentales sociales, siendo indispensable que la libertad fáctica debe ser asegurada 
iusfundamentalmente. En términos del autor alemán, ―la libertad de los derechos 
fundamentales debe asegurar la libertad fáctica‖ (ALEXY, Robert, p. 74). 
 
Siguiendo a Alexy, para un individuo es muy importante la libertad fáctica: ―para el 
individuo tienen importancia existencial el no tener que vivir bajo el nivel de una 
existencia mínima, el no estar condenado a un permanente hacer nada y el no quedar 
excluido de la vida cultural de la época. Para quien se encuentra en estas situaciones 
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deficitarias, por cierto, los derechos fundamentales no carecen totalmente de valor‖. 
(ALEXY, Robert, p. 75).Traducido ello al caso colombiano, por ejemplo, una persona 
sumida en la indigencia, que tiene que realizar trabajos forzados para subsistir, no le 
importa otra cosa que cese esa degradante situación fáctica o las causas que la generan. 
Para él las denominadas libertades jurídicas no son sino un adorno de lujo. Surge así de 
la razonamiento de Alexy que lo importante de la idea de los derechos fundamentales lo 
es que las cosas para el individuo sean especialmente las importantes y que puedan 
asegurarse jurídicamente. 
 
De igual manera, siguiendo a Alexy se tiene que ―la libertad fáctica es 
iusfundamentalmente relevante no solo bajo el aspecto formal del aseguramiento de 
cosas especialmente importantes, sino también bajo aspectos materiales…‖A la luz de la 
teoría de los principios, esto debe ser interpretado en el sentido de que el catálogo de 
derechos fundamentales expresa, entre otras cosas, principios que exigen que el 
individuo pueda desarrollarse libre y dignamente en la comunidad social, lo que 
presupone una cierta medida de libertad fáctica. Esto impone, pues, la conclusión de que 
los derechos fundamentales, si su objetivo es que la personalidad humana se desarrolle 
libremente, apuntan también a la (sic) libertades fácticas, es decir, deben asegurar 
también los presupuestos de uso de libertades jurídicas y, por lo tanto, son ‗normaciones 
no solo de poder hacer  jurídico, sino también del poder actuar realmente‖. (ALEXY, 
Robert, p. 76).  Este argumento puede ser sostenido en un Estado Social de Derecho 
aún bajo el dilema de si estos derechos son vinculantes o no lo son, lo que le da su 
validez jurídica en normas expedidas con un cierto grado general. 
 
Y si bien ello generaría la característica de generalidad e indeterminación en el caso de 
los derechos laborales, estos se matizan en atención a que respecto a los mismos existe 
en la Carta Política una positivización a través de una norma jurídica de naturaleza 
constitucional en la que se establece la obligación jurídica, la posición jurídica, el grado 
de importancia y su carácter general positivo. 
 
La aparente no justiciabilidad de los derechos sociales, entre estos los laborales, según 
el profesor Robert Alexy, deviene de dos argumentos. El primero, desde el punto de vista 
formal establece la dificultad de establecer si determinados derechos sociales 
fundamentales, por ejemplo, el derecho al trabajo, es vinculante o no vinculante. Ello 
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justifica la tesis de quinees dicen que los derechos sociales fundamentales no son 
justiciables o lo son de manera reducida.  El punto central de esta tesis lo es la 
imprecisión, la vaguedad, de tal especie de derechos. Así cabe preguntarse sobre el 
contenido del derecho al trabajo, el cual es subjetivo, según el caso. Lo mismo sucede 
con el contenido del llamado mínimo vital, el cual cambia según es estrato del individuo. 
Y es allí donde se tiene que tener claro que el contenido de los derechos es objeto de las 
competencias del poder legislativo más de los jueces de la República. Estos solo entran 
en ese terreno, de los derechos sociales, solo cuando haya habido configuración 
normativa por parte del legislador, máxime cuando la determinación de los denominados 
derechos sociales significa grandes ceros a la derecha para el Estado. 
 
El segundo argumento, para Alexy, es el material. Se aduce por parte de los defensores 
de esta tesis que los derechos fundamentales sociales son irreconciliables con normas 
constitucionales materiales o entrar en conflicto con estas.  Un ejemplo, del profesor 
alemán Alexy lo es el derecho al trabajo, el cual está sujeto a la economía de mercado, 
por lo que el Estado puede disponer sólo limitadamente del objeto de este derecho. Si se 
le impusiera la carga de satisfacer este derecho a todo desempleado tendría que 
ocuparlos en la misma administración pública y estaría obligado a eliminar la 
disponibilidad de puestos de trabajo del sector privado. (ALEXY, Robert, p. 78).  
1.3.2 La superación de la problemática: la ponderación de 
principios 
La solución al cruce de argumentos mencionado es una especie de modelo de derechos 
fundamentales sociales, el cual es asimilado por autores colombianos. El Profesor Alexy,  
considera que: ―los derechos fundamentales de la Ley Fundamental son posiciones que, 
desde el punto de vista del derecho constitucional, son tan importantes que su 
otorgamiento o no otorgamiento no puede quedar librado a la simple mayoría 
parlamentaria. Referido al presente problema, esto significa que a cada uno le 
corresponden las posiciones de prestaciones jurídicas como derechos fundamentales 
sociales que, desde el punto de vista del derecho constitucional, son tan importantes que 
su otorgamiento no puede quedar librado a la simple mayoría parlamentaria‖. (ALEXY, 
Robert, p. 80). Corolario de tal idea lo es que el problema jurídico relacionado con cuáles 
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son los derechos fundamentales sociales que el individuo posee definitivamente es una 
―cuestión de ponderación entre principios‖. De un lado, existen principios formales de 
competencia de decisión del legislador democráticamente legitimado y el principio de 
división del poder así como principios materiales que se refieren a la libertad jurídica y, 
por el otro, el principio de libertad fáctica, los cuales se predican también de los derechos 
fundamentales sociales. (ALEXY, Robert, p. 81).  
 
Una conclusión lógica de la tesis de Robert Alexy lo es que su modelo no establece 
cuáles derechos fundamentales sociales son los definitivos para un individuo pero si 
―cuáles puede tener  y qué es lo que interesa en la cuestión de su existencia y su 
contenido‖. (ALEXY, Robert, p. 81).  
 
Esta tesis tiene la ventaja de establecer que frente a todo derecho fundamental, de 
naturaleza social, está garantizada iusfundamentalmente si convergen los siguientes 
elementos, según Robert Alexy, ―a) la exige muy urgentemente el principio de la libertad 
fáctica, y b) el principio de la división de poderes y de la democracia (que incluye la 
competencia presupuestada del parlamento) al igual que c) principios materiales 
opuestos (especialmente aquellos que apuntan a la libertad jurídica de otros) son 
afectados en una medida relativamente reducida a través de la garantía iusfundamental 
de la posición de prestación jurídica y las decisiones del Tribunal Constitucional que las 
toman en cuenta‖. (ALEXY, Robert, p. 81). Ello permite, una justiciabilidad que se inicia 
con la consagración constitucional y legislativa de los derechos sociales y permite un 
radio de acción al juez constitucional, tesis aceptada en Colombia. 
 
Siguiendo la tesis del profesor Rodolfo Arango R., los derechos fundamentales sociales, 
entre ellos los laborales, pueden estar establecidas explícitamente o adscriptos por vía 
de interpretación.  
 
Los primeros, están directamente en el texto constitucional. Los segundos, ―requieren 
una disposición de derecho fundamental explícita que pueda fungir de fundamento 
jurídico de los derechos sociales fundamentales‖, (ARANGO RIVADENEIRA, p. 41), 
siempre y cuando tengan su correcta fundamentación iusfilosófica. Es decir, cuando se 
encuentran suficientes motivos correctos para tenerlos como tales y en cuanto,  en caso 
de negación u omisión por parte del Estado, se evidencia una contradicción con el 
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ordenamiento jurídico interno. (p. 41) El caso colombiano es un ejemplo en el que 
pueden confluir las dos tendencias: la expresión clara y manifiesta en el texto 
constitucional de unos derechos fundamentales de naturaleza laboral así como la 
determinación de algunos de estos por vía interpretativa.  
 
Nótese que esa doble naturaleza, subjetiva y objetiva, de los derechos fundamentales en 
general, presente en los derechos laborales o del trabajo, evidencian que  son esenciales 
dentro de una democracia como la colombiana en cuanto puede contribuir a la 
convivencia humana de la sociedad de manera justa. Véase, por ejemplo, el conflicto que 
genera anualmente el establecimiento del denominado aumento del salario mínimo de los 
trabajadores en Colombia. 
 
Ello se evidencia dado que un derecho laboral o del trabajo de carácter constitucional o 
fundamental no se limita a la posibilidad de accionar del individuo sino que debe ser 
asumida su defensa por el Estado, en todas las ramas del poder público, por lo que se le 
impone a éste una obligación negativa de no lesionar la esfera individual o institución al 
protegido por los mismos y al mismo le nace al Estado una obligación positiva de acción 
de contribuir no solo a la promoción y protección de estos derechos sino de lograr su 
efectividad aun cuando no exista una acción o pretensión de determinado ciudadano. 
 
En el derecho colombiano, la Corte Constitucional ha determinado que frente a ciertos 
derechos asistenciales, relacionados con el derecho al trabajo, en principio, la 
satisfacción y protección de estos no está confiada al juez mediante los recursos 
ordinarios que posee todo ciudadano sino que al poder legislativo quien puede hacer 
defensa objetiva de la Carta Política, tal como lo señaló en la decisión SU 111 de 1997, 
(Corte Constitucional de Colombia), con lo que ratifica la idea de la doble dimensión, 
subjetiva y objetiva de estos derechos, que no solo ofrece ventajas para el ciudadano 
individual sino para todo el conjunto de la sociedad en abstracto, razón por la que 
adquieren la naturaleza de valores de todo el sistema jurídico interno colombiano. Ello no 
quiere decir que un juez de tutela no pueda proteger la vulneración individual de esta 
clase de derechos, funcionario que en su decisión defiende un derecho subjetivo pero a 
la vez reivindica la fuerza del valor inserto en el derecho fundamental vulnerado 
defendiendo el orden constitucional tal como se señala en la sentencia T-175 de 1997. 
(Corte Constitucional). Colombia tiene una Carta Fundamental en la que se insertaron 
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derechos laborales o del trabajo, como esencia de los derechos sociales fundamentales, 
los cuales se pueden considerar en esa doble dimensión mencionada, la subjetiva y la 
objetiva, siendo por ello justiciables. En el caso colombiano, se tienen como posibilidad 
de justiciabilidad, la acción de constitucionalidad ―como salvaguardia del contenido 
esencial del derecho  frente al legislador o al poder reglamentario‖ del ejecutivo, 
(CHINCHILLA, p. 22.) dando primacía a reglas y principios.  
 
1.4 La Carta Política de 1991 y los derechos sociales 
fundamentales: La primacía de reglas y principios 
constitucionales en relación con derechos laborales.  
En la carta política colombiana de 1991, se tiene que entre los artículos 53 a 56, existen 
una serie de enunciados normativos que contienen las reglas y principios básicos del 
derecho al trabajo en Colombia, o del derecho social laboral, que ratifican la relación de 
asimetría entre trabajadores y empleadores.  
 
En efecto, en el primer artículo, se determinaron unos supuestos de hecho, entre los 
cuales se consignaron no sólo reglas sino principios. Así, se estableció que el Congreso 
de la República, expedirá el Estatuto del Trabajo, el cual, luego de 20 años, no ha sido 
expedido.  Y a la par de esta prescripción establece los principios o mandatos de 
optimización que deben regir las relaciones laborales en Colombia, los cuales reconocen 
implícitamente la existencia de una barrera de protección en favor del trabajador, es 
decir, una serie de mínimos que el Estado colombiano no puede ignorar o vulnerar so 
pena de hacerse exigibles directamente: 
 
Estos son: 
‖La igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital  móvil, 
proporcional a la cantidad y calidad del trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad 
a los beneficios mínimos establecidos en las normas laborales; facultades para transigir y 
conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en 
caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales del derecho; 
primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones 
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laborales; garantía a la seguridad social; la capacitación, el adiestramiento y el descanso 
necesario; protección especial a la mujer; a la maternidad y al trabajador menor de edad‖. 
Son estos, en esencia límites al Estado, el cual como obligado debe respetar en las 
relaciones laborales y actúan como una barrera infranqueable.   
 
Seguidamente, hacen parte de la norma algunas prescripciones que generan 
obligaciones para el Estado colombiano. Estas son: 
 
(i) ―El Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las 
pensiones legales‖. 
(ii) ―Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte 
de la legislación interna‖ 
(iii) ―La Ley, los contratos, los acuerdos  y los convenios no pueden 
menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores‖ 
 
1.4.1 La fórmula mixta de consagración 
Lo anterior es indicador que el constituyente primario colombiano optó por una fórmula 
mixta al consagrar en el artículo 53 no sólo principios sino reglas de derecho fundamental 
que tienen como fin dar una tutela reforzada al derecho al trabajo o a los derechos 
laborales.  En efecto, cuando se dice que el Congreso expedirá el estatuto del Trabajo 
está prescribiendo que es el legislador quien normará las relaciones laborales, las cuales 
estarán bajo el radio de acción de ciertos mandatos de optimización cuya finalidad es 
hacer más digno el trabajo dentro de un Estado Social de Derecho.  
 
El resto de artículos prescriben obligaciones del Estado: (i) la obligación del Estado y de 
los empleadores ofrecer formación y habilitación. Así como la obligación de propiciar la 
obligación laboral de las personas en edad de trabajar como las de aquellos que son  
minusválidos.  (ii) la garantía  del derecho de negociación colectiva; a la par, establece un 
deber del Estado de promover la concertación y los demás medios para solución pacífica 
de los conflictos colectivos de trabajo. iii) la garantía del derecho a la huelga, (iv) la 
posibilidad de establecer estímulos y los medios para que los trabajadores participen en 
la gestión de las empresas. 
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Estas reglas y principios generan para el Estado unas obligaciones jurídicas 
fundamentales.  Unas veces, esas obligaciones son directas; en otras ocasiones  son 
indirectas, las cuales se obtienen de un enunciado normativo, (ARANGO RIVADENEIRA 
1995 p. 41). En ambos casos, son mandatos constitucionales que están en cabeza tanto 
de órganos legislativos como administrativos para la realización del programa formulado 
en ese mandato. (ARANGO RIVADENEIRA 1995 p. 43) 
 
Esos mandatos irradian todo el sistema jurídico interno. Vinculan al legislador, a la 
autoridad administrativa y a los jueces de la República. De igual manera, esos mandatos 
establecen un contenido y estructura. En cuanto el contenido, la Constitución colombiana 
garantiza estos derechos, acogiendo una tesis maximalista en cuanto el reconocimiento 
de los mismos es para todos sin limitación alguna. Sin embargo, la jurisprudencia 
constitucional colombiana ha asumido una tesis minimalista al establecer el concepto del 
mínimo vital, dentro del cual está el derecho al trabajo. 
 
1.4.2  El concepto de trabajo como derecho fundamental en la 
Carta Política de 1991 
El concepto del trabajo ha sido asumido por parte de la Corte Constitucional como una 
obligación constitucional. Así lo expresa en la sentencia C-356 de 1994: 
 
―¿Qué es propiamente la obligación del trabajo? No puede ser la posibilidad de 
imposición de trabajos forzosos y debe distinguirse también de la posibilidad de obligar 
al cumplimiento de determinadas actividades laborales, con el fin de obtener ciertos 
beneficios, tal es el caso de las tareas de prestación de servicios cívicos, que no pugna 
con la Constitución. Esta obligación constitucional es un valor que se reconoce con 
efectos jurídicos, que tienen que ver con el cumplimiento de las labores y con el 
establecimiento de una cultura del trabajo, más que como modalidades impositivas del 
mismo, que contrarían el principio de la libertad de trabajo, de autonomía de la voluntad 
en la relación laboral y la libre actividad económica e iniciativa privada” (Corte 
Constitucional, Sentencia C-356 de 1994). 
 
La Corte Constitucional no hace otra cosa que fijar el contenido de un concepto jurídico 
propio de la Carta Política colombiana del cual se derivan una serie de mínimos: así, por 
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ejemplo, se tiene como desarrollo jurisprudencial el ―el principio de irrenunciabilidad de 
los Beneficios Mínimos Establecidos en Normas Laborales‖, el cual refleja el sentido 
reivindicatorio y proteccionista que para el empleado tiene el derecho laboral. Ello indica, 
según la filosofía de la Corte Constitucional colombiana que hay logros alcanzados por 
parte de los trabajadores que no pueden ni voluntaria, ni forzosamente, por mandato 
legal, ser objeto de renuncia obligatoria. 
 
Una mirada a la jurisprudencia de la Corte Constitucional evidencia la labor de 
interpretación del Tribunal en materia del derecho fundamental al trabajo, que gira en la 
misma dirección proteccionista, evidencia suficiente de la justiciabilidad del derecho 
fundamental laboral y sus conexos. 
 
En efecto, en primer término, ha advertido el principio de favorabilidad en materia 
laboral, en sentencia c-168 de 1995, (Corte constitucional, sentencia C- 168 de 1995), 
cuando adujo que: 
 
―De otra parte, considera la Corte que la ‗condición más beneficiosa‘ para el trabajador, 
se encuentra plenamente garantizada mediante la aplicación del principio de 
favorabilidad que se consagra en materia laboral, no sólo a nivel constitucional sino 
también legal, y a quien corresponde determinar en cada caso concreto cuál norma es 
más ventajosa o benéfica para el trabajador es a quien ha de aplicarla o interpretarla. En 
nuestro Ordenamiento Superior el principio de favorabilidad se halla regulado en los 
siguientes términos: ‗situación más favorable al trabajador en caso de duda en la 
aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho‘, precepto que debe 
incluirse en el estatuto del trabajo que expida el Congreso.  
 
―De conformidad con este mandato, cuando una misma situación jurídica se halla 
regulada en distintas fuentes formales del derecho (ley, costumbre, convención colectiva, 
etc.), o en una misma, es deber de quien ha de aplicar o interpretar las normas escoger 
aquella que resulte más beneficiosa o favorezca al trabajador. La favorabilidad opera, 
entonces, no sólo cuando existe conflicto entre dos normas de distinta fuente formal, o 
entre dos normas de idéntica fuente, sino también cuando existe una sola norma que 
admite varias interpretaciones; la norma así escogida debe ser aplicada en su integridad, 
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ya que no le está permitido al juez elegir de cada norma lo más ventajoso y crear una 
tercera, pues se estaría convirtiendo en legislador.  
 
―El Código Sustantivo del Trabajo en su artículo 21, contempla el principio de 
favorabilidad, así: ‗En caso de conflicto o duda sobre la aplicación de normas vigentes de 
trabajo, prevalece la más favorable al trabajador. La norma que se adopte debe aplicarse 
en su integridad‘; se parte entonces del presupuesto de la coexistencia de varias normas 
laborales vigentes que regulan una misma situación en forma diferente, evento en el cual 
habrá de aplicarse la norma que resulte más benéfica para el trabajador. Dicho principio 
difiere del ‗in dubio pro operario‘, según el cual toda duda ha de resolverse en favor del 
trabajador; porque en este caso tan sólo existe un precepto que reglamenta la situación 
que va a evaluarse, y como admite distintas interpretaciones, se ordena prohijar la que 
resulte más favorable al trabajador.  
 
―En este orden de ideas, no le asiste razón al demandante, pues la reiteración que hace 
el Constituyente en el artículo 53 de que no se menoscaben derechos de los 
trabajadores, no tiene el alcance que arguye el actor, sino el de proteger los derechos 
adquiridos de los trabajadores, mas no las simples expectativas‖.  (Corte Constitucional, 
sentencia C-168 de 1995). 
 
Ese principio ha sido precisado jurisprudencialmente al punto que se le ha considerado 
que para que materialice es necesaria la existencia de dos normas jurídicas que regulan 
una misma situación de hecho, y que una de ellas es más favorable que la otra. Pero 
ambas normas deben estar vigentes en el momento en que el juez que analiza el caso 
particular va a decidir cuál es la pertinente, tal como quedó plasmado en la sentencia C-
596 de 1997, reivindicando el llamado in dubio pro operario en la cual si la nueva 
regulación resulta menos favorable al trabajador, ya que este principio tiene otro sentido, 
pues hace referencia al deber de los operadores jurídicos de aplicar, en caso de duda, la 
fuente formal de derecho vigente más favorable al trabajador, o la interpretación de esas 
fuentes que le sea más favorable, criterio que data de la sentencia C-551 de 1993. 
 
En segundo término, el criterio proteccionista de la corte Constitucional colombiana en 
materia  laboral abarca, incluso, el derecho laboral colectivo. En efecto, el alto Tribunal 
ha determinado que el derecho de asociación sindical es fundamental: ―De acuerdo con 
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la jurisprudencia constitucional, la libertad de asociación sindical es una garantía que 
contiene dos elementos: por un lado, es un derecho de carácter individual, pues de 
ninguna manera su consagración en el texto constitucional apareja una renuncia 
subjetiva a favor de una determinada colectividad; y por otro, como elemento distintivo 
de este derecho tenemos que se trata de una libertad que en misma organización 
sindical…‖ (Corte Constitucional, sentencia T-998 de 20109). 
 
De manera clara, de este breve recuento jurisprudencial, se tiene que el  contenido del 
derecho laboral en el ordenamiento interno colombiano adelanta una estructura de 
derecho fundamental, el que se identifica tres elementos: el portador  de un derecho, el 
obligado,  así como el objeto del mismo. 
 
La existencia de estos elementos no soslaya que ―jurídicamente hablando, quizá la 
cuestión más importante y problemática respecto a este tipo de derechos sea la de 
protegerlos de modo efectivo, de garantizarlos; pero ello supone, desde luego, haber 
acordado previamente el grado de protección que se les desee dar‖. (CRUZ PARCERO, 
Juan Antonio). Por ello, una vez consagrados positivamente o con posibilidad práctica de 
su adscripción a través del trabajo de los jueces de la República importa una protección 
efectiva, ello contribuirá a una mejor justicia social a través de los derechos sociales, los 
cuales siempre estarán vigentes en tiempos de crisis. 
 
Debe concluirse de lo anterior que el neoconstitucionalismo ha influido y dejado un 
legado importante en el concepto, estructura y carácter de los derechos fundamentales 
ante todo por la idea preponderante que da al texto constitucional, al ser la norma 
fundamental o ley superior. 
 
Cuando se consagra dentro de estos derechos sociales, entre ellos los derechos al 
trabajo y labores, se está significando que estos tienen una estructura especial. Pese a 
ello, a nivel interno se vulneran y a nivel internacional su protección se ven menguada 
por las tendencias que no le reconocen los visos de su justiciabilidad como pasa con 
cualquier otro derecho humano. 
 
 
 
44 Corte interamericana y protección de derechos Laborales de colombianos 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
2. Los derechos laborales como derechos 
humanos y bloque de constitucionalidad 
Introducción 
Los derechos laborales o del trabajo son derechos sociales en la medida en que es un 
derecho humano, el cual ha sido objeto de tutela por la normatividad interna e 
internacional dado que es entendido como actividad fundamental del ser humano que 
cumple una finalidad protectora. Sin embargo, no por el hecho de aparecer en una 
Constitución se tiene garantizada su materialización en la práctica.  Esto depende del 
valor que se le dé al texto constitucional a través del cual se le otorga una naturaleza 
social que ha propendido que las normas internacionales lo protejan frente a los Estados 
que niegan la existencia de un mínimo vital a los integrantes de la sociedad. Los 
derechos laborales o del trabajo pueden ser un indicador del Estado democrático que 
consagra un nuevo constitucionalismo, el cual incluso, propende por una protección 
internacional cuando los mecanismos internos fallan al respecto. La forma de vincular 
uno y otros es a través de la teoría del bloque de constitucionalidad que permite en 
instancias internacionales la exigibilidad de estos derechos. Sin embargo, no es 
necesario que los ciudadanos recurran a estas instancias sino que con la incorporación 
en las decisiones internas de los órganos judiciales se puede dar aplicación a normas 
internacionales de protección, con lo que se da aplicación de la mencionada doctrina que 
no es otra cosa que la demostración de que en Colombia las normas de los tratados 
internacionales sobre derechos humanos se asemejan al texto constitucional. 
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2.1 Los derechos Laborales como derechos sociales 
fundamentales: El derecho al Trabajo como Derecho 
Humano 
Que los derechos laborales sean derechos sociales fundamentales es una premisa que 
se deriva de la consideración de que el derecho al trabajo es un derecho humano. Esta 
actividad  no  sólo lo realiza el ser humano sino que ha sido objeto de tutela de parte de 
normas de carácter tanto nacional como internacional, lo que le imprime la importancia 
como categoría jurídica en la vida de sociedad. Frente a este derecho humano es visible 
el fenómeno de desplazamiento e integración. Esta tesis significa que esas 
modificaciones han permitido avanzar, por vínculos jurídicos, en el proceso de 
construcción del Estado democrático en Colombia. (QUINCHE RAMÍREZ, Manuel 
Fernando. p. 161) 
 
Una de ellas lo es el  art. 24  de la declaración Universal de los Derechos Humanos. Este 
establece que: ―Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a 
condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo”. 
A simple vista, es un estatuto que protege al trabajador. Y es indicativo de una 
perspectiva del derecho laboral desde la óptica de los derechos humanos que trasciende 
toda ideología y régimen político en el mundo. Ello porque ―detrás del overol‖ se 
encuentra el ser humano digno de protección que soporta ―cadenas de injusticia y de 
dependencia‖, (MORALES Sergio. 2012), esté en un régimen de izquierda, centro o de 
derecha, conforme a las tendencias políticas de la actualidad. 
 
En esa coyuntura, pensar el derecho al trabajo en clave de derecho humano y de  
derecho fundamental significa dos cosas. En primer lugar, siendo un derecho subjetivo 
del ser humano, ínsito a su naturaleza, es predicable de todo individuo sin ninguna 
diferenciación ni distingo. Por ello, su carácter universal de derecho humano, que al ser 
positivizado, plasmado como normas, sea en textos constitucionales o instrumentos 
internacionales adquieren una connotación de derecho fundamental, máxime cuando los 
textos constitucionales, como el colombiano, permite la incorporación de la legislación 
internacionales al orden interno con categoría de norma constitucional. 
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Según Alejandro Ramelli A., existe una posición uniforme entre los internacionalistas, en 
el sentido de afirmar que se presenta una complementariedad parcial entre los ámbitos 
de aplicación ratione temporis, ratione materiae y ratione personae. (RAMELLI 
ARTEAGA, Alejandro. p. 35). El derecho al trabajo o derecho laboral posee estas tres 
formas de razones. 
 
En efecto, la contextualización referida indica que el derecho al trabajo, como derecho 
social, nació de una razón protectora al trabajador y su razón de ser se circunscribe a 
―limitar  el dogma iuscivilista e iusprivatista de la autonomía de la voluntad‖. Es decir, lo 
que un contrato hacia ver como ejercicio de la libre autonomía de la voluntad no era otra 
cosa que ―el ropaje jurídico‖ para encubrir una relación desigual entre el patrono y el 
trabajador. (GARCÍA AMADO, Juan Antonio. 2003, p. 307). Se trataba de proteger al más 
débil de la relación contractual, aspecto que lo hace un derecho realmente humano.   
 
Por ende, la posición de mirar el derecho al trabajo como derecho humano tiene en 
cuenta que la pretensión principal de trabajar es el mejoramiento de su nivel de vida, no 
sólo individual sino familiar, cuya primera obligación se encuentra radicada en el Estado y 
la misma comunidad internacional.  (GARCÍA AMADO, Juan Antonio. 2003, p. 1). Ello se 
debe por su carácter o categoría antropológica, ―posición compartida por la tres grandes 
corrientes de pensamiento del siglo XX‖. (MÉDA, Dominique. 1998, p. 19-20).  Quiere 
decir ello que el trabajo es inherente a la naturaleza humana. Por tanto, es objeto de 
regulación por parte del hombre. 
 
En efecto, siguiendo a la autora Dominique Meda, el cristianismo considera que el trabajo 
―es la actividad fundamental del ser humano‖. De ahí la concepción en el mundo de la 
vida de que ―el trabajo dignifica el hombre‖, de tal manera que es una actividad que 
indica una realización personal, de especial consideración en diversas corrientes 
doctrinarias. Así, el pensamiento humanista no cristiano sostiene que trabajo es 
equiparable a libertad.  
 
En ese sentido, la creatividad del ser humano depende de esa libertad. Por su parte, el 
pensamiento marxista considera que el trabajo es esencial para el hombre, lo que 
significa que esa actividad lo dignifica de tal manera que si bien se invierte fuerza física 
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en su elaboración, de la misma forma se debe adquirir una contraprestación que tiene 
sus réditos en la satisfacción de necesidades básicas.  
 
Esa idea ronda, incluso, en los organismos internacionales, de tal manera que ha sido 
objeto de regulación al punto que existe un organismo internacional, OIT, creado por las 
Naciones Unidas para encargarse en los asuntos atinentes al derecho del trabajo y las 
relaciones laborales. Así mismo, el derecho al trabajo es una expresión en la que 
confluyen una aspiración y una ambivalencia: evoca a la vez constricción y libertad, 
(SUPIOT, Alaín. 1996, p.19-20), de especial regulación en atención a que tiene que ver 
con una actividad humana que puede dar lugar a la explotación de quien tiene poder 
dentro de la relación laboral. 
 
Por su parte, el profesor Sergio Morales ha considerado que, en el año de 1962, la 
Organización Internacional del Trabajo adoptó el concepto de ―nivel mínimo‖, el cual le 
impone al Estado una obligación de hacer que indica la adopción de medidas para  
asegurar a los productores independientes y a los asalariados condiciones que les 
permitan mejorar su nivel de vida por sus propios esfuerzos que les garanticen un nivel 
mínimo de vida determinado por medio de investigaciones oficiales sobre las condiciones 
de vida realizadas de acuerdo con las organizaciones representativas de productores  y 
trabajadores. 
 
Ello significa que el nivel de vida no solo individual sino familiar es uno de los derroteros 
de tal concepción en la que la lucha contra la explotación de la parte fuerte de la relación 
laboral y, así mismo, es el norte de la legislación interna e internacional. 
 
Una mirada a la historia permite reafirmar lo anterior. Siguiendo al profesor Sergio 
Morales podemos establecer que en la Inglaterra industrializada  era una preocupación 
de las autoridades las condiciones laborales de los trabajadores del carbón. Había, como 
ahora, una ―brutalidad‖ que indicaba no sólo la explotación del hombre sino el empleo de 
mujeres y niños en esas rudas labores, a más de los horarios excesivos como las malas 
condiciones sanitarias.  
 
Según el autor, esa situación obligó a la creación de una legislación protectora del ser 
humano como tal, lo que ratifica el carácter humano del derecho laboral. (MORALES, 
Los derechos laborales como derechos humanos y bloque de constitucionalidad  49 
 
Sergio, p. 3-5).  Esa situación se vio reflejada en la literatura del siglo XIX. Basta, a 
manera de ejemplo, recordar las obras de Charles Dickens, dado que en sus trabajos 
impera la sátira y crítica a la época de la revolución industrial con obras tales como 
grandes Esperanzas e Historia de dos ciudades. Así mismo en la política, hizo irrupción 
el Manifiesto Comunista de Engels y Marx. 
 
Algunos autores como Federico Guzmán, enseña que dentro de los orígenes históricos 
de los derechos económicos, sociales y culturales se encuentran elementos difusos. En 
primer lugar, existe un compendio religioso basado en la ayuda mutua a los necesitados  
que no pueden cuidarse así mismo, base de religiones como el cristianismo, el judaísmo 
y el Islam.   
 
En segundo término, respecto del significado del derecho al trabajo, la filosofía, la política 
y diferentes movimientos económicos hicieron su aporte: ―importantes filósofos  y 
pensadores occidentales tales como Karl Marx, Inmanuel Kant y John Rawls, programas 
políticos tales como el socialismo de la Fabián Society en la Inglaterra del siglo XIX o el 
New Deal de los Estados Unidos, los primeros esquemas de seguridad social 
introducidos en Europa tal como el sistema que introdujo el Canciller Bismarck en 
Alemania, en la década de 1880, y algunas constituciones que fueron pioneras en su 
consagración y protección tales como la Constitución Mexicana de 1917, las 
constituciones soviéticas, y la Constitución de Weimar de 1919 en Alemania, que 
introdujo el concepto de ―Estado Bienestar‖.  (GUZMÁN Federico. 2004. P. 11). 
 
En esa génesis de los derechos sociales son evidentes unas condiciones infrahumanas 
que constituyeron el caldo de cultivo de una revolución, la cual ocurrió en Rusia siendo 
que Marx pronosticó que la misma sería en Inglaterra, cuna de la revolución industrial y 
de la explotación del hombre por el mismo hombre. Por ello, el liberalismo tuvo que 
refundar sus teorías. John Stuart Mills y Herbert Spencer, plantearon algunos estudios 
para organizar el Estado, la economía y la moral. Es evidente que no era moral violar el 
derecho humano relacionado con la actividad laboral en sociedades  supuestamente más 
evolucionadas que las primitivas.  (MORALES, Sergio, p. 3-5). 
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Esto era indicativo de una idea de intervención estatal, con toda su fuerza, para 
equipararse a la fuerza económica de los dueños de la industria. Una de las maneras de 
lograr esa intervención lo fue con el mejoramiento de las condiciones sanitarias en bien 
de la salud pública de los Estados de aquella época. Ideas que eran el cimiento del 
denominado Estado Bienestar. Puede observarse que el denominado Estado Bienestar 
como la idea del Estado Social no fue invento de los movimientos de izquierda sino de 
pensadores del propio sistema capitalista. 
 
Esto se debió a que la presión se debía dar desde el mismo sistema para poner de esa 
manera un límite en las injusticias como en las tensiones que estos desajustes 
generaban en la vida social. Así mismo, determinados hechos sociales dieron lugar a ese 
cambio de concepción. El profesor español Ángel Garronera Morales lo detalla de la 
siguiente manera: 
 
―…hubo que esperar a que determinadas circunstancias les convencieran de la 
imposibilidad de prolongar por más tiempo los desajustes económicos y las tensiones 
sociales que el mencionado modelo estaba ocasionando. Esas circunstancias se 
produjeron (i) primero con el triunfo de la revolución proletaria en Rusia (1917), aviso 
rotundo de lo que podía suceder en el plano político si el modelo capitalista no se corregí 
así mismo, (ii) y después con la Gran Depresión de 1929, evidencia ahora en el plano 
económico de que el sistema de libre mercado no podía seguir soportando, sin 
correctivos, sus muchas contradicciones. De ahí que el propio Estado demoliberal, sin 
abandonar su compromiso matriz con el modelo de economía libre, aceptara ir a una 
―corrección social‖ de sus muchas insuficiencias, lo que-amén de su justicia-debe ser 
entendido como una estrategia para lograr su propia conservación ya que lo perseguido 
por éste no era, lógicamente, la superación del modelo sino la transformación del 
modelo‖. (GARRONERA Morales, p. 67). 
 
La posibilidad jurídica del denominado Estado Social se dio con la vigencia de la 
Constitución alemana de Weimar; allí se insertó un extenso catálogo de normas sobre 
relaciones laborales en beneficio de la clase obrera. J.M. Keynes introdujo su teoría 
sobre el empleo, el interés y el dinero, dentro de  la cual expuso la posibilidad de que el 
Estado pudiera intervenir en la economía.  
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El efecto, se este cambio de pensamiento se evidenció en que se empezaron a estudiar 
nuevos conceptos tales como ―economía neoliberal‖ y ―economía social de mercado‖; así 
mismo, se empezó a incluir la fórmula de ―Estado social‖ en los textos constitucionales, 
tales como la Constitución francesa de 1946 y la alemana de 1949. (GARRONERA 
MORALES, p. 68). 
 
Afirma el estudio del profesor Sergio Morales que un teórico como Green argüía que la 
libertad era imposible de ser concebida sin seguridad, surgiendo así la noción que 
seguridad social y estabilidad tenían estrecha relación con la libertad. (MORALES, 
Sergio, p. 3-5). Ello era indicio de que la población obrera era un factor real de poder 
dado que en 1884 hubo una propuesta de nacionalización de las empresas para evitar 
los abusos de los patronos privados. Allí nació el partido laboralista Británico cuyo 
antecedente lo fue la ―sociedad Fabiana‖ cuyo planteamiento giró en la falta de eficacia 
social de la empresa privada. (MORALES, Sergio, p. 5).La ganancia era en esa época el 
pilar de la industria. 
 
Pero ya para esa época rondaba la idea de un humanismo liberal, en el cual el hombre 
era el centro de todo.  Ello se concretó en la premisa del Estado Bienestar y en la 
tendencia del Constitucionalismo social.  Era una necesidad de insertar en textos 
constitucionales el derecho al trabajo así como las condiciones para su protección. 
 
Así las primeras Cartas Políticas del siglo XIX que recogieron esos postulados lo fueron 
la Constitución de Weimar en Alemania y la Constitución mexicana de 1917. En efecto, 
esta última determinó que toda persona tiene derecho a un trabajo digno y socialmente 
útil. Para garantizar ese cometido, la Carta Fundamental ordenó que se haga énfasis en 
la creación de empleos y la organización social para el trabajo conforme a la ley. 
Colombia con la Constitución de 1991 no escapó a esa tendencia. 
2.2 Derecho laboral como derecho social fundamental: la 
influencia del Estado Bienestar 
Qué lectura debe hacerse respecto a ese cambio constitucional: sencillamente el Estado 
Social significó la extensión de los derechos insertos en el texto constitucional; Se abre 
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así la Constitución escrita a nuevos derechos: los derechos sociales, económicos, 
denominados de segunda generación, entre los cuales se incluyeron ciertos derechos 
laborales como el derecho al trabajo, a la huelga, al descanso retributiva, la negociación 
colectiva, el fuero sindical, entre otros. 
 
¿Qué es lo que hace al derecho laboral un derecho  social y, por ende, fundamental?  Es 
un interrogante que aunque obvio merece una especial atención. En criterio de los 
profesores Mauricio García Villegas y Rodrigo Uprimny, la constitucionalización de los 
derechos  sociales en el siglo XX es producto de la crítica marxista al principio de la 
igualdad formal ante la ley. De nada sirve lo formal si no existe una norma material que 
acorte las diferencias de clase. (UPRIMNY, Rodrigo y GARCÍA VILLEGAS, Mauricio. 
2006, p. 506). Es evidente que existe una brecha entre un patrono y un trabajador obrero, 
observable en cualquier estadio de la evolución de la sociedad. Es decir, el que tiene 
todo y quien no posee nada. 
 
Ello indica que un derecho social debe estar garantizado para que todos los ciudadanos 
sin ningún distingo tengan acceso a condiciones  de vida digna. En la dirección señalada, 
por los autores mencionados, son la garantía para que un individuo tenga libertad e 
igualdad material, derechos fundamentales que al no tenerse significa una ausencia de 
los mismos, una carencia que genera desigualdad e inequidad social. De qué sirve en 
ese contexto la libertad y la igualdad si un colombiano del municipio de Tiquisio, sur de 
Bolívar, no tiene acceso a la seguridad social, a la educación o a la cultura, mucho 
menos a un trabajo, con el respeto de los mínimos laborales como el salario, el descanso 
remunerado.  
 
Esto lleva a plantearse la pregunta: ¿sólo por el hecho de que los derechos sociales 
aparezcan en la Carta Política ya ello significa que se puedan realizar materialmente? La 
respuesta que se da a la misma depende de la concepción que se tenga del texto 
constitucional sea como mera colcha de aspiraciones, a la manera de sueño imposible,  o 
de texto jurídico aplicable a la realidad, exigible cuando se vulneran los derechos 
reconocidos en la Carta Política.  
 
De esa manera, el derecho a un empleo, a un salario, a la protección social, a la 
seguridad  social, a vivienda digna, a la salud en general, a la educación, a un ambiente 
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sano, son condiciones necesarias para acceder a un mínimo de vida digna. Ese bienestar 
social es producto de la consagración en la Constitución Soviética de 1917 de una serie 
de mínimos vitales, los cuales deben estar por encima de los intereses individuales, idea 
que se extiende al occidente. Esos derechos se materializan dentro de la concepción del 
Estado Bienestar, que puede ser entendido de manera estricta o amplia.  
 
En el caso colombiano, por ejemplo la Carta Política de 1886 el trabajo sólo fue visto 
desde la concepción liberal clásico de la libertad de escogencia de profesión u oficio. Fue 
la reforma constitucional de 1936 que se introdujo la expresión del trabajo como una 
obligación social que gozará de la especial protección del Estado. En la reforma de 1968, 
se mencionó el ―pleno empleo‖ como una de las metas del Estado. No había mecanismo 
para hacer efectivo esos derechos. Fue la Constitución Nacional de 1991 la que dio la 
trascendencia al trabajo: se le menciona desde el mismo preámbulo como uno de los 
valores de tal texto fundamental y se le da al trabajo la connotación de derecho.  
(ARENAS MONSALVE, Gerardo. p. 461). 
 
Así, estrictamente, el Estado Bienestar será concebido como una mejora social, en la que 
la idea de la ―transferencia social‖, los servicios sociales y aspectos relacionados con la 
vivienda son su norte, su razón de ser, en cuanto a tales tienen derecho la totalidad de 
los miembros de la sociedad y no determinado grupo social. En un sentido lato, tal forma 
de Estado puede influenciar en la economía gestionándola y organizándola (COSTA 
SPING Andersen., 1993, p. 18-19), para evitar consecuencias nefastas en contra de las 
clases menos desfavorecidas.   
 
En esta perspectiva, problemas del salario, del empleo y de la perspectiva 
macroeconómica global entran en juego, como asuntos de Estado, a regular para la 
buena marcha social. En uno y otro caso, los aspectos laborales son relevantes. Ello es 
indicador de que el derecho laboral es por excelencia el principal derecho social y, al 
mismo tiempo,  ratifica su raigambre de derecho humano, cuyo significado no es otro  
que  el indicar que la dignidad humana está en su centro como norma rectora en todas la 
relaciones del ser humano, dentro de las cuales están las relaciones laborales, las cuales 
generan para el hombre una serie de derechos que poseen un núcleo no negociable, 
directamente exigible por su titular frente  a las autoridades y los particulares.  
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No se desconoce que estos derechos tienen un elemento complementario cuyo 
contenido y alcance son definidos por los poderes del Estado, a través de políticas 
públicas y leyes, de acuerdo a las condiciones económicas y políticas que vive un Estado 
como el colombiano. En el caso concreto del derecho al trabajo o el derecho laboral, 
posee semejantes elementos, como derecho social, razón por la que se constituye en el 
más importante de estos pues dignifica la condición del ser humano. 
 
Es por ello, que en este trabajo de investigación el derecho al trabajo, desde la 
perspectiva de los derechos humanos, se le define como una ―aspiración del trabajador, 
moralmente válida, dinámica, por alcanzar un nivel de vida adecuado para él y su familia, 
garantizada por el Estado con acciones de protección y promoción que permitan la 
dignidad del trabajador y su familia, a través  de acciones normativas y políticas -
económicas, sociales y culturales- que como mínimo aseguren el pleno empleo, 
estabilidad laboral, salario justo, y condiciones adecuadas de trabajo‖, (MORALES, 
Sergio, p. 1-24), por lo que no hay duda de su naturaleza social, objeto de protección en 
las Cartas Políticas nacidas luego de la primera guerra mundial, en el que se hace una 
reinvención del constitucionalismo a través del término ―neo‖. 
 
2.2.1 La protección internacional al derecho laboral: una 
necesidad 
De ahí que sin lugar a dudas el principal paradigma del siglo XIX en el desarrollo jurídico 
de los derechos sociales, económicos y culturales, es la entronización dentro de estos de 
los derechos laborales, o derechos fundamentales relacionados con el derecho al trabajo, 
que quedó evidenciada como necesidad interestatal con la creación de la Organización 
Internacional del Trabajo en 1919 cuyo espíritu radica en la protección del trabajador u 
obrero en todos los lugares de la tierra.  
 
Para lograr tal cometido, el nuevo organismo empezó a producir una serie de 
instrumentos adoptados a través de recomendaciones unos ―estándares mínimos‖ de 
protección, todos relacionados con las condiciones en las que debía ejercerse la 
actividad laboral, los que son clasificados como derechos sociales, culturales y 
económicos que abarcan la posibilidad de una asociación de trabajadores a través de los 
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derechos a la libertad sindical y asociación, la prohibición de trabajos forzados, la 
prohibición del trabajo infantil, el límite en el horario del trabajo diario, la jornada laboral, 
el descanso remunerado, la protección contra riesgos laborales, la no discriminación 
laboral, por razón de sexo o raza.  Del mismo modo, vaivenes de la economía ha 
permitido también la evolución de tal especie de derecho fundamental: así, por ejemplo, 
la Gran Depresión de los años 30, hizo tomar medida frente a los devastadores efectos 
del desempleo que llega incluso a terrenos de la indignidad. (GUZMÁN Felipe, p. 14-15). 
 
Sin embargo, además de las recomendaciones de la OIT, la idea de la positivación de 
mecanismos de protección circundó la conciencia de las naciones. En efecto, la misma 
creación de las Naciones Unidas, como instrumento jurídico, tuvo como espíritu la 
protección de la humanidad, que no es otra cosa que la protección y promoción de los 
derechos humanos. 
 
2.2.2 La positivación del derecho laboral 
Esa positivización se encuentra plasmada en el mismo texto de la Carta de las 
Naciones Unidas de 1945. En el artículo 55 se plasmó el criterio de los Estados 
en relación al derecho laboral y a los asuntos del trabajo: 
 
―Con el propósito de crear las condiciones de estabilidad y bienestar necesarias 
para las relaciones pacíficas y amistosas entre las naciones, basadas en el 
respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre determinación de 
los pueblos, la Organización promoverá:  
 
 Niveles de vida más elevados, trabajo permanente para todos, y condiciones de 
progreso y desarrollo económico y social;  
 
 La solución de problemas internacionales de carácter económico, social y sanitario, 
y de otros problemas conexos; y la cooperación internacional en el orden cultural y 
educativo; y  
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 El respeto universal a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de 
todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión, y la 
efectividad de tales derechos y libertades‖. 
 
El compromiso internacional impuso que en el artículo 56 subsiguiente de la Carta de 
Naciones Unidas se dispuso que para lograr los anteriores propósitos todos los miembros 
de manera individual o conjuntamente se comprometías a la realización de los mismos. 
Ese criterio protector se evidencia en ulteriores desarrollos normativos: en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos de 1948, en la que el derecho al trabajo es 
protegido en atención a que es considerado la herramienta para que el ser humano 
acceda a otros derechos sociales, económicos y culturales.  
 
En efecto, en el artículo 22 se prescribe que ―Toda persona, como miembro de la 
sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional 
y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada 
Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables 
a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 
 
En el artículo 23 se determina que ―Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre 
elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la 
protección contra el desempleo‖. Además, se establece que toda persona tiene derecho, 
sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual. De otro lado, se determina que 
―Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, 
que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y 
que será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección 
social. E Incluso el derecho de asociación se preserva: Toda persona tiene derecho a 
fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses. 
 
La protección del artículo 24 incluye una serie de derechos sociales que ratifican la 
consideración de que el derecho al trabajo o laboral es el principal de esta clase de 
derechos: toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una 
limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas, 
vocación que se confirma con el artículo 25 subsiguiente que determina que toda 
persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, 
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la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia 
médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en 
caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus 
medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. 
 
Ese concepto del derecho del trabajo permite ver la íntima relación o interconexión entre 
el derecho laboral y el nuevo constitucionalismo, dado que sus aspiraciones sociales, 
morales y dinámicas solo se materializan en un Estado democrático que tiende a ser 
social en la práctica llevando un mínimo vital a los integrantes de la sociedad, objetivo en 
la que convergen todos los poderes públicos, tal como los mencionados instrumentos 
internacionales lo prescriben. 
 
2.3 Derechos Laborales y Nuevo Constitucionalismo  
Qué tan democrático sea un régimen político depende de las respuestas que el 
ordenamiento político y jurídico interno den a las demandas de la sociedad. Y en 
perspectiva de los derechos laborales,  un Estado es democrático siempre y cuando 
permitan al trabajador  construir las condiciones que le ayuden a superar a éste sus 
condiciones de explotación. (GUZMÁN Felipe, p. 14-15). Es decir, el derecho laboral 
reconoce que la parte débil de una relación laboral se encuentra en el extremo del 
trabajador, a quien el patrono le impone ciertas condiciones, las cuales deben respetar 
un mínimo. 
 
Cuando en una sociedad existe desempleo, falta de estabilidad Laboral, salario injusto y 
condiciones inadecuadas en el trabajo, y tales se garantizan en textos constitucionales e 
internacionales, ello significa que existe un desfase que debe ser arreglado a través del 
mecanismo de la justiciabilidad de los derechos sociales mencionados dado que en el 
sistema interno colombiano existen normas que permiten mantener esa esperanza de 
accionar ante cualquier vulneración por parte del Estado o de algún particular. De ahí la 
función del juez en el nuevo esquema constitucional adoptado en la carta política de 
1991, (GARCÍA  VILLEGAS,  Mauricio. 2006,   P. 201), máxime cuando incluso la tutela 
contra particulares ha dado profundas transformaciones en el ordenamiento jurídico 
colombiano. (JULIO ESTRADA, Alexey. 2001. P. 22). 
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Una de las innovaciones dentro de ese esquema fue la introducción de la acción de tutela 
para la protección inmediata de los derechos fundamentales. (GARCÍA Y UPRIMNY.  
2006, p. 471). La relación de la tutela con los derechos sociales hace de  él, dentro de los 
rasgos el más sobresaliente. Es decir, los derechos sociales, entre estos los laborales, 
son reivindicados a través de este mecanismo expedito, al punto que es el principal 
mecanismos de justiciabilidad por lo expedito y su bajo costo.   
 
Los estudios de Mauricio García V. y Uprimny han determinado que uno de los 
problemas que se predican del constitucionalismo colombiano contemporáneo es la 
posibilidad de que los jueces pueden o no proteger los derechos sociales a través de 
decisiones de tutela, dado que al hacerlo, se ha puesto como objeción, puede influir en el 
presupuesto y el gasto público del Estado.   
 
2.3.1 Derechos laborales: entre la protección y la justiciabilidad 
No es asunto de este estudio determinar la fuerza de tal punto sino el de señalar que los 
derechos laborales, como derecho social, y dado su raigambre constitucional,  permite 
que el juez de tutela proteja estos derechos dado que ese esquema es acorde con el 
modelo constitucional adoptado en el año de 1991, máxime cuando la realidad 
colombiana está plagada de desigualdades, las cuales empiezan cuando el Estado y 
particulares vulneran ciertos mínimos, como cuando no se paga lo que es debido a un 
trabajador  o se le hace trabajar más del tiempo legal. 
 
De tal manera que la lucha por un pleno empleo, la estabilidad laboral, la aspiración de 
un salario justo, y condiciones de trabajo adecuado, son derechos laborales dentro del 
esquema  constitucional colombiano que indican una íntima relación entre el derecho 
laboral cuyo norte es la protección del trabajador colombiano que se realiza a través de 
obligaciones positivas y negativas del Estado, y su justiciabilidad no sólo a nivel interno 
sino internacional, última opción a la que se recurre en caso de fallar todos los recursos 
en el plano  nacional  cuando no se restablece su vulneración. De ahí la integración del 
sistema estatal  con el derecho internacional. Este ha sido una de las consecuencias de 
la globalización, sobre todo en el ámbito del derecho. Situación que  trajo como 
consecuencia la relativización de principios y categorías como soberanía, legalidad, 
jerarquía normativa, derechos subjetivos y ciudadanía. (FARIA José Eduardo. 2001, P.9). 
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2.4 La integración del derecho interno con el 
internacional 
Esa interdependencia esbozada es el telón de entrada para responder interrogantes 
como: ¿Cuál es el valor real de los sistemas internacionales  de protección de los 
derechos humanos, del derecho fundamental, entre estos el derecho laboral, así como 
las decisiones de los Tribunales y recomendaciones de organismos como la OIT? 
 
Sabido es que la tradición colombiana se ha enmarcado en la consideración de que las 
convenciones internacionales han sido fuente del derecho, conforme la Estructura de la 
Corte Internacional de Justicia. Ello era consecuencia de la idea de que el derecho 
internacional público era un derecho creado por los Estados aunque vinculaba las 
relaciones entre estos. Sin embargo, la concepción del derecho internacional de los 
derechos humanos indica que su objeto no es esa relación sino la de Estados en la que 
existe una especie de orden público entre los mismos en beneficio de la humanidad. 
(O‘DONNEL, Daniel, 2003,  p. 47). 
 
De tal suerte que el Estado tiene que responder por las violaciones a los derechos 
humanos cuando en el ámbito interno se evidencia la vulneración de derechos no 
protegidos por los órganos internos. Esa normativa internacional tiene que ser aplicada 
por parte de ese operador interno so pena de una responsabilidad estatal por cercenar 
ciertos derechos, los cuales tienen ámbitos de protección a nivel internacional lo que es 
indicador de una relación de complementariedad de interdependencia entre los dos 
circuitos de derecho.  
 
Y ello va en doble vía. Las instancias internacionales, por una parte, nunca reemplazan 
los órganos internos y estos, por otra, a su vez, están obligadas a respetar la 
normatividad internacional y a aplicar los estándares que determinan las instancias 
judiciales internacionales. Pero esa relación especial, de respeto mutuo de 
competencias, tienen que ser implementadas a través de figuras dogmáticas como la 
doctrina del bloque de constitucionalidad, que en Colombia ha tendido un desarrollo 
importante. 
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2.5 La noción de bloque de constitucionalidad y su 
influencia en el derecho laboral 
Estudios científicos sobre derecho constitucional colombiano han determinado que la 
actual Constitución de 1991 es producto de una confluencia de factores que incidieron en 
el sistema de fuentes que se adoptó dentro del texto en mención, producto de una 
asamblea constituyente que sesionó en el año de 1991, cuyo punto final fue un texto 
jurídico en el que se ―depositaron las ilusiones de  los colombianos‖.  (SIERRA PORTO, 
Humberto. 1998, p. 29-30). Ello es el reflejo de la esperanza que se ha puesto en el 
derecho como instrumento para solucionar los conflictos de la sociedad colombiana. 
 
Lo anterior significó que dentro del texto se incluyeran diferentes categorías normativas 
que en su conjunto son las fuentes del derecho, es decir,  ―las normas que tienen como 
contenido la determinación de qué sujetos o qué hechos son capaces de producir 
derecho, el modo de producción y la forma que éste adopta‖. (SIERRA PORTO, 
Humberto. 1998, p. 48-49). Así, la Carta Política de 1991 indica ―qué actos o hechos 
tienen la idoneidad o la capacidad de producir normas jurídicas‖, (SIERRA PORTO, 
Humberto. 1998, p. 49), los que van a constituir un criterio de fuente de derecho en el 
sentido de que allí se señalará ―los sujetos que están en capacidad de producir derecho‖, 
es decir, de atribuir a un ser humano un derecho subjetivo y la forma de hacerlo exigible, 
muchas veces no sólo a nivel interno sino internacional. 
 
Sin embargo, en un ordenamiento interno de cada país existe una proliferación de 
normas que pudieran entrar en contradicción y, aún, en colisión, sumándose a ella las 
proferidas en el orden internacional con directa influencia en el derecho nacional. En ese 
contexto, aparecen los criterios de solución de dichas antinomias, los cuales armonizan 
las diferentes clases de normas jurídicas. Según el profesor Humberto Sierra Porto, estas 
son los principios de jerarquía, temporalidad, especialidad, competencia y el de reserva.  
 
Así se tiene que el principio de jerarquía implica la subordinación de unas normas a otras 
en función de su mayor o menor rango o fuerza de obligar. Es decir, aquella que esté en 
un nivel superior puede modificar o derogar todas aquellas que están por debajo de la 
misma. Según el autor en cita, la superioridad la da la jerarquía que se adquiere por la 
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diferente supremacía política o superioridad orgánica de los sujetos que producen los 
distintos tipos de normas.  (SIERRA PORTO, Humberto. 1998, p. 55-56). 
 
La materialización de tal principio se observa en los artículos 3°, 4° y 230 de la 
Constitución Política Colombiana. En efecto, en el artículo 3° de la Carta Política se 
indica que la soberanía reside en el pueblo, del cual emana el poder político. Es el pueblo 
quien la ejercer de manera directa a o a través de sus representantes, que refleja el 
espíritu democrático de tal texto constitucional. El art. 4° siguiente determina que la 
Constitución es norma de normas prefiriendo la aplicación de estas en todo caso de 
incompatibilidad. Por su parte, el artículo 230 establece la jerarquía de fuentes y destaca 
el imperio de la ley en Colombia, concepto que la Corte Constitucional ha desarrollado. 
 
En cuanto al principio de temporalidad, considera el profesor Sierra Porto, que es aquél 
―expresado en la máxima latina lex posterior derogat legi priori‖, es decir, cuando dos 
normas del mismo rango normativo regulen de manera diversa una misma materia 
prevalece la norma superior en el tiempo. En Colombia tal criterio se tiene en el art. 45 de 
la ley 57 de 1887 y 2° de la ley 153 de 1887, normas compatibles con el texto 
constitucional actual. 
 
El principio de especialidad, es una regla, según el estudio de Sierra Porto, que va 
dirigida a solucionar la situación que se produce cuando sobre una misma materia o 
supuesto de hecho existen dos normas con igual rango pero no es posible aplicar el 
principio de temporalidad por las diferencias de estructura de tales normas. Así una 
norma de contenido particular prevalece sobre otra de contenido general, conforme al 
numeral 5° de la ley 57 de 1887. 
 
Por su parte, para Sierra Porto, el principio de técnica de reservas consiste en que ciertas 
materias sólo pueden ser reguladas por cierta clase de normas  y no por otras, sin que 
ello implique que dichas normas puedan ocuparse de materias distintas. 
 
Sin embargo, pese al juicioso estudio de Sierra Porto, dentro de su tesis doctoral no 
ubicó la norma constitucional que hace remisión a los Tratados de Derechos Humanos y 
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de Derecho Internacional Humanitario, tal como para la fecha de elaboración de su tesis 
doctoral ya era doctrina de la Corte Constitucional. 
 
¿Qué jerarquía tiene las normas de la Constitución de 1991? ¿Cómo se protege dentro 
de ese sistema normativo los derechos fundamentales? La respuesta a esos 
interrogantes se da dentro del contexto de la idea del valor normativo de la Constitución 
colombiana. Afirma Humberto Sierra Porto que Colombia siguió con tal tradición. Es 
decir, las Constituciones de 1886 y 1991 determinaron que la Constitución es la norma 
suprema del ordenamiento colombiano. Por ende, existe una prevalencia. (SIERRA 
PORTO, Humberto. 1998, p. 60-61). 
 
Es esa la razón para que se haya creado la Corte Constitucional y se instituyera la acción 
de tutela para la protección de derechos constitucionales fundamentales, según la 
Asamblea Nacional Constituyente de 1991.  
 
Una mirada a los antecedentes de la creación de la Corte Constitucional enseña que 
dentro de los constituyentes de 1991 existía la necesidad de crear un alto Tribunal con 
vigencia inmediata por la necesidad de atribuir el control de constitucionalidad a un 
tribunal especializado como también a la conveniencia de avanzar hacia el control 
concentrado con el fin de evitar la multiplicidad de interpretaciones y las consabidas 
contradicciones de la jurisprudencia.  (TOBO RODRÍGUEZ Javier. 2006. P. 70-71). 
 
De esta manera, siguiendo al autor Sierra Porto en cita, la ley, dentro de la cual se 
encuentra la Constitución, es la norma primordial. Y dentro de su texto, se establece que 
la ley y el reglamento son fuente principal sin descartar las referidas  como subsidiario  
como la equidad, la jurisprudencia y los principios generales del derecho como la 
doctrina. De ahí la tarea encomiable de una Corte Constitucional. 
 
2.5.1 Los logros del nuevo constitucionalismo: hacia una 
dogmática de las normas internacionales 
 
Quiere decir lo anterior que para el nuevo panorama constitucional es importante la 
positivación no sólo de los procedimientos sino de los derechos subjetivos que 
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establecen derechos fundamentales cuya exigencia depende de su constitucionalización. 
Es decir, la exigibilidad de un derecho en Colombia depende de que esté contenido en 
una norma.  
 
Y la exigibilidad de un derecho subjetivo fundamental depende de su inserción en el texto 
constitucional. Esta es una verdad inobjetable. Y esta puede ser tanto del ordenamiento 
interno como internacional. Los derechos laborales o derechos sociales no escapan a 
esa premisa. Es decir, hoy lo local y lo internacional se entrelazan, se mezclan, 
conformando una ―constelación de legalidades e ilegalidades‖. (DE SOUSA SANTOS, 
Boaventura. 1998, P. 19-20). 
 
Que dentro de los distintos tipos de normas que consagra la Carta Política de 1991, se 
desprenda fundamentos normativos para afirmar derechos constitucionales consagrados 
en las recomendaciones de ciertas instancias internacionales de derechos humanos, 
máxime cuando la jurisprudencia constitucional colombiana le ha dado una fuerza 
normativa, puede decirse que es uno de los logros del nuevo constitucionalismo. Es 
decir, Colombia tiene una dogmática sobre la fuerza normativa de las normas 
internacionales en el sistema constitucional colombiano. 
 
El autor colombiano, Rodrigo Uprimny propone una teoría dogmática sobre el concepto 
de Bloque de Constitucicionalidad, expresión a la que se ha aludido para tratar de 
explicar la relación entre el derecho interno con la normativa internacional. De esa 
manera, queda en evidencia la interrelación entre derecho interno e  internacional dentro 
de la cual éste último de  ninguna forma, sobre todo las instancias internacionales,  no 
están diseñadas para sustituir a la jurisdicción nacional y su competencia están  limitadas 
a los casos en los cuales las instancias nacionales no protegen eficazmente los derechos 
fundamentales consagrados internacionalmente.  
 
De ahí de su complementariedad que implica eso sí que las instancias internas pueden 
aplicar la normativa internacional tomando como referencia la doctrina y la jurisprudencia, 
lo que asegura la eficacia de ese derecho internacional, (O‘DONNELL, Daniel. pp 27-
95.), el cual no debe concebirse como meramente simbólico dada las dificultades de 
64 Corte interamericana y protección de derechos Laborales de colombianos 
 
recurrir a las instancias internacionales y la falta de coerción frente a los fallos realizados 
por estas. 
 
¿Qué significa ese intento de sistematización de esa interrelación? ¿Cuál es el 
significado de esa complementariedad, entre el derecho interno y el internacional? ¿La 
positivación de un derecho subjetivo constitucional implica que sólo lo que esté escrito en 
el texto constitucional puede ser exigible? Son interrogantes cuya respuesta está dada 
por la idea de que una constitución puede ser normativamente algo más que el propio 
texto constitucional. 
 
El profesor Rodrigo Uprimny ha respondido, para afianzar una respuesta positiva a los 
anteriores interrogantes, que existen normas constitucionales que no están dentro del 
propio texto constitucional; afirma la idea de que los textos constitucionales no son 
códigos cerrados, (UPRIMNY Rodrigo. 2003, p. 100), lo que abre la posibilidad de una 
evolución de los derechos fundamentales. 
 
En efecto, Uprimny ha determinado que existen modelos de constituciones en que 
expresamente se determina esa tendencia, como el caso de Colombia, en la que se 
establece que cientos tratados de derechos humanos tienen rango constitucional o 
recurriendo a la cláusula de derechos innominados como lo hacen las constitución de los 
Estados Unidos de América, como la de Venezuela y Brasil. Según lo cuenta el profesor 
Uprimny, en su intento de sistematizar dicha doctrina, la esencia de este último modelo 
indica que ―el reconocimiento de ciertos derechos en la Constitución y en la carta de 
derechos no puede ser interpretada como negación de aquellos que el pueblo se ha 
reservado”. (UPRIMNY Rodrigo. 2003, p. 101). 
 
En el estudio del profesor Uprimny, se llegó a la conclusión de que la expresión bloque 
de constitucionalidad es un esfuerzo por agrupar dentro del mismo la tendencia afín a la 
idea de que el derecho constitucional comprende muchas normas y principios que 
muchas veces no aparecen, prima facie, de una simple lectura del texto constitucional.  
(UPRIMNY Rodrigo. 2003, p. 105). 
 
Un ejemplo del autor que reafirma la idea de que la noción de esta figura es antigua, sólo 
que lo nuevo es la expresión en cita, lo demuestra la evolución jurídica de Estados 
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Unidos. De esa manera, cuenta el profesor Uprimny que la Corte Suprema de Justicia de 
ese país consideró que la cláusula XIV enmienda, según la cual ―ningún Estrado puede 
privar a ninguna persona de su vida, libertad o propiedad sin el debido proceso legal‖, 
hace alusión a una serie de garantías procesales y derechos sustantivos que las 
autoridades no puede soslayar.  
 
Fue en el caso Lochner de 1905 en la que en decisión unánime dicho Tribunal consideró 
que existen numerosos derechos constitucionales que no aparecen en el texto  
constitucional como la libertad contractual. En el mismo sentido, según Uprimny, está el 
fallo Roe de 1973 que establece el derecho a abortar de las mujeres. Con estos ejemplos 
se afianza la idea de una interpretación rigurosa del texto constitucional. 
 
El autor en comento enseña que la expresión como tal-bloque de constitucionalidad, es 
propia del desarrollo del derecho continental. En efecto, en Francia, en la Constitución de 
la V República aun cuando no incorpora directamente ninguno de los derechos sociales 
ni las libertades clásicas es a través de la figura del bloque de constitucionalidad que se 
entroniza la idea de que esos derechos tienen jerarquía constitucional. 
 
Es en esa dirección Uprimny considera que: ―El bloque de constitucionalidad favorece 
entonces la adaptación histórica de las constituciones a nuevas realidades sociales y 
políticas, y en esa medida mantiene el dinamismo de los textos constitucionales, que se 
convierte en documentos vivientes.‖ (UPRIMNY Rodrigo. 2003, p. 103).  
 
En ese mismo sentido, se tiene que la expresión acuñada por la Corte Constitucional 
colombiana y por la doctrina nacional es el dispositivo mediante el cual se flexibiliza el 
derecho interno respecto de la normativa constitucional indicativo de lo que el profesor 
Boaventura de Sousa ha denominado ―la transnacioalización del campo jurídico‖, 
(BOAVENTURA, p. 69-70), aspecto que enseña, una vez más, la naturaleza de la 
globalización, proceso dialéctico en criterio del autor brasileño. Es el efecto de la 
interdependencia entre dos circuitos de derecho, el interno y el internacional, que, en 
todo caso, no suprime lo nacional. Así lo resume Boaventura: 
 
―El proceso de globalización es altamente contradictorio y dispar. Tiene lugar a 
través de un proceso dialéctico en apariencia, en el que se dan nuevas formas de  
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globalización junto a formas de localización nuevas o renovadas. En verdad, a 
medida que la interdependencia e interacción globales se intensifican, las 
relaciones sociales en general parecen volverse crecientemente 
desterritorializadas, abriendo el camino hacia nuevos derechos a opciones y 
cruzando fronteras que hasta hace poco estaban custodiadas por las aduanas, el 
nacionalismo, el lenguaje y la ideología, y a menudo por todos ellos al tiempo. 
Pero, por otra parte, y en aparente contradicción con esa tendencia, están 
surgiendo nuevas identidades regionales, nacionales y locales, construidas 
alrededor de una nueva relevancia de los derechos a las raíces‖.  (BOAVENTURA, 
p. 55). 
 
Dentro de estos, están en criterio de la autora de esta monografía, los derechos de los 
trabajadores nacionales que no pueden ser cercenados por las multinacionales. Es decir, 
en el impacto específico de las prácticas e imperativos transnacionales en las 
condiciones locales, que son así desestructuradas y reestructuradas con el fin de 
responder a dicho imperativo. En ese sentido, todavía existe un límite de contención 
dado por las normas de protección no sólo nacionales sino internacionales. Cuando fallan 
las primeras entran en acción las segundas. ¿Qué instancia interna da ese valor 
normativo?: sencillamente, un Tribunal constitucional, como es la Corte Constitucional 
colombiana. 
 
2.5.2 Bloque de constitucionalidad y derechos laborales 
La importancia de un tribunal especial en la animación de la noción de bloque de 
constitucionalidad, y que enseña la relevancia de la jurisprudencia constitucional, se 
evidencia en el sentido de que éste puede afirmar derechos que necesariamente no se 
encuentran en el texto constitucional. Un ejemplo lo fue la creación del Consejo 
Constitucional en Francia entronizado en el texto de la Constitución Francesa de 1958. 
En su interior, sólo en el preámbulo se específica los derechos constitucionales dado que 
el texto solo se dedica a la estructura del Estado. Ello no fue impedimento para que a 
través de fallos ulteriores se le diera un pleno valor al preámbulo, fórmula que a través de 
la cual la remisión normativa aumentó los derechos de la Constitución, en  especial 
aquellos derechos sociales cuyo control era muy precario en la década de los 70 en 
Francia. (BOAVENTURA, p. 106). 
 
Ese rol de los jueces ha sido acusado de ser antidemocrático como lo establecen los 
estudios de Roberto Gargarella en su libro Los orígenes de la desigualdad en América. 
Sin embargo, lejos de entrar en tal polémica, es decir, entre los ―originalistas‖ y los 
Los derechos laborales como derechos humanos y bloque de constitucionalidad  67 
 
―literalistas‖, lo cierto es que el papel del juez corresponde a los vientos de apertura 
constitucional adoptado por las corrientes constitucionalistas, en especial, del llamado 
neo constitucionalismo, en el que el Estado Constitucional, entendido como el 
sometimiento completo al poder del derecho en el que se da vigencia a una Constitución, 
que no significa otra cosa que la de ciertos derechos fundamentales limitan y condicionan 
la producción del derecho (poder legislativo) así como la interpretación y aplicación del 
mismo (poder judicial), éste último el cual  respetando la distribución del poder puede 
afirmar ciertos derechos cuando son conculcados por otras ramas del poder. (ATIENZA 
RODRÍGUEZ, Manuel., pp.20-22). 
 
Esa mirada diferente de las Constituciones, como la del año 1991 de Colombia, se 
enmarca en una tendencia en la que los textos constitucionales proponen un modelo 
distinto en referencia al Estado de derecho liberal del siglo XIX. (FIORAVANTI, Maurizio. 
1995. P.127). Una de sus manifestaciones lo es el rescate de la tradición de la 
declaración de derechos dentro de los cuales se destacan los derechos sociales, que a 
través de mecanismos internos y externos pueden tener realización, como es el caso de 
los derechos laborales. Y están  los derechos laborales, dado que estos  no han sido 
ajenos a las más variadas tendencias de su cercenamiento a través no sólo de las 
ilegalidades sino del mismo derecho que enmascara una cruda realidad.  
 
En Colombia basta recordar la corrupción que ronda a los sectores de la salud y la 
introducción de figuras del derecho privado para hacer a un lado las obligaciones que se 
derivan de un contrato laboral a través de la novísima forma  del contrato de prestación 
de servicios, el cual se pretende ampliar, incluso, a las personas que prestan servicios de 
aseo con la única pretensión de soslayar sus prestaciones sociales. Por ello, ante la 
crisis de la legalidad, es decir, el valor vinculante a las reglas por los titulares de los 
poderes públicos, (FERAJOLI, Luigi. pp. 15-16), se impone un modelo garantista dentro 
de los cuales el juez constitucional tiene un  papel preponderante.  
 
En Colombia ese papel, en especial frente a los derechos sociales, se evidencia con la 
doctrina del bloque de constitucionalidad, en atención a que, según el desarrollo 
colombiano, son un insumo para afianzar el sistema de garantías constitucionales, las 
cuales lo dan la rigidez de los principios y de los derechos constitucionalmente  
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establecidos que gravan de manera específica a los poderes. (FERAJOLI, Luigi. 2011, 
pp. 15-16). A través de esta doctrina se refuerza, aún más, la eficacia de los derechos 
fundamentales muchas veces a través de una prohibición u obligación para el Estado. 
 
Para Ferrajoli, las garantías constitucionales establecidas, son las prohibiciones o las 
obligaciones correspondientes a las expectativas positivas o negativas normativamente 
establecidas a través de la fórmula de derechos subjetivos. Ese concepto tiene mucho 
que ver tanto con los derechos sociales como con el bloque de constitucionalidad.  
 
En efecto, si en criterio de ese autor las garantías negativas hacen alusión a las 
prohibiciones implícitas correspondientes a expectativas negativas, como los derechos a 
no ser lesionados por otros, el de propiedad y el derecho a la vida entre otros, las 
garantías positivas tiene que ver con ciertas obligaciones del Estado que pueden estar 
explicitas en el texto constitucional o ser anexados a través de la doctrina del bloque de 
constitucionalidad como es el caso de las prestaciones que se deben dar a los seres 
humanos en la relación laboral, es decir, los derechos sociales tales como la seguridad 
social, entre otros. 
 
Ferrajoli ha denominado garantías primarias a la suma de garantías positivas y 
negativas. Eso se espera de un Estado Social de derecho. Y garantías secundarias, a las 
garantías jurisdiccionales, que entran a operar en caso de que fallen las primeras, razón 
de más para contra restar aquellas tendencias que definen la rama judicial, en especial, 
el control de constitucionalidad que ejercen los jueces. 
 
De ahí que la ampliación de la Constitución, y en concreto, de la carta de garantías a los 
derechos fundamentales, por vía de la noción del bloque de constitucionalidad, es 
apenas una consecuencia de la apertura del circuito interno de derecho al circuito 
externo, cuyo protagonista es el Tribunal constitucional. 
 
Ello se evidencia en la práctica jurídica colombiana. Como lo ha estudiado el profesor 
Uprimny se pueden establecer tres etapas en el desarrollo de la noción de bloque de 
constitucionalidad.  
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El primero, periodo anterior a la Constitución de 1991, la idea del bloque era impensable. 
Es por ello que la Corte Suprema de Justicia, en su sala constitucional, la misma no tuvo 
un desarrollo adecuado. Una razón lo fue el hecho de que tal alto tribunal se negó a 
considerar los Tratados de Derechos Humanos como fuente de declaración de 
inexequibilidad.  
 
Pese a esa consideración téngase en cuenta que en el panorama legislativo, en el año 
de 1968, a través de la ley 74, se ratificó el Pacto Internacional de derechos civiles y 
políticos dentro de los cuales se incluían ciertos derechos y la Convención Americana de 
derechos humanos aprobada con la ley 68 de 1972, lo cual indicaba que, por lo menos, 
estaba a la mano de la judicatura para su utilización en los casos concretos.  
 
Una segunda época, según Uprimny, lo fue la época de 1992 a 1994, en la cual la 
jurisprudencia constitucional hizo uso de la noción  de una manera tenue. Ya se empezó 
a observar la fuerza jurídica interna de los instrumentos internacionales. El fundamento  
normativo para esa concepción lo fueron los artículos 53 y 93 y 94 de la Carta Política de 
1991.  
 
El primero considera que los convenios internacionales del trabajo debidamente 
ratificados, hacen parte de la legislación interna.  El segundo, determina que ciertas 
normas internacionales prevalecen en el orden interno. El tercero, dice que la 
enunciación de los derechos y garantías contenidos en la Constitución y en los convenios 
internacionales vigentes no deben entenderse como negación de otros que siendo 
inherentes a la persona humana, no figuren expresamente en ellos. 
  
E, incluso, en los estados de excepción, el art. 214 de la Carta Política determina que los 
derechos humanos ni las libertades públicas se pueden suspender, respetándose las 
reglas del derecho internacional humanitario. Uno de los primeros usos de  esa tendencia 
doctrinaria, como lo refiere el profesor Uprimny, se encuentra en  la sentencia T-409 de 
1992, en los que se invoca los Convenios de Ginebra como fundamento respecto al tema 
de la obediencia debida.  
 
70 Corte interamericana y protección de derechos Laborales de colombianos 
 
Un tercer periodo es el abarcado entre 1995 y 1996, en los que concretamente se utiliza 
la expresión ―bloque de constitucionalidad‖.  Ello se evidencia en la sentencia C-225 de 
1995. En esta decisión se definió tal concepto como: ―aquellas normas y principios que, 
sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como 
parámetros de control de constitucionalidad de las leyes…‖. (Corte Constitucional 
Sentencia C-225 de 1995). 
 
Es decir les da un carácter de normas jurídicas situadas en el mismo nivel de la Carta 
Constitucional. Así los tratados de derechos humanos y de derecho internacional dentro 
del constitucionalismo colombiano con el resto del texto constitucional hacen un bloque 
de constitucionalidad.  
 
Es una especie de reflexión jurídica para hacer armónica el mandato del art. 4 de la Carta 
Política que establece que la Constitución es norma de normas y, a su vez, la prevalencia 
de los tratados internacionales ratificados por Colombia que reconocen los derechos 
humanos y prohíben su limitación en los estados de excepción. Luego de las sentencias, 
T-477 de 1995, C-578 de 1995, C-135 de 1996 y  C-225 de 1995, se llega  a un cuarto 
periodo que es el de la consolidación de tal doctrina., la que arranca a partir de 1997. 
 
2.5.3 La evolución de la doctrina del bloque de constitucionalidad: hacia la 
consolidación de la protección 
Pero para llegar a este cuarto estadio, la Corte Constitucional realizó bandazos al punto 
de querer incorporar un criterio laxo frente a la doctrina de bloque de constitucionalidad; 
así consideró lo siguiente: 
 
―Corresponde entonces tratándose de una materia de interés vital como los Derechos del 
Hombre, dar la eficacia jurídica a los Tratados Internacionales. Esto nos permite 
desarrollar, que el contenido de distintos preceptos vinculantes en tratados 
internacionales determinaban desde ya, la plena protección del Derecho a la identidad, 
manifestación a su vez de la dignidad humana y garantía del libre desarrollo de la 
personalidad‖. (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T- de 1995). 
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Lo anterior  no es  otra cosa que la consideración de la prevalencia de los tratados de 
derechos humanos en el ordenamiento constitucional colombiano, que ambienta la idea 
de su fuerza vinculante que se deriva de su naturaleza que se garantiza, según criterio 
de la Corte Constitucional, por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ―ya sea a 
iniciativa de cualquier Estado, o a solicitud de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, previa evaluación de las denuncias de cualquier personas, o entidad no 
gubernamental legalmente reconocida en uno o más miembros de la Organización”. 
(Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T- de 1995). 
 
Ese valor constitucional de las normas constitucionales es reconocido de manera directa 
en la sentencia C-578 de 1995, al considerar la Corte Constitucional que: 
 
“A la luz de las normas constitucionales que le otorgan plena validez en el orden 
interno a las normas de derecho internacional humanitario, la Corte estableció 
que las reglas y principios que conforman dicho derecho tienen valor 
constitucional y, por consiguiente, junto a las normas de la Constitución que 
consagran los derechos humanos, constituyen un único bloque de 
constitucionalidad”, (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-578 de 
1995), lo que le da una fuerza vinculante a este concepto al punto que lo hace 
parte de la Constitución de tal manera que cualquier violación se entiende como 
una violación a la  Carta Política colombiana.  
 
Un ejemplo de esa cualquier vulneración a la doctrina del bloque de 
constitucionalidad que genera efectos inmediatos lo constituye el argumento 
expuesto en  la sentencia C-135 de 1996, en la que la Corte Constitucional 
consideró que: ―Las reglas del derecho internacional humanitario y las 
disposiciones de la ley estatutaria sobre los estados de excepción, integran junto 
a las normas de la Constitución del capítulo 6 del título VII, un bloque de 
constitucionalidad al cual debe sujetarse el Gobierno cuando declara el estado de 
conmoción interior”, (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-135 de 
1996).que constituyó la razón suficiente para declarar contrarios a la Constitución 
los artículos 4 a 25 del decreto 2238 de 1995 que creó ciertos delitos que atentan 
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contra la libertad de personal, acto administrativo dentro de un estado de 
excepción. 
 
Esa ratificación de la doctrina del bloque de constitucionalidad viene esbozada de 
tiempo atrás, cuando la Corte Constitucional colombiana consideró que: 
 
“El derecho internacional humanitario ha sido fruto esencialmente de unas 
prácticas consuetudinarias, que se entienden incorporadas al llamado derecho 
consuetudinario de los pueblos civilizados. Por ello, la mayoría de los convenios de 
derecho internacional humanitario deben ser entendidos más como la simple codifi-
cación de obligaciones existentes que como la creación de principios y reglas 
nuevas. Así, esta Corporación, en las sentencias citadas, y en concordancia con la 
más autorizada doctrina y jurisprudencia internacionales, ha considerado que las 
normas de derecho internacional humanitario son parte integrante del ius cogens. 
Ahora bien, al tenor del artículo 53 de la Convención de Viena de 1969 sobre el 
derecho de los tratados, se entiende por norma ius cogens o norma imperativa de 
derecho internacional general "una norma aceptada y reconocida por la comunidad 
internacional de Estados en su conjunto cono norma que no admite acuerdo en 
contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho 
internacional general que tenga el mismo carácter". Por ello, según este mismo 
artículo de la Convención de Viena, todo tratado que contradiga esos principios es 
nulo frente al derecho internacional. Esto explica que las normas humanitarias sean 
obligatorias para los Estados y las partes en conflicto, incluso si éstos no han 
aprobado los tratados respectivos, por cuanto la imperatividad de esta normatividad 
no deriva del consentimiento de los Estados sino de su carácter consuetudinario. 
(Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-225 de 1995). 
 
La posición de la Corte Constitucionalidad ratifica la doctrina del bloque de 
constitucionalidad, entendida como el conjunto de: 
 
―aquellas normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto 
constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las 
leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas 
vías y por mandato de la propia Constitución. Son pues verdaderos principios y reglas de 
valor constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel constitucional, a pesar de 
que puedan a veces contener mecanismos de reforma diversos al de las normas del 
articulado constitucional stricto sensu”. (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-
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225 de 1995). En esencia, para la Corte Constitucional,  la consolidación de la doctrina 
del bloque de constitucionalidad es importante considerar sus normas bajo la forma de 
principios y reglas:  
 
“El bloque de constitucionalidad está compuesto por aquellas normas y 
principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, 
son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, por 
cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías y 
por mandato de la propia Constitución. Son pues verdaderos principios y reglas de 
valor constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel constitucional, a pesar 
de que puedan a veces contener mecanismos de reforma diversos al de las 
normas del articulado constitucional stricto sensu.” (Corte Constitucional de 
Colombia. Sentencia C-225 de 1995). 
 
Esta argumentación que no es otra cosa que la fundamentación de la prevalencia de los 
Tratados de Derechos Humanos en el orden interno colombiano con lo que se considera 
que la tercera etapa de la doctrina estudiada contribuyó en Colombia a consolidar esa 
tendencia de sobreproducción de leyes. Por ello, en la etapa cuarta de dicha evolución se 
empezó a estructurar la tendencia de poner límites a ese método de incorporar normas al 
texto fundamental colombiano. 
 
En este último periodo, se evidencia una clasificación que tuvo como efecto contener la 
tendencia de llenar el ordenamiento interno de normas constitucionales. Así en la 
sentencia C-358 de 1997, señaló que la noción de bloque de constitucionalidad puede 
ser tratada de manera estricta o en sentido general.  
 
La Corte Constitucional en este último fallo aclaró que:  
 
―Los tratados internacionales no constituyen por el solo hecho de serlo parte 
del bloque de constitucionalidad y, por lo tanto, elemento de juicio para el examen 
de constitucionalidad de una norma. Ello significa que, en principio, no constituye 
motivo suficiente para la declaración de inconstitucionalidad de una norma legal el 
hecho de que ella se oponga a lo acordado en un trato internacional. La Corte 
simplemente está afirmando que no es factible, por la vía del control constitucional 
abstracto, y en términos generales, declarar la inexequibilidad de una norma que 
contradiga un tratado. Sin embargo, es obvio que corresponde a los jueces 
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ordinarios, en los casos concretos, resolver los eventuales conflictos que puedan 
surgir entre tratados y leyes. La Carta reconoce fuerza jurídica interna al derecho 
internacional”. (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia 358 de 1997). 
 
La Corte Constitucional lleva a la reflexión de que los Tratados Internacionales por el 
hecho de ser Tratados, no forman parte del bloque de constitucionalidad y, por lo tanto, 
elemento de juicio para la confrontación constitucional de una norma, por lo que esgrime 
que frente a la doctrina puede haber dos criterios, uno restringido  y otro amplio. 
 
En la primera acepción, se encuentran aquellos principios y normas de valor 
constitucional que se reducen al texto constitucional propiamente dicha y las normas 
contenidos en los tratados internacionales que consagran derechos humanos cuya 
limitación se encuentren prohibidas durante los estados de excepción.  
 
El segundo sentido, lo constituye aquellas normas de diversa jerarquía que sirven de 
parámetros para llevar  a cabo el control de constitucionalidad de las leyes. Allí entrarías  
los tratados internacionales en términos del art. 93 como las leyes orgánicas y 
estatutarias. El sentido de la distinción era uno solo: ciertos tratados internacionales no 
están integrados en el bloque de constitucionalidad pues todos los tratados en general no 
podían introducirse en tal noción. (UPRIMNY, 131-132) 
 
En ese periodo de consolidación es muy importante la relación de los asuntos del trabajo, 
de la OIT que hacen parte del derecho laboral colombiano con la noción del bloque. En 
efecto, los convenios de la OIT integran la noción de  bloque de constitucionalidad. Así lo 
indica la sentencia T-568 de 1999. Ello se ratificó en la sentencia C-567 de 2000. Hay un 
criterio para esa incorporación los derechos laborales no pueden ser suspendidos ni 
siquiera en tiempos de excepción por lo que se aplica la cláusula del art. 93 
constitucional. Por ello se incorporó a la legislación interna con categoría de norma 
constitucional la Constitución de la OIT como los convenios 87 y 98 sobre libertad 
sindical. 
 
En este último interregno se videncia la influencia del derecho laboral, como derecho 
social, en la consolidación de la doctrina de bloque de constitucionalidad; a manera de 
ejemplo se tiene las siguientes consideraciones al respecto: 
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 Da valor de norma constitucional a las recomendaciones de la OIT:  
 
―Las recomendaciones de los órganos de control y vigilancia de la OIT, no 
pueden ser ignoradas: cuando resultan de actuaciones del Estado contrarias a los 
tratados internacionales aludidos en el artículo 93 Superior, aunque no sean 
vinculantes directamente, generan una triple obligación en cabeza de los Estados: 
deben 1) ser acogidas y aplicadas por las autoridades administrativas; 2) servir de 
base para la presentación de proyectos legislativos; y 3) orientar el sentido y 
alcance de las órdenes que el juez de tutela debe impartir para restablecer los 
derechos violados o amenazados en ése y los casos que sean similares”. (Corte 
Constitucional Colombiana T-568 de 1999). 
 
En cierta manera este argumento permite establecer la obligatoriedad en el derecho 
interno colombiano de las recomendaciones de los órganos de control estatuido por 
las Naciones Unidas para la tutela efectiva de los derechos humanos que tengan que 
ver con el derecho del trabajo. En Colombia, estos hacen parte de los Tratados 
Internacionales a los que hace referencia el artículo 93 de la Carta Política 
colombiana, que generan consecuencias frente a los Estados, entre estos, para 
Colombia, recomendaciones que deben ser aplicadas por todos los órganos del 
poder: la rama ejecutiva, a través de actos administrativos tendientes a reforzar las  
garantías mínimas; la rama legislativa, que puede reforzar los fundamentos o 
antecedentes de cada ley referida a derechos laborales y da los parámetros 
necesarios para que la judicatura, a través del juez constitucional, efectivamente 
garantice la tutela reforzada de los derechos laborales, como derecho fundamental. 
 
 Da aplicación concreta a la confrontación entre normas internas con normas 
contenidas dentro de instrumentos internacionales: 
 
―Al respecto, cabe agregar que acompañando los principios constitucionales 
que rigen el verdadero ejercicio del derecho fundamental de la libertad de 
asociación, es decir, el de la constitución del sindicato sin intervención del Estado 
y el reconocimiento automático de la personería jurídica, se encuentra el que "la 
cancelación o la suspensión de la personería jurídica sólo procede por vía 
judicial", tal como lo dice el artículo 39, inciso tercero, de la Constitución y el 
artículo 4º del Convenio 87 de la O.I.T., que señala: 
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"Artículo 4.- Las organizaciones de trabajadores y empleadores no están 
sujetas a disolución o suspensión por vía administrativa". 
En consecuencia, la Corte declarará inexequible la expresión "o las buenas 
costumbres" contenida en el literal a) del numeral 4., del artículo 46 de la Ley 50 
de 1990”. (Corte Constitucional Colombiana C-567 de 2000). 
 
La importancia de esta última argumentación se evidencia en cuanto el demandante 
estimó como violatoria de la Constitución colombiana el artículo 10 del convenio 87 de la 
Organización Internacional del Trabajo, OIT, con lo que aplicaba la doctrina del bloque de 
constitucionalidad esgrimido de tiempo atrás por el alto tribunal constitucional, la cual fue 
aceptada por ésta al momento de resolver el problema constitucional planteado en la 
demanda respectiva. 
 
En la sentencia C-401 de 2005, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, se consolida el 
concepto y alcance del bloque de constitucionalidad,  constituyéndose en una sentencia 
hito en la materia, en esta a través de la acción pública de inconstitucionalidad se 
demanda el artículo 19 (parcial) del Código Sustantivo y del trabajo, en ella la Corte 
nuevamente define el concepto de bloque de constitucionalidad y realiza un análisis de 
su jurisprudencia relativo a la inclusión de los convenios del trabajo en el bloque de 
constitucionalidad y que todos los convenios debidamente ratificados hacen parte de la 
legislación interna (art 53 de la C.N), respecto del concepto de bloque de 
constitucionalidad contenido en la sentencia de estudio define el bloque de 
constitucionalidad  a través de la noción originaria del derecho francés :  
 
“Como vemos, el bloque de constitucionalidad está compuesto por aquellas 
normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto 
constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las 
leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas 
vías y por mandato de la propia Constitución. Son pues verdaderos  principios y 
reglas de valor constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel 
constitucional,…” 
 
Igualmente en la sentencia C-401 de 2005 manifiesta la Corte que el concepto de bloque 
de constitucionalidad ha sido objeto de distintas precisiones y diferenciaciones por parte 
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de la jurisprudencia de esta corporación, así establece un segundo concepto emitido por 
la Corte en la sentencia C-358 de 1997, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz donde expresa:  
 
――6. Con arreglo a la jurisprudencia de esta Corporación, el bloque de 
constitucionalidad está compuesto por aquellas normas y principios 
que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, 
son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las 
leyes. Ello bien sea porque se trata de verdaderos  principios y reglas de 
valor constitucional, esto es, porque ‗son normas situadas en el nivel 
constitucional‘, como sucede con los convenios de derecho internacional 
humanitario, o bien  porque son disposiciones que no tienen rango 
constitucional pero que la propia Carta ordena que sus mandatos sean 
respetados por las leyes ordinarias, tal y como sucede con las leyes 
orgánicas y estatutarias en determinados campos.  
―La Corte ha señalado con claridad ‗que siempre que se habla de bloque 
de constitucionalidad, se hace porque en la Constitución una norma 
suya así lo ordena y exige su integración, de suerte que la violación de 
cualquier  norma que lo conforma se resuelve en últimas en una 
violación del Estatuto Superior‘. Esto significa que la incorporación de una 
norma al bloque de constitucionalidad debe tener fundamento expreso en la 
Carta. Es lo que ocurre con los tratados de derechos humanos, los cuales 
fueron integrados expresamente por la Constitución al bloque de 
constitucionalidad al señalar que sus normas prevalecen en el orden interno 
y al prescribir que los derechos y deberes constitucionales serán 
interpretados de conformidad con los tratados de derechos humanos 
ratificados por Colombia (CP art. 93). Con todo, la Constitución colombiana 
no señala en ninguna de sus disposiciones que el conjunto de los tratados 
ratificados por Colombia debe ser tenido en cuenta por la Corte al examinar 
la constitucionalidad de las leyes. Esto significa, si se sigue el principio que 
permite identificar la normatividad que conforma el bloque de 
constitucionalidad, que no todos los tratados internacionales forman parte de 
él.‖ 
 
Con forme a todo lo anterior la noción de bloque es un conjunto de principios y 
reglas con cierto valor relevante dentro del ordenamiento interno colombiano cuya 
jerarquía constitucional implica su observancia.  
78 Corte interamericana y protección de derechos Laborales de colombianos 
 
Tal noción se puede utilizar en un sentido estricto o en un sentido lato para lo cual 
la Corte Constitucional en la sentencia C-401 de 2005, trae a colación lo 
establecido en la sentencia C-191 de 1998, M.P Eduardo Cifuentes Muñoz: 
 
―En reiterada jurisprudencia, la Corte ha considerado que una norma de 
carácter legal puede vulnerar la Carta Política no sólo por violar directamente 
unos de sus artículos sino, también, cuando conculca una serie de normas 
cuyo texto no forma parte del articulado constitucional, pero al que éste 
otorga, expresamente, un cierto carácter de "supralegalidad". Lo anterior 
ocurre, particularmente, en el caso de los tratados internacionales de 
derechos humanos a que se refiere el artículo 93 del Estatuto Superior, de 
las leyes orgánicas1 (C.P., artículo 151), de las leyes estatutarias (C.P., 
artículo 152) y, como se verá adelante, de los tratados que integran el 
contenido normativo del artículo 101 de la Carta. Podría afirmarse que el 
texto de la Constitución, junto con el conjunto de normas antes 
mencionadas, conforman lo que la jurisprudencia y la doctrina han 
denominado el bloque de constitucionalidad en sentido lato, es decir 
aquellas disposiciones que pese a no tener, todas ellas, rango 
constitucional, sirven de parámetro de control de constitucionalidad. 
 
―Efectivamente, resulta posible distinguir dos sentidos del concepto de 
bloque de constitucionalidad. En un primer sentido de la noción, que podría 
denominarse bloque de constitucionalidad stricto sensu, se ha 
considerado que se encuentra conformado por aquellos principios y 
normas de valor constitucional, los que se reducen al texto de la 
Constitución propiamente dicha y a los tratados internacionales que 
consagren derechos humanos cuya limitación se encuentre prohibida 
durante los estados de excepción (C.P., artículo 93)”... (Subrayado y 
negrillas propios) 
 
Esta diferenciación buscaba incluir parámetros de constitucionalidad de las leyes 
de categoría especial, específicamente se dijo que: 
  
                                                
 
1
 Véanse, entre otras, las sentencias SC-337/93 (MP. Vladimiro Naranjo Mesa), SC-423/95 (MP. Fabio Morón 
Díaz), SC-600A/95 (MP. Alejandro Martínez Caballero), SC-287/97 (MP. Eduardo Cifuentes Muñoz).  
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(i) bloque de constitucionalidad en sentido lato es una acepción que se da en el evento 
de que una norma legal pudiera vulnerar la Carta Política ―no solo por violar directamente 
unos de sus artículos sino, también, cuando conculca una serie de normas cuyo texto no 
forma parte del articulado constitucional, pero al que éste otorga, expresamente, un cierto 
carácter de "supralegalidad"‖.  
 
Ejemplo de ello, lo son los tratados internacionales de derechos humanos a que se 
refiere el artículo 93 de la Carta Política, las leyes orgánicas (artículo 151), las leyes 
estatutarias (artículo 152), así como los tratados  que integran el contenido normativo del 
artículo 101 de la Carta. La característica primordial es que no obstante tales normas, no 
poseen rango constitucional, ―sirven de parámetro de control de constitucionalidad‖. 
 
(ii) bloque de constitucionalidad en stricto sensu, hace referencia a aquellos ―principios y 
normas de valor constitucional, los que se reducen al texto de la Constitución 
propiamente dicha y a los tratados internacionales que consagren derechos humanos 
cuya limitación se encuentre prohibida durante los estados de excepción (C.P., artículo 
93)...‖ (Corte Constitucional. Sentencia  C- 191 de 1998).   
 
En cuanto a los criterios para considerar cuales convenios hace parte del bloque de 
constitucionalidad  en sentido lato y en sentido estricto  se establece de la lectura de la 
sentencia C-401 de 2005 los siguientes:  
 
a.  En sentido estricto forman parte del bloque de constitucionalidad en el derecho 
laboral los convenios que reconocen o regulan derechos humanos en el ámbito 
laboral, por tal  motivo prevalecen en el orden interno ( C.N artículos 4, 93, inciso 
1 y 94), y cuando algún convenio prohíba la limitación de un derecho humano 
durante su estado de excepción o desarrolle tal prohibición, corresponde a la 
Corte señalar su pertenencia al bloque en sentido estricto, ya que estos 
prevalecen en el orden interno. Así lo expreso la corte en la precitada sentencia:  
 
“hacen parte del bloque de constitucionalidad aquellos convenios que la Corte, 
después de examinarlos de manera específica, determine  que pertenecen al mismo, 
en atención a las materias que tratan. De esta manera, los convenios internacionales 
del trabajo hacen parte del bloque de constitucionalidad cuando la Corte así lo haya 
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indicado o lo señale en forma específica. Así lo hizo, por ejemplo, en las sentencias 
que se mencionaron atrás acerca del convenio 169, sobre pueblos indígenas y 
tribales, y de los convenios 87 y 98, sobre la libertad sindical y sobre la aplicación de 
los principios de derechos de sindicalización colectiva” 
 
b. En sentido lato forman parte del bloque de constitucionalidad los convenios que 
limitan el territorio colombiano (art. 101 C.N), las leyes orgánicas (art.151), leyes 
estatutarias (art.152), los convenios que son referentes para interpretar los 
derechos de los trabajadores y darle plena efectividad al principio fundamental de 
la protección al trabajador y al derecho al trabajo, la Corte Constitucional a través 
de criterios objetivos puede indicar que otros convenios forman parte del bloque 
de constitucionalidad, ya que los convenios que conforman el bloque de 
constitucionalidad en sentido lato orientan la interpretación de la norma.  
 
Igualmente la Corte nuevamente ratifica que la inclusión de los convenios internacionales 
del trabajo dentro del bloque de constitucionalidad debe hacerse de manera diferenciada 
y fundamentada, ya que si bien todos los convenios internacionales del trabajo ratificados 
por Colombia forman parte de la legislación interna, varios integran también el bloque de 
constitucionalidad en sentido lato y en sentido estricto, por ello es necesario que la Corte 
proceda a decidirlo de manera específica, caso por caso, tal como lo ha venido haciendo. 
 
Es importante destacar que en la sentencia C-401 de 2005 se establece cuales tratados 
internacionales que forman parte del bloque de constitucionalidad deben ser tenidos en 
cuenta en cualquier reforma laboral por contener principios mínimos del trabajo, dentro 
de ellos se encuentran los convenios de la OIT ratificados por Colombia,  el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y  el protocolo de San 
Salvador: 
 
“(…) en esta materia tienen mucha importancia los límites y deberes al Estado 
impuestos por los convenios de la OIT ratificados por Colombia, por el PIDESC, y 
por el Protocolo de San Salvador, todos los cuales hacen parte del bloque de 
constitucionalidad, de conformidad con lo ordenado por el artículo 93 de la Carta, que 
establece que los “derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por 
Colombia.” Y es que esta Corporación ha precisado que todo tratado de derechos 
humanos ratificado por Colombia, que se refiera a derechos constitucionales, tiene rango 
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constitucional y hace parte del bloque de constitucionalidad para efectos de determinar el 
alcance y contenido de los derechos constitucionales, pues no otro puede ser el sentido 
de la cláusula de remisión del inciso segundo del artículo 93 superior. Ha dicho al 
respecto esta Corporación que el inciso segundo del artículo 93-2 “constitucionaliza todos 
los tratados de derechos humanos ratificados por Colombia y referidos a derechos que 
ya aparecen en la Carta y, en virtud de la regla hermenéutica sobre favorabilidad, el 
intérprete debe escoger y aplicar la regulación que sea más favorable a la vigencia de los 
derechos humanos”2. (Subrayado y negrilla propios). Corte Constitucional Sentencia C-
401 de 2005, M.P MANUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA) 
 
De lo anterior se deduce que el intento de sistematización que elaboró el profesor 
Rodrigo Uprimny es una teoría que pone de manifiesto una relación entre derecho interno 
y derecho internacional. Así, en sentido estricto, hacen parte del bloque de 
constitucionalidad: el preámbulo, el articulado constitucional, los tratados de límites 
ratificados por Colombia, los tratados de derecho humanitario, los tratados ratificados por 
Colombia que reconocen derechos intangibles, los artículos de los Tratados de derechos 
humanos ratificados por Colombia, cuando se trata de derechos reconocidos por la carta 
y la doctrina elaborada por los tribunales internacionales en relación con esas normas 
internacionales. Aquí se incluyen los convenios de la OIT y la doctrina elaborada por los 
órganos de control de esa organización. Y, en sentido amplio, se agregan los contenidos 
normativos con carácter de ley estatutaria  y orgánica. 
 
Premisa básica es que el derecho laboral, como derecho social, es objeto del bloque de 
constitucionalidad. En ese sentido toda referencia a derechos laborales o sociales 
entendidos como derechos humanos o derechos fundamentales también hacen parte de 
esa noción, en especial, los contenidos en la Convención Americana de Derechos 
Humanos así como la jurisprudencia de la Corte  Interamericana de derechos humanos. 
 
Se evidencia así que la Constitución Colombiana de 1991 propone una materialidad 
novedosa en cuanto a través de dos elementos. Así lo establece el autor colombiano 
Edgar Hernán Fuentes Contreras, quien esboza una propuesta alterna para el estudio de 
la materialidad de la Constitución Política de 1991:  
                                                
 
2
 Sentencia T-1319 de 2001, MP Rodrigo Uprimny Yepes, Fundamento 12., tesis reiterada en las sentencias  
T-235ª de 2002 y C-04 de 2003. 
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―…En ella se introdujeron dos (2) elementos que marcarían el 
desarrollo y adopción de la apertura constitucional en el sentido 
colombiano. El primero de ellos tiene que ver con el asentamiento de la 
obra constitucional como norma jurídica plena y aplicable, y al mismo 
tiempo, el reconocimiento de la doctrina de la supremacía constitucional. La 
Carta Política, en Colombia, había pasado de ser una mera postulación, 
una expectativa, un programa a hacer una norma jurídica y por demás, el 
sustento de la validez del resto del ordenamiento jurídico…En ese sentido, 
el artículo 4° de la Constitución presentó una autodefinición de la misma 
mediante la expresión “norma de normas”, lo cual ordenaba que cada una 
de las proposiciones contenidas en el texto constitucional tienen en sí 
mismas una fuerza vinculante, y por demás, de ellas se desprenden 
consecuencias jurídicas. 
El segundo aspecto, y el cual ostenta  una relación más estrecha con el 
tema de la apertura constitucional, tiene que ver con la incorporación del 
open textur o “texto abierto” a través de tres (3) fenómenos: (a) la 
formulación de normas de textura abierta auto-ejecutivas, (b) la cláusula 
numerus apertus y (c) las llamadas cláusulas remisorias”. (FUENTES 
CONTRERAS, Edgar Hernán. 2010, p. 196-197). 
 
Son estas últimas las que han convertido el texto constitucional colombiano en texto 
receptivo y dinámico. Esto porque permitirá la incorporación de normas distintas a las 
que se han insertado en el momento constituyente y dinámico en cuanto es flexible y 
permeable a los cambios de contextos. Esto permitirá la irrupción en el ordenamiento 
constitucional colombiano de elementos inter sistémicos, los cuales pueden venir del 
sistema de derecho internacional o de otros sistemas nacionales. (FUENTES 
CONTRERAS, Edgar Hernán, 2010, p. 196-197). 
 
En Colombia, en materia laboral, la Corte Suprema de Justicia, sala Laboral, ha aplicado 
las normas laborales internacionales directamente junto a las normas nacionales al 
resolver el recurso extraordinario de Casación, de homologación de laudos arbitrales. 
Pero tales se han acogido como criterios supletorios, lo que constituye de alguna manera 
una aplicación de la doctrina del bloque de constitucionalidad con lo que da una 
importancia a la prevalencia de los tratados internacionales en el ordenamiento 
colombiano. Ello no fue sino la demostración de la prevalencia de los tratados 
internacionales en el derecho colombiano que se asemeja a normas del texto 
constitucional. 
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Ha de concluirse que en Colombia existe una íntima relación entre el derecho laboral o 
del trabajo como derecho humano y social con su exigibilidad y sus justiciabilidad que se 
refleja no solo a nivel interno sino internacional. La doctrina del bloque de 
constitucionalidad ha contribuido a ese afianzamiento, al dar, en una de sus 
manifestaciones, la misma categoría de norma constitucional los derechos laborales 
consagrados en la normativa internacional. En ese aspecto la globalización del derecho 
ha jugado un buen papel que ha permitido la relativización de ciertos conceptos como el 
de soberanía estatal. Ello da la posibilidad de  que se acudan a instancias internacionales 
cuando a nivel interno no se protegen ciertos derechos laborales y asimismo permite que 
las recomendaciones y decisiones sobre derechos laborales o del trabajo sean tenidas 
en cuenta por las instancias internas. 
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3. La Estructura del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos 
Introducción 
El derecho internacional ocupa un lugar importante en la promoción y protección de los 
derechos humanos de tal manera que convencionalmente se ha consagrado en Pactos o 
convenciones normas que tienden a borrar los límites que impone la soberanía de los 
Estados dado que estos deben responder internacionalmente por la transgresión a tal 
normatividad. Las normas convencionales no solo consagran derechos subjetivo sino 
procedimientos a los cuales puede recurrir un ciudadano para exigir el cumplimiento de 
aquellos. A nivel regional el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, a través de 
sus dos órganos, la Comisión y la Corte, propende para que se respeten estos derechos. 
La primera tiene un control cuasijudicial, tendiente a emitir un concepto sobre la violación 
de los derechos al interior de los Estados, a través de recomendaciones. La segunda, 
puede emitir sentencias de alcance judicial que declara la responsabilidad de un Estado 
frente a la vulneración de los derechos convencionales. 
 
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos consagra los derechos sociales, entre 
ellos los relacionados con el derecho laboral o del trabajo sin que ello signifique que por 
el hecho de estar en una norma ya se tiene garantizado su eficacia concreta. Los 
estándares que dan tanto las recomendaciones como las decisiones judiciales 
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consagrados en el Sistema regional de protección pueden ser tomados en cuenta por 
parte de los órganos internos de los Estados para garantizar de esa manera una efectiva 
garantía a los derechos laborales sin que el ciudadano tenga que recurrir a las instancias 
internacionales, las cuales pueden resultar demoradas y onerosas frente a la demanda 
de protección invocada por parte de un trabajador, que debe ser atendida de una manera 
pronta y cumplida. 
 
3.1 El derecho internacional y el convencionalismo 
 
A nivel mundial ha habido un lento posicionamiento del derecho internacional. Ello 
responde a la preocupación por la promoción y protección de los derechos humanos, 
idea que se ha plasmado en normas a la manera de pactos o convenciones que cada día 
borran las fronteras de la soberanía, en especial, en la búsqueda de la responsabilidad 
internacional pues los Estados no pueden traspasar los estándares mínimos de trato que 
impone a los Estados ciertas obligaciones para con el individuo en materia de derechos 
humanos. (JIMÉNEZ PIERNAS, Carlos, 2005, p. 15). 
 
Esta tendencia no es otro que el fenómeno de la institucionalización, cuyo fruto ha sido la 
―aparición en la escena internacional de las Organizaciones internacionales como nuevos 
sujetos del Derecho Internacional, junto a los Estados, sujetos tradicionales y originarios 
de dicho ordenamiento, y del paulatino desarrollo del fenómeno de la Organización 
Internacional, que ha dado lugar incluso, en el ámbito europeo, a la figura de las 
organizaciones de integración, en la que los Estados miembros ceden el ejercicio de 
determinadas competencias soberanas a la organización‖, (CRESPO NAVARRO, Elena. 
2005, p. 23), en la que la humanización es un norte en los objetivos de dichas nuevas 
relaciones. 
 
En ese sentido, la tendencia de plasmar estos objetivos en  las normas convencionales 
que los Estados suscriben, entre las cuales no solo se consagran derechos sino 
procedimientos que permiten el acceso directo del individuo ante instancias 
internacionales para exigir el cumplimiento de los derechos que se les reconocen. 
(CRESPO NAVARRO, Elena. 2005, p. 23). Es una especie de control y garantía de los 
derechos humanos, aquellos cuya protección se hizo más evidente luego de las guerras 
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mundiales del siglo XX. Es la erosión y relativización del principio de soberanía. 
(CARRILLO SALCEDO, Juan Antonio. 2001. P. 16 y ss).  
 
En ese sentido, el protagonista no es el principio de no intervención en asuntos internos y 
la soberanía estatal en sí sino que van cediendo según el desarrollo normativo del 
derecho internacional de los derechos humanos. Este movimiento se observa no solo a 
nivel mundial sino regional, especialmente con la expedición de la Carta de San 
Francisco y los desarrollos posteriores de ésta a través de la Declaración de Derechos 
Humanos y de los Pactos Internacional de Derechos Humanos y una red de Tratados 
Internacionales temáticos, (CRESPO NAVARRO, Elena. 2005, p. 27), que significa una 
relación entre lo interno y externo que no siempre es pacífica. (APONTE CARDONA, 
Alejandro. 2011, p. 125). Así, por ejemplo, temas como la tortura han sido objeto de 
regulación específica. (SANTALLA VARGAS, Elizabeth. 2011, p 229). 
 
Luego de la segunda posguerra, la comunidad internacional consideró importante la 
creación de una serie de declaraciones y tratados, como límite al poder de los estados, 
buscando la protección de los derechos de sus asociados, en especial la dignidad de las 
personas.  Es así como el 10 de diciembre de 1948, dentro del pacto de Bogotá, se firma 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos, dando nacimiento a la OEA, 
organismo que ha permitido el desarrollo del Sistema Interamericano, como un 
mecanismo de protección de los derechos humanos y de la democracia en el continente 
americano. 
 
Para el tratadista Sergio García Ramírez, la estructura del  Sistema Interamericano tiene  
dos perspectivas, la primera de ellas en un sentido restringido, donde el Sistema 
Interamericano está compuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y  
la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La segunda perspectiva, denominada 
por el autor, lato sensu, considera que el Sistema Interamericano está constituido por las 
diferentes instancias, personas y organismos que intervienen en la tutela de los derechos 
humanos, estrechamente relacionados entre sí.   
 
Igualmente expresa el tratadista García Ramírez que el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos está fundamentado por las disposiciones de la Declaración 
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Americana de Derechos y Deberes del Hombre expedida en 1948; por la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos establecidos en la Carta de la OEA de 1969.    
 
Así mismo manifiesta que dentro de las características del sistema Interamericano se 
tiene que brindar un amparo de carácter subsidiario, es decir, que ante la imposibilidad 
de un  Estado miembro de la Convención Americana de Derechos Humanos, de proteger 
los derechos de quienes están bajo su tutela, el Sistema Interamericano pasa a  
protegerlos. Otra de sus características es que actúa como tribunal internacional de 
derechos humanos, que en realidad significa que en ningún caso revisa las decisiones de 
los tribunales de los diferentes Estados miembros de la convención. 
 
Es por ello, que tiene una protección cuasijudicial que consiste en la posibilidad de  emitir 
recomendaciones no vinculantes para los Estados; también puede evaluar las 
condiciones de los derechos humanos al interior de un Estado miembro y solicitar a los 
Estados medidas cautelares. Así mismo, tiene una protección judicial, proveniente de las 
decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En ese sentido, conforme 
lo afirma Luigi Ferrajoli, un juez constitucional tiene una función garante de los derechos 
fundamentales constitucionalmente establecidos, características que se puede extender 
al juez internacional, máxime cuando la Carta Constitucional colombiana permite la 
confluencia de su competencia, en manifestación de la teoría del bloque constitucional. 
En efecto, las competencias de la justicia internacional que Colombia ha aceptado no es 
otra cosa que la legitimación de la jurisdicción y de la misma independencia del poder 
judicial de los demás poderes. (FERRAJOLI Luigi. 2009. p. 26).  En últimas el recurso a 
la jurisdicción internacional no es más que el anhelo de la garantía de un juez imparcial. 
 
3.2 Funcionamiento del Sistema Interamericano 
Las recomendaciones que emiten los órganos del Sistema, son contra los Estados, por 
ser estos los sujetos obligados a respetar y garantizar la vigencia de los derechos y las 
libertades en el continente americano. Por último, la eficacia del sistema es limitada por 
cuanto no tiene medios de coerción, solo goza de la legitimidad que le reconoce los 
Estados miembros a la Corte Interamericana. (GARCÍA RAMÍREZ Sergio, 2006, p. 173 a 
181). Es importante conocer la dinámica de funcionamiento de tal sistema. 
 
La Estructura del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 89 
 
El Sistema Interamericano se basa en la labor de dos órganos a saber: La Comisión 
Interamericana, órgano principal de la Organización de Estados Americanos 
especializado en derechos humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
creada en 1969, como órgano de supervisión de los derechos humanos al adoptarse en 
San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, la Convención Americana de 
Derechos Humanos, entrada en vigor el 18 de julio de 1978.  
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos actúa en virtud de las atribuciones 
que le otorga la Carta de la Organización de Estados Americanos, su estatuto y su 
reglamento. 
 
El artículo 106 de la Carta de la OEA, le otorga como función principal la de “promover la 
observancia y defensa de los derechos humanos y de servir como órgano consultivo de 
la organización en esta materia”.  
 
Igualmente, estos órganos han recibido atribuciones en virtud de convenciones y 
protocolos que han entrado en vigor con posterioridad a la Convención Americana como 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de 
Muerte, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador), la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y la Convención 
Interamericana para Eliminar y Sancionar toda Forma de Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará). (CEJIL. Org.  2007, p. 29 a 35). 
 
Es importante destacar que dentro de los derechos protegidos por el Sistema 
Interamericano respecto de la Convención Americana de Derechos Humanos que guarda 
relación con los derechos laborales y de libertad sindical según lo ha expresado el 
tratadista Iván Darío Ortiz Palacios se encuentran la obligación genérica de respeto y 
garantía, el deber de adoptar disposiciones de derecho interno, el derecho a la vida, 
prohibición de esclavitud y la servidumbre, garantías judiciales, libertad de pensamiento y 
expresión, libertad de reunión, propiedad privada,  igualdad, protección judicial, derechos 
contenidos en  los artículos 1, 2, 6, 9, 13,15, 16 21, 24, 25  de la Convención 
respectivamente.  
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La obligación de respeto significa un no hacer del Estado (no torturar, censurar, ni retener 
arbitrariamente), en donde toda su actividad está limitada por los derechos humanos. La 
vulneración de la misma significa que en cualquier caso el ser humano perjudicado, o 
alguien que obre a nombre de éste, pueden ejercer a nivel interno o internacional el 
derecho de acción. Recuérdese que clásicamente la acción nace por el hecho de que 
aquél que debía conformarse con una voluntad concreta de ley (que garantiza la vida, por 
ejemplo) ha transgredido esa voluntad, razón suficiente para que se busque su actuación 
con independencia del obligado. (CHIOVENDA, Gioseppe. 1995, Alfonso, p. 13). Se 
mezcla así la acción y la obligación.  
 
Sin embargo, siguiendo a Chiovenda, la acción, siendo independiente y autónoma, es 
más palpable cuando se dirige a un bien que no puede ser prestado por ningún obligado, 
sino que solo puede conseguirse en un proceso, ―o hacia un bien, sin que haya o sin  que 
se sepa si hay derecho subjetivo alguno en aquél que tiene la acción‖. (CHIOVENDA, 
Gioseppe. 1995, Alfonso, p. 13).  
 
De ahí se deriva la ―acción de mera declaración‖, que no es otra cosa que la voluntad 
cierta en un caso concreto que puede lograrse a nivel de instancias internacionales, que 
se puede ejercer con la facultad de la querella o denuncia penal, a través del derecho de 
pedir la actuación de la voluntad negativa de la ley y el derecho de pedir declaraciones 
con preferente función ejecutiva, entre otras modalidades. 
 
La obligación de garantía, consiste en que el Estado debe de desarrollar acciones que 
permitan a las personas el ejercicio y disfrute de sus derechos en forma libre, es así 
como toda su estructura es decir, los órganos que la conforman deben estar dispuestos 
para garantizar  estos derechos a través de los deberes de prevención, investigación y 
reparación. Acá se articula el deber del juez ante una norma constitucional. Debe 
entender que si bien la interpretación constitucional participa de los lineamientos 
generales de toda interpretación  jurídica posee aspectos peculiares que le otorgan una 
autonomía jurídica como práctica dado que es la oportunidad del operador judicial de 
conectar una serie de elementos de extrema sensibilidad política y social. (FIX 
ZAMUDIO, Héctor. 2005, p. 123). 
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El deber de prevención, son todas las medidas a nivel estatal que abarca acciones  a 
nivel judiciales, legislativas, educativas orientadas a la protección de los derechos 
humanos en sus territorios. Una forma de protección lo es la materialización de los 
derechos a través de las instituciones procesales, legado de la tradición ibérica en el 
contexto latinoamericano, dentro del cual ha sido muy importante la relación entre  
acción, jurisdicción y proceso. (ALCALÁ ZAMORA y CASTILLO Niceto. 1980. P. 37).  
Cuando fallan estos, el Estado no protege los derechos humanos, según el derecho 
convencional que se analiza. Estos tres elementos se insertan en el sistema judicial, 
dentro del cual la independencia judicial es uno de los caracteres que garantiza la 
multiplicidad de fines del Estado, (LUNA BLANCO, Tania María. 2011. p. 44), entre otros, 
la justicia, razón por la que el jurista tiene la misión de reconstruir el pasado para conocer 
quién tiene la razón en el presente, (DEVIS ECHANDIA, Hernando. 1988. P. 1), por lo 
que las instituciones procesales colombianas rigen, entre otros, principios tales como el 
de veracidad, según el cual dentro del proceso se debe reconstruir los hechos. (PARRA 
QUIJANO, Jairo. 2008. p. 6),  
 
El deber de investigación, para los Estados puede surgir por dos causas en primer lugar 
por no adoptar las medidas necesarias que frenen la actuación impune de sus miembros, 
en segundo lugar cuando permite que los particulares o grupos de particulares actúen de 
la misma forma. Esta investigación es de medio y no de resultado, lo que indica que aun 
si la investigación no genera los resultados esperados, no significa que se esté 
incumpliendo a este deber. 
 
El deber de reparación, tiene en cuenta el restablecimiento del derecho y la reparación 
de los daños que se han causado por la violación a los derechos humanos, que 
corresponde a cada Estado parte.      
 
Respecto del deber de adoptar disposiciones de derecho interno, implica para los  
Estados miembros eliminar de sus ordenamientos las normas  y prácticas que vayan en 
contravía de  la convención Americana de Derechos Humanos, y expedir normas y 
promover prácticas conducentes a la observancia de estas garantías. 
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Frente al derecho a la vida, implica para el autor citado la obligación no solo de respeto a 
la vida, sino también de garantía, es decir los Estados deberán desarrollara acciones 
para crear condiciones que lleven a una vida digna.   
 
Sobre la prohibición de la esclavitud y servidumbre, es la imposibilidad de constreñir a 
otro para que realice un trabajo forzoso y obligatorio. En el caso de penas privativas de la 
libertad estos se realizarán respetando la dignidad humana, la capacidad física e 
intelectual del que ha sido privado de la libertad.  
En relación con las garantías judiciales, estas parten del principio del debido proceso, el 
cual debe aplicarse en cualquier tipo de proceso independientemente si este es 
administrativo, sancionatorio o jurisdiccional.   
 
Un aspecto que ha de analizarse dentro de las garantías judiciales es la duración del 
proceso a partir de su razonabilidad, que depende de unas variables como son la 
complejidad de las partes porque no es lo mismo si quien acciona es una sola persona o 
varias, de la disponibilidad de las pruebas, entre otras.  
 
Otra variable es la actividad procesal del interesado, que guarda relación con el hecho de 
colocar en funcionamiento al interior del Estado su aparato jurisdiccional a través de las 
acciones a que haya lugar y por último la conducta de las autoridades judiciales, que está 
en manos de su probidad en el ejercicio de sus funciones, así  como de la capacidad de 
repeler cualquier acción que busque modificar el curso de la investigación. 
 
3.3 Los derechos reconocidos a nivel del Sistema 
Interamericano 
La libertad de pensamiento y expresión, es un derecho provisto de una dimensión 
individual y otra social. La dimensión individual consistente en el derecho y libertad de 
expresar no solo su propio pensamiento. La dimensión social en el derecho y la libertad 
de buscar,  recibir  y difundir informaciones e ideas de toda índole.  
 
El derecho de libertad de reunión, es reconocido por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, en forma pacífica y sin armas. Los Estados a través de la ley, 
pueden restringir  este derecho  siempre y cuando lo que se busque es garantizar la 
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democracia, el orden público, la seguridad, la salud pública, la moral pública, los 
derechos y libertades de sus asociados. 
 
La libertad de asociación, también comprende una dimensión individual y social, 
dimensiones que nacen de la interpretación evolutiva de la Convención Americana de 
Derechos Humanos que ha realizado la Corte Interamericana, en donde ha manifestado 
que en su dimensión individual, la libertad de asociación, no es solamente el derecho a 
formar sindicatos, sino el derecho a utilizar cualquier medio apropiado para ejercer esa 
libertad.  En su dimensión social, ha manifestado la Corte Interamericana que la 
asociación es el medio para que la colectividad laboral alcance sus propios propósitos, 
que le permitan unos beneficios.    
 
Así mismo la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha conformado un cuerpo 
normativo respecto de la libertad de asociación en donde se enuncian el artículo 16 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, el protocolo de San Salvador, el 
convenio No 87 de la OIT. 
 
El derecho de propiedad privada, consagra una protección para las personas frente al 
uso y goce de sus bienes, derecho que se puede subordinar por mandato de una ley, al 
interés social, además consagra que no puede privarse de ese uso y goce, excepto 
mediante el pago de una indemnización  en los casos y según las formas establecidas en 
la ley.  
 
Este derecho de propiedad ha revestido un especial interés en el  caso de pensiones. La 
Corte Interamericana ha definido los bienes como ―aquellas cosas materiales 
apropiables, así como todo derecho que pueda formar parte del patrimonio de una 
persona.  Comprende todos los muebles e inmuebles, los elementos corporales e 
incorporales y cualquier otro objeto inmaterial susceptible de tener un valor‖, así las 
cosas estableció en el caso de cinco Pensionistas contra Perú, que un Estado viola el 
derecho a la propiedad privada cuando liquida el monto de una pensión constitutiva de 
derecho adquirido, sin acudir a los parámetros consagrados en las leyes, pues al tratarse 
de derechos adquiridos estos hacen parte del patrimonio de las personas.  
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El derecho a la igualdad, consagra el respeto y la garantía de los derechos y libertades 
consagrados en la Convención Americana de Derechos Humanos, para todas las 
personas sometidas a la jurisdicción de un Estado parte; igualmente instituye la no 
discriminación en la salvaguarda de otros derechos.  Este derecho de igualdad está  
consagrado en los artículos 1.1 y 24 de la Convención.  
 
La protección judicial, es aquel derecho que tiene toda persona de interponer recursos 
ante los jueces y tribunales del ordenamiento jurídico interno.  Este recurso debe ser 
eficaz que permita establecer si se han violado los derechos humanos, además de 
desarrollar las acciones para remediarlo. Manifestación de la preservación de este 
derecho lo es en el contexto interno colombiano la consagración de recursos como el de 
casación, el cual quien es vencido, encuentra un medio idóneo para llevar al 
conocimiento de la Corte de Casación el fallo que considera injusto, con el objeto de que 
allí se reexamine el asunto.  (PARRA  GUTIÉRREZ, William, 2000, Bogotá, p. 3). 
 
3.4 Los derechos sociales en el Sistema 
Interamericano: el específico caso de los derechos 
laborales 
Existen también otras normas como los Derechos Sociales Económicos y Culturales 
contenidos en el artículo 26 de la Convención Americana de Derechos Humanos y en el 
protocolo de San Salvador de 1998, que protege derechos laborales y de libertad 
sindical. La protección de estos derechos es importante para países como el nuestro en 
donde ―la grave situación de los derechos humanos en Colombia, la persistente y 
prolongada violación de los derechos fundamentales, que ya es motivo de preocupación 
y llamamientos constantes de la comunidad internacional‖. (VILLAR BORDA, Luis. 1995, 
P. 18). 
 
Frente a los derechos de la colectividad reconoce los derechos sindicales en el artículo 8, 
dentro de ellos el derecho a organizar sindicatos y afiliarse al de su elección, el derecho a 
la huelga y la prohibición de obligar a las personas a pertenecer a un sindicato. 
 
Respecto a los derechos laborales individuales en los artículos 6 y 7, reconoce los 
derechos al trabajo, en condiciones justas, equitativas y satisfactorias de trabajo, la 
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libertad en el trabajo, la promoción en el empleo, la estabilidad laboral, la seguridad e 
higiene en el trabajo, la prohibición  del trabajo nocturno o labores insalubres o peligrosas 
para los menores de 18 años de edad, la prohibición de trabajos que pongan en peligro la 
salud, seguridad o moral de menores de 16 años de edad, la limitación de la jornada de 
trabajo, el derecho al descanso, a las vacaciones pagadas, a la remuneración de los días 
feriados, el derecho a la seguridad social, este último contenido en el artículo 9. Estos 
derechos se pueden observar dentro del texto constitucional colombiano y otros textos 
fundamentales de países latinoamericanos, los cuales están ligados a los tratados 
internacionales por lo que desde el punto de vista jurídico no puede violar uno de estos, 
pues al vulnerarlos vulnera las reglas de su propia constitución. (MIRKING –
GUETZÉVITCH, Boris, 1936, P. 64). 
 
Un aspecto importante del Protocolo de San Salvador, es que el artículo 19 denominado 
medios de protección en su numeral 6, establece la denuncia ante la comisión y si de ser 
necesario el sometimiento ante la corte especialmente por los casos de violación a la 
libertad sindical.   
 
Comenta el tratadista Ortiz Palacios, la existencia de otras normas dentro del Sistema 
Interamericano que protegen también los Derechos Laborales como la carta de la 
Organización de Estados Americanos (OEA), estable como una meta básica de los 
Estados miembros en su artículo 34 , inciso g salarios justos, oportunidades de empleo y 
condiciones de trabajo aceptables para todos.   
 
Igualmente en el artículo 45, establece el compromiso de los estados en dedicar sus 
máximos esfuerzos a la aplicación de mecanismos y principios dentro de los cuales se 
encuentran: el trabajo es un derecho y un deber social, el derecho de asociación que 
tiene los trabajadores para la defensa y promoción de sus intereses, el derecho de 
negociación colectiva, el derecho de huelga y el desarrollo de una política de seguridad 
social.  
 
Así mismo tenemos la Declaración Americana de Derechos y Deberes del hombre.  En 
esta declaración se consagra entre otros derechos el derecho al trabajo y a una 
retribución justa, el derecho al descanso y a su aprovechamiento el derecho a la 
seguridad social, derechos que han sido instituidos en los artículos XIV, XV, XVI 
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respectivamente de la Declaración Americana de Derechos Humanos. De la misma 
forma los artículos XXII Y XXXVIII, consagra el derecho de asociación y el deber de 
trabajo.  
 
Igualmente encontramos la Carta Americana de Garantías Sociales o Declaración de los 
Derechos Sociales  del Trabajador.  Adoptada por la OEA.  
 
Esta carta contiene disposiciones que postulan principios fundamentales, protección de 
derechos laborales individuales, protección de derechos laborales colectivos y la 
protección de condiciones laborales especiales.   
 
Dentro de los primeros se encuentra el trabajo como una función social, la posibilidad de 
los trabajadores de tener una existencia digna, a trabajo igual debe corresponder igual 
remuneración, los derechos de los trabajadores no son renunciables, principios 
consagrados en el artículo 2 de la Carta Americana de Garantía Sociales.  
 
En el ámbito individual contempla la Carta de Garantías Sociales, alrededor de 14 
artículos dedicados a los derechos laborales, es así que en su artículo 3 consagra el 
derecho del trabajador de seguir su vocación y dedicarse a la actividad que quiera, en su 
artículo 4 el derecho que tiene el trabajador de recibir educación a nivel profesional y 
técnica, artículo 8 el derecho a recibir un salario mínimo, artículo 9 el derecho a recibir 
una prima anual, artículo 10 la inembargabilidad de las remuneraciones, artículo 12 la 
jornada ordinaria de trabajo de 8 horas diarias o de 48 horas semanales, artículo 13 el 
derecho que tiene todo trabajador a un descanso semanal remunerado, artículo 15 el 
derecho a vacaciones anuales remuneradas, artículo 19 estabilidad laboral, artículo 30 
higiene, seguridad y moralidad en los lugares de trabajo, artículo 31 derecho a un 
sistema de seguro social obligatorio.  
 
Respecto de los derechos laborales colectivos, en el artículo 7 regula los contratos y 
convenciones colectivas de trabajo, artículo 11 la participación de los trabajadores en las 
utilidades de las empresas, artículo 26 la libertad de asociación para la defensa de sus 
intereses y el  artículo 27 el derecho a la huelga. 
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Dentro de la protección a las condiciones laborales especiales se tiene en el artículo 16 y 
17 la protección del trabajo de los menores, artículo 18 la protección del trabajo de la 
mujer, artículo 21 el trabajo a domicilio, artículo 22 el trabajo doméstico, artículo 23 
trabajo de la marina mercante y de la aeronáutica, artículo 24 protección para la carrera 
administrativa de empleados públicos, artículo 25 trabajadores intelectuales, artículo 38 
trabajo rural.    
 
La Carta también contiene recomendaciones para los Estados Americanos donde los 
insta a constituir en sus territorios los servicios de inspección de trabajo, la jurisdicción 
laboral y la promoción de los mecanismos alternativos de solución pacífica de los 
conflictos dentro del trabajo, vista en los artículos 35, 36 y 37.  (ORTIZ PALACIOS Iván 
David, 2006, p. 169 a 211).  
 
Se observa que los temas relativos al derecho al trabajo han merecido atención en el 
derecho convencional regional, lo que no ha permitido frenar una tendencia a la 
deslaboralización de las relaciones entre quienes  prestan un servicio  o ejecutan un 
trabajo y aquellos para quienes  dichos servicios o trabajos se prestan.  (BRONSTEIN 
Arturo. 2007). Por ello, cuando el Estado es incapaz de proteger al trabajador, surgen las 
instancias internacionales, posibilidad que da cartas fundamentales como la colombiana, 
característica que señala aún más la especificidad del texto constitucional, (UPRIMY 
YEPES, Rodrigo. P.455), que impide la arbitrariedad judicial, la cual es confundida con el 
arbitrio judicial, la cual es ejercida por parte de los agentes estatales encargados que 
concretan las normas abstractas, cuya vulneración puede dar lugar a recurrir a instancias 
internacionales, (NIETO Alejandro. 2000. P. 15), en aquellos eventos en que el Estado 
social deja su función de regular el sistema social. (GARCÍA PELAYO, Manuel. 1995, P. 
23). 
 
3.5 La doble protección: entre la Comisión y la Corte 
Interamericana 
Dentro del estudio de la estructura del Sistema Interamericano es importante analizar la 
doble protección (Convención Americana, 1969, artículo 33), que brinda el sistema a 
través de la Comisión Interamericana de Derechos humanos y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, es así como se le señala a la Comisión el haber desarrollado una 
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extraordinaria labor respecto de la protección de los derechos de las personas en el 
continente americano, a través del procesamiento de casos individuales y del 
perfeccionamiento de sus estrategias de promoción, por ello se encarga de la tramitación 
inicial del caso, de determinar su competencia, admisibilidad, de su solución amistosa, de 
la producción de informes con sus conclusiones y recomendaciones, de la presentación 
de la demanda ante la Corte Interamericana de derechos humanos, siendo el único 
legitimado para ello.  
De otra parte la Corte Interamericana de Derechos Humanos por ser un órgano de 
carácter jurisdiccional creado por la Convención Americana de Derechos Humanos vigila 
el cumplimiento de las obligaciones asumidas por los Estados al ratificar dicho tratado, en 
el marco de un proceso judicial. (CEJIL.Org. 2007, p. 37). 
 
3.5.1 Comisión Americana de Derechos Humanos 
El capítulo VII de la Convención Americana de Derechos Humanos artículos 34 a 51 
desarrolla todas las fuentes normativas que regulan el funcionamiento de la Comisión 
Interamericana.  
 
Es así como en el artículo 41 de la Convención  señala las funciones de la comisión:  
 
“Artículo 41 
La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de los 
derechos humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes funciones y 
atribuciones: 
a. estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de América; 
b. formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de los 
Estados miembros para que adopten medidas progresivas en favor de los derechos 
humanos dentro del marco de sus leyes internas y sus preceptos constitucionales, al 
igual que disposiciones apropiadas para fomentar el debido respeto a esos derechos; 
c. preparar los estudios e informes que considere convenientes para el desempeño de 
sus funciones; 
d. solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen informes sobre 
las medidas que adopten en materia de derechos humanos; 
e. atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos, le formulen los Estados miembros en cuestiones relacionadas 
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con los derechos humanos y, dentro de sus posibilidades, les prestará el asesoramiento 
que éstos le soliciten; 
f. actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su autoridad 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta Convención, y 
g. Rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados 
Americanos”. (Subrayado es propio). (Convención Americana sobre derechos humanos, 
1969, artículo 41). 
En el artículo 61 de la Convención Americana, se le otorga el derecho de someter un 
caso a la decisión de la corte:  
 
“Artículo 61 
1. Sólo los Estados partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión 
de la Corte. 
2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que sean agotados 
los procedimientos previstos en los artículos 48 a 50”. (Convención Americana sobre 
derechos humanos, 1969, artículo 41). 
Respecto de la Naturaleza de la comisión el artículo 1 del reglamento de la Comisión,   
numeral primero expresa que además de tener como función la promoción de los 
derechos humanos, es un órgano consultivo de la organización en esta materia:  
 
 ―Artículo 1.  Naturaleza y composición 
  
1.         La Comisión Interamericana de Derechos Humanos es un órgano autónomo de la 
Organización de los Estados Americanos que tiene las funciones principales de promover la 
observancia y la defensa de los derechos humanos y de servir como órgano consultivo de la 
Organización en esta materia. 
2.         La Comisión representa a todos los Estados miembros que integran la Organización. 
3.         La Comisión se compone de siete miembros, elegidos a título personal por la 
Asamblea General de la Organización, quienes deberán ser personas de alta autoridad 
moral y reconocida versación en materia de derechos humanos”. (Subrayado propio). 
(Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2009) 
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3.5.1.1  Cláusula de competencia y ritualidad 
En cuanto a la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el 
profesor Ortiz Palacios ha señalado 4 competencias a saber: 
 
1. Competencia Territorial. La Comisión opera sobre todo el  territorio de los Estados 
Miembros de la OEA. En este sentido el artículo 44 de la Convención Americana dispone: 
“Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente 
reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la 
Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de esta Convención 
por un Estado parte”. (Convención Americana sobre derechos humanos, 1969, artículo 
44). 
 
2. Competencia Material. Esta competencia hace referencia a las normas que puede 
utilizar la Comisión frente a la violación de los derechos humanos.   
La comisión puede conocer de peticiones que contengan violaciones de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, así como de otros Instrumentos que no atribuyan 
competencia contenciosa a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como los 
tratados de derecho internacional humanitario, Convenios de la OIT, declaraciones, 
principios de derecho internacional, normas consuetudinarias.  
La corte Interamericana de Derechos Humanos tiene competencia contenciosa sobre la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969, Protocolo Adicional de 
Derechos Sociales, Económicos y Culturales, protocolo de San Salvador, aprobado por la 
OEA en 1988, Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura de 1986, 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Desaparición Forzada de 
Personas de 1994, Protocolo Adicional para la abolición de la pena de muerte.  
Igualmente tiene competencia para declarar que un Estado Parte en la Comisión 
Americana de Derechos humanos actuó en forma incompatible con obligaciones 
emanadas de tratados internacionales distintos a los enunciados anteriormente.  
Es importante tener en cuenta que en el artículo 51 del reglamento de la Comisión 
Interamericana respecto de los Estados Miembros de la OEA no partes en la Convención 
Americana de Derechos Humanos, la convención tendrá en cuenta la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. (Reglamento de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, 2009, artículo 51) 
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La Comisión goza de competencia para examinar peticiones originadas por la violación a 
la convención para la Eliminación de Todas las Formas de Violencia contra la Mujer, 
Convención de Belém Do Pará, de 1994.   La Corte Interamericana carece de 
competencia para aplicar este tratado internacional. Las recomendaciones que genera la 
Comisión como ya se ha mencionado no son vinculantes para los Estados.  
 
3. Competencia Personal. Hace referencia a quienes pueden acudir ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, el artículo 44 de la Convención Americana 
dispone que cualquier persona o grupo de personas o entidad gubernamental como ya 
se señaló pueda acudir ante la Comisión. (Convención Americana sobre derechos 
humanos, 1969, artículo 44). 
El peticionario podrá designar en la propia petición, o en otro escrito, a un abogado u a 
otra persona para representarlo ante la Comisión.  
De acuerdo con el tratadista Fernando Volio, citado por Ortíz Palacios, cuando una 
organización no gubernamental no pueda funcionar legalmente porque su gobierno las 
objeta arbitrariamente, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) debe 
reconocerle legitimación, tal como lo hacía la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos anterior a la establecida en la Convención Americana de Derechos Humanos 
CADH. (VOLIO Fernando, 2006, p. 215). 
Esta competencia personal también hace referencia a que el sistema opera contra los 
Estados y no contra las personas. Las peticiones se pueden dirigir contra los estados 
partes de la Convención Americana de Derechos Humanos y de otros Instrumentos 
aplicables ya señalados. Igualmente se puede denunciar a otros Estados miembros de la 
OEA que no son partes de la Convención Americana.   
 
4. Competencia Temporal. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos es 
competente para conocer de aquellos actos ilícitos que estén cobijados por la aceptación 
de competencia por el Estado de que se trate.  
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos no puede conocer hechos anteriores 
al reconocimiento de la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, apoya esta posición el artículo 28 de la Convención de Viena, posición que fue 
sentada por la Corte Interamericana en el caso Caesar Vs Trinidad y Tobago Sentencia 
del 11 de marzo de 2005:  
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“(…) Al codificar el derecho general sobre el tema, el artículo 28 de la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados establece que 
 
Las disposiciones de un tratado no obligarán a una parte respecto de ningún 
acto o hecho que haya tenido lugar con anterioridad a la fecha de entrada en vigor 
del tratado para esa parte ni de ninguna situación que en esa fecha haya dejado de 
existir, salvo que una intención diferentes se desprenda del tratado o conste de otro 
modo”. 
 
El procedimiento que se surte ante la Comisión Americana de Derechos Humanos, tiene  
cuatro características descritas por el profesor Ortiz Palacios, la primera de ellas es que 
este procedimiento es cuasi judicial, sus informes no obligan a los Estados partes.  El 
segundo de ellos es que es un procedimiento contradictorio, ya que permite a los 
Estados contestar la queja, presentar pruebas. Igualmente lo decidido por la Comisión no 
vincula a la Corte Interamericana, la Corte toma sus decisiones de acuerdo con su 
conocimiento. Por último por excepción este procedimiento es preclusivo, respecto de la 
admisibilidad del caso ante la Corte y respecto del valor de las pruebas obtenidas y 
debidamente controvertidas en el procedimiento ante la comisión.   
 
De los requisitos que deben cumplir las peticiones  que se interponen ante la Comisión 
Interamericana el artículo 28 del reglamento de la comisión enuncia los siguientes:  
 
“Artículo 28.  Requisitos para la consideración de peticiones 
  
Las peticiones dirigidas a la Comisión deberán contener la siguiente información: 
a.       el nombre, nacionalidad y firma de la persona o personas denunciantes o, en 
el caso de que el peticionario sea una entidad no gubernamental, el nombre y la firma de 
su representante o representantes legales; 
b.       si el peticionario desea que su identidad sea mantenida en reserva frente al 
Estado; 
c.       la dirección para recibir correspondencia de la Comisión y, en su caso, número 
de teléfono, facsímil y dirección de correo electrónico; 
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d.       una relación del hecho o situación denunciada, con especificación del lugar y 
fecha de las violaciones alegadas; 
e.       de ser posible, el nombre de la víctima, así como de cualquier autoridad 
pública que haya tomado conocimiento del hecho o situación denunciada; 
f.        la indicación del Estado que el peticionario considera responsable, por acción 
o por omisión, de la violación de alguno de los derechos humanos consagrados en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos aplicables, 
aunque no se haga una referencia específica al artículo presuntamente violado; 
g.       el cumplimiento con el plazo previsto en el artículo 32 del presente Reglamento; 
h.       las gestiones emprendidas para agotar los recursos de la jurisdicción interna o la 
imposibilidad de hacerlo conforme al artículo 31 del presente Reglamento; y 
i.        la indicación de si la denuncia ha sido sometida a otro procedimiento de arreglo 
internacional conforme al artículo 33 del presente Reglamento”. (Reglamento de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2009, artículo 28). 
   
Si bien habíamos mencionado que cualquier persona o grupo de personas, o entidad no 
gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la 
Organización, podría interponer peticiones ante la Comisión, según el artículo 24 de su 
reglamento, le da la competencia a la comisión de iniciar investigaciones por iniciativa 
propia  a saber:  
 
“Artículo 24.  Tramitación motu proprio 
 
La Comisión podrá, motu proprio, iniciar la tramitación de una petición que contenga, a 
su juicio, los requisitos para tal fin”. (Reglamento de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, 2009, artículo 24). 
Procedimiento ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). 
El procedimiento ante la Comisión Interamericana se surte a través de siete etapas, 
a saber:  
 
Revisión inicial 
En esta primera etapa se le otorga la función del estudio inicial de la petición es decir 
de su admisión y trámite a la secretaría ejecutiva, en caso de no reunir los requisitos 
exigidos para su presentación  podrá requerir que estos se completen.   Esta etapa está 
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contenida en los artículos 26 y 28 del reglamento de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos:  
 
“Artículo 26.  Revisión inicial 
  
1.         La Secretaría Ejecutiva de la Comisión tendrá la responsabilidad del estudio y 
tramitación inicial de las peticiones presentadas a la Comisión que llenen todos los 
requisitos establecidos en el Estatuto y en el artículo 28 del presente Reglamento. 
2.         Si una petición no reúne los requisitos exigidos en el presente Reglamento, la 
Secretaría Ejecutiva podrá solicitar al peticionario o a su representante que los complete. 
3.         Si la Secretaría Ejecutiva tuviera alguna duda sobre el cumplimiento de los 
requisitos mencionados, consultará a la Comisión”. (Reglamento de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 2009, artículo 26). 
 
3.5.1.2. Tramitación Inicial 
Contenida en el artículo 29 del reglamento de la Comisión Interamericana. (Reglamento 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 2009). Contiene varios aspectos 
procesales de importancia como son: 
 
El registro de la petición donde conste la fecha en que se radica y el acuse de recibido al 
peticionario, en caso de que la petición no reúna los requisitos establecidos por el 
reglamento de la comisión se podrá solicitar se complemente ya sea por parte del 
peticionario o su representante. 
 
En la tramitación inicial puede existir la acumulación de peticiones cuando dos o más de 
ellas versan sobre los mismos hechos, que podrán ser tramitados en un mismo 
expediente, al contrario si la petición versa sobre hechos distintos, o se refiere a más de 
una persona o a presuntas violaciones sin conexión en el tiempo, estas podrán ser 
desglosadas y tramitadas por separado. (Reglamento de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, 2009, artículo 29). 
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Una vez reunido los requisitos del artículo 28 del reglamento de la comisión, la secretaría 
ejecutiva, transmitirá  a las partes pertinentes de la petición, al Estado que ha sido objeto 
de la petición, la identidad del peticionario no será relevada salvo autorización expresa.  
 
El estado tendrá un término de dos meses para contestar la queja o reclamo, contados a 
partir de la fecha en que se realiza la transmisión, el cual puede ser prorrogado siempre y 
cuando la solicitud sea sustentada, sin que esta pueda exceder el término de tres meses, 
este procedimiento ha sido denominado regla de estopel, se describe en el artículo 30 del 
reglamento sobre la contestación de la petición o reclamo. (Reglamento de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 2009, artículo 30). 
El artículo 38 del reglamento de la comisión, informa que si dentro del plazo inicial o su 
prórroga, otorgado al Estado, no responde la queja o petición, o si esta no es relevante 
para controvertir los hechos, estos se presumirán verdaderos. (Reglamento de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2009, artículo 38). 
 
Para definir la admisibilidad de la solicitud, es necesario que la comisión verifique que se 
haya interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, salvo que en el Estado 
parte contra el cual se ha interpuesto la queja o petición, no exista dentro de su 
legislación interna el principio del debido proceso legal o haya tenido un retardo en la 
decisión de los recursos interpuestos, aspectos que están contenidos en el artículo 31 del 
reglamento. (Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2009, 
artículo 31). La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, dará trámite a las 
peticiones presentadas dentro de los seis meses contados a partir de la fecha en que la 
presunta víctima haya sido notificada de la decisión que agota los recursos internos. Si 
no se han agotado los recursos internos, la petición se presentará dentro de un plazo 
razonable según el criterio de la Comisión. (Reglamento de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, 2009, artículo 32). 
 
3.5.1.3  Admisibilidad 
Indica el Artículo 33 del reglamento de la comisión, que la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, no considerará admisible una petición si la materia contenida en ella 
se encuentra pendiente de otro procedimiento de arreglo ante organismo internacional 
gubernamental del cual sea parte el Estado en cuestión o reproduce sustancialmente otra 
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petición pendiente o ya examinada y resuelta por la CIDH u otro organismo internacional 
del que sea parte el Estado en cuestión, a estas consideraciones para la admisibilidad de 
la petición o queja se conoce como la duplicación de procedimientos. (Reglamento de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2009, artículo 33). 
 
Para aceptar la duplicación de procedimientos como excepción, ha manifestado la Corte 
Interamericana que debe existir identidad de objeto, que las partes sean las mismas y 
sus fundamentos legales sean los mismos, así lo expresó en la Sentencia del 28 de 
noviembre de 2007, caso del pueblo Saramaka vs Surinan: 
 
“(…) es innecesario que la Corte decida sobre si las partes implicadas en dicho 
procedimiento internacional son las mismas que las partes del presente caso o si 
los fundamentos legales son los mismos.  Basta para la Corte decir que los 
procedimientos ante el Comité de DH y el CEDR son, intrínsecamente, de un 
objeto, propósito y naturaleza distintos a aquellos del presente caso. Por lo tanto, la 
Corte rechaza la sexta excepción preliminar del Estado en cuanto a la duplicidad 
de los procedimientos internacionales en relación con las decisiones e informes 
mencionados anteriormente de los Comités de DH y CEDR”.  (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Caso del pueblo de Saramaka Vs Surinam 
del 28 de noviembre de 2007.  Párrafo. 55). 
 
 
En el numeral 2 del artículo referido, dispone que la Comisión Interamericana no se 
inhibirá de conocer las peticiones cuando el procedimiento seguido ante el otro 
organismo se limite a un examen general sobre los derechos humanos en el Estado en 
cuestión y no haya decisión sobre los hechos específicos que son objeto de dichos 
reclamos o no conduzca a su arreglo efectivo o el peticionario ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos sea una tercera persona o una entidad no 
gubernamental, sin mandato de los primeros. 
 
Existen otras causales de inadmisibilidad contenidas en el artículo 34 del reglamento de 
la Comisión en este se estatuyen las siguientes: 
 
“Artículo 34.  Otras causales de inadmisibilidad 
  
La Comisión declarará inadmisible cualquier petición o caso cuando: 
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a.      no exponga hechos que caractericen una violación de los derechos a que se refiere 
el artículo 27 del presente Reglamento; 
b.       sea manifiestamente infundada o improcedente, según resulte de la exposición del 
propio peticionario o del Estado; o 
c.       la inadmisibilidad o improcedencia resulten de una información o prueba sobreviniente 
presentada a la Comisión”. (Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, 2009, artículo 34). 
Decisión sobre admisibilidad. Una vez escuchadas las posiciones de la partes, la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos se pronunciará mediante un informe 
sobre la admisibilidad de la petición o queja, dichos informe serán públicos y los incluirá 
en su informe anual a la Asamblea General de la OEA:  
 
“Artículo 36.  Decisión sobre admisibilidad 
  
1.         Una vez consideradas las posiciones de las partes, la Comisión se pronunciará 
sobre la admisibilidad del asunto.  Los informes de admisibilidad e inadmisibilidad serán 
públicos y la Comisión los incluirá en su Informe Anual a la Asamblea General de la 
OEA.  
2.         Con ocasión de la adopción del informe de admisibilidad, la petición será 
registrada como caso y se iniciará el procedimiento sobre el fondo.  La adopción del 
informe de admisibilidad no prejuzga sobre el fondo del asunto. 
3.         En circunstancias excepcionales, y luego de haber solicitado información a las 
partes de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 30 del presente Reglamento, la Comisión 
podrá abrir el caso pero diferir el tratamiento de la admisibilidad hasta el debate y 
decisión sobre el fondo.  La apertura del caso se efectuará mediante una comunicación 
escrita a ambas partes. 
4.         Cuando la Comisión proceda de conformidad con el artículo 30 inciso 7 del 
presente Reglamento, abrirá un caso e informará a las partes por escrito que ha diferido 
el tratamiento de la admisibilidad hasta el debate y decisión sobre el fondo”. (Reglamento 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2009, artículo 36). 
Apertura del Caso con decisión de admisibilidad diferida al fondo del asunto. En caso de 
gravedad o de urgencia una vez realizada  la transmisión de la parte pertinente de la 
petición al Estado en cuestión, se podrá abrir el caso difiriendo su tratamiento relativo a la 
admisibilidad del asunto hasta el debate y decisión sobre el fondo del asunto.   
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3.5.1.4   Procedimiento sobre el fondo. 
Se tendrá en cuenta los artículos 37 numeral primero, 38 y el artículo 40 del reglamento 
de la Comisión Interamericana de derechos humanos.   
 
El artículo 37 No 1, indica que con la apertura del caso, la Comisión fijará un plazo de 
tres meses para que los peticionarios presenten sus observaciones adicionales sobre el 
fondo.  Las partes pertinentes de dichas observaciones serán transmitidas al Estado en 
cuestión a fin de que presente sus observaciones dentro del plazo de tres meses. Si el 
estado no suministra información relevante para controvertirlos dentro del plazo fijado por 
la Comisión conforme al artículo 37 del reglamento de la comisión, se presumirá como 
ciertos los hechos alegados en la petición. (Reglamento de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, 2009, artículo 38). 
 
El artículo 40, hace referencia a la solución amistosa como forma de conciliación y de 
terminación anticipada del procedimiento, en esta las partes manifiestan a través de un 
acuerdo de voluntades el deseo de dar por terminada los efectos jurídicos que genera la 
violación de los derechos que han sido consagrados en la Convención Americana de 
Derechos Humanos e instrumentos americanos, en este acuerdo se estipula las 
modalidades de tiempo, modo y lugar para la reparación.  
  
“Artículo 40.  Solución amistosa 
  
1.         La Comisión se pondrá a disposición de las partes en cualquier etapa del 
examen de una petición o caso, por iniciativa propia o a solicitud de cualquiera de ellas a fin 
de llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto de los derechos 
humanos establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la 
Declaración Americana y otros instrumentos aplicables.  
2.         El procedimiento de solución amistosa se iniciará y continuará con base en el 
consentimiento de las partes. 
3.         Cuando lo considere necesario, la Comisión podrá encomendar a uno o más de 
sus miembros la tarea de facilitar la negociación entre las partes. 
La Estructura del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 109 
 
4.         La Comisión podrá dar por concluida su intervención en el procedimiento de 
solución amistosa si advierte que el asunto no es susceptible de resolverse por esta vía, o 
alguna de las partes no consiente en su aplicación, decide no continuar en él, o no muestra 
la voluntad de llegar a una solución amistosa fundada en el respeto de los derechos 
humanos. 
5.         Si se logra una solución amistosa, la Comisión aprobará un informe con una 
breve exposición de los hechos y de la solución lograda, lo transmitirá a las partes y lo 
publicará.  Antes de aprobar dicho informe, la Comisión verificará si la víctima de la presunta 
violación o, en su caso, sus derechohabientes, han dado su consentimiento en el acuerdo 
de solución amistosa.  En todos los casos, la solución amistosa deberá fundarse en el 
respeto de los derechos humanos reconocidos en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, la Declaración Americana y otros instrumentos aplicables. 
6.         De no llegarse a una solución amistosa, la Comisión proseguirá con el trámite 
de la petición o caso”. (Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, 2009, artículo 40). 
  
Si la solución amistosa se plantea ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
esta no regresa el asunto a la Comisión Interamericana. 
 
3.5.1.5   Informes de los artículos 49, 50 y 51.1 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos.  
Si hay solución amistosa, la Comisión Interamericana emitirá el informe del artículo 49 
del reglamento de la Comisión, en el que se hará una exposición de los hechos y la 
solución lograda, que serán transmitidos a las partes.  
 
Si no se llega a la solución amistosa, se elaborará o bien el informe del artículo 50 o del 
artículo 51.   
 
Se elabora el informe del artículo 50 cuando se ha establecido por parte de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, la violación a uno más derechos humanos 
protegidos por la Corte Americana de Derechos Humanos y otros Instrumentos 
Americanos.   
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Antes de la adopción de este informe, la Comisión luego de deliberar sobre el fondo del 
caso, teniendo en cuenta las pruebas, alegatos, información obtenida durante las 
audiencia y observaciones in loco debe decidir sobre este, estableciendo si realmente 
existió o no violación de los derechos humanos protegidos por la Comisión 
Interamericana u otros instrumentos americanos, siguiendo las reglas del artículo 43, del 
reglamento de la Comisión.   
 
En la toma de la decisión se puede presentar dos situaciones:  
Si establece que no hubo violación en un caso determinado, la Comisión lo manifestará a 
las partes, para ello deberá transmitirle a las partes el informe, este será publicado en el 
Informe Anual de la Comisión a la Asamblea General de la OEA.  
 
Si al contrario se probó la existencia de una o más violaciones, preparará un informe 
preliminar con las proposiciones y recomendaciones que juzgue pertinentes, 
transmitiéndolo al Estado en cuestión, fijando un plazo durante el cual el Estado en 
cuestión, deberá informar a la Comisión sobre las medidas adoptadas para cumplir con 
las recomendaciones, el Estado no puede publicar el informe hasta tanto la Comisión 
adopte una decisión al respecto.  
 
La Comisión deberá notificar al peticionario la adopción del informe y su transmisión al 
Estado en cuestión.  Tratándose de un Estado parte de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, que ha aceptado la jurisdicción contenciosa de la Corte 
Interamericana, al notificar al peticionario le dará la oportunidad de presentar, dentro del 
plazo de un mes su posición del sometimiento del caso a la Corte Interamericana, si hay 
interés por parte del peticionario se pronunciará sobre la posición de la víctima o el 
peticionario, si fuera distinto del peticionario, así como los datos de  la víctima y sus 
familiares, los fundamentos con base en  los cuales considera que el caso debe ser 
sometido al conocimiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la pruebas 
ya sean documentales, testimoniales, pericial y demás que tenga disponibles, las 
pretensiones en materias de reparaciones y costas que comprenden las modalidades de 
indemnización pecuniaria, restitución, rehabilitación y medidas de no repetición. 
(Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2009, artículo 44). 
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Respecto del informe del artículo 51, el artículo 51 numeral 1, 2 y 3,  de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, dispone que este se elaborará  si pasados tres meses 
de la remisión del caso al  Estado en cuestión del informe del artículo 50, no ha sido 
solucionado o sometido al conocimiento de la Corte, por parte de la Comisión o el Estado 
interesado aceptando su competencia,  la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos emitirá un informe que debe ser aprobado por la mayoría absoluta de sus 
miembros, el cual contendrá las opiniones, conclusiones sobre la cuestión sometida a su 
consideración, así como las recomendaciones.  Se fijará un plazo dentro del cual el 
Estado en cuestión tomará las medidas que le competen para remediar la situación 
examinada, transcurrido este tiempo la Comisión decidirá, por voto de la mayoría 
absoluta de  sus miembros, si el Estado ha tomado o no medidas adecuadas y si publica 
su informe. (Convención Americana sobre derechos humanos, 1969, artículo 51). 
  
3.5.1.6  Sometimiento del Caso ante la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. 
Se someterá el Caso ante la Corte Interamericana  según el  artículo 45 del reglamento 
de la Comisión Interamericana, una vez el Estado en cuestión ha aceptado la 
competencia de la Corte Interamericana y se establezca que no ha cumplido las 
recomendaciones del informe del artículo 50, excepto si la mayoría de los miembros de la 
Comisión Interamericana expresen lo contrario, estos requisitos han sido denominados 
por el profesor Ortiz Palacios como presupuestos procesales.  
 
Igualmente en el numeral segundo del precitado artículo 45, la comisión considerará 
como fundamental la obtención de justicia, al analizar la posición del peticionario, la 
naturaleza y gravedad de la violación, la necesidad de desarrollar o aclarar la 
jurisprudencia del sistema y el eventual efecto de la decisión en el ordenamiento jurídico 
de los Estados miembros. A estos aspectos Ortiz Palacios los ha denominado elementos 
sustantivos.  
 
El nuevo reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que entró en 
vigencia el primero de enero de 2010, establece: ― 
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a. La comisión inicia el procedimiento con el informe de fondo, emitido conforme al 
artículo 50 de la Convención. Al enviar este informe, la comisión debe presentar los 
fundamentos que la llevaron a someter el caso a la Corte.  De este modo la comisión 
ya no inicia el procedimiento con la presentación de una demanda distinta al informe, 
sino con la remisión del informe de fondo. 
b. La comisión no ofrecerá testigos y declaraciones de presuntas víctimas. De 
acuerdo al mencionado artículo, sólo en ciertas circunstancias podrá ofrecer peritos. 
c. En los casos en los que se realice audiencia, la Comisión será la que inicie la 
misma, exponiendo los motivos que la llevaron a presentar el caso. Sólo podrá 
interrogar a los peritos en la situación prevista en el artículo 52. 
d. Al cerrar la etapa de alegatos, la comisión expone sus observaciones finales‖. 
 
Existen otros elementos procesales como el régimen de audiencias, la formas de 
terminación del procedimiento ante la Comisión Interamericana y los términos que 
maneja la Comisión Interamericana, elementos procesales que analizaremos a 
continuación:  
 
En cuanto a las audiencias, se tiene dos tipos de audiencia las de carácter general,  
estas se realizan con el fin de examinar la situación general de derechos humanos en un 
país o asuntos de interés general y las que versan sobre casos concretos cuyo 
conocimiento llega a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en virtud del 
sistema de peticiones o quejas.  
 
Igualmente estas pueden ser clasificadas en aquellas que se realizan por iniciativa propia 
de la Comisión o a solicitud de la parte interesada.  
 
El artículo 62 del reglamento de la Comisión Interamericana, establece que el objeto de 
las audiencias está relacionado con el recibo de información de las partes relacionada 
con alguna petición, por el trámite de un caso ante la Comisión, seguimiento de 
recomendaciones, medidas cautelares, o información de carácter general o particular 
sobre la situación sobre los derechos humanos en uno o más estados miembros de la 
OEA. (Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2009, artículo 
62). 
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Las audiencias sobre peticiones o casos tendrán por objeto recibir exposiciones verbales 
y escritas de las partes sobre hechos nuevos e información adicional a la que ha sido 
aportada durante el procedimiento.  La información podrá referirse a alguna de las 
siguientes cuestiones: admisibilidad; inicio o desarrollo del procedimiento de solución 
amistosa; comprobación de los hechos; fondo del asunto; seguimiento de 
recomendaciones; o cualquier otra cuestión relativa al trámite de la petición o caso, así lo 
dispone el artículo 64 del reglamento de la comisión.  
 
El trámite inicia con la solicitud de audiencia la cual debe ser presentada por escrito con 
una anticipación no menor a 50 días del correspondiente período de sesiones de la 
comisión.  En la solicitud se indicará el objeto de la audiencia y la identidad de los 
participantes.  Si la Comisión accede a la solicitud de audiencia o la convoca por 
iniciativa propia deberá convocar a ambas partes, quienes serán notificadas. Si una de 
las partes notificadas no comparece, se continuará con la audiencia. Si  existiera una 
indebida notificación se aplicará las reglas generales de la nulidad de todo procedimiento 
regido por el principio de contradicción.  
 
La notificación de la audiencia será realizada por la secretaría ejecutiva, quien  informará 
a las partes la fecha, lugar y hora de las audiencias con una anticipación no menor a un 
mes de su celebración, en circunstancias que lo ameriten esta puede ser menor. 
(Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2009, artículo 64).  
Respecto de la terminación anticipada del procedimiento, existen tres momentos durante 
los cuales puede darse la terminación, así el artículo 41 del reglamento de la Comisión 
Interamericana, indica que el primer momento de terminación anticipada puede darse  
cuando el peticionario en cualquier momento de su petición o caso lo manifieste por 
escrito a la Comisión.  Esta manifestación es analizada por la Comisión quien como 
secuencia podrá archivar la petición, configurándose la segunda forma de terminación 
anticipada o al contrario podrá seguir el trámite.   
 
Un tercer momento se da cuando las partes acuerdan una solución amistosa del asunto 
fundada en el respeto de los derechos humanos. (Reglamento de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, aprobado por la Comisión en su 137 período 
ordinario de sesiones, celebrado del 28 de octubre al 13 de noviembre de 2009, artículo 
40 del Reglamento de la Comisión).  
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También puede establecerse una terminación normal del procedimiento que se da 
cuando se emite el informe del artículo 51 numeral 1 de la Comisión Interamericana, 
pues instituye un pronunciamiento por parte de la Comisión, cuando el Estado no ha 
tomado los mecanismos necesarios para solucionar el asunto de la petición, que debe 
estar relacionada con la violación de los derechos humanos.  
 
Respecto de los términos, dentro del procedimiento que sigue la Comisión 
Interamericana de Derechos humanos se tiene varias etapas resumidos en la siguiente 
tabla:  
 
Tabla 1.  Términos dentro del procedimiento 
Norma Tema  Término  
Artículo 32 Reglamento de  
la Comisión 
Interamericana  
 Presentación de 
peticiones  
6 meses para que la víctima 
presente la petición ante la 
Comisión. 
Artículo 30 Numeral 3 
Reglamento de la 
Comisión Interamericana 
Procedimiento de 
admisibilidad 
El Estado presentará su 
respuesta dentro del plazo 
de dos meses contados 
desde la fecha de 
transmisión. 
Artículo 30 Numeral 4 
Reglamento de la 
Comisión Interamericana 
Procedimiento de 
admisibilidad 
En caso de gravedad y 
urgencia o cuando se 
considere que la vida de 
una persona o su integridad 
personal se encuentre en 
peligro real e inminente, la 
Comisión solicitará al 
Estado su más pronta 
respuesta. 
Artículo 38 Numeral 1 
Reglamento de la 
Comisión Interamericana 
Procedimiento de sobre 
el fondo 
  Con la apertura del caso, 
la Comisión fijará un plazo 
de tres meses para que los 
peticionarios presenten sus 
observaciones adicionales 
sobre el fondo.  
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Artículo 37 Numeral 3 
Reglamento de la 
Comisión Interamericana 
Procedimiento sobre el 
fondo 
La Comisión solicitará al 
Estado que envíe sus 
observaciones adicionales 
sobre el fondo dentro de un 
plazo razonable, fijado por 
la Comisión al considerar 
las circunstancias de cada 
caso. 
Artículo 37 Numeral 4 
Reglamento de la 
Comisión Interamericana 
Procedimiento sobre el 
fondo 
 Antes de pronunciarse 
sobre el fondo de la 
petición, la Comisión fijará 
un plazo para que las partes 
manifiesten si tienen interés 
en iniciar el procedimiento 
de solución amistosa 
previsto en el artículo 40 del 
presente Reglamento.  En 
los supuestos previstos en 
el artículo 30 inciso 7 y en el 
inciso anterior, la Comisión 
solicitará que las partes se 
manifiesten de la manera 
más expedita. 
Artículo 40 Numeral 1 
Reglamento de la 
Comisión Interamericana 
Solución amistosa La Comisión se pondrá a 
disposición de las partes en 
cualquier etapa del examen 
de una petición o caso, por 
iniciativa propia o a solicitud 
de cualquiera de ellas a fin 
de llegar a una solución 
amistosa del asunto 
fundada en el respeto de los 
derechos humanos 
establecidos en la 
Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, 
la Declaración Americana y 
otros  
Instrumentos aplicables.  
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Artículo 62 Numeral 2 
Reglamento de la 
Comisión Interamericana 
Audiencias sobre 
peticiones o casos. 
Las solicitudes de audiencia 
deberán ser presentadas 
por escrito con una 
anticipación no menor a 50 
días del inicio del 
correspondiente período de 
sesiones de la 
Comisión.  Las solicitudes 
de audiencia indicarán su 
objeto y la identidad de los 
participantes. 
Artículo 62 Numeral 4 
Reglamento de la 
Comisión Interamericana 
Audiencias sobre 
peticiones o casos 
La Secretaría Ejecutiva 
informará a las partes 
acerca de la fecha, lugar y 
hora de la audiencia, con 
una anticipación no menor a 
un mes de su 
celebración.  Sin embargo, 
en circunstancias 
excepcionales, dicho plazo 
podrá ser menor. 
Artículo 65 Numeral 2 del 
Reglamento de la 
Comisión Americana 
Presentación y 
producción de pruebas 
Con relación a las pruebas 
documentales presentadas 
durante la audiencia, la 
Comisión otorgará a las 
partes un plazo prudencial 
para que presenten sus 
observaciones. 
Artículo 44 Numeral 3 del 
Reglamento de la 
Comisión 
Informe Sobre el fondo  En el caso de los Estados 
partes en la Convención 
Americana que hubieran 
aceptado la jurisdicción 
contenciosa de la Corte 
Interamericana, al notificar al 
peticionario la Comisión dará 
a éste la oportunidad de 
presentar, dentro del plazo de 
un mes, su posición respecto 
del sometimiento del caso a 
la Corte. 
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Artículo 47 Numeral 1 del 
Reglamento de la 
Comisión Americana 
Publicación del Informe  Si dentro del plazo de 
tres meses a partir de la 
transmisión del informe 
preliminar al Estado en 
cuestión, el asunto no ha sido 
solucionado o, en el caso de 
los Estados que hubieran 
aceptado la jurisdicción de la 
Corte Interamericana, no ha 
sido sometido a la decisión 
de ésta por la Comisión o por 
el propio Estado, la Comisión 
podrá emitir, por mayoría 
absoluta de votos, un informe 
definitivo que contenga su 
opinión y conclusiones finales 
y recomendaciones.  
 
Artículo 51 Numeral 
primero de la Convención 
Americana de Derechos 
Humanos  
Procedimiento  Si en el plazo de tres 
meses, a partir de la 
remisión a los Estados 
interesados del informe de 
la Comisión, el asunto no ha 
sido solucionado o sometido 
a la decisión de la Corte por 
la Comisión o por el Estado 
interesado, aceptando su 
competencia, la Comisión 
podrá emitir, por mayoría 
absoluta de votos de sus 
miembros, su opinión y 
conclusiones sobre la 
cuestión sometida a su 
consideración. 
Artículo 77 del 
Reglamento de la 
Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos 
Computo calendario Todos los plazos 
señalados en el presente 
Reglamento -en número de 
días- se entenderán 
computados en forma 
calendaría. 
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3.5.2 Corte Interamericana 
Es un órgano de carácter jurisdiccional especial de la Organización de Estados 
Americanos, autónomo, creado por la Convención Americana de Derechos Humanos 
para supervisar de manera complementaria a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, el cumplimiento de las obligaciones asumidas por los Estados al ratificar la 
Convención. Como lo dispone el artículo 1 del estatuto de la Corte, (Estatuto de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 1982), su objetivo principal es la aplicación e 
interpretación de la Convención Americana, además de otros instrumentos americanos, a 
esta función se le ha denominado competencia consultiva.   
 
También tiene una competencia contenciosa, ya que decide sobre los casos que  son 
sometidos a su conocimiento, además determina medidas provisionales. (CEJIL.Org. 
2007, p. 37). Tiene la facultad de Juzgar y condenar a los Estados. 
 
La competencia jurisdiccional, litigiosa, se regula en los artículos 61, 62, y 63 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, consiste además de lo ya indicado en 
una competencia denominada subsidiaria o complementaria para examinar los casos 
individuales, mediante la cual se  determina la eventual responsabilidad internacional de 
un Estado parte de la Convención Americana de Derechos Humanos, por violación de los 
derechos humanos reconocidos en la Convención Americana o en otros Instrumentos 
Americanos, violaciones cometidos ya sea por particulares, agentes del Estado, o con la 
colaboración o tolerancia de los primeros. En razón a esta competencia puede emitir 
sentencias.  
 
La función consultiva es regulada en el artículo 64 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos a través de esta competencia puede:  
 
" Artículo 64 
 1. Los Estados miembros de la Organización podrán consultar a la Corte acerca de 
la interpretación de esta Convención o de otros tratados concernientes a la protección de 
los derechos humanos en los Estados americanos. Asimismo, podrán consultarla, en los 
que les compete, los órganos enumerados en el capítulo X de la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires. 
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2. La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá darle 
opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y los 
mencionados instrumentos internacionales”. (Reglamento de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, 2009, artículo 64). 
También existe una competencia territorial, y esta se ejerce en el lugar donde el 
Estado parte ejerce su jurisdicción.  
La Corte Interamericana de Derechos Humanos, tiene competencia en razón de la 
materia, pues determina si un Estado es responsable internacionalmente únicamente por 
violación de normas contenidas en tratados internacionales que le otorgan a este 
organismo judicial la facultad de conocer en forma contenciosa de actos violatorios de 
tales normas. 
Para tener competencia en razón de la materia debe existir una cláusula dentro del 
tratado que faculte a la Corte Interamericana, en este sentido tiene competencia para 
determinar la responsabilidad internacional de los estados con base en los siguientes 
tratados: 
 
Tabla 2.  Tratados 
1. Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de 
1969, (Artículo 44). 
2. Convención Interamericana sobre desaparición Forzada de Personas de 
1994.  (Artículo XIII). 
3.  Convención Interamericana para la Prevención y la Sanción de la Tortura 
de 1985 
4. Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre Derechos Humanos 
en materia de Derechos Sociales Económicos y Culturales.  Protocolo de San 
Salvador de 1988 (Artículo 19 Numeral 6.  Sobre los artículos 8 literal a. que 
consagra el derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y afiliarse al de 
su elección, formar federaciones y confederaciones, el artículo 13 que 
consagra el derecho a la educación). 
5.  Protocolo a la Convención Americana Sobre Derechos Humanos relativo a 
la Abolición de la Pena de Muerte de 1990.  
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Teniendo en cuenta la existencia de tratados en los cuales la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos no tiene competencia contenciosa, esta tiene la facultad de 
interpretar estos tratados a la luz de los principios del derecho internacional, otros 
documentos como las normas internacionales del trabajo, los convenios de la OIT, e 
inclusive en las mismas normas contenidas en los mismos tratados.  
 
Refiere el tratadista Ortiz Palacios, que la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
ha utilizado estos instrumentos de interpretación en los casos: 
 
Tabla 3.  Interpretación de casos 
Caso Norma Utilizada 
1. Villagrán Morales contra Guatemala Convención sobre los derechos del 
niño 
2. Las Palmeras contra Colombia Ha interpretado el concepto de 
privación arbitraria de la vida a la luz 
del artículo 3 común a los Cuatro 
Convenios de Ginebra de 1949.  
3. Huilca Tecse contra Perú  
4. Baena Ricardo contra Panamá 
Derecho de asociación en el convenio 
87 de la OIT relativo a la protección 
de la libertad sindical. 
5.  Caso de las Hermanas Serrano 
Cruz contra el Salvador 
Otorga facultad a la Corte 
Interamericana de Derechos 
Humanos para interpretar normas la 
Convención Americana de Derechos 
Humanos a la luz de otros tratados 
internacionales y del sistema dentro 
del cual se inscribe la Convención 
Americana.  
 
Igualmente ha expresado el tratadista la existencia de una competencia personal, que 
hace referencia a las partes que intervienen en el proceso de la siguiente forma:  
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Tabla 4.  Partes que intervienen en el proceso 
Partes Características 
1. Demandante: la comisión o los 
Estados Parte 
Artículo 61 de la Convención Americana  
Numeral 1:  
―1. Sólo los Estados partes y la Comisión 
tienen derecho a someter un caso a la 
decisión de la Corte‖. 
2.  Parte demandada: los Estados.  Se ventila responsabilidad Internacional 
de los Estados y no de las personas. 
Se requiere dos requisitos para imputar 
responsabilidad a un Estado:  
1. Que la comisión esté en vigor la 
Convención Americana para el Estado 
contra el cual se impute responsabilidad 
internacional. Entra en vigor por 
ratificación o adhesión y perdura mientras 
no se denuncie la convención. Una vez 
que se denuncie la Corte mantiene su 
competencia temporalmente has un año 
después del depósito del instrumento 
para denuncia.  
2.  Los hechos deben estar comprendidos 
en la declaración de aceptación de la 
competencia de la corte. (Artículo 62 
Numerales 1 y 2). 
Se requiere los requisitos de que el 
Estado sea parte de la Convención y 
haya realizado el reconocimiento de 
aceptación de competencia de la Corte.  
La Corte en Virtud  del principio de la 
competence de la competence, es el 
único órgano facultado para establecer si 
tiene o no competencia respecto de la 
persona.  
3.  Las Víctimas Personas a quienes se les han violado 
sus derechos garantizados en la 
Convención Americana de Derechos 
Humanos, son víctimas según el artículo 
1 numeral 2 todo ser humano, se ha 
otorgado protección a la colectividad.  
4. Amici Curiare Significa los amigos de la Corte quienes 
participan en un litigio dando sus puntos 
de vista respecto a un caso particular, 
sus opiniones no generan ningún tipo de 
obligación de sometimiento por parte de 
la Corte Interamericana. 
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Tiene una competencia temporal descrita en el artículo 62 numeral segundo de la 
Convención Americana de Derechos humanos:  
 
“Artículo 62 
 
1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de 
ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar 
que reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la 
competencia de la Corte sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación 
de esta Convención. 
2. La declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición de 
reciprocidad, por un plazo determinado o para casos específicos. Deberá ser presentada 
al Secretario General de la Organización, quien transmitirá copias de la misma a los otros 
Estados miembros de la Organización y al Secretario de la Corte. 
3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la 
interpretación y aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, 
siempre que los Estados partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha 
competencia, ora por declaración especial, como se indica en los incisos anteriores, ora 
por convención especial”. (Convención Americana sobre derechos humanos, 1969, 
artículo 62). 
 
Así las cosas se tiene entonces una competencia en razón del tiempo, la primera de ellas 
contenida en el numeral primero del artículo mencionado que otorga una competencia 
indefinida, la segunda descrita en el numeral segundo otorga la competencia por un 
tiempo determinado y la tercera descrita en el numeral tercero otorga la competencia solo 
para determinados casos.   
 
Dentro de las características del proceso ha manifestado el profesor Ortiz Palacios que 
es un proceso judicial, ya que sus sentencias son obligatorias para los Estados partes y 
deben ser ejecutables ante su derecho interno, así lo dispone el artículo 68 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos:  
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“Artículo 68 
 
1. Los Estados partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la 
Corte en todo caso en que sean partes. 
2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá ejecutar en 
el respectivo país por el procedimiento interno vigente para la ejecución de sentencias 
contra el Estado”. (Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
2009, artículo 69). 
 
Principios procesales  
Dentro de los Principios Procesales que aplica la Corte Interamericana se tiene los 
siguientes:  
1. Primacía de lo Sustancial sobre lo procesal.  La omisión de las formalidades 
procesales no afecta la validez de los actos. 
2. Inmediación.  Los jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos deben 
adoptar las medidas que le permitan procurar la cercanía con la verdad de los hechos.   
Referente a este principio el Artículo 54 numeral 3 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos nos indica que aun que haya terminado el período de mandato de un 
juez este continuara conociendo del caso:  
 
“Artículo 54 
 
1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un período de seis años y sólo podrán 
ser reelegidos una vez. El mandato de tres de los jueces designados en la primera 
elección, expirará al cabo de tres años. Inmediatamente después de dicha elección, se 
determinarán por sorteo en la Asamblea General los nombres de estos tres jueces. 
2. El juez elegido para reemplazar a otro cuyo mandato no ha expirado, completará 
el período de éste. 
3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el término de su mandato. Sin 
embargo, seguirán conociendo de los casos a que ya se hubieran abocado y que se 
encuentren en estado de sentencia, a cuyos efectos no serán sustituidos por los 
nuevos jueces elegidos”. (Subrayado es propio). (Convención Americana sobre 
derechos humanos, 1969, artículo 54). 
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3.  Economía Procesal.  Para el desarrollo de este principio la Corte Interamericana 
puede permitir la práctica de audiencias, igualmente puede fallar en una misma sentencia 
el fondo del asunto y determinar las reparaciones.        
 
3.5.2.1  Proceso Ante la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. 
El  procedimiento ante la Corte está compuesto por dos etapas a saber:  
 
1. Procedimiento escrito.  
Cuando el caso es sometido por la Comisión, el procedimiento se inicia con la remisión 
del informe de fondo, presentando los fundamentos que la llevaron a someter el caso a la 
Corte.  Este procedimiento escrito se encuentra regulado en el capítulo II del reglamento 
de la Corte Interamericana artículo 35 y en el artículo 50, 51 de la Convención Americana 
de Derechos y Deberes del Hombre.  
 
También puede ser iniciado a través del sometimiento del caso por parte de un Estado. 
(Reglamento De La Corte Interamericana De Derechos Humanos, 2009 Articulo 36). 
 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos al someter el caso a la Corte 
Interamericana sigue los preceptos establecidos  en el artículo 35 del reglamento de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos ya citado, donde se establece que la Corte 
recibirá información sobre los nombres de los delegados; los nombres, dirección, 
teléfono, correo electrónico y facsímiles de los representantes de las presuntas víctimas 
debidamente acreditados; los motivos que llevaron a la comisión a presentar el caso ante 
la corte y sus observaciones a la respuesta del Estado demandado a las 
recomendaciones del informe al que se refiere el artículo 50 de la convención; copia de la 
totalidad del expediente ante la Comisión, incluyendo toda comunicación posterior al 
informe al que se refiere el artículo 50 de la Convención; las pruebas que recibió, 
incluyendo el audio o la transcripción, con indicación de los hechos y argumentos sobre 
los cuales versan.  Se debe indicar las pruebas que se recibieron en procedimiento  
contradictorio; cuando se afecte de manera relevante el orden público  interamericano de 
los derechos humanos, la eventual designación de peritos, indicando el objeto de sus 
declaraciones y acompañando su hoja de vida; las pretensiones, incluidas las referidas a 
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reparaciones, las presuntas víctimas, la indicación de los hechos que somete a 
consideración de la Corte.  
 
Cuando es el  Estado  lo deberá hacer a través de un escrito motivado que contenga: 
 
―a. Los nombres de los Agentes y Agentes alternos y la dirección en la que se tendrá por 
recibidas oficialmente las comunicaciones pertinentes; 
b. los nombres, dirección, teléfono, correo electrónico y facsímile de los representantes 
de las presuntas víctimas debidamente acreditados, de ser el caso;  
 c. los motivos que llevaron al Estado a presentar el caso ante la Corte;  
 d. copia de la totalidad del expediente ante la Comisión, incluyendo el informe al que se 
refiere el artículo 50 de la Convención y toda comunicación posterior ha dicho informe;  
 e. las pruebas que ofrece, con indicación de los hechos y argumentos sobre las cuales 
versan;  
 f. la individualización de los declarantes y el objeto de sus declaraciones. En el caso de 
los peritos, deberán además remitir su hoja de vida y sus datos de contacto”. 
(Reglamento De La Corte Interamericana De Derechos Humanos, 2009 Articulo 36). 
 
Una vez sometido el caso a la Corte Interamericana por la comisión  será notificada al 
presidente y los jueces de la Corte, al Estado demandado, al denunciante original,  a la 
víctima, sus familiares o sus representantes debidamente acreditados.  
 
Notificado el secretario de la Corte, solicitará a los Estados demandados en un plazo de 
30 días  designen el Agente que ejerza la defensa y a la Comisión Interamericana la 
designación de los delegados, si estos no han sido nombrados el presidente de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos asumirá la representación 
temporalmente, mientras que se designan.  En caso que las presuntas víctimas no 
cuenten con representación legal debidamente acreditada la Corte podrá nombrar un 
defensor de oficio a fin que las represente durante la tramitación del caso. (Reglamento 
De La Corte Interamericana De Derechos Humanos, 2009 Articulo 37).    
 
Respecto de los agentes que designe el Estado para su defensa, el artículo 23 del 
reglamento de la Corte Interamericana instituye que el agente o los agentes nombrados 
por el Estado para su representación ante la Corte Interamericana podrá ser sustituidos 
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debiendo comunicarlo a la Corte Interamericana y la sustitución tendrá efecto a partir de 
ese momento. (Reglamento De La Corte Interamericana De Derechos Humanos, 2009 
Articulo 23). 
 
En cuanto a la participación de las víctimas, en el artículo 40 del Reglamento de la Corte 
establece que una vez se notifique de la demanda a la presunta víctima, sus familiares o 
sus representantes debidamente acreditados, éstos dispondrán de un plazo 
improrrogable de dos meses para presentar de forma autónoma a la Corte sus solicitudes 
y pruebas. (Reglamento De La Corte Interamericana De Derechos Humanos, 2009 
Articulo 40). 
 
Inicialmente las presuntas víctimas y sus familiares no necesitaban de representante 
para participar en las etapas del proceso ante la Corte Interamericana. (Caso Yatama 
contra Nicaragua. Sentencia del 23 de 2005. Párr. 85). En el nuevo reglamento de la 
Corte Interamericana que entró en vigencia el 1 de 2010 se estableció que en caso de no 
contar con representante legal ante la Corte, se nombrará un defensor de oficio 
―Defensor  Interamericano‖.    
 
Respecto de los poderes otorgados por las presuntas víctimas para ser representadas 
ante la Corte Interamericana, no es indispensable que cumplan con las mismas 
formalidades del derecho interno del Estado demandado, así lo manifestó en los casos 
Acevedo Jaramillo y otros,   lo siguiente:  
 
(…) El acceso del individuo al Sistema Interamericano de Protección de los Derechos 
Humanos no puede ser restringido con base en la exigencia de contar con representante 
legal.  La Corte ha señalado que las formalidades características de ciertas ramas del 
derecho interno no rigen en el derecho internacional de los derechos humanos, cuyo 
principal y determinante cuidado es la debida y completa protección de esos derechos‖ 
 
―Asimismo, la Corte ha señalado que no es indispensable que los poderes otorgados por 
las presuntas víctimas para ser representadas en el proceso ante el Tribunal cumplan las 
mismas formalidades que regula el derecho interno del Estado demandado‖. 
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―La práctica constante de esta Corte con respecto a las reglas de representación se ha 
guiado por [dichos parámetros] y, en consecuencia, ha sido flexible y se ha aplicado sin 
distinción […].  
 
[…] Esta amplitud de criterio al aceptar los instrumentos constitutivos de la 
representación tiene, sin embargo, ciertos límites que están dados por el objeto útil de la 
representación misma.  Primero, dichos instrumentos deben identificar de manera 
unívoca al poderdante y reflejar una manifestación de voluntad libre de vicios.  Deben 
además individualizar con claridad al apoderado y, por último, deben señalar con 
precisión el objeto de la representación.  En opinión de esta Corte, los instrumentos que 
cumplan con los requisitos mencionados son válidos y adquieren plena efectividad al ser 
presentados ante el Tribunal‖. (Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs Perú, sentencia del 7 
de febrero de 2006. Párr. 137 y 145). 
 
Sin embargo  se concluye de lo anterior que a criterio de la Corte los poderes deben 
reunir unos requisitos como son: Identificar de manera unívoca al poderdante, la 
manifestación de la voluntad debe estar libre de vicios, individualizar con claridad al 
apoderado y señalar con precisión el objeto de la representación.   
 
De acuerdo con el artículo 25 numeral 2 del reglamento de la Corte Interamericana, ante 
la pluralidad de presuntas víctimas, familiares o representantes que han sido 
debidamente acreditados, deberán designar un interviniente común que será el único 
autorizado para la presentación de solicitudes, argumentos y pruebas tanto en el proceso 
escrito como oral.  Si entre las partes no hay acuerdo en cuanto a la designación del 
interviniente común, la corte entrará a resolver el asunto. (Reglamento De La Corte 
Interamericana De Derechos Humanos, 2009 Articulo 25 Numeral 2). 
 
2. Contestación de la demanda.  El artículo 41 del reglamento de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, establece un término de 2 meses para la 
contestación por parte del demandado.   En la contestación el Estado demandado deberá 
incluir:  
 
1.  Si acepta los hechos y las pretensiones o si los contradice;  
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2. Las pruebas ofrecidas debidamente ordenadas, con indicación de los hechos y 
argumentos sobre los cuales versan; 
3. La propuesta e identificación de los declarantes y el objeto de su declaración.  En el 
caso de los peritos deberán además remitir su hoja de vida y datos de contacto;  
4. Los fundamentos de derecho, las observaciones a las reparaciones y costas 
solicitadas, así como las conclusiones pertinentes.  
 
De acuerdo con el artículo 41 numeral tercero del reglamento de la Corte, si el 
demandado no responde de forma expresa sobre los hechos y pretensiones alegados 
tanto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, como por los peticionarios 
o sus representantes, la Corte podrá aceptar los hechos que no fueron materia de 
negación y las pretensiones no controvertidas. (Reglamento De La Corte Interamericana 
De Derechos Humanos, 2009 Articulo 41). 
 
3. Las excepciones preliminares.  Son un medio de defensa  a través del cual los Estados 
demandados objetan la admisibilidad de la demanda y los factores de competencia de la 
Corte.   
 
En los apartes anteriores se había explicado que la Corte tiene competencia territorial, 
personal, material o temporal, las excepciones preliminares que también pueden llamarse 
previas van dirigidas a atacar esta competencia.   
 
De acuerdo con el artículo 42 numeral 2 del Reglamento de la Corte, es indispensable 
que las excepciones preliminares contengan los hechos, el fundamento de derecho, las 
conclusiones y los documentos que la apoyen, así como el ofrecimiento de los medios de 
prueba que se pretendan hacer valer por parte del Estado. (Reglamento De La Corte 
Interamericana De Derechos Humanos, 2009 Articulo 42). 
 
El numeral 1 del mencionado artículo establece que las excepciones solo podrán 
presentarse al momento de la contestación de la demanda.  
 
De acuerdo con el numeral 3 del mismo artículo la presentación de excepciones 
preliminares no suspenden el procedimiento en cuanto al fondo, ni los plazos, ni los 
términos del procedimiento.  
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Por último no se requiere que las excepciones preliminares se titulen dentro del escrito 
de contestación, esto en razón al principio de la primacía de lo sustancial sobre lo 
procesal, ya explicado.   
 
Un aspecto importante es la aplicación de la regla del estopel, en esta regla una de las 
partes no puede alegar en perjuicio de la otra, un aspecto que no opuso en la 
oportunidad procesal correspondiente.  De acuerdo con la regla de estopel, las 
excepciones preliminares, solo podrán ser formuladas dentro de los 2 meses previstos  
para la contestación de la demanda o en caso excepcional el  plazo que conceda el 
presidente de la corte tratándose de la hipótesis del artículo 25.2 del reglamento. 
(Reglamento De La Corte Interamericana De Derechos Humanos, 2009 Articulo 25, 
Numeral 2). 
 
Existe un traslado de 60 días contados a partir de la recepción de la comunicación del 
escrito de excepciones previas, donde las partes ya sea la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos y las presuntas víctimas, sus familiares o sus representantes, 
pueden presentar alegatos escritos sobre estas excepciones previas, de acuerdo con el 
numeral 2 del artículo 40 del Reglamento de la Corte. (Reglamento De La Corte 
Interamericana De Derechos Humanos, 2009 Articulo 40). 
 
Excepcionalmente la Corte cuando considere necesario dentro del procedimiento escrito 
realizará una audiencia especial para resolver las excepciones preliminares y el fondo del 
asunto.  
 
Sobre la inclusión de nuevos hechos o derechos en la demanda en el procedimiento 
escrito, inicialmente no es admisible incluir hechos o derechos que no fueron alegados 
por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, pero existe una salvedad cuando 
estos hechos o derechos permiten explicar, aclarar o desestimar los que han sido 
mencionados en el informe  o que  respondan a las pretensiones al demandante.  
Igualmente los hechos calificados como supervinientes pueden ser remitidos al tribunal 
en cualquier momento antes de dictar sentencia.    
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2. Procedimiento oral. 
Regulado en el capítulo III del Reglamento de la Corte, en el procedimiento oral se 
desarrollan los debates en las audiencias sobre cuestiones preliminares esto es la 
admisibilidad del caso y la competencia de la Corte; cuestiones de fondo  en cuanto los 
argumentos y las pruebas sobre la presunta violación a la Convención Americana de 
Derechos Humanos y otros Instrumentos Americanos, así como el alcance de las 
reparaciones.  
 
Las audiencias orales permiten la aplicación del principio de contradicción, en estas las 
partes pueden presentar su alegatos in voce, así como contradecir las posiciones de la 
contraparte.  
 
Las audiencias se inician cuando el presidente de la Corte señala la fecha de apertura y 
fija las audiencias que considere necesarias, así lo establece el artículo 45 del 
Reglamento de la Corte. (Reglamento De La Corte Interamericana De Derechos 
Humanos, 2009 Articulo 45). 
 
La fijación de las audiencias por parte del presidente de la Corte es discrecional, teniendo 
en cuenta las circunstancias de cada caso, igualmente cuando no convoca a audiencias 
públicas no constituye inobservancia o violación al derecho de defensa y contradicción de 
las partes, pues existirá siempre la oportunidad para presentar sus argumentos durante 
la presentación de los alegatos finales escritos. 
 
El artículo 50 numeral 1 indica que la Corte o el presidente de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, es quien dirigirá los debates, determinará el orden en que tomarán 
la palabra las personas que puedan intervenir, dispondrá de las medidas que sean 
necesarias para realizar las audiencias. Si las presuntas víctimas o sus familiares están 
representados por varios representantes, se elegirá uno que represente a todas las 
partes en las audiencias. (Reglamento De La Corte Interamericana De Derechos 
Humanos, 2009 Articulo 50). 
 
Durante los debates que se producen en las audiencias, los jueces podrán formular las 
preguntas que estimen necesarias a todo aquel que participe en ellas, el presidente de la 
Corte moderara los interrogatorios que se realicen a los testigos, peritos o a quienes la 
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corte estime necesario que deban ser escuchados, estos interrogatorios podrán  serán 
realizados por el agente del Estado demandado, los delegados de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, las presuntas víctimas, sus familias o sus 
representantes.   
 
Respecto de la inclusión de nuevos derechos y alegación de otros derechos, estos 
pueden ser alegados como ya se había indicado por parte de los peticionarios, las 
presuntas víctimas y sus familiares allegados, en virtud de su condición de sujetos de 
derecho internacional, cumpliendo la condición de sujetarse a los hechos planteados en 
la demanda.   
 
3.5.3 Terminación del proceso 
Sobre la terminación del proceso, se encuentra una forma anticipada de terminación del 
proceso dentro de las cuales el tratadista Palacios Ortiz ha señalado el desistimiento, el 
allanamiento del demandado, solución amistosa.   
 
Frente al desistimiento ha manifestado que este es un acto unilateral por el cual la parte 
demandante, es decir la Comisión Interamericana de Derechos Humanos retira el  
informe de la Corte antes de que emita sentencia de fondo.  
 
Respecto del allanamiento o reconocimiento, es un modo de terminación anormal del 
proceso consagrado en el artículo 62 del reglamento de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, consistente en una manifestación unilateral de la voluntad por parte 
del Estado cuyo objeto es aceptar las pretensiones de la Comisión y de las víctimas y sus 
familiares. Igualmente cuando un Estado opta por el allanamiento, debe pronunciarse no 
solamente sobre el fondo del asunto, sino también sobre las pretensiones en materia de 
costas y reparaciones, sino se pronuncia sobre las reparaciones, corresponde a la Corte 
iniciar el procedimiento contencioso para la determinación de las reparaciones y las 
costas. Igualmente los Estados deben referirse expresamente si éste cobija también las 
pretensiones elevadas por las víctimas o sus familiares. Podrá realizarse en cualquier 
momento del proceso.  
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Si un Estado se allana a las pretensiones de la demanda, la Corte debe proceder a 
declarar la responsabilidad internacional del Estado demandado.  
 
La solución amistosa es otra forma de terminación anticipada del proceso, consagrada en 
el artículo 63 del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
mediante la cual acuerdan poner fin a una controversia.  Esta puede ser planteada luego 
de la presentación de la demanda hasta antes de que la Corte Interamericana dicte 
sentencia de fondo. A diferencia con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
la Corte Interamericana no tiene el deber de ponerse a disposición de las partes para 
alcanzar un acuerdo amistoso. La solución amistosa excluye al allanamiento, puesto que 
la solución amistosa es un acuerdo al cual llegan las partes y el allanamiento es un acto 
jurídico unilateral.  
 
El artículo 64 del reglamento de la Corte dispone que aún en presencia de cualquiera de 
las terminaciones anticipadas señaladas, la Corte decide si continúa el juicio. 
(Reglamento De La Corte Interamericana De Derechos Humanos, 2009 Articulo 67). 
 
La única forma de terminación normal del procedimiento es la sentencia de fondo,  en 
ella se resuelve todos los aspectos sustantivos del caso.  El fallo de la sentencia de fondo 
se orienta ya sea a declarar la responsabilidad internacional del Estado o absolverlo.   
 
Existen varias sentencias que son emitidas por la Corte Interamericana, dentro de ellas 
se encuentra:  
 
Sentencia de Excepciones Preliminares: la decisión está dirigida a determinar la 
admisibilidad o no admisibilidad del caso y lo referente a  la competencia.  
 
Sentencia de Reparaciones: Se produce una vez se ha declarado la responsabilidad 
internacional de un Estado parte por violar los derechos protegidos por la Convención 
Americana de Derechos Humanos. En esta sentencia se determina el monto, las 
modalidades y plazos para el cumplimiento de las reparaciones, gastos y costas.  
 
Sentencia de Interpretación: mediante esta sentencia la Corte Interamericana aclara las 
sentencias de fondo y reparaciones. 
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Según el artículo 65 del reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
numeral segundo aduce que las sentencias de fondo contendrán lo siguiente:  
 
1. El nombre del Presidente y de los demás jueces que la hubieren dictado, del 
Secretario y del Secretario Adjunto; 
2.  La identificación de los intervinientes en el proceso y sus representantes; 
3. Una relación de los actos del procedimiento; 
4. La determinación de los hechos; 
5. Las conclusiones de la Comisión, las víctimas o sus representantes, el Estado 
demandado y, en su caso, el Estado demandante; 
6. Los fundamentos de derecho; 
7. La decisión sobre el caso; 
8. El pronunciamiento sobre las reparaciones  y costas, si procede;  
9. El resultado de la votación;  
10. La indicación sobre la cuál es la versión auténtica de la sentencia. (Reglamento De 
La Corte Interamericana De Derechos Humanos, 2009 Articulo 65).   
 
Igualmente el numeral segundo del artículo mencionado dispone el salvamento de voto 
denominado recurrente o disidente, el cual debe ser motivado. (ORTIZ PALACIOS Iván 
David, 2006, p. 240 – 275). 
 
La sentencia de fondo puede contener condenas al Estado demandado por derechos no 
expresamente alegados por las partes, lo anterior por aplicación del principio iura novit 
curia, al respecto ha enseñado la Corte en la sentencia de marzo 7 de 2005, caso de la 
masacre de Mapiripán contra Colombia: 
 
 “Con base en el principio iura novit curia, sólidamente respaldado en la 
jurisprudencia internacional, “en el sentido de que el juzgador posee la facultad e 
inclusive el deber de aplicar las disposiciones jurídicas pertinentes en una causa, 
aun cuando las partes no las invoquen expresamente”, en el sentido de que se le 
dará siempre a las partes la posibilidad de presentar los argumentos y pruebas que 
estimen pertinentes para apoyar su posición frente a todas las disposiciones 
jurídicas que se examinan” (Caso de la masacre de Mapiripán contra Colombia. 
Sentencia de 7 de marzo de 2005 párr. 28). 
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Dentro del procedimiento que lleva acabo la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, se tendrá en cuenta varios términos procesales de la siguiente forma:  
Tabla 5.  Términos procesales 
Norma Tema  Término  
Artículo 51  Convención 
Americana de Derechos 
Humanos  
 Procedimiento 1. Si en el plazo de tres 
meses, a partir de la 
remisión a los Estados 
interesados del informe de 
la Comisión, el asunto no 
ha sido solucionado o 
sometido a la decisión de 
la Corte por la Comisión o 
por el Estado interesado, 
aceptando su 
competencia, la Comisión 
podrá emitir, por mayoría 
absoluta de votos de sus 
miembros, su opinión y 
conclusiones sobre la 
cuestión sometida a su 
consideración. 
Artículo 34 del Reglamento 
de la Corte Interamericana 
Procedimiento Escrito 
Inicio del Proceso 
La introducción de una 
causa de conformidad con 
el artículo 61.1 de la 
Convención  
se  hará  ante  la  
Secretaría  mediante  el  
sometimiento  del  caso  
en  alguno  de  los idiomas 
de trabajo del Tribunal. 
Presentado el caso en uno 
sólo de esos idiomas no 
suspenderá el trámite 
reglamentario, pero deberá 
presentarse, dentro de los 
21 días siguientes, la 
traducción al idioma del 
Estado demandado, 
siempre que sea uno de 
los idiomas oficiales de 
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trabajo de la Corte.   
Artículo 28 del Reglamento 
de la Corte Interamericana 
No 1 
Presentación de Escritos 1. Todos los escritos 
dirigidos a la Corte podrán 
presentarse 
personalmente, vía  
courier, facsímile, o correo 
postal o electrónico. Para 
garantizar la autenticidad 
de los documentos, éstos 
deben estar firmados. En 
el caso de la presentación 
de escritos por medios 
electrónicos que no 
contengan la firma de 
quien los suscribe, o en 
caso de escritos cuyos 
anexos no fueron 
acompañados, los 
originales o la totalidad de 
los anexos deberán ser 
recibidos en el Tribunal a 
más tardar en el plazo 
improrrogable de 21 días, 
contado a partir del día en 
que venció el plazo para la 
remisión del escrito.   
Artículo 39 No 3 del 
Reglamento de la Corte 
Interamericana 
Notificación del Caso  3. Junto con la notificación, 
el Secretario solicitará que 
en el plazo de 30 días el  
Estado demandado 
designe al o a los Agentes 
respectivos. 
Artículo 40 No 1 del 
Reglamento de la Corte 
Interamericana 
Escrito de solicitudes, 
argumentos y pruebas 
1. Notificada la 
presentación del caso a la 
presunta víctima o sus 
representantes, éstos 
dispondrán de un plazo 
improrrogable de dos 
meses, contado a partir de 
la recepción de este 
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escrito y sus anexos, para 
presentar autónomamente 
a la Corte su escrito de 
solicitudes, argumentos y 
pruebas.   
Artículo 42 No 4 del 
Reglamento de la Corte 
Interamericana 
Excepciones preliminares  
4.  La Comisión, las 
presuntas víctimas  o sus 
representantes y, en su 
caso, el  
Estado demandante 
podrán presentar  sus 
observaciones a las 
excepciones  
Preliminares dentro de un 
plazo de 30 días contados 
a partir de la recepción de 
las mismas. 
Artículo 48 No 2 del 
Reglamento de la Corte 
Interamericana 
Recusación de peritos 2.  La recusación deberá 
proponerse dentro de los 
diez días siguientes a la  
recepción de la lista 
definitiva en la cual  se  
confirma  el  ofrecimiento  
de  dicho  
dictamen. 
Artículo 67 de la 
Convención Americana de 
Derechos Humanos. 
Interpretación de demanda 
de interpretación de la 
sentencia de fondo o de 
reparaciones. 
El fallo de la Corte será 
definitivo e inapelable. En 
caso de desacuerdo sobre 
el sentido o alcance del 
fallo, la Corte lo 
interpretará a solicitud de 
cualquiera de las partes, 
siempre que dicha solicitud 
se presente dentro de los 
noventa días a partir de la 
fecha de la notificación del 
fallo. 
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El 1 de enero de 2010 entró en vigencia el nuevo reglamento de la Corte, adoptado por el 
Tribunal en su 85 período ordinario de sesiones celebrado en San José, Costa Rica, del 
16 al 28 de noviembre de 2009.  
 
El reglamento trae varias reformas entre ellas la adopción de jueces ad hoc, en la opinión 
consultiva OC-20/09 sobre el artículo 55 de la Convención Americana, el reglamento 
prevé que: ―  
 
a. Los jueces no podrán conocer de una petición individual sometida a la Corte 
cuando sean nacionales del Estado demandado;  
b. Únicamente podrán designarse jueces ad hoc en los casos originados en 
comunicaciones interestatales‖.  
 
Una de las  innovaciones que trae el nuevo reglamento es la implementación de la figura 
del Defensor Interamericano, que entra a operar en caso de que existan presuntas 
víctimas que no cuenten con representación legal ante la Corte Interamericana, quien de 
oficio le nombrará un defensor denominado ―Defensor Interamericano‖, sufragado por el 
―Fondo de Asistencia Legal del Sistema Interamericano de Derechos Humanos‖.  
 
Igualmente se tiene como novedad la creación del Fondo de Asistencia Legal del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, creado con el objeto de facilitar el 
acceso al Sistema Interamericano de derechos humanos aquellas personas que no 
cuenten con los recursos económicos necesarios para solventar los gastos  que originan 
un proceso ante la Corte y una vez el caso haya sido presentado ante el tribunal podrá 
acogerse al fondo de víctimas. (Interamericna, 2010).  
 
De lo anterior, se concluye que el derecho laboral ha contribuido a posicionar el derecho 
internacional, como respuesta a esta situación es la importancia mundial de promocionar 
y proteger los derechos humanos, aspiración que ha sido plasmada en textos 
convencionales suscritos por los Estados. En estas convenciones o pactos no solo se 
consagran derechos sustanciales sino procedimientos que se deben seguir en caso de 
que se vulneren los primeros en las fronteras estatales. 
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Uno de estos acuerdos internacionales lo es el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos que a través de una doble protección, ejerce un papel de garante de los 
derechos humanos y tribunal.  El papel de garante  consiste en la posibilidad de emitir 
recomendaciones no vinculantes para el Estado además que puede evaluar las 
condiciones de los derechos humanos en él. La segunda, es una facultad que se ejerce 
para actuar a manera de tribunal internacional, cuyo sujeto de juzgamiento es el Estado, 
que no puede entenderse como una instancia adicional a los tribunales internos.  
 
Los derechos laborales han sido objeto de protección por parte de este sistema regional, 
no solo a nivel sustancial sino a nivel procedimental. Se puede acudir a esa instancia 
internacional para reclamar la tutela debida que dentro de los Estados no se dan a los  
derechos sociales fundamentales. Sin embargo, el ciudadano que acude a esta instancia  
no lo puede hacer directamente: se enfrenta a una serie de dificultades no solo 
económicas sino de acceso, máxime cuando esta clase de reclamos son exiguos en este 
sistema de protección pese a los procedimientos creados. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
4. Vulneración y exigibilidad de los Derechos 
Laborales Fundamentales: de la regulación 
detallada al protagonismo jurisprudencial 
en su materialización 
Introducción  
La teoría del neo constitucionalismo realiza en tres niveles diferentes de análisis una 
nueva forma de interpretar los derechos fundamentales. Es decir, dentro de los textos 
constitucionales consagran ciertos derechos que son tomados por la práctica 
jurisprudencial y permiten desarrollos teóricos sobre los mismos. Entre estos están los 
derechos laborales o del trabajo.  
 
Cuando esta especie de derechos fundamentales se vulnera los Estados consagran 
mecanismos internos de protección a través de la justicia ordinaria y la justicia 
constitucional. Es su naturaleza de derecho humano la que permite esa doble protección. 
 
Los estudios sobre el tema del neo constitucionalismo han determinado que dentro de 
este concepto se evidencian tres niveles de análisis, los cuales son: (i) textos 
constitucionales; (ii) prácticas jurisprudenciales y desarrollos teóricos. (CARBONELL, 
Miguel. 2007, p. 9). 
 
Los derechos laborales fundamentales aparecen en textos como la Constitución Política 
de 1991 de Colombia; han sido estudiados por la jurisprudencia nacional a nivel de la 
justicia; al mismo tiempo, ha sido objeto de estudios doctrinales que los ubican dentro de 
los derechos sociales.  
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Tratándose de la vulneración interna de los derechos laborales fundamentales se tiene la 
posibilidad de acudir a los órganos internos, sean de la justicia ordinaria o la justicia 
constitucional. Cuando se acude a uno u otro caso entran en juego las técnicas 
interpretativas que se corresponden con los principios constitucionales, la ponderación de 
los mismos, la proporcionalidad, la razonabilidad, la maximización de los efectos 
normativos de los derechos fundamentales, el efecto irradiación, la proyección horizontal 
de los derechos, el principio pro personae, tal como lo establecen los neo 
constitucionalistas. (CARBONELL, Miguel. 2007, p. 10). 
 
Respecto de los derechos laborales constitucionales se tiene que requieren una tarea 
hermenéutica que sea capaz de aplicarlos a los casos concretos con la finalidad de dotar 
esos valores y principios de contenidos normativos concretos.  
 
Basta recordar que una de las características más importantes de los derechos sociales, 
económicos y culturales, entre estos los derechos fundamentales laborales, es su 
naturaleza de derecho humano, por lo que de ellos se puede apreciar los elementos 
comunes a éste, esto es, tienen un núcleo esencial, que no es otra cosa que la de 
significar que existe un contenido mínimo que no es negociable a ningún título, se 
pueden exigir a través del sistema judicial y son objeto de mecanismos de protección  
constitución y legal, sin que sea necesaria una ley que lo desarrolle. (GUZMÁN, 
Federico, 16 y 17). Además, poseen una ―zona de desarrollo progresivo‖ que depende 
para su ampliación  el desarrollo progresivo, el debate democrático, a través de los 
órganos de representación popular y los mecanismos de participación ciudadana, la 
disponibilidad de recursos y el nivel de desarrollo de cada Estado. (GUZMÁN, Federico, 
16 y 17). 
 
Las anteriores características indican que esta especie de derechos sociales es objeto de 
regulación detallada por parte de las autoridades, la cual tiene que respetar un mínimo a 
manera de barrera de contención. 
 
Esta idea se vislumbra jurisprudencialmente, en la sentencia SU 225 de 1998, a través 
del pronunciamiento de la Corte Constitucional, en la que se reconoce la existencia de 
varias clases de derechos fundamentales, entre estos los derechos libertades y los 
derechos fundamentales. 
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“Los derechos fundamentales son aquellos que se encuentran reconocidos - 
directa o indirectamente - en el texto constitucional como derechos subjetivos de 
aplicación inmediata. En otras palabras, se trata de derechos de tal magnitud para 
el orden constitucional, que su vigencia no puede depender de decisiones políticas 
de los representantes de las mayorías. Usualmente, los derechos fundamentales 
son derechos de libertad. No obstante, en algunos casos, existen derechos 
prestacionales fundamentales, como el derecho a la defensa técnica, a la 
educación básica primaria o al mínimo vital.” (Corte Constitucional de Colombia. 
Sentencia del 20 de mayo de 2008). 
 
Son tan específicos los llamados, derechos prestacionales, que, incluso determina el alto 
Tribunal constitucional colombiana, que el juez constitucional debe aplicar los derechos 
prestacionales contenidos en la Carta Política de manera directa, en casos especiales, 
como el caso del derecho de los niños, contenidos en el artículo 44 de la Carta Política: 
 
“El juez constitucional es competente para aplicar directamente, en ausencia 
de prescripción legislativa, el núcleo esencial de aquellos derechos prestacionales 
de que trata el artículo 44 de la Carta. En estos casos, debe ordenar a los sujetos 
directamente obligados el cumplimiento de sus respectivas responsabilidades, a fin 
de asegurar la satisfacción de las necesidades básicas del menor. Si se trata de 
asuntos que sólo pueden ser atendidos por el Estado - bien por su naturaleza, ora 
por que los restantes sujetos no se encuentran en capacidad de asumir la 
obligación - la autoridad pública comprometida, para liberarse de la respectiva 
responsabilidad, deberá demostrar (1) que, pese a lo que se alega, la atención que 
se solicita no tiende a la satisfacción de una necesidad básica de los menores; (2) 
que la familia tiene la obligación y la capacidad fáctica de asumir la respectiva 
responsabilidad y que las autoridades administrativas tienen la competencia y 
están dispuestas a hacerla cumplir; (3) que, pese a haber desplegado todos los 
esfuerzos exigibles, el Estado no se encuentra en la posibilidad real de satisfacer la 
necesidad básica insatisfecha”. (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia del 
20 de mayo de 2008). 
 
La Corte Constitucional considera que la intervención del juez se limita a exigir el 
cumplimiento efectivo del núcleo esencial del derecho prestacional fundamental, más 
allá de lo cual sólo puede actuar si media la respectiva decisión política. Cobra especial 
relevancia los criterios para definir el núcleo esencial de un derecho prestacional 
fundamental, es decir, aquella parte del derecho que es de aplicación inmediata. (Corte 
Constitucional de Colombia. Sentencia del 20 de Mayo de 2008). Así lo dispone: 
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―…en algunos casos excepcionales, el juez constitucional puede conceder la tutela de un 
derecho prestacional, siempre que se compruebe ―un atentado grave contra la dignidad 
humana de personas pertenecientes a sectores vulnerables de la población y el Estado, 
pudiéndolo hacer, hubiere dejado de concurrir a prestar el apoyo material mínimo sin el 
cual la persona indefensa sucumbe ante su propia impotencia. En estas situaciones, 
comprendidas bajo el concepto del mínimo vital, la abstención o la negligencia del 
Estado se ha identificado como la causante de una lesión directa a los derechos 
fundamentales que amerita la puesta en acción de las garantías constitucionales‖.  (Corte 
Constitucional de Colombia. Sentencia del 20 de Mayo de 2008). 
 
Ese mínimo vital, es definido así: 
 
―En efecto, la indicada doctrina constitucional se refiere a una institución de justicia 
elemental que se impone aplicar, como repetidamente lo ha hecho la Corte 
Constitucional, en situaciones humanas límites producidas por la extrema pobreza y la 
indigencia cuando quiera que frente a las necesidades más elementales y primarias, el 
Estado y la sociedad no responden de manera congruente y dejan de notificarse de las 
afectaciones más extremas de la dignidad humana. La jurisprudencia de la Corte ha 
señalado que la flagrante violación de un derecho humano que comprometa de manera 
radical la existencia misma de la persona, obliga al juez a impulsar la actuación positiva 
del Estado. Por lo expuesto, la Corte procede en esta ocasión a explicar el fundamento, 
contenido y alcance de la doctrina sobre el mínimo vital, a la cual se refiere la sentencia 
SU-111 de 1997, la cual se reitera‖. (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia del 20 
de Mayo de 2008). 
 
En esta última decisión, respecto de los derechos sociales, económicos y culturales: 
 
―Los derechos económicos, sociales y culturales, pese a su vinculación con la dignidad 
humana, la vida, la igualdad y la libertad, no son de aplicación inmediata, pues 
necesariamente requieren de la activa intervención del legislador con miras a la definición 
de las políticas públicas y de su adecuada instrumentación organizativa y presupuestal. 
Los derechos individuales de prestación, que surgen de la ejecución legal del mandato 
de procura existencial que se deriva del Estado social, se concretan y estructuran en los 
términos de la ley. Le corresponde a ella igualmente definir los procedimientos que deben 
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surtirse para su adscripción y, de otro lado, establecer los esquemas correlativos de 
protección judicial‖. (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia del 20 de Mayo de 
2008). 
 
Pese a lo anterior, concluyó la Corte Constitucional que ello no le resta fuerza jurídica a 
―esta categoría de derechos, dado que el legislador, independientemente de su ideología y 
de las mayorías políticas, está vinculado por el mandato del Estado social de derecho, así 
éste último admita desarrollos y modulaciones distintas según los tiempos y las 
posibilidades materiales de la sociedad‖. (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia del 
20 de Mayo de 2008).  
 
En este argumento de la Corte Constitucional colombiana se advierte que los derechos 
prestacionales, que son derechos sociales, es un insumo importante en el debate 
democrático colombiano de tal manera que el debate sobre la inversión del gasto público es 
tema de Estado, pues la misma financia aspectos importantes de la vida social, los cuales 
no pueden estar a merced de autoridades administrativas o del sistema judicial. 
 
Lo que la Corte Constitucional vislumbra en el fallo en comento es la importancia para la 
efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales, del poder legislativo al punto 
que de él depende la calidad de un Estado Social de derecho: ―La dimensión del Estado 
social de derecho, en cada momento histórico, en cierta medida, es una variable de la 
participación ciudadana y de su deseo positivo de contribuir al fisco y exigir del Estado la 
prestación de determinados servicios‖. (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia del 20 
de Mayo de 2008). Advierte el alto Tribunal colombiano que cuando se prescinde del 
debate democrático dentro del poder legislativo se corre el riesgo de que asuma las riendas 
el poder judicial instaurando una especie de dictadura judicial en materia sociales del 
Estado sin tener en cuenta datos elementales de inversión pública comprometiendo al 
mismo a imposibles. 
 
Sin embargo, en criterio de la Corte Constitucional que se analiza, ello no quiere decir que 
los derechos fundamentales, que tengan que ver con los denominados sociales, culturales 
y económicos como los derechos laborales, puedan ser objeto de protección constitucional 
directa a través del amparo de tutela. 
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Al respecto, en la decisión última citada, la Corte Constitucional ha dicho que 
excepcionalmente los derechos económicos, sociales y culturales, tienen conexidad con 
pretensiones amparables a través de la acción de tutela. Establece para tal fin un requisito: 
―cuando se comprueba un atentado grave contra la dignidad humana de personas 
pertenecientes a sectores vulnerables de la población y el Estado, pudiéndolo hacer, ha 
dejado de concurrir a prestar el apoyo material mínimo sin el cual la persona indefensa 
sucumbe ante su propia impotencia‖. (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia del 20 
de Mayo de 2008). Es en este ámbito donde cobra vigencia el concepto del mínimo vital, 
cuyo diagnóstico lleva a considerar que  la abstención o la negligencia del Estado se han 
identificado como la causante de una lesión directa a los derechos fundamentales que 
amerita la puesta en acción de las garantías constitucionales.  
 
Pero, en todo caso, hay una línea conductora: cuando la vulneración al principio de la 
―dignidad humana que origina pretensiones subjetivas a un mínimo vital - que impide la 
completa cosificación de la persona por causa de su absoluta menesterosidad -, la acción 
de tutela, en el marco de los servicios y prestaciones a cargo del Estado, puede 
correctamente enderezarse a exigir el cumplimiento del derecho a la igualdad de 
oportunidades y al debido proceso, entre otros derechos que pueden violarse con ocasión 
de la actividad pública desplegada en este campo. En estos eventos, se comprende, la 
violación del derecho fundamental es autónoma con relación a las exigencias legales que 
regulan el servicio público‖. (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia del 20 de Mayo 
de 2008). 
 
De lo anterior, se deduce que dentro de la realidad de un país como Colombia se tiene que 
ciertos servicios básicos estatales ya creado o de una actividad prestacional específica del 
Estado, puede ser amparada por la acción de tutela cuando concurran las causales para su 
protección ―ya sea porque no existe medio judicial idóneo y eficaz para corregir el agravio a 
un derecho fundamental o bien porque aquélla resulta indispensable como mecanismo 
transitorio con miras a evitar un perjuicio irremediable‖.   
 
De esa manera, la actividad del Juez constitucional de tutela, opera en el radio de acción 
indicado por la ley y las posibilidades financieras del Estado; se ve en ello una naturaleza 
derivada y no es originaria. Así, por ejemplo, ―la exclusión de una persona de un 
determinado servicio estatal, previamente regulado por la ley, vulnere la igualdad de 
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oportunidades, o signifique la violación del debido proceso administrativo por haber sido 
éste pretermitido o simplemente en razón de que el esquema diseñado por la ley quebranta 
un precepto superior de la Carta‖. (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia del 20 de 
Mayo de 2008). 
 
La Corte Constitucional colombiana advierte que los derechos económicos, sociales y 
culturales, tienen otras vías de garantía y protección constitucional. Así, por ejemplo, en 
Colombia existe la acción de inconstitucionalidad, que puede ser el medio más ideal para 
poner fin  a las acciones y omisiones del legislador que se aparten de los mandatos 
generales y específicos del Estado social de derecho, particularmente del principio de 
igualdad, contenida en la Carta Política de 1991.  
 
En el ámbito legislativo, las leyes deben organizar y regular los servicios y prestaciones 
económicas y sociales a cargo del Estado y, así mismo, disponer la posibilidad que los 
ciudadanos accedan a ello así como las vías procedimentales para acceder a los mismos y 
para defender los derechos subjetivos de los miembros de la sociedad colombiana. Esos 
mecanismos de participación de los ciudadanos dirigidos al control y fiscalización por parte 
de los ciudadanos de los servicios en estas materias a cargo del Estado le dan una 
naturaleza democrática al Estado colombiano.  
 
No desconoce la judicatura constitucional colombiana que es muy importante para la 
efectividad de la cláusula del Estado social inserto en la Carta Política de 1991, el 
presupuesto y el proceso de planificación, sin desconocer que  todos los derechos 
constitucionales presuponen, una prestación a cargo del Estado. Dentro de esta especie, 
los derechos tentativamente llamados económicos, sociales y culturales, tienen ―un 
contenido prestacional más acusado y permanentemente están necesitados de soporte 
presupuestal - en los distintos niveles territoriales y funcionales del Estado -, extremo éste 
que se gobierna por las reglas del principio democrático y que no puede quedar librado a la 
discrecionalidad judicial‖. (Corte Constitucional de Colombia. Sentencia del 20 de Mayo de 
2008).  
 
En cuanto a la defensa de los derechos constitucionales fundamentales la Corte 
Constitucional ha determinado que su defensa  no es idéntica en todos los casos. Algunos 
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exigen el agotamiento de un trámite democrático y presupuestal, los cuales no pueden 
ampararse a través de la acción de tutela. También en su protección concurren 
mecanismos de protección de naturaleza  judicial, administrativo y político, a los que puede 
un individuo acudir a fin de buscar la protección y promoción de estos derechos, que son 
complementados con el amparo constitucional de tutela, que incluye una vía judicial a 
través de la acción de tutela contra sentencias y providencias judiciales que tengan las 
características de vía de hecho.  
 
Esto sucede  cuando ―los procedimientos judiciales ordinarios dispuestos por la ley para 
ventilar asuntos o pretensiones relacionadas con prestaciones a cargo del Estado - por 
acciones u omisiones arbitrarias de los jueces competentes - se revelan incapaces de 
ofrecer a los ciudadanos una tutela judicial efectiva, éste será siempre un motivo suficiente 
para que la acción de tutela pueda ser instaurada‖. (Corte Constitucional de Colombia. 
Sentencia del 20 de Mayo de 2008). 
 
4.1 La interdependencia entre la caracterización del 
derecho y su exigibilidad 
De la idea anterior, se tiene que para la exigibilidad de los derechos sociales es muy 
importante la caracterización de estos. Es así que siguiendo a Luis Prieto Sanchis, ha de 
entenderse que los derechos civiles y políticos se pueden concebir sin Estado. Eso sí, estos 
no necesitan instituciones sociales que los definan como por ejemplo como sucede con la 
libertad, la igualdad, el derecho de propiedad, o el derecho a elegir y ser elegido.  
 
Existen sin necesidad de que exista una institución social que así los desarrolle. Son 
derechos que por ser naturales al hombre anterior a la conformación del Estado. Este se 
inventa para la protección de los primeros pero nada agrega a la esencia de los 
mencionados. En criterio del autor español Prieto Sanchis, se tiene que los derechos 
económicos, sociales y culturales no se pueden pensar sin tener en cuenta a la par alguna 
forma de organización social.  
 
La reflexión del profesor Prieto Sanchis, se tiene que todo lo contrario pasa con los 
derechos sociales. La misma formación de los derechos sociales no escapó al debate, 
Vulneración y exigibilidad de los Derechos Laborales Fundamentales: de la regulación detallada al 
protagonismo jurisprudencial en su materialización 
147 
 
siendo los derechos laborales o asuntos del trabajo fundamentales para su consolidación y 
caracterización: 
―…la mera determinación del catálogo y contenido de tales derechos, de carácter 
marcadamente histórico y variable, supone un debate inimaginable al margen de la 
sociedad política; pues esa determinación depende en gran medida del grado de desarrollo 
de las fuerzas productivas, del nivel de riqueza alcanzado por el conjunto social, de la 
escasez relativa de ciertos bienes e incluso de la sensibilidad cultural que convierte en 
urgente la satisfacción de algunas necesidades. No estamos en presencia de derechos 
racionales, de pretensiones que puedan postularse en favor de todo individuo cualquiera 
que sea su situación social, sino de derechos históricos cuya definición requiere una 
decisión previa acerca del reparto de los recursos y de las cargas sociales, que obviamente 
no puede adoptarse en abstracto no con un valor universal‖. (PRIETO SANCHIS Luis, 
2004, p. 22 y ss). 
 
Lo anterior tiene como consecuencia que la misma protección de derechos en general 
presupone una estructura, la de los derechos sociales aún más necesita un andamiaje 
estatal mucho más compleja dado que el mismo Estado debe contar con una organización 
de servicios y prestaciones públicas que solo fueron conocidas en el Estado 
contemporáneo, propias del Estado social de derecho. Los derechos civiles y políticos son 
de la esencia del Estado liberal. Los derechos sociales del Estado Social. 
 
Es así como surge insoslayable la consideración de los derechos sociales, entre estos, los 
derechos laborales, como derechos prestacionales, en tal sentido, su carácter prestacional 
como rasgo de la esencia. Y lo es porque si se le compara con los derechos civiles y 
políticos se tiene que la obligación que se deriva de los mismos, consiste en una obligación 
de carácter o misiva o de abstención, es decir el Estado no debe hacer nada que 
comprometa el ejercicio de la libertad o el ámbito de la inmunidad garantizado al individuo 
en su ser individual. Por su parte, respecto de los derechos sociales, culturales y 
económicos el núcleo de la obligación lo es en un hacer es decir una obligación positiva, de 
dar o hacer. 
 
Con todo lo anterior debe quedar claro que existen algunos derechos laborales que 
escapan un poco del esquema mencionado. En efecto, siguiendo a Prieto Sanchis, esta 
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clase de derechos sociales se apartan de tal esquema en cuanto, por su naturaleza 
carezcan de todo contenido prestacional ora por cuanto la intervención del Estado que 
suponen no se traduzca en una prestación en sentido estricto. Entre estos están, el derecho 
a la huelga, a la libertad sindical; sin embargo, no se descarga la tutela estatal en tal clase 
de derechos. Así mismo, existen derechos sociales laborales que  requieren la consiguiente 
intervención del Estado y que no pueden etiquetarse como propiamente prestacionales 
como es el caso de aquellos que restringen a la autonomía individual en el contrato de 
trabajo, como la limitación de la jornada laboral, el salario mínimo, las vacaciones. Esta 
complejidad se hace evidencia cuando ciertos derechos prestacionales nacen como 
directrices. 
 
De igual manera la palabra ―prestacional‖, enseña que tal vocablo hace alusión a bienes y 
servicios de carácter económicos que puedan ser medidos como subsidios de cese laboral, 
de enfermedad, de vejez, sanidad y prestaciones sociales, de educación, vivienda, los 
cuales necesitan cierta organización de parte del Estado y el andamiaje procedimental para 
defenderlos frente a vulneraciones ilegítimas del mismo y de particulares.  
 
Todos los derechos fundamentales tienen técnicas para hacerlos exigibles. Se dice que los 
derechos políticos los tienen por naturaleza. Los derechos sociales, también los tienen. 
 
Es importante establecer en ese sentido, la titularidad, que para unos y otros está presente. 
En efecto, los derechos civiles y políticos el titular son todos los hombres racionales en 
abstracto. En cambio, los derechos sociales, económicos y culturales, el titular es el hombre 
trabajador, quien requiere en todas sus edades de atención. En términos jurídicos, los 
primeros son los tradicionales  tienen que ver con el individuos sujetos de derecho y los 
segundos con el individuo y su rol social. (PRIETO SANCHIS Luis, 2004, p. 22 y ss). 
 
4.2 El régimen especial de los derechos sociales 
Prieto Sanchis considera que los derechos sociales se configuran como derechos de 
igualdad entendida en el sentido material o sustancial. Ello quiere decir que tienen un 
régimen jurídico diferente en atención a que en la realidad existe una desigualdad de 
hecho, la cual cada día debe ser superada. 
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Por ello la obligación que generan los derechos sociales son especiales. Mientras frente a 
los derechos civiles y políticos tienen deberes jurídicos, que se consagran a través de 
normas de abstención o sea reglas primarias, para los primeros, es decir, los derechos 
sociales presentan una clase de deber que se interpone entre el derecho y la obligación, 
que se plasman a través de reglas secundarias de organización estatal, o sea existe algo 
que separa al acreedor del deudor. Ahí se establecen las dificultades para la exigibilidad de 
los derechos prestacionales.  
 
En efecto, los derechos sociales muchas veces en la realidad de ciertos Estados carecen 
de exigibilidad inmediata y de un entramado previo que generan una multiplicidad de 
obligaciones, no solo del Estado sino de los particulares, que deben ser cumplidas 
concadenadamente. (PRIETO SANCHIS Luis, 2004, p. 22 y ss). De ahí que se diga que 
dentro de los derechos sociales predomina la dimensión objetiva frente a la subjetiva. Esto 
se debe a que los derechos sociales surgen como exigencias frente al Estado social que 
pueden ser plasmados como derechos subjetivos a un costo alto. Los derechos sociales 
nacieron con el propósito de imponer ciertos comportamientos a las instituciones públicas y 
ello se hace a través de imponer políticas públicas que se deben plasmar en normas 
objetivas. 
 
Lo anterior genera una necesaria tensión entre la justicia y la política. Un Estado como 
Colombia, con vigencia de la Carta Política de 1991, implica un marco de convivencia que 
indica la ―alternancia Política‖ que implica el desarrollo de diferentes concepciones del 
mundo, que debe preservar los derechos de las minorías que no es otra cosa que la 
integración de los miembros de la sociedad. Ese Estado constitucional indica que el 
legislador tiene un gran papel. Sin embargo, su rol no evita que la mayoría no tenga acceso 
a ciertos derechos. Ese es el espacio para que obre la justicia. Por lo que tanto legislador 
como rama judicial tienen un círculo de competencia. (PRIETO SANCHIS Luis, 2004, p. 22 
y ss). Subyace en este criterio, la idea de que a pesar de la libertad de configuración del 
legislador pues la justicia tendrá un rol para defender el llamado núcleo esencial, 
irreductible, de los derechos fundamentales y de la misma justicia. Por ello, se acepta que 
la justicia constitucional no puede dejar su función respecto de la competencia de 
configuración de los derechos sociales, radio de acción que comparte con el legislador, 
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cuyo límite no se puede definir en atención a que países como Colombia retóricamente 
contiene dichas configuraciones objetivas pero que necesitan su aplicación práctica. 
 
De lo anterior, que para efectos del presente trabajo y para el presente objetivo del capítulo 
se tiene que se acepta el criterio de Robert Alexy, frente a los derechos sociales 
fundamentales: 
 
―Los derechos a prestaciones en sentido estricto son derechos del individuo frente al 
Estado a algo-si el individuo poseyera medios financieros suficientes y si encontrase en el 
mercado una oferta suficiente- podría también obtenerlo de particulares. Cuando se habla 
de derechos sociales fundamentales, por ejemplo, derecho a la previsión, al trabajo, a la 
vivienda y la educación, se hace primariamente referencia a derechos a prestaciones en 
sentido estricto‖. (ALEXY, Robert. 2004, P. 69). 
 
Esta definición plantea para Robert Alexy una diferenciación latente tratándose de esta 
especie de derechos: hay derechos a prestaciones explícitamente, estatuidos tal cual en las 
Constituciones como la colombiana, y los derechos prestacionales adscritos 
interpretativamente.  Según el modelo occidental, a los primeros se les denomina derechos 
sociales fundamentales y los segundos, derechos fundamentales a prestaciones. Esta 
diferencia cobra importancia en el medio colombiano dado que muchos de los debates en 
torno a los derechos fundamentales se circunscriben a determinar si a las disposiciones de 
derecho fundamentales normas que confieren derechos sociales fundamentales. Hay 
argumentos a favor, otros en contra. Todo depende, como dice Alexy, de las razones 
jurídico – constitucionales, 
 
Una de ellas es la debatida a lo largo del presente trabajo. Las normas de que son adscritas 
al rótulo de derechos sociales fundamentales son de un tipo muy diferente. Así, estos son: 
(i) normas que confieren derechos subjetivos, o normas que obligan al Estado sólo 
objetivamente; (ii) normas vinculantes o no vinculantes y por tanto pueden ser enunciados 
programáticos; (iii) estas normas pueden fundamentar derechos y deberes definitivos prima 
facie es decir se pueden positivizar a través de reglas o principios. (ALEXY, Robert. 2004, 
P. 17). Además, estas normas en cuanto a su contenido tienen unos límites o topes, en el 
máximo y el mínimo. En caso de violación de tales topes entra a operar la garantía para su 
restablecimiento. 
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Es necesario establecer el argumento en contra de la justiciabilidad, que se agrupan en dos 
clases de argumentos, el formal y el material, siguiendo el criterio de Robert Alexy.  El 
formal descansa en la siguiente premisa: si los derechos fundamentales son vinculantes, 
estos conducen a un desplazamiento de la política social del legislador, del Congreso 
colombiano, por ejemplo, a la competencia de un Tribunal Constitucional; por el contrario si 
no son vinculantes, se vulnera la misma Carta Política, cuando prescribe que los tres 
poderes del Estado, ejecutivo, legislativo y judicial deben concurrir a la protección de los 
derechos fundamentales. Para afianzar, tal tesis se ha tomado una pregunta que vincula un 
derecho laboral: ¿cuál es el contenido de un derecho fundamental al trabajo?: Alexy 
responde que existe disímiles maneras de responder ese interrogante, según la 
interpretación que se da. Así mismo, cómo se cuantifica ese derecho, es otra de las 
limitantes. 
 
4.3 La llamada no justiciabilidad  de los derechos 
sociales 
Para los defensores de la no justicabilidad de los derechos sociales, entre estos los 
laborales, es la imposibilidad de llegar por la vía judicial a una determinación exacta y 
detenida del contenido de estos derechos por lo que el derecho no ofrece pautas 
suficientes para ello. Y es por ello que se dice que los derechos sociales es un asunto de 
política. (ALEXY, Robert. 2004, P. 76-77).  De esa manera, la decisión sobre el contenido 
de tal especie de derechos fundamentales recae en el poder legislativo, quien legitimado 
por el pueblo puede decir si el poder judicial puede contribuir a ello dado los inmensos 
costos financieros que acarrean los derechos sociales que no deben estar en cabeza de los 
tribunales. 
 
Siguiendo a Alexy, respecto del argumento material frente a  la no justiciabilidad de los 
derechos sociales, se tiene que estos derechos ―son irreconciliables con normas 
constitucionales materiales o al menos entran en colisión con ellas‖, especialmente, por 
ejemplo, frente al derecho al trabajo. El autor señala que en un sistema de economía de 
mercado, el Estado puede disponer solo limitadamente sobre el objeto de esta clase de 
derecho. De esa manera, ―si quisiera satisfacer el derecho de todo desempleado a un 
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puesto de trabajo tendría que dar ocupación a todo desempleado dentro del marco de la 
administración pública existente o bien limitar  y hasta eliminar la disponibilidad de los 
puestos de trabajo por parte de la economía privada‖. (ALEXY, Robert. 2004, P. 78).  Si se 
opta por lo primero, el balance final sería la ―desocupación oculta por el derecho de la 
administración pública‖. Lo segundo, tendría como resultado la reducción de la capacidad 
de decisión de la economía privada. Y esto, según Alexy, no es otra cosa que la 
intervención en los derechos fundamentales de quienes disponen de la propiedad de los 
bienes de producción. 
 
El mismo Alexy ofrece una solución al dilema planteado, formal y material, el cual se ha 
acoge en el presente trabajo. Alexy considera que los derechos fundamentales de la Ley 
fundamental son posiciones que, desde el punto de vista del derecho constitucional que su 
otorgamiento o no puede quedar en manos del legislativo. Por eso cada individuo le 
corresponde, en términos de Alexy, prestaciones jurídicas como derechos sociales que no 
pueden quedar en manos del legislativo la potestad de su otorgamiento o no. Por ello, la 
respuesta a la pregunta: cuáles son los derechos fundamentales sociales que el individuo 
posee definitivamente es una cuestión de la ponderación entre principios: de libertad 
fáctica, de competencia del legislador, de división de poderes, principios materiales 
atinentes a la libertad jurídica de otros. (ALEXY, Robert. 2004, P. 81). 
 
La fórmula utilizada por Alexy no dice una lista cerrada de los derechos sociales que tiene 
un individuo sino que da pauta para establecer cuáles puede tener. Para el autor alemán, 
una posición de prestación jurídica, derecho social, estará garantizada iusfunamentalmente: 
―si a) la exige muy urgentemente el principio de la libertad fáctica, y b) el principio de la 
división de poderes y el de la democracia (que incluye la competencia del parlamento) al 
igual que c) principios materiales opuestos (especialmente aquellos que apuntan a la 
libertad jurídica de otros) son afectados en una medida relativamente reducida a través de 
la garantía iusfundamental de la posición  de prestación jurídica y las decisiones del  
Tribunal Constitucional que la toman en cuenta‖. (ALEXY, Robert. 2004, P. 81).  Estas 
condiciones, para Alexy, están satisfechas en el caso de los derechos fundamentales 
sociales mínimos, o sea los que tienen que ver con el mínimo vital (vivienda simple, 
educación escolar, formación profesional y a un nivel mínimo de asistencia médica). En 
otras palabras, es un modelo de ponderación, el cual parte del criterio de protección prima 
facie y por tanto tiene fuerza vinculante, que les corresponde deberes prima facie del 
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Estado de procurar que las libertades jurídicas de los titulares le corresponda libertades 
fácticas, cuya realización puede ayudar los jueces constitucionales.  
 
Queda claro que la protección jurídica de los derechos sociales fundamentales, según la 
voz de Juan Antonio Cruz Parcero, no toca terrenos del derecho como problema jurídico 
sino que abarca terrenos de la justicia, de la igualdad, de salud, de educación, entre otros, 
todo ello en caminado en la búsqueda de la ―justicia social‖. (CRUZ PARCERO, Juan 
Antonio. 2004,  P. P. 89). 
 
Sin embargo, cómo se protegen aquellos es un problema teórico  cuya dificultad parte de la 
misma definición de estos derechos sociales. Recuérdese que para algunos autores, los 
derechos sociales son los derechos de los trabajadores, de la clase obrera, consideración 
que se deriva de la conquista social de estos;  pese a ello, existen derechos laborales como 
el derecho a la huelga y a la libertad sindical que su satisfacción se obtienen por la 
abstención del Estado que por una intervención de este. (CRUZ PARCERO, Juan Antonio. 
2004,  P. P. 89).  
 
Pero existe un sin número de derechos laborales que requieren la actuación activa del 
Estado. Por ello, se puede identificar el genuino derecho social, entre ellos derechos 
relacionados con el ámbito laboral, con un derecho prestacional en el sentido de que  se 
satisfacen mediante una abstención del sujeto obligado, esto es el Estado por lo que 
requieren de una acción positiva que se traduce en la prestación de algún servicio (CRUZ 
PARCERO, Juan Antonio. 2004,  P. P. 89). Estos derechos sociales son bienes o servicios 
que tienen que ver con subsidios de desempleo, seguridad social, enfermedad, sanidad, 
salud, educación, vivienda, entre otros, los cuales tiene derecho el individuo (o grupos) a 
exigir del Estado. 
 
De ahí que teóricamente es admisible la pregunta: ¿son verdaderos derechos los derechos 
sociales?, la cual se responde de manera afirmativa, conforme el razonamiento en este 
trabajo pues en muchos de ellos subyace la idea de un derecho subjetivo. Ese es el criterio 
que se acoge. Derecho el cual en el sistema colombiano está vertido en normas, conforme 
quedó plasmado en precedencia. Y como tales deben vincular a todos los poderes públicos 
por lo que pueden ser exigidos en cualquier instancia judicial, máxime en tiempos de crisis, 
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lo que ha marcado una relación especial entre el Poder Legislativo y la justicia 
constitucional, propio del neo constitucionalismo, uno de los temas centrales de la teoría 
jurídico-política del Estado. (PISARELLO, Gerardo. 2004,  P.  113 y ss). 
Por ello se dice que  el carácter normativo de las Constituciones contemporáneas residiría 
en la existencia de un control jurisdiccional de las mismas, capaz de imponer su contenido 
a los propios poderes públicos competentes para desarrollarla. (PISARELLO, Gerardo. 
2004,  P.  113 y ss). En últimas, frente a los derechos sociales existe funciones 
complementarias que el legislativo y el poder judicial pueden complementarse cuya tarea 
también depende de una sociedad abierta y pluralista dado que los derechos sociales, entre 
estos los derechos laborales, son disfrutados por grupos y en ese sentido presuponen una 
comunidad organizada como precondición para su disfrute. (NINO, Carlos Santiago. 2004,  
P.  113 y ss). 
 
Para ese disfrute ha de tenerse claro que la expresión derechos sociales, económicos y 
culturales, hace referencia a su significado y carácter dentro de un Estado constitucional 
democrático. En efecto, conforme se ha visto, la primera característica que se erige es la 
consideración que los mismos son derechos fundamentales, entendidos como ese 
conjunto de exigencias, anteriores y superiores al Estado. (CAMPILLO SAINZ, José. 
1952. P. 63). Es así como se entiende que dentro de la configuración estatal adquieren el 
rango de valores políticos fundamentales y de postulados básicos de organización social. 
Subyace el siguiente valor: la sociedad debe poner sus recursos y su actividad al servicio 
de las personas y éstas tienen derecho a exigir de la misma las asista en caso de 
necesidad y les proporcione algunos estándares de calidad de vida. (CAMPILLO SAINZ, 
José. 1952. P. 64) 
 
Estos valores, así entronizados indica que frente a los mismos cabe una interpretación 
dentro de la esfera pública y privada. Así el Estado interviene en la actividad de los 
particulares, y al mismo tiempo permite que haya inserción de los grupos sociales y 
económicos dentro de la organización política. (CAMPILLO SAINZ, José. 1952. P. 67)  
 
De igual manera, existe frente a los derechos sociales, económicos y culturales, entre 
estos el derecho laboral, un carácter de irrenunciabiliad y por ende su eficacia no puede 
dejarse al arbitrio pues se desboronaría ciertas bases del Estado constitucional. Ello 
indica, que los derechos sociales  otorgan un cierto trato especial  en atención a la 
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categoría económica-social de los individuos a quienes se dirigen. A esta clase de 
derechos corresponde el derecho al trabajo, el cual ofrece una gama que rigen de 
manera especial ciertas situaciones de los individuos que se ubican en esa categoría 
especial. (CAMPILLO SAINZ, José. 1952. P. 70). 
 
Frente al derecho laboral, obsérvese como éste aporta en su regulación una serie de 
normas mínimas de garantías que puede ser mejorado a través del consenso entre 
particulares y el trabajador, entre éste y el Estado así como en las discusiones entre las 
agrupaciones que las representen. 
 
Sin embargo, en algunas ocasiones se encuentra que los jueces y tribunales internos 
inaplican estos derechos o aplican equivocadamente estas garantías constitucionales. En 
otras ocasiones, desde otras ramas del poder público, sea el ejecutivo o el legislativo, se 
realizan actos que menoscaban aquellos derechos constitucionalizados.  
 
4.4 Los mecanismos de justiciabilidad  
En el ordenamiento interno colombiano se prevé mecanismos de justiciabilidad de estos 
derechos de carácter ordinario y extraordinarios así como de carácter reforzado. Como, 
por ejemplo, los recursos ordinarios de reposición y apelación, el recuro extraordinario de 
casación, la acción de revisión y la acción de tutela. Esa conjugación de recursos 
internos busca la preservación de los derechos sociales, entre estos los derechos 
laborales o del trabajo.  
 
La Carta Política colombiana ha determinado que la facultad de establecer esos recursos 
internos, lo está en cabeza del poder legislativo, quien dentro de su poder de 
configuración normativa así lo puede disponer. De esa manera, la justiciabilidad supone 
la posibilidad de enervar recursos para poder restablecer los derechos vulnerados dentro 
del  ordenamiento interno colombiano. Es decir, es co sustancial al derecho fundamental 
la correspondiente justiciabilidad. Así lo ha determinado, la Corte Constitucional 
colombiana en sentencia C-372 de 2011. En esta decisión se dijo que: 
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“Un derecho fundamental debe gozar de mecanismos de justiciabilidad 
ordinarios y preferiblemente también reforzados -como en el caso colombiano la 
acción de tutela. Sin embargo, el que un derecho no goce de tales mecanismos no 
significa que no sea fundamental, sino que su consagración normativa es 
defectuosa o incompleta. En el caso colombiano, la Constitución directamente 
prevé varios mecanismos de protección de derechos fundamentales. Por ejemplo, 
el artículo 86 superior introduce en el ordenamiento constitucional la acción de 
tutela, un mecanismo subsidiario de protección de derechos fundamentales que 
debe tramitarse de manera preferencial por los despachos judiciales y en un 
término reducido. De otro lado, el artículo 88 prevé la finalidades cautelares y 
reparatorias de trámite abreviado. Otros mecanismos de creación constitucional 
son la acción de cumplimiento, artículo 87, y la acción de clase o grupo, artículo 88. 
Adicionalmente, el artículo 150 superior atribuye al legislador la facultad de 
establecer otros recursos, acciones y procedimientos que propugnen por la 
integridad del orden jurídico y por la protección de los derechos. En ejercicio de 
esta competencia, el legislador ha establecido mecanismos ordinarios y 
extraordinarios para la defensa del orden jurídico y de los derechos. Los 
mecanismos ordinarios son aquellos que se tramitan ante las jurisdicciones 
ordinarias mediante el ejercicio del derecho de acción y cuya finalidad inmediata es 
resolver las controversias que se suscitan entre los ciudadanos o los ciudadanos y 
las autoridades públicas y, en este orden, buscan hacer efectivos los mandatos 
legales y los derechos reconocidos a las personas. Por otra parte, los mecanismos 
extraordinarios son herramientas de control de validez de las decisiones judiciales 
y, por tanto, sirven para unificar las decisiones y evitar providencias 
manifiestamente contrarias al orden constitucional y legal, lo que incluye la 
verificación del respeto de los derechos fundamentales. A este grupo pertenecen el 
recurso de revisión y el recurso extraordinario de casación, entre otros…” (Corte 
Constitucional, Sentencia del 12 de mayo de 2012). 
 
Lo anterior significa que el legislador tiene la facultad de establecer recursos, acciones y 
procedimientos que son mecanismos para defender por parte de los coasociados la 
integridad del ordenamiento colombiano y, por ende, la protección de los derechos. Es 
decir, así como existen mecanismos ordinarios, también los hay mecanismos 
extraordinarios.  
 
Los primeros, dentro de cada jurisdicción, entre estas la laboral, se tramitan mediante el 
ejercicio del derecho de acción dentro de la cual se proponen unas pretensiones. La 
finalidad de este ejercicio de este derecho lo es resolver en el menor término las 
controversias que se suscitan entre los particulares o entre estos y el Estado colombiano.  
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La finalidad última lo es hacer efectivo los derechos subjetivos consagrados en la Carta 
Política de 1991 y las leyes. Los mecanismos extraordinarios son instrumentos 
procesales que permiten al ciudadano realizar un control de legalidad y validez de las 
decisiones judiciales que afecten los derechos subjetivos. A través de estos se unifica 
con criterios objetivos las decisiones judiciales. ¿Qué sucede cuando a nivel interno 
estos mecanismos fallan? ¿Un ciudadano colombiano puede acceder fácilmente a las 
instancias internacionales cuando los mecanismos internos de protección fallen frente a 
la protección de sus derechos laborales? 
 
4.5 El problema de la exigibilidad de los derechos 
humanos laborales y la dificultad material de acceder 
directamente a la reclamación internacional 
Debe tenerse en cuenta que frente a los derechos sociales, entre estos, los derechos 
laborales, los Estados tienen unas obligaciones. Estas se encuentran contenidas, entre 
otros instrumentos, en el Comité del Pacto de Derechos sociales, económicos y 
culturales, las cuales son obligaciones de comportamiento como de resultado. 
(SÁNCHEZ, Miguel Ángel. 1999, P. 7). 
 
En efecto, existe un cierto escepticismo en el cumplimiento de estas obligaciones; sin 
embargo, es evidente la limitación de los recursos. Un problema es la forma en que están 
redactadas estas obligaciones y otro es la forma de hacer exigible las mismas. De un 
lado, en el texto del documento se evidencia un compromiso a garantizar y el objetivo  de 
propender el que los derechos pertinentes se ejercerán sin discriminación. 
 
La adopción de medidas tendientes a garantizar estos derechos para dar cumplimiento a 
la obligación contraído por un Estado parte, se insertan en una cláusula general conocida 
y aceptada: ―todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas 
legislativas‖.  
 
Es de resaltar que la efectividad del esquema de garantías que rodea a los derechos 
sociales, entre estos los derechos laborales, depende no solo de un adecuado diseño 
normativo e institucional, ―como de la existencia y promoción, no ya, como se ha 
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apuntado, de un agente social unitario, sino de múltiples actores capaces de hacer valer 
los derechos sociales en, fuera, contra, incluso, más allá de los órganos estatales en su 
conjunto‖. (PISARELLO, Gerardo. P. 49). 
 
Subyace en esta idea la innegable línea tenue entre garantías políticas y jurisdiccionales, 
que se deben seguir no en esquema de jerarquía y subordinación sino a la manera de 
una relación circular, de mutua colaboración y sinergia en el que impere una especie de 
multilateral reparación frente a las vulneraciones de los derechos sociales. (PISARELLO, 
Gerardo. P. 49). 
 
Para ello se ha de superar ciertos preconceptos. Uno de ellos es el derivado de las 
mismas constituciones latinoamericanas, e incluso, iberoamericanas, incluyendo a 
Portugal y España. Los estudios de Víctor Abramovich y Christian Courtis lo han 
evidenciado de esta manera, respecto del denominado ―constitucionalismo social‖: 
 
―Se ha repetido hasta el hartazgo que las normas que establecen derechos sociales son 
sólo normas programáticas, que no otorgan derechos subjetivos en el sentido tradicional, 
o que no resultan justiciables. De este modo, se traza una distinción entre el valor 
normativo de los denominados derechos civiles-o derechos de autonomía, o derechos –
libertades-, que si se consideran derechos plenos, y los derechos sociales, a los que 
asigna un mero valor simbólico o político pero poca virtualidad jurídica‖. (ABRAMOVICH, 
Víctor. P. 49). 
 
Abramovich y Courtis han determinado que todos los derechos fundamentales, llámense 
civiles, políticos, económicos, sociales o culturales tienen un costo y tienen aparejada 
tanto obligaciones negativas como positivas. Ello no desconoce que ciertos derechos 
sociales tienen como característica la exigencia al Estado de acciones positivas, como es 
el caso de los derechos-prestación  y otros pueden conceptualizarse difícilmente  de 
modo adecuado, como es caso del derecho a la huelga, entre otros, situación que no 
implica que el Estado no tenga frente a ellos obligaciones positivas y negativas. 
(ABRAMOVICH, Víctor. P. 49). 
 
Pero no se trata solo de medidas legislativas. También en los Estados partes es 
indispensable considerar apropiados los recursos judiciales en lo que respecta a 
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derechos que insertados en cada uno de los ordenamientos nacionales puedan resultar 
justiciables. Estos recursos son de carácter judicial dado que existe la obligación dentro 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  que los Estados partes están 
obligados a garantizar que toda persona cuyos derechos o libertades  hayan sido 
violados puedan interponer un recurso efectivo. Es decir, dentro de la legislación interna 
debe haber un mecanismo para restablecer el derecho vulnerado. Entre las disposiciones 
pertinentes referidas a derechos laborales en esta normatividad internacional se 
encuentran los siguientes:  
 
1. Art. 7 (inciso i) del apartado a): se reconoce por parte de los Estados el derecho a un 
salario equitativo por trabajo de igual valor, sin distinciones de ninguna especie. Este 
postulado es la consagración del derecho a la igualdad salarial. También se indica que 
las mujeres deben tener condiciones de trabajo no inferiores a las de los hombres, con 
salario igual por trabajo igual.   
 
2. Art. 8: Los Estados se comprometen a garantizar el derecho a fundar sindicatos, 
federaciones o confederaciones nacionales, el derecho de los sindicatos a funcionar sin 
obstáculos, el derecho a la huelga, a no menoscabar la normativa de la OIT. 
 
3. Art. 10 (parágrafo 3): Los Estados deben adoptar medidas especiales de protección y 
asistencia en favor de todos los niños y adolescentes sin discriminación. De esa manera, 
deben protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y social y 
su empleo en trabajos nocivos y límites a la edad para el trabajo infantil. 
 
Se entiende que estas medidas son de aplicación inmediata por parte de los órganos 
judiciales; pero cuando estos órganos fallan, quedan aparentemente en el aire dado que 
estas obligaciones se deben adoptar a través de políticas concretas en cada Estado.  
 
Es por ello que expresiones como ―para lograr progresivamente…la plena efectividad de 
los derechos reconocidos‖ en el Pacto mencionado es la manifestación de una buena 
intención. Sin embargo, el concepto de progresiva efectividad es una característica que 
va más allá de una mera intención: se espera que haya en los Estados partes una plena 
efectividad de todos los derechos económicos, sociales y culturales en un determinado 
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lapso. Pero en la práctica ello no significa otra cosa que meras intenciones. Ante ello, por 
lo menos en teoría,  se pretende que cada Estado parte tenga una obligación mínima de 
asegurar por lo menos niveles esenciales de cada uno de los derechos. 
 
En efecto, se ha determinado que entre los obstáculos para hacer efectiva el 
restablecimiento de derechos sociales fundamentales están los siguientes: (i) la confusa 
determinación de la conducta debida: es decir la falta de especificación concreta del 
contenido de los derechos sociales laborales. Esto se observa tanto en el mismo texto 
constitucional como en Tratados internacionales, como el mencionado, que se hace 
preguntar, por ejemplo, qué significa el derecho al trabajo.  
 
Es preciso decir frente a la objeción que los problemas de indeterminación lo es para 
todo el derecho en general y corresponde al poder legislativo ser claro y diáfano al 
respecto, cuya interpretación puede colaborar el poder judicial con la hermenéutica. Se 
hace necesario el desarrollo de esa dogmática de derechos sociales tanto a nivel 
nacional como internacional. (ABRAMOVICH, Víctor. P. 70). 
 
Así mismo, se ofrece como obstáculo la denominada (ii) ―autorestricción del Poder 
Judicial frente a cuestiones políticas y técnicas‖, que se evidencia cuando el poder 
judicial puede ejercer la facultad de invalidar decisiones que pueden denominarse como 
políticas, por lo que cobra relevancia la consideración de que un proceso judicial no es el 
escenario para discutir los asuntos de Estado, lo que pone en evidencia esa línea tenue, 
indeleble, entre uno y otro campo de acción.  En el caso colombiano, como se observó 
en precedencia, ilustró unos criterios especiales para actuar por parre del órgano judicial. 
(ABRAMOVICH, Víctor. P. 73). 
 
De otra parte, se toma como obstáculo la denominada ―inadecuación de los mecanismos 
procesales tradicionales para la tutela de derechos sociales‖, pues se dice que los 
instrumentos tradicionales de los ordenamientos internos, han sido pensados conforme a 
los derechos civiles clásicos. Este aspecto pone en evidencia la relación entre el derecho 
y el medio para hacerlo exigir. Para superar este obstáculo se hace necesario determinar 
las siguientes situaciones: existe una incidencia colectiva de la mayoría de los derechos 
sociales que provoca problemas de legitimación activa que no solo se limita a la 
formulación de la acción sino acompaña en toda la etapa del proceso, que impiden que la 
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totalidad de sujetos colectivos, por lo que ante la opinión se da la imagen que el proceso 
y los procedimientos los son para derechos individuales. Así, por ejemplo, en el mes de 
diciembre de 2012 el Consejo de Estado profirió una sentencia en la que condena al 
Distrito capital a indemnizar a una comunidad aledaña al relleno sanitario Doña Juana, 
primó el beneficio de un abogado, funcionario activo del distrito, que la ratio decidendi de 
la mencionada decisión.  
 
Además, las violaciones de los derechos sociales requieren mecanismos para que cesen 
sus efectos y al mismo tiempo un despliegue probatorio complejo; basta recordar, por 
ejemplo, las acciones constitucionales que se han instaurado en favor de la población 
reclusa o de la población desplazada que ha obligado a la Corte Constitucional declarar 
un estado de cosas inconstitucional.  (Corte Constitucional, T-153 de 1997, sentencia del 
abril de 1998). 
 
De otra parte, las sentencias que condenan al Estado a cumplir obligaciones de hacer 
resultan de difícil ejecución. Sin embargo, a pesar de las dificultades, se tiene que el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el cual ordena la creación de 
instrumentos procesales aptos para los reclamos de los derechos sociales. Frente al 
punto, Ferrajoli ha dicho que ello se debe a que el Estado social de derecho no ha sido 
desarrollado tal como si se hizo con el Estado liberal. (ABRAMOVICH y COURTIS, ob. 
Cit. P. 75). 
  
Estas dificultades no son infranqueables; todas pueden hacerse a un lado, ejerciendo 
una labor hermenéutica dentro del poder judicial. Y en ello está contribuyendo el derecho 
procesal contemporáneo que tienden a dejar a un lado las formalidades para reafirmar el 
derecho sustancial y así evitar vulneraciones de derechos fundamentales, los cuales 
legitiman a ciertos funcionarios como  el Defensor del Pueblo o el Jefe del Ministerio 
Público a reclamar frente a las autoridades judiciales la protección debida. 
(ABRAMOVICH y COURTIS, ob. Cit. P. 76). De todas maneras, cuando no alcanzan los 
mecanismos internos a proteger estos derechos, ya la jurisprudencia internacional ha 
determinado que ―la discrecionalidad absoluta, la falta de imparcialidad o la ruptura de la 
igualdad de armas constituyen violaciones al debido proceso‖, que compromete la 
responsabilidad del Estado. (ABRAMOVICH y COURTIS, ob. Cit. P. 77). 
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En lo que refiere a los derechos laborales se tiene que no basta la consagración 
normativa en el derecho interno para su preservación pues en el derecho internacional a 
pesar de estar positivizados los derechos laborales, la forma de su configuración 
presenta dificultades de exigibilidad; basta con ver algunos de estos derechos a nivel de 
la normatividad internacional:  así, por ejemplo, en la declaración universal de Derechos 
Humanos, art. 23, se consagra que ―toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre 
elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la 
protección contra el desempleo‖.  
 
Sin embargo, no se dice de qué manera se puede hacer exigible y ante qué autoridades 
tanto de rango nacional como internacional en caso de flagrante violación por parte de 
los Estados. De otra parte, la redacción de la norma deja a un lado las posibilidades 
reales o el mundo de la vida en el que es imposible para cada Estado garantizar a todos 
sus nacionales los derechos sociales laborales, máxime cuando se recurre a expresiones 
tales como condiciones equitativas y satisfactorias, los cuales son conceptos ambiguos 
en el lenguaje. 
 
También en el Pacto Internacional de Derechos Sociales, económicos y culturales se 
tiene la misma problemática advertida. Basta con observar la forma en que están 
redactadas las normas: 
 
Art. 6: Los estados partes reconocer… el derecho a trabajar, que comprende el derecho 
de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente 
escogido o aceptado y tomar medidas adecuadas para garantizar ese derecho. Entre las 
medidas están la de orientación y formación técnico profesional, la preparación de 
programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo económico  social 
y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que garanticen las 
libertades políticas y económicas fundamentales de la persona humana. 
 
Art. 7: Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al 
goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias incluida la remuneración 
mínima, la seguridad y la higiene en el trabajo, la igualdad de oportunidades y la 
limitación razonable de las horas de trabajo. Así mismo el derecho de torda persona a un 
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nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda 
adecuados. 
 
La normatividad del pacto, como se analiza,  es reiterativa en obligar a los Estados 
Partes a reconocer el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su 
familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados y a una mejora continua de 
las condiciones de existencia.  
 
Los Estados partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de ese 
derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación 
internacional fundada en el libre consentimiento, derechos que se logran con el acceso al 
trabajo. De lo anterior se deriva una urgente necesidad latente a nivel internacional, que 
se debe extender a nivel nacional: los derechos sociales se fundamentan en la idea de la 
igualdad sustancial ―como uno de los valores o aspectos de la justicia necesarios para la 
protección de la dignidad de las personas‖.  (GARCÍA AÑÓN José. 2003. P. 49). 
 
La justiciabilidad de estos derechos es de difícil sustracción por lo que con su misma 
inserción en el texto constitucional, los derechos sociales tienen asegurados su 
reconocimiento y garantía ya que su finalidad es la de hacer realidad uno de los 
principios esenciales del Estado de Derecho, cuál es el principio de igualdad. (GARCÍA 
AÑÓN José. 2003. P. 49). 
 
Como corolario de lo anterior, se tiene que los Estados partes si tienen obligación 
tendiente a asegurar la satisfacción mínima de cada uno de estos derechos. Sin 
embargo, si existen dificultades a nivel interno de la implementación de estos derechos y 
su exigibilidad, con mayor razón se tiene que hacer exigibles en instancias 
internacionales, las que también tienen  sus dificultades.  
 
En el caso concreto del derecho laboral, se tiene que los derechos relacionados al 
trabajo se encuentran en permanente crisis. Es un concepto lleno de escepticismo. 
Estudios así lo determinan: ―Cabe, entonces, zanjar la cuestión afirmando que se trata de 
un derecho virtual, por más que la Constitución que lo contiene sea virtuosa? (SASTRE 
IBARRECHE. Rafael. 2003). 
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El derecho al trabajo ha sido concebido como un derecho prestacional por cuanto 
históricamente ha sido entendido como una forma de exigencia o reclamación frente a los 
poderes públicos de una ocupación determinada. (SASTRE IBARRECHE. Rafael. 2003 
p. 271). En todo caso, para el escenario colombiano el derecho al trabajo debe ser 
entendido como categoría de los derechos sociales, económicos dado que fue el 
paradigma que indicó el inicio del debate sobre la existencia constitucional y social de los 
derechos sociales sin que se desconozca su crisis de contenido, de identidad y de 
eficacia. (SASTRE IBARRECHE. Rafael. 2003, p. 278). 
 
Y se evidencian esas dificultades incluso en la forma que se presenta en los textos 
constitucionales, dentro de las cuales no se vislumbra su alcance. Sin embargo, en el 
contexto colombiano el derecho al trabajo significa el derecho constitucional y 
fundamental social, un derecho subjetivo que le genera a un individuo a hacer exigible al 
estado y a los poderes públicos un puesto de trabajo dentro del cual subyace el derecho 
a la inserción y permanencia en mercado laboral y la consecución a través de él de unos 
mínimos necesarios para la vida en sociedad, los cuales se pueden hacer exigibles sin 
desconocer ciertos obstáculos en la práctica. 
 
Ello porque a nivel interno como externo para reclamar derechos sociales como los 
derechos laborales se tiene que hacer por intermedio de un abogado o persona experta 
en tales litigios, cuyo conocimiento está restringido a ciertas especialistas a los que las 
inmensa mayoría de ciudadanos, lesionados en sus derechos, no tienen acceso. 
 
En el contexto regional, se tiene que la Organización de Estados Americanos contempla 
un instrumento importante para la exigibilidad a nivel internacional de estos derechos 
laborales. Se trata del Protocolo Adicional a los Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el llamado 
Protocolo de San Salvador, suscrito en el año de 1988, el cual prevé la posibilidad de 
presentar las denuncias.   
 
Allí se insertó que ―en el caso de que el derecho a organizar sindicatos y el derecho a la 
educación fuesen violados por una acción imputable directamente a un Estado Parte  del 
presente protocolo, tal situación podría dar lugar, mediante la participación de la 
Vulneración y exigibilidad de los Derechos Laborales Fundamentales: de la regulación detallada al 
protagonismo jurisprudencial en su materialización 
165 
 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y cuando proceda de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, a la aplicación del sistema de peticiones 
individuales regulado por los artículos 44 a 51 y 61 a 69 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos‖. Sin embargo, al año de 1999, ese mecanismo solo había sido 
objeto de ratificación o adhesión por parte de seis Estados y solo entraba en vigor 
cuando lo hayan ratificado otros cinco Estados. SÁNCHEZ Miguel, p. 18). 
Es por ello que se sostenga que ante la dificultad de acudir a las instancias 
internacionales es más benéfico para los ciudadanos mirar el ámbito nacional: como, por 
ejemplo, los recursos internos ordinarios y extraordinarios protegen los derechos 
laborales en el contexto interno.  
 
En efecto, al consultar con el Grupo Operativo Interinstitucional Comisión Interamericana, 
del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, el servidor público Jorge Giraldo, 
coordinador de este grupo, manifestó ciertas dificultades. En efecto, no se obtuvo acceso 
a información acerca de las demandas que han presentado trabajadores colombianos 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, por considerar que esta información 
tiene reserva sumarial; sin embargo, según el señor Giraldo dentro del plan estratégico 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, éste órgano tiende ampliar el 
espectro de derechos a ser protegidos por ese organismo internacional. (Entrevista 
realizada el  6 de septiembre de 2012 al Ministerio de Relaciones Exteriores). 
 
La falta de un censo específico sobre los reclamos nacionales en instancias 
internacionales se mantiene en otras entidades del Estado colombiano. De esa manera, 
otra de las  instituciones visitadas lo fue la Procuraduría General de la Nación, en 
especial, la Procuraduría Delegada para Asuntos Laborales, (Visita realizada el 6 de 
septiembre de 2012 al Ministerio Público), dependencia que no tenía información sobre 
las demandas de trabajadores colombianos interpuesta ante el sistema interamericano 
de Derechos Humanos y, en especial, qué asuntos cursan en la Corte Interamericana. 
De  esta entidad, se hizo remisión al Ministerio del Trabajo, entidad que indicó que esa 
información la manejaba la oficina de ―atención al ciudadano‖. (Visita realizada el 15 de 
enero de 2013).  
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Todo lo anterior da cuenta de  la necesidad de reforzar  el ordenamiento jurídico interno, 
pues como se observó la simple información no fue posible adquirirla como se debiera 
tener acceso, en atención a que un dato estadístico no genera vulneración sumarial, 
conforme erradamente se sostiene en el Ministerio de Relaciones Exteriores, lo que da 
cuenta de esa cadena de obstáculos advertidos.    
 
Y esa necesidad se hace más evidente cuando se entiende el derecho al trabajo y los 
derechos laborales derivados como un derecho humano de carácter fundamental que 
reviste en Colombia la categoría de derecho social que puede ser concebido como una 
categoría que reconoce el principio de dignidad. De ahí que cualquier vulneración, por 
ejemplo, cuando se priva a un trabajador del empleo, así se le haya pagado una 
retribución por el servicio prestado, presupone una vulneración a su dignidad  personal, 
moral, profesional y social como lógica consecuencia de ese principio de estabilidad 
constitucional que subyace en el derecho al trabajo. Sin embargo, las dificultades locales 
generan un escepticismo que hace muchas veces irrealizable pretensiones comunes 
como un salario justo o el pago de prestaciones sociales legales, las que se sumarían las 
advertidas para el ciudadano de a pie el pretender llegar a una instancia internacional. 
Son los organismos y mecanismos internos de protección los que podrá de alguna 
manera hacer visible en la realidad jurídica colombiana la evidente protección a tales 
derechos sociales. 
 
4.6 Los órganos de control del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos y su incidencia en los tribunales 
internos.  
Debe tenerse claro que respecto de los derechos laborales se cuenta con la normatividad 
establecida en la Organización Internacional del Trabajo, en especial, los Convenios que 
pueden dar pautas de protección a nivel interno. Desde esa perspectiva se formularán 
políticas a nivel de los Estados, las cuales no están de espaldas a los deberes 
contenidos en el sistema regional impuesto por sistema interamericano de derechos 
humanos. No obstante tales preceptos, la mejor manera de que los mismos se cumplan 
lo es a través de criterios claros de aplicación en el orden interno, o sea en lo local. 
 
Vulneración y exigibilidad de los Derechos Laborales Fundamentales: de la regulación detallada al 
protagonismo jurisprudencial en su materialización 
167 
 
Se sabe que dentro del radio de acción de los sistemas de protección de derechos 
humanos la palabra estándar agrupa el conjunto de pautas, principios y reglas 
relacionados con los derechos que protegen estatutos internacionales entre ellos la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos que ha acuñado una serie de parámetros que 
deben adoptar los Estados Partes que pueden adoptar la forma  de reglas jurídicas cuyo 
incumplimiento generan responsabilidad de los mismos. 
 
Se tiene que ese efecto irradiación de los estándares internacionales es constante en 
fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Un ejemplo lo es la sentencia 
emitida por este órgano en el Caso La Cantuta contra Perú. En este pronunciamiento el 
Estado peruano fue condenado por el incumplimiento de las obligaciones derivadas de 
los estándares de protección.  (QUINCHE RAMÍREZ, Manuel Fernando. 2009. P. 29). 
 
Así mismo, en el caso de la Masacre de la Rochela contra Colombia. Allí se dijo, por 
parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que existe una obligación 
jurídica de los Estados Partes en aplicar los estándares sobre reparación fijados por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
 
Es de resaltar que así como existen estándares a nivel de estos derechos humanos 
también es dable que en materia de derechos sociales, económicos y culturales  se 
determinen unas reglas a seguir por parte de los Estados. 
 
Sin embargo, esta especie de derechos presenta a nivel teórico un escepticismo 
generado en el hecho que los mismos para algunos no tienen valor jurídico ya que son 
considerados como ―declaraciones de buenas intenciones, de compromiso político y, en 
el peor de los casos, de engaño o fraude tranquilizador‖. (ABRAMOVICH, Víctor y Courtis 
Christian. 2004. P-. 139). 
 
Lo anterior refleja la tendencia a menospreciar los derechos sociales, económicos y 
culturales, entre los que se encuentran los derechos laborales pues son considerados 
como documentos políticos más que catálogos de obligaciones exigibles a los Estados.  
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Por ello, trabajos como los realizados por parte de Víctor Abramovich y Christian Courtis 
han demostrados que la adopción de Tratados Internacionales que consagran derechos 
económicos, sociales y culturales generan obligaciones concretas al Estado, muchas de 
estas exigibles judicialmente. 
 
Dentro del sistema interamericano de derechos humanos de la región se tiene que la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos ha desarrollado una doctrina de derechos 
sociales.  La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha enfilado la misma en dos 
flancos: (i) fallos proferidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Y (ii) en 
el terreno de la consulta, cuando ejerce la competencia consultiva. 
Pese a lo anterior, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha intentado otorgar 
una protección a los derechos sociales, económicos y sociales, y lo ha hecho por una vía 
indirecta, integrándolos a los tradicionales derechos civiles y políticos; así mismo, ha 
utilizado la vía de las reparaciones.  
 
La promoción y protección de los derechos sociales, económicos y culturales se 
evidencia en la importancia de estos temas en asuntos constitucionales internos de los 
Estados miembros de la Convención. Es un problema jurídico de raigambre 
constitucional los derechos sociales, económicos y culturales. Para ello es claro que 
cuando los Estados del continente han reiterado que ―sólo puede realzarse el ideal del 
ser humanos, exento de temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a 
cada persona de gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como 
de sus derechos civiles y políticos‖, están entrelazando dos caras de derechos humanos 
que si bien son diferentes tienen puntos en común. 
 
¿Cuál es la importancia de estos desarrollos? Sencillamente el que la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos tenga una doctrina sobre el tema, indica que se 
irradien los ordenamientos jurídicos internos y ello conlleva la aplicación de los 
estándares en el ámbito de la praxis. Es decir, la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de derechos humanos  constituyen un mínimo o piso límite en el que se 
entrelazan el orden interno con el orden internacional, siendo factible que a nivel interno 
se logren mucho mayor prerrogativas. 
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Un ejemplo de ello lo es el fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
denominado ―caso de los Cesantes y Jubilados de la Contraloría vs. Perú‖ del año 2009. 
Se estudió en tal oportunidad el incumplimiento de las sentencias judiciales del Tribunal 
Constitucional del Perú de 21 de octubre de 1997 y 26 de enero de 2001 que ordenan 
―que la Contraloría General de la República cumpla con abonar a los integrantes de la 
Asociación actora las remuneraciones, gratificaciones y bonificaciones que perciben los 
servidores en actividad de la citada Contraloría que desempeñen cargos idénticos, 
similares o equivalentes a los que tuvieron los cesantes o jubilados‖, respecto de 
doscientos setenta y tres (273) integrantes de la Asociación de Cesantes y Jubilados de 
la Contraloría General de la República. (Corte Interamericana de Derechos Humanos). 
En este fallo se consideró que los derechos sociales, económicos y culturales son 
derechos protegidos por la Convención Americana de Derechos Humanos, los cuales se 
encuentran vinculados con las obligaciones generales del artículo 1 y 2 de la misma. 
 
4.7 La integración de los estándares internacionales a la 
normatividad interna nacional como mecanismo de 
protección 
La integración de los estándares de protección a nivel internacional se realiza a través 
del fenómeno de la constitucionalización de los mismos mediante la declaración de las 
constituciones que así los declaren. Ello se refleja en la introducción de los derechos 
internos  de los instrumentos de protección, los cuales tienen un rango interno dentro del 
derecho nacional. 
 
En Colombia, se tiene que la  Carta Política de 1991, estableció el artículo 93, que 
prescribe que: ―Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que 
reconoce los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de 
excepción, prevalecen en el orden interno‖. Lo anterior no es otra cosa que el 
otorgamiento de un rango supranacional. 
 
Ese estatus ha de servir para advertir que pone en evidencia que en el mundo existen 
diferentes modalidades para la protección internacional de los derechos humanos. En el 
texto de los Tratados Internacionales, al lado del catálogo de derechos humanos 
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reconocidos, se idean las instancias de control competentes para evaluar la observancia 
de los compromisos asumidos por las partes. 
 
La autora argentina Mónica Pinto, (PINTO Mónica. 1997. P. 125 y ss).ha establecido en 
sus estudios que los diversos Tratados Internacionales de derechos humanos, sean 
universales y regionales, siguen las siguientes modalidades de control:  
 
(i)Informes periódicos relativos a las medidas legislativas y de otro carácter que los 
Estados partes hayan adoptado para dar efectividad a los compromisos contraídos en los 
respectivos tratados. 
Ejemplo de lo anterior se tiene la ley 26 de 176, convenio 87 OIT,  por la cual se aprueba 
el Convenio Internacional del Trabajo, relativo a la libertad sindical y a la protección del 
derecho de sindicación adoptado por la trigésima primera reunión de la conferencia 
General de la Organización Internacional del Trabajo Ginebra 1948.   La ley 27 de 1976, 
convenio 98 OIT,  por la cual se aprueba el Convenio Internacional del Trabajo, relativo a 
la aplicación de los principios del derecho de sindicación y de negociación colectiva, 
adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del trabajo, 
Ginebra 1949.  
 
Recientemente el gobierno Colombiano aprobó la ley 1525 del 21 de diciembre de 2012 
por medio de la cual se aprueba el convenio sobre el trabajo decente para las 
trabajadoras y los trabajadores domésticos, 2011, número 189 adoptado en Ginebra, 
confederación Suiza, en la 100 a reunión de la conferencia Internacional del Trabajo el 16 
de junio de 2011. 
 
(ii) Un sistema de peticiones interestatales e individuales a través de las que se alegan 
violaciones de los derechos protegidos a las personas sujetas a la jurisdicción del Estado 
Parte.  
 
(iii) A nivel regional americano, un sistema judicial en el que un Tribunal de justicia ejerce 
jurisdicción respecto a un reclamo que se tramitó por el sistema de peticiones; en el 
ámbito europeo, por ejemplo, las violaciones a los derechos civiles y políticos tramitan 
originariamente ante un Tribunal de Justicia.  
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Frente a este tópico se tiene el caso ―Cinco pensionistas vs Perú‖ presentada por la 
Comisión ante la Corte, como consecuencia de la modificación del régimen de pensiones 
de los señores Carlos Torres Benvenuto, Javier Mujica Ruiz-Huidobro, Guillermo Álvarez 
Hernández, Maximiliano Gamarra Ferreyra, y Reymert Bartra Vásquez que venían 
disfrutando conforme a la legislación Peruana hasta 1992 y del incumplimiento de las 
sentencias de la Corte Suprema de Justicia del Perú y del Tribunal Constitucional 
Peruano que ordenaron a los órganos del Estado Peruano pagar a los pensionistas una 
pensión por un monto calculado de la manera establecida en la legislación vigente para 
el momento en que éstos comenzaran a disfrutar de un determinado régimen 
pensionario. Alegan como violados los derechos a protección judicial, a la propiedad, y al 
desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales consagrados en 
los artículos 25,21 y 26 de la Convención Americana sobre derechos humanos.  El fallo 
de sentencia del 28 de febrero de 2003 en donde la Corte Interamericana declara que el 
Estado violó  el derecho a la propiedad privada consagrado en el artículo 21, el derecho a 
la protección judicial consagrado en el artículo 25, de la Convención Americana sobre  
Derechos Humanos en perjuicio de los señores Carlos Torres Benvenuto, Javier Mujica 
Ruiz-Huidobro, Guillermo Álvarez Hernández, Maximiliano Gamarra Ferreyra, y Reymert 
Bartra Vásquez. Igualmente declara que El Estado violó las obligaciones generales 
contenidas en el artículo 1.1 y 2 de la Convención.  
 
El fallo declara que el Estado violo los derechos a la propiedad privada, el derecho a la 
protección judicial.  
 
En cuanto a las condenas impuestas al Estado Peruano decide el Tribunal que las 
consecuencias patrimoniales que pudiera tener la violación al derecho a la propiedad 
privada, deberán establecerse, en los términos de la legislación interna, por los órganos 
nacionales competentes. Igualmente el Estado debe realizar las investigaciones 
correspondientes y aplicar las sanciones pertinentes a los responsables del desacato de 
las sentencias judiciales emitidas por los tribunales peruanos en el desarrollo de las 
acciones de garantía interpuestas por las víctimas. Impone sanciones pecuniarias 
resarcitorias consistentes en el pago, a las cuatro víctimas y a la viuda del señor 
Maximiliano Gamarra Ferreyra, de conformidad con lo indicado en el párrafo 180 de la 
Sentencia, la cantidad de US$ 3.000,00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de 
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América) por concepto de daño inmaterial.  El Estado deberá proceder a cumplir con lo 
establecido en el presente punto resolutivo en un plazo máximo de un año contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia, entre otras condenas. (Corte 
Interamericana De Derechos Humanos Casos Cinco Pensionistas Vs Perú, Sentencia 
Del 28 De Febrero De 2003). 
 
Sobre este mismo tema se tiene la sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Económica Europea, C-346 de 2006 del 3 de abril de 2008, ―es la respuesta a una 
petición prejudicial que tiene por objeto la interpretación del art. 49 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea (TCE), sobre libre prestación de servicios, realizada 
por un Tribunal del Länder alemán de Baja Sajonia. En otoño de 2003 dicho Länder 
adjudicó a una empresa alemana un contrato de obras públicas, el cual contenía el 
compromiso de pagar a los trabajadores empleados en las mismas, como mínimo, el 
salario vigente en el lugar de ejecución, con arreglo al convenio colectivo representativo 
relativo a ―edificios y obras públicas‖. La empresa alemana recurrió a su vez a los 
servicios de una empresa subcontratada establecida en Polonia, que finalmente sólo 
abonó el 46,57% del salario mínimo fijado por el Convenio colectivo a los trabajadores 
polacos. En virtud del art. 8.1 de la Ley del Länder sobre contratación pública, el Estado 
de Baja Sajonia rescindió la adjudicación y dictó una resolución penal contra el principal 
responsable de la empresa alemana establecida en Polonia, por el importe del 1% del 
valor del contrato de obras. El Tribunal que ejercita la cuestión prejudicial, tuvo dudas 
sobre si el art. 8.1 de la Ley del Länder sobre contratación pública, era o no compatible 
con la libre prestación de servicios consagrada en el art. 49 TCE. 
 
En virtud del art. 3, apartado 1, de la Directiva 96/71/CE, sobre el desplaza-miento de 
trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios, deben garantizarse a 
los trabajadores desplazados, en relación con las prestaciones de servicios 
transnacionales en el sector de la construcción, las condiciones de trabajo y de empleo 
relativas a las cuantías de salario mínimo, bien mediante disposiciones legales, 
reglamentarias, administrativas o convenios colectivos de carácter general. Va a ser 
precisamente, desde la perspectiva de las fuentes del derecho laboral, desde donde el 
TJCE va a inferir la incompatibilidad entre el salario mínimo impuesto por el Länder y el 
art. 49 TCE. Según el TJCE, la Ley alemana de 26 de febrero de 1996, que traspone la 
Directiva 96/71/CE, extiende la aplicación de las disposiciones relativas a los salarios 
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mínimos de los convenios colectivos que se declaren de aplicación general en Alemania 
a los empresarios establecidos en otro Estado miembro que desplacen a sus 
trabajadores a Alemania. Ni que decir tiene, que el convenio colectivo de edificios y obras 
públicas del Estado de Baja Sajonia, no tiene una aplicación general. Por consiguiente, el 
TJCE considera que el salario mínimo que establece la Ley del Länder no puede 
integrarse en la definición que del mismo hace el art. 3.1 de la Directiva 96/71/CE (FJ 
31). 
 
Es decir, en el caso en controversia, Alemania no está autorizada para supeditar la 
realización de una prestación de servicios de no nacionales en su territorio, al 
cumplimiento de condiciones de trabajo y empleo que vayan más allá de las 
disposiciones imperativas de protección mínima comunitaria. Así lo exige una 
interpretación estricta de la Directiva 96/71/CE a la luz del art. 49 TCE. Por lo tanto, aquí 
nos encontramos con uno de los viejos problemas del proceso de integración, que por 
cierto no sale a la luz explícitamente en la Sentencia: la aplicación del derecho 
comunitario no puede restringirse mediante la invocación del principio de autonomía 
institucional por parte de los Estados miembros. La distribución de competencias en la 
Alemania federal permite al Länder de Baja Sajonia atribuir en su legislación un derecho 
de salario mínimo tanto para los trabajadores alemanes como para los no nacionales, 
con el objetivo de evitar la deslocalización del mercado de trabajo y sus consecuencias 
indeseables. Además, en virtud de las características sectoriales y territoriales de la 
naturaleza productiva, los trabajadores de Baja Sajonia pueden elaborar convenios 
colectivos que no tengan una naturaleza general, como ocurre en una gran parte de los 
Estados miembros, también en España. Sin embargo, ninguno de estos elementos puede 
oponerse a la aplicación efectiva de una Directiva comunitaria, que afecta a uno de los 
pilares de la Constitución económica europea, la libre prestación de servicios. 
 
Dando por hecho la ineficacia de estos argumentos ante la jurisprudencia reiterada del 
TJCE, varios Gobiernos europeos pretendieron justificar las medidas del Länder de Baja 
Sajonia, en la protección de los trabajadores, la organización autónoma de la vida 
profesional mediante sindicatos y la estabilidad financiera de los regí-menes de 
seguridad social. Con una desnudez pasmosa, y sin recurrir a ningún tipo de 
interpretación material, el TJCE señala que su objetivo en el caso abordado es única y 
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exclusivamente responder a la pregunta planteada de si la Directiva 96/71/CE, a la luz 
del art. 49 TCE, se opone, en una situación como la controvertida en el asunto principal, 
a una medida de carácter legal, adoptada por una autoridad de un Estado miembro. El 
Tribunal de la Unión evita así tener que entrar a dirimir otros aspectos claves que 
sobrevuelan la Sentencia: la cuestión de si el salario mínimo puede pre-sentarse como 
un derecho de configuración legal integrado en los principios genera-les del derecho de 
la Unión, la necesidad de utilizar el derecho comunitario para establecer condiciones 
preliminares que permitan la creación de un espacio laboral supranacional, tal y como ha 
ocurrido reiteradamente en la no discriminación laboral por razón de sexo, o el papel de 
la división territorial del poder, en un sentido infraestatal, como factor lubricante de la 
deslocalización productiva en el contexto de las nuevas ampliaciones del mercado 
europeo‖. (Josu de Miguel Bárcena. 2012). 
En lo que tiene que ver con el ámbito universal, cobra mucha importancia para los 
derechos sociales, las siguientes modalidades de control sobre las obligaciones del 
Estado frente a los mismos, de relevancia en atención a que toca asuntos que tienen que 
ver con los derechos laborales: 
 
(i) La organización Internacional del Trabajo: creada con el Tratado de Versalles, 
documento dentro del cual se vislumbra la primera organización de carácter internacional 
que  se creó con la finalidad de promover y proteger los derechos sociales, en especial 
los derechos laborales.  La OIT tiene como función formular normas internacionales a 
través de convenios y recomendaciones dentro de las cuales se fijan condiciones 
mínimas relacionadas con derechos laborales fundamentales, así por ejemplo sobre 
libertad sindical, derecho de sindicación, derecho a la negociación colectiva, abolición del 
trabajo forzado, igualdad de oportunidades. Una de las características de esta 
organización es su carácter consensuado en atención a que presenta una organización 
tripartita, en la que hacen parte trabajadores y empleadores en igualdad de condiciones 
que los gobiernos de los Estados partes. La OIT tiene tres órganos de administración: la 
Conferencia Internacional del Trabajo, que se reúne anualmente y cada Estado tiene dos 
delegados del gobierno, un delegado de los empleadores y un delegado de los 
trabajadores;  el consejo de administración, que se reúne tres veces al año en Ginebra y 
toma decisiones acerca de políticas de la OIT y la oficina internacional del trabajo, que es 
la secretaría permanente de la OIT y tiene como función la de coordinar las actividades 
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que prepara con la supervisión del consejo de administración. Tiene la función de ser 
centro de investigación y documentación. 
 
Ejemplos de la labor que desempeña la OIT, son los informes del Comité de Libertad 
Sindical adscrito al Consejo de Administración, que en su 317ª reunión celebrada en 
Ginebra del 6 al 28 de marzo de 2013  rindieron el 367 informe del Comité Libertad 
Sindical, en ellos se revisaron cuatro quejas contra el Gobierno de Colombia de las 
cuales se analizan las siguientes: 
  
Tabla 6.  Organización Internacional Del Trabajo Informes Del Comité De Libertad 
Sindical 367. CASO Número 2761 y 2853 páginas 112 a 142.  
PRESENTADA POR ALEGATOS CONCLUSIONES DEL 
COMITÉ 
RECOMENDACIONES 
La Confederación 
Sindical Internacional 
(CSJ), la Federación 
Sindical Mundial ( 
FSM), La Central 
Unitaria de 
Trabajadores de 
Colombia (CUT),el 
Sindicato Nacional 
de Trabajadores del 
Sistema 
Agroalimentario 
(SINALTRAINAL). 
Las 
organizaciones 
querellantes 
alegan actos de 
violencia 
(homicidios, 
tentativa de 
homicidios y 
amenazas de 
muerte) contra 
dirigentes y 
afiliados 
sindicados. 
El comité toma nota que 
el Gobierno Informa que 
la totalidad de los 
hechos alegados está 
siendo objeto de 
investigación y confía 
que las investigaciones 
en curso permitan 
esclarecer los hechos, 
deslindar las 
responsabilidades, 
procesar y condenar a 
los responsables. 
El Comité toma nota que 
el Gobierno informa que, 
en relación con la 
totalidad de los hechos 
alegados, se han 
dictado 11 sentencias 
condenatorias y en cinco 
de los casos se ha 
capturado a los autores. 
El comité lamenta 
profundamente tomar 
nota de los nuevos 
alegatos de la FSM y de 
En vista de las 
conclusiones provisionales 
que preceden, el Comité 
pide al  
Consejo de Administración 
que apruebe las siguientes 
recomendaciones: 
a) lamentando 
profundamente los actos 
de violencia contra 
dirigentes  
sindicales y sindicalistas 
denunciados en este caso, 
el Comité espera  
firmemente que la nueva 
política en materia de 
investigaciones que adoptó  
la Fiscalía General de la 
Nación — en el marco del 
cual se decidió priorizar  
todos los casos de 
homicidio de sindicalistas 
mencionados en este caso 
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la CUT relativo al 
asesinato en el 2012 de 
cuatro dirigentes 
sindicales y un 
sindicalista, así como 
amenazas de muerte  y 
una tentativa de 
homicidio.  El comité 
recuerda que los 
derechos de las 
organizaciones de 
trabajadores y de 
empleadores sólo 
pueden ejercerse en un 
clima desprovisto de 
violencia, de presiones o 
de  amenazas de toda 
índole contra los 
dirigentes y afiliados de 
tales organizaciones, e 
incumbe a los gobiernos 
el respeto de este 
principio 
y se  
creó un mecanismo de 
trabajo tripartito a través 
de reuniones mensuales  
con los que se atenderán 
las inquietudes y 
comentarios sobre las  
investigaciones — permita 
la pronta resolución de los 
casos denunciados,  
incluyendo los nuevos 
alegatos presentados por 
la FSM y la CUT, de  
manera que se pueda 
identificar, procesar y 
condenar a los culpables 
de  
todos los actos de 
violencia contra dirigentes 
sindicales y sindicalistas. 
El  
Comité pide al Gobierno 
que le informe sobre el 
resultado de las  
investigaciones de los 
actos de violencia 
alegados en este caso y 
en  
particular sobre el 
funcionamiento del 
mecanismo tripartito 
establecido para  
colaborar con las 
investigaciones de los 
actos de violencia contra  
sindicalistas. Asimismo, en 
lo que respecta a la 
recomendación c) del  
anterior examen del caso, 
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el Comité pide a las 
organizaciones 
querellantes  
que comuniquen a la 
Fiscalía General todas las 
informaciones necesarias  
para que puedan llevarse a 
cabo las investigaciones 
correspondientes, y 
b) el Comité llama 
especialmente la atención 
del Consejo de 
Administración  
sobre el carácter 
extremadamente grave y 
urgente del presente caso. 
Sindicato de 
Empleados Públicos 
del Servicio Nacional 
de Aprendizaje 
SENA (SINDESENA) 
La organización 
querellante alega 
que con el 
objetivo de 
debilitar a su 
organización, la 
dirección general 
del Servicio 
Nacional de 
Aprendizaje 
SENA estimula el 
paralelismo  
sindical, 
perjudicando a 
SINDESENA  y a 
sus dirigentes; 
así mismo alega 
que sus 
dirigentes 
sindicales han 
sido amenazados 
de muerte.  
El comité toma nota que 
el Gobierno indica que 
es respetuoso de la 
autonomía sindical,  l. el 
hecho  
que exista más de una 
organización sindical en 
una misma entidad no 
puede ser señalado  
Como un acto de 
injerencia que implique 
el debilitamiento de otra 
organización sindical ;2) 
en el SENA existen tres 
organizaciones 
sindicales; 3) los cargos 
de coordinación  
académica ofrecidos a 
varios dirigentes no 
implica que deban 
renunciar al 
SINDESENA;  
su reconocimiento debe 
obedecer como siempre 
a) el Comité espera que la 
cuestión de los alegados 
procesos disciplinarios que  
se habían iniciado a 
miembros de la junta 
directiva del SINDESENA 
podrán  
ser objeto de análisis en el 
marco del diálogo mensual 
que se viene  
desarrollando entre el 
SINDESENA y el SENA, y 
b) el Comité alienta al 
Gobierno a que continúe 
tomando todas las 
medidas a  
su alcance para garantizar 
la seguridad de los 
dirigentes sindicales y  
sindicalistas amenazados 
en el SENA. 
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debe hacerse en la 
administración pública  
a las calidades de las 
personas; 4) la 
Dirección del SENA 
tiene establecida una 
política de  
relacionamiento sindical 
cuyo objetivo es 
establecer el 
relacionamiento con 
cada una de  
las organizaciones 
sindicales con el 
propósito de tratar 
situaciones particulares 
teniendo  
en cuenta el acuerdo 
entre las partes; 5) en el 
marco de una misión de 
contactos  
preliminares de la OIT, 
el SINDESENA y el 
SENA alcanzaron un 
acuerdo que estableció  
la celebración de mesas 
de trabajo; en este 
contexto, la Dirección 
del SENA a través de la  
Secretaría General 
realiza reuniones 
mensuales con el 
SINDESENA de 
carácter sindical y  
laboral; 6) el sindicato 
ha enviado más de 200 
solicitudes relacionadas 
con permisos  
sindicales, se le 
otorgaron más de 16 
000 días de permisos, 
pasajes aéreos, medios 
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de divulgación 
(carteleras) y todos los 
requerimientos han sido 
atendidos; 7) el SENA 
brinda  
todas las garantías 
sociales al .SINDESENA 
para el cumplimiento de 
sus funciones, y  
8) las quejas 
presentadas por la 
organización sindical 
ante la autoridad del 
trabajo han  
sido por aspectos 
laborales y no por 
violación al derecho de 
asociación sindical 
   
En términos de control internacional, se tiene que se han ejercido varios: el realizado por 
la Comisión de Expertos en aplicación de Convenios y Recomendaciones de la Oficina 
Internacional del trabajo en materia de concreción de definiciones de alcance universal 
sobre las normas de los convenios internacionales al igual que el Comité de Libertad 
Sindical del Consejo de administración de la OIT en materia de convenios que regulan 
los derechos a la libertad sindical. (ROSSI, Julieta. 2003. P.  341 y ss). 
 
(ii) El Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: el cual fue instituido por las 
Naciones Unidas como un instrumento específico de mayor alcance destinado a 
proteger, los derechos económicos, sociales y culturales, previendo como mecanismo de 
control el denominado Informes periódicos, los cuales es un sistema más laxo y amplio y 
de menor impacto que el sistema de peticiones que posee el Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos. De esa manera, se establece que los Estados partes deben remitirle 
regularmente al Consejo Económico y Social, a través del Secretario de las Naciones 
Unidas, un informe sobre las medidas adoptadas tendentes a dar cumplimiento a las 
obligaciones que emanan del Pacto, los progresos realizados, así como las dificultades 
para su implementación.  
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Al respecto tenemos que el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
examinó el quinto informe periódico de Colombia sobre la aplicación del Pacto 
Internacional  de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en sus sesiones 
celebradas en mayo de 2010, aprobando unas observaciones entre las cuales se citarán 
las siguientes relativas a los derechos laborales:  
 
El comité observa con agrado el pronunciamiento de la sentencia C-1064 de 2001, que 
establece criterios para la fijación del salario mínimo legal, el derecho a un sueldo justo y 
el mantenimiento del poder adquisitivo.  
 
Presenta como  principal motivo  de preocupación, la prolongación del conflicto interno en 
el Estado parte, insta al Estado parte a adoptar medidas inmediatas y eficaces para 
aplicar los planes descritos en el informe para hacer frente a la violencia armada 
imperante.  A este respecto el comité solicita al Estado parte, que en el próximo informe 
periódico proporcione información detallada sobre el cumplimiento de sus obligaciones, 
como exige el pacto, en relación con todos los derechos económicos, sociales, culturales 
de la población civil afectada por el conflicto armado. Recordemos que ya se había  
mencionado que por ser los derechos económicos, sociales y culturales derechos de 
prestación que implican un hacer del Estado, estos dependen de la situación económica 
del mismo, por ello si nos seguimos debatiendo en un conflicto armado de larga data 
como el Colombiano, menos posibilidades de destinar recursos a satisfacer estos 
derechos.  
 
Otra de las reflexiones realizadas por el Comité es que el informe no posee información 
suficiente actualizada, ni estadísticas detalladas que le permitan valorar plenamente y 
hasta qué punto el Estado cumple con los compromisos establecidos en el Pacto. Insta al 
Estado para que presente en el próximo informe datos desglosados y estadísticas 
pertinentes en forma comparativa anual respecto de la aplicación de leyes y resultados 
prácticos de los planes, programas y estrategias en relación con los derechos 
consagrados en el pacto.   
 
Esa misma dificultad que encuentra el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, en cuanto a las estadísticas detalladas e información actualizada, es la misma 
Vulneración y exigibilidad de los Derechos Laborales Fundamentales: de la regulación detallada al 
protagonismo jurisprudencial en su materialización 
181 
 
dificultad que se encontró en el desarrollo del trabajo que se ha expuesto a lo largo de 
estas páginas,  al investigar en las entidades públicas como el Ministerio de Relaciones 
Exteriores, Ministerio del Trabajo, Ministerio Público, hay poco acceso a la información 
referente a los derechos económicos, sociales y culturales o en ocasiones  
desconocimiento del tema.   
 
También se halló que la información facilitada para el desarrollo del análisis de tutelas, no 
es completa o no existe homogeneidad en la forma en que debe llevarse la estadística, 
porque se centra más en contar cuantas acciones de tutela se fallaron en vez de realizar 
un análisis sobre los derechos de los cuales se solicitan protección por parte del Estado.  
 
Siguiendo con el análisis del informe del comité es motivo de preocupación para este que 
el nivel de desempleo en el Estado parte siga siendo elevado en zonas rurales, 
observando ese incremento en la población más joven, las mujeres, los pueblos 
indígenas y los afrodescendientes. Las oportunidades de empleo se presenten en el 
sector informal con un 60%, presentando un efecto negativo en el acceso a la seguridad 
social, le inquieta también las condiciones del trabajo en el sector informal y en las zonas 
rurales donde los salarios son muy bajos.  
 
El hecho que el incremento del empleo se de en el sector informal además de afectar 
negativamente a el acceso a la seguridad social como ya lo mencionó el comité, genera 
ante todo empobrecimiento de la población, ya que la economía informal se traduce en 
no pago de prestaciones sociales como cesantías, auxilio de cesantías, primas y demás. 
De otro lado las personas tienden a ganar menos del mínimo, y esto hace que no pueda 
preparar su futuro, ya que las oportunidades de ahorro son mínimas, se labora para 
satisfacer las necesidades básicas. 
 
Otra de las preocupaciones  del comité  es el asesinato de sindicalistas en el Estado 
parte, y el hecho que estas personas sigan siendo víctimas de diversas formas de 
amenazas o violencia. Insta al Estado Colombiano a que fortalezca sus esfuerzos para 
proteger a los sindicalistas mejorando el Programa Nacional de Protección que ampara a 
sindicalistas, y a que consolide la dependencia de la Fiscalía General de la Nación que 
se ocupe de los asesinatos e intentos de asesinatos contra sindicalistas, hace un llamado 
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a que combata la impunidad, investigando todos los casos y enjuiciando y condenando a 
los responsables, y a que proporcione indemnización a las víctimas y sus familiares con 
cargo al fondo para la reparación de las víctimas.  
 
Por último en materia laboral el comité recomienda al Estado parte adoptar las medidas 
necesarias para que las personas que trabajan con contratos temporales o ganen un 
salario mínimo tengan acceso en condiciones de igualdad a los servicios de atención en 
salud, y para que se les reconozca el estatuto de beneficiarias de los subsidios de salud. 
(Recomendaciones del comité de derechos económicos, sociales y culturales al estado 
colombiano. 2010. 8 Paginas).   
 
La debilidad de estos informes está en el hecho de que en el Pacto no se dice cómo van 
a ser revisados por parte del Consejo. En una primera etapa el Comité funcionó sin 
expertos. Estos fueron creados en el año de 1987 con la creación del Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales conformado por 18 expertos independientes 
quienes tienen la tarea de fiscalizar las tareas de los Estados partes. (ROSSI, Julieta. 
2003. P.  347). 
 
En el ámbito regional, los Estados que conforman las tres Américas, manifestaron su 
voluntad de contar con un instrumento de protección de derechos fundamentales 
inicialmente en el acta de Chapultepec, documento que se firmó en una cumbre 
panamericana realizada en ciudad de México en el año de 1945. Fue un pacto de 
solidaridad entre los países americanos mediante el cual extienden solidaridad contra 
agresiones de extra continentales y establece una forma de sancionar a los países en 
determinadas circunstancias. 
 
Ya en el año de 1948, se realizó la novena conferencia Interamericana en la ciudad de 
Bogotá, ocasión en la que se constituyó la Organización de Estados Americanos y se 
aprobó la Declaración Americana de Derechos Humanos y Deberes del Hombre y una 
carta Internacional de Garantías Sociales. Una vez instaurada la OEA, empezó a 
elaborar un Tratado destinado a consagrar derechos y libertades fundamentales y ello se 
convirtió en la Convención Americana de Derechos Humanos, llamado Pacto de San 
José de Costa Rica. Estos instrumentos junto al Protocolo Adicional a la Convención 
Americana de Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales  y 
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culturales llamado Protocolo de San Salvador, son el soporte normativo respecto de los 
derechos sociales. 
 
Dentro de los controles para la garantía de estos derechos, se tienen por parte de la 
convención Americana de Derechos Humanos y del Protocolo de San Salvador un 
sistema de peticiones individuales. Estos instrumentos han determinado que el órgano de 
control lo es la Comisión Interamericana de Derechos Humanos así como la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. En el año de 1959, se reconoció a la Comisión 
como el primer órgano de control al darle la facultad de tramitar peticiones individuales, 
con el propósito de promover el respeto de los derechos humanos. En el año de 1966 se 
le facultó para conocer casos individuales a través de denuncias cuya ritualidad no era 
otra que la alegación de un derecho reconocido en la  Declaración Americana de 
Derechos Humanos. Fue en el año de 1969 en la que se dan ciertas competencias a la 
Comisión y  crea un órgano jurisdiccional, o sea la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, cuya competencia debía ser reconocido en una declaración independiente. 
(ROSSI, Julieta. 2003. P.  357). Fue en el Protocolo de San Salvador, en el que se 
reconoció la competencia respecto de las vulneraciones relacionadas con el derecho de 
libertad sindical y a la educación tanto a la Comisión como a la Corte a través de 
peticiones individuales. 
 
Del mismo modo, también se tiene en el sistema americano, el mecanismo de informes 
periódicos a través del cual los Estados deben dar cuenta de las medidas progresivas  
que hayan adoptado para asegurar el debido respeto frente a los derechos consagrados 
en el Protocolo de San Salvador, los cuales son sometidos a órganos diferentes de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos como el Consejo Interamericano 
Económico y Social y el Consejo Interamericano para la Educación y la Cultura. En ese 
sentido, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos puede realizar observaciones 
y recomendaciones en temas de derechos sociales, económicos y culturales. En el año 
de 1984, éste órgano determinó, respecto de los derechos sociales, que existe una 
estrecha relación entre la efectividad de estos derechos y la de los derechos civiles y 
políticos, por cuanto ambos grupos de derechos constituyen un todo indivisible, en el que 
se basa el reconocimiento de la dignidad humana, razón por la cual ambos grupos de 
derechos requieren de constante promoción y protección a fin de lograr su plena 
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realización sin que se sacrifique unos derechos frente a otros, práctica que no se puede 
justificar. No queda, en efecto, discusión acerca de la justiciabilidad de esta clase de 
derechos. 
 
Este recuento normativo no solo de los derechos sociales, económicos y culturales, así 
como de los mecanismos de protección pone en evidencia no solo las bondades sino las 
debilidades de los mismos. Queda así en evidencia que el acceso a estos mecanismos 
por parte de cualquier ciudadano es engorroso y difícil.  
 
Y ello se evidencia dado que la naturaleza del Sistema Interamericano no fue creada 
para la protección de los derechos sociales, económicos y culturales, entre ellos los 
relacionados con el derecho laboral, razón por la que la llamada función protectora ha 
sido nula. (ROSSI, Julieta. 2003. P.  361).  
 
Existen en la región americana razones históricas para esa situación. Prácticamente la 
función de los órganos de protección, tanto la Comisión como la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, se ha concentrado en casos en la que fue evidente la vulneración 
masiva y sistemática de derechos humanos ocurridos en las dictaduras como Chile y 
Argentina así como acaecidas en los conflictos armados de centro América y por 
supuesto el conflicto armado interno colombiano. Por tanto, asuntos o problemas 
jurídicos atinentes a derechos sociales, económicos y culturales no han sido tratados al 
interior de estos órganos de protección. Es decir, las desapariciones forzadas, las graves 
violaciones a derechos humanos, como la libre expresión, han  monopolizado la función 
de estos órganos. Ello se evidencia también en los llamados casos individuales, los que 
han sido monopolizados por asuntos de vulneraciones a derechos civiles y políticos.  
 
Dentro de este panorama, rompió tal tradición la admisibilidad del caso ―Menéndez y 
Caride‖ que señaló la vulneración del derecho a la seguridad social en el continente, 
realizado en el año de 1995. Los señores Amilkar Menéndez y Juan Manuel Caride 
realizaron  una petición individual contra el Estado parte Argentino, por la violación a las 
garantías judiciales, a la propiedad, a la igualdad ante la ley y los recursos efectivos  y 
del deber de los Estados de respetar los derechos y de adoptar las medidas internas  
para hacerlos efectivos. Respecto de derechos sociales, denunciaron la vulneración de 
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derechos a la salud, al bienestar y a la seguridad social en relación con el deber de 
trabajar y aportar a la seguridad social los aportes. 
 
Es importante reseñar que en el año de 2001, Informe Nro. 3/01 del 19 de enero de 2001, 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, admitió el caso de algunos 
denunciantes respecto a derechos sociales vulnerados relacionados con a la seguridad 
social y al deber de trabajar. El objeto del reclamo lo fue: 
 
―Todos los peticionarios han reclamado ante la Administración Nacional de la Seguridad 
Social de la República Argentina (en adelante ANSES), con el objeto de reajustar los 
montos que percibían por concepto de jubilaciones o pensiones o la fijación de las 
mismas (haberes previsionales). Los peticionarios alegan que las violaciones 
fundamentales son las referentes a los artículos 8 y 25 de la Convención por el retraso en 
dictar sentencias definitivas para la determinación de los derechos de las presuntas 
víctimas: los reajustes o fijación de haberes previsionales; la postergación de la ejecución 
de las sentencias; y la ejecución inadecuada de las mismas de tal manera que confisca 
sus bienes y les obliga a agotar otros recursos para obtener las diferencias que no han 
sido pagadas. También alegan la violación del derecho a las garantías judiciales y a la 
protección judicial efectiva en virtud de que los artículos 5, 7, 16, 22 y 23 de la Ley 
24.463 relativa a la Solidaridad Previsional, permiten postergar la ejecución de las 
sentencias judiciales favorables con fundamento en la falta de recursos presupuestarios, 
con lo que ha incumplido el deber de adoptar medidas para hacer efectivos los 
mencionados derechos. Señalan que los hechos mencionados conllevan la violación de 
otros derechos tales como el derecho de propiedad, a la igualdad, a la salud, el bienestar 
y a la seguridad social, y a la vida‖. (Comisión Interamericana de Derechos Humanos). 
 
De otra parte, en el informe 29 de 2001 se admitió el caso Jorge Odir Miranda Cortez 
contra el Estado de El Salvador, dentro del cual se pretendió amparar al derecho social 
de salud. Los peticionarios adujeron que: 
 
―el Estado es responsable por la violación del derecho a la vida, a la salud y al desarrollo 
de la personalidad de las presuntas víctimas en este caso, en la medida en que no les ha 
suministrado los medicamentos que integran la triple terapia necesaria para impedirles la 
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muerte y mejorar su calidad de vida. Los peticionarios afirman que la situación en que se 
hallan tales personas --que atribuyen igualmente a la omisión del Estado-- constituye un 
trato cruel, inhumano y degradante. Alegan asimismo que el señor Jorge Odir Miranda 
Cortez y las presuntas víctimas habrían sido discriminadas por el Instituto Salvadoreño 
de Seguro Social (―ISSS‖) debido a su condición de portadores del VIH/SIDA. En abril de 
1999, los peticionarios plantearon un amparo ante la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia de El Salvador para reclamar la violación de los derechos objeto de 
su denuncia a la Comisión Interamericana. La demora de dicho órgano jurisdiccional 
salvadoreño, conforme a los peticionarios, es irrazonable y constituye una violación 
adicional del derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial, además de 
hacer aplicable la excepción al agotamiento de los recursos internos prevista en el 
artículo 46(2)(c) de la Convención Americana‖. (Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos). 
 
En este último caso, se hace hincapié en el hecho de que la Comisión admite que 
aunque carece de competencia para conocer del art. 10 del Protocolo de San Salvador,  
la misma tomará en cuenta las normas referentes al derecho de salud en el análisis de 
fondo del caso, conforme lo establecido en el artículo 26 y 29 de la Convención 
interamericana de derechos humanos, haciendo carrera la doctrina según la cual si bien 
existen derechos que no se encuentran protegidos dentro de la  Convención americana 
de derechos humanos,  ninguna de sus normas puede ser interpretada en el sentido de 
excluir o limitar el efecto que puede producir la declaración americana de Derechos y 
Deberes del Hombre y otros instrumentos de la misma naturaleza. 
 
Al analizar los informes de admisibilidad de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos de los años 1996 al año 2012 para Colombia, información obtenida de la 
página oficial de la Comisión, encontramos un total de 72 informes de admisión (Tabla 7 
y Ver Gráfico No 1).  
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Tabla 7.  Cuenta de Petición 
 
Gráfico 1.  Casos admitidos por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos 1996 a 2012 para Colombia 
 
 
Cuenta de PETICION
AÑO ADMISIBILIDAD COMISIÓN INTERAMERICANA Total
1996 1
1997 1
1998 1
1999 3
2000 1
2001 6
2002 4
2003 2
2004 3
2005 5
2006 3
2007 8
2008 3
2009 9
2010 9
2011 9
2012 4
Total general 72
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Casos admitidos por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos 1996 a 2012 para Colombia
AÑO ADMISIBILIDAD COMISIÓN INTERAMERICANA
Cuenta de PETICION
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De los 72 casos admitidos por la Comisión se observa que 23 de ellos corresponden a 
asesinatos, 9 a desaparición forzada, 9 ejecuciones extrajudiciales, 4 concernientes a 
masacres,  3 a desplazamiento forzado, 2 a incumplimiento de sentencia. (Ver Tabla No 
8).  
 
Tabla 8.  Vulneración 
 
 
 
Respecto de los derechos fundamentales vulnerados de los cuales se invoca protección 
se observa que 68 casos corresponden a derechos civiles y políticos frente a 4 casos 
correspondientes a derechos laborales. (Ver tabla 9). 
 
VULNERACION 19
96
19
97
19
98
19
99
20
00
20
01
20
02
20
03
20
04
20
05
20
06
20
07
20
08
20
09
20
10
20
11
20
12 Total
ASESINATO 1 1 2 2 1 1 1 4 5 3 2 23
EJECUCION EXTRA 1 1 1 1 2 1 2 9
DESAPARICION FORZADA 2 2 1 2 1 1 9
MASACRE 1 1 1 1 4
DESPLAZAMIENTO FORZADO 2 1 3
INCUMPLIMIENTO DE S2 1 1 2
 DESAPARICION FORZADA 1 1
DECLARACION DE IN 1 1
TORTURA 1 1
MASACRE 
 1 1
EJECUCION EXTRAJUDICIAL 1 1
TOMA COMO REHÉN 1 1
FALLECIMIENTO GIACCOMO 1 1
TORTURA 1 1
PERSECUCION  UP 1 1
AGRESIONES, HOSTIGAMIENTOS 1 1
VIOLACION AL DEBIDO P2 1 1
LIBERTAD DE EXPRE. 1 1
FALTA DE ACCESO A LA PENSION 1 1
PRIVACION DEL ACCESO A UN R 1 1
EJECUCION  EXTRA 1 1
VISITA INTIMA 1 1
 INTIMIDACION  ABOGADOS 1 1
 LIBRE FUNCIONAMIENTO 1 1
PRIVACION  DEL ACCESO  A UN  RJ 1 1
DETENCION  ILEGAL. 1 1
 CASO DE SANTODOMINGO 1 1
CONDENA  AUSENCIA DE G J 1 1
Total 1 1 1 3 1 6 4 2 3 5 3 8 3 9 9 9 4 72
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Tabla 9.  Derechos fundamentales 
  
Cuenta de DERECHOS FUNDAMENTALES DERECHOS FUNDAMENTALES
AÑO ADMI COMISIÓN INTERAMERICANA DERECHOS CIVILES Y POLITICOS DERECHOS LABORALES Total
1996 1 1
1997 1 1
1998 1 1
1999 3 3
2000 1 1
2001 6 6
2002 4 4
2003 2 2
2004 2 1 3
2005 5 5
2006 3 3
2007 8 8
2008 3 3
2009 8 1 9
2010 9 9
2011 8 1 9
2012 3 1 4
Total 68 4 72
Fuente: (Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Casos Admisibilidad 
http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/admisibilidades.asp#inicio. Fecha de consulta 23 de marzo 
de 2012) 
 
De los derechos laborales que se vulneran se encontró un primer caso respecto del cual 
se alega la presunta responsabilidad de la República de Colombia por violar diversos 
derechos reconocidos por la Convención Americana de Derechos Humanos. Durante el 
trámite de admisibilidad  la  peticionaria alegó que el Estado Colombiano había violado 
los derechos al debido proceso, garantías judiciales, derechos del niño, igualdad ante la 
ley, protección judicial, los derechos sociales, económicos y culturales, normas de 
interpretación  contenidos en los artículos 1, 8, 19, 24, 25, 26 y 29  de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, e invocando una serie de instrumentos 
internacionales de protección a la mujer manifestó que el estado no había tenido en 
cuenta su condición de madre de cabeza de familia, declarándola insubsistente  de su 
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cargo como fiscal seccional, sin motivación alguna.  Dice la peticionaria que su despido 
obedece a que actuó en una investigación iniciada por el delito de prevaricato 
presuntamente cometido por el Secretario de la Corporación Autónoma Regional del 
Canal del Dique (CARDIQUE), quien había expedido un auto para el otorgamiento de 
una licencia para la recolección de basura a favor de una empresa en el municipio de 
Pasacaballos, sin cumplir con el requisito de consulta previa a las comunidades 
afrodescendientes que vivían en la zona. 
 
La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por la 
peticionaria sobre la presunta violación de los artículos 8 y 25 en relación con el artículo 
primero de la Convención Americana de Derechos Humanos:  
 
―Artículo 8. Garantías Judiciales.  “Toda persona tiene derecho a ser oída, con las 
debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos 
y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”.  
 
Artículo 25. Protección Judicial. “1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo 
y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por 
personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales”. 
 
2. Los Estados Partes se comprometen: 
 a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del 
Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; 
 b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 
 c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión 
en que se haya estimado procedente el recurso”” 
 
El artículo 1, hace referencia a la  obligación que tiene los Estados  de respetar los 
derechos y libertades reconocidas en la convención, respecto del numeral primero de 
este artículo  se establece:  
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“1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos 
y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 
que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social……”. 
(Convención Americana Sobre Derechos Humanos pacto de San José de Costa Rica 7 al 
22 de noviembre de 1969). 
 
Finalmente la comisión consideró que la peticionaria no presentó alegatos que tiendan a 
caracterizar, una violación a los artículos 19 y 26 de la Convención Americana así como 
al artículo 7 de la convención de Belem do Pará. 
 
Consideró que no contaba con la información necesaria para caracterizar una violación al 
artículo 24 de la convención, por lo cual los alegatos relacionados con la violación de 
este derecho fueron evaluados  dentro del análisis de las posibles violaciones a los 
artículos 8 y 25 de la Convención. (Comisión Interamericana De Derechos Humanos, 
2012). 
 
Un segundo caso reportado de vulneración de derechos en materia laboral lo es la 
petición presentada por la Comisión Colombiana de Juristas y Germán Humberto Rincón 
Perfetti.  
 
Los peticionarios alegaron la responsabilidad del Estado Colombiano por la falta de 
acceso de Ángel Alberto Duque a la pensión de sobrevivencia de su pareja fallecida, en 
vista de que las normas que regulan el derecho a la seguridad social excluían de dicho 
beneficio a las parejas del mismo sexo. 
 
Se alegó la violación de los derechos a la vida, a la integridad personal, las garantías 
judiciales, la igualdad ante la ley y la protección judicial, establecidos en los artículos 4, 5, 
8, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en conexión con el 
artículo 1.1 de dicho Tratado.  
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La Comisión interamericana concluye que es competente para examinar los reclamos 
presentados los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 5, sobre 
integridad personal, artículo 8.1, sobre el derecho que tiene toda persona a ser oída con 
las debidas garantías y un plazo razonable, artículo 24, igualdad ante la ley y 25 
protección judicial en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana. 
(Informe No 150 de 2011, Petición 123-05 De 2011). 
 
Un tercer caso corresponde a la vulneración de derechos de asociación sindical, petición 
elevada ante la comisión por el Grupo Interdisciplinario por los Derechos Humanos, 
quienes manifestaron ―que entre junio de 1995 y mayo de 2005, en diferentes municipios 
del departamento de Antioquia 76 trabajadores afiliados al Sindicato de Trabajadores 
Oficiales y Empleados Públicos de Antioquia (en adelante ―SINTRAOFAN‖) fueron 
despedidos masivamente y sin justa causa y que miembros de grupos paramilitares con 
la aquiescencia de agentes de la República de Colombia (en adelante "el Estado", "el 
Estado colombiano" o "Colombia"), impidieron el libre funcionamiento de SINTRAOFAN, 
amenazaron a sus afiliados y familiares, asesinaron a 30 de sus miembros y dos de sus 
familiares y provocaron el desplazamiento forzado de sus afiliados y de sus familiares‖.  
 
Solicitaron que se declare la responsabilidad del Estado Colombiano por la presunta 
violación de los derechos a la integridad personal, a la libertad personal, circulación y 
residencia, a las garantías judiciales, protección judicial de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, violación al derecho a la libertad sindical establecido en el artículo 
8.1.a del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos Sociales y Culturales.  
 
La Comisión concluyo que era competente para examinar los reclamos presentados por 
el peticionario sobre la presunta violación de los artículos 4.1, 5.1, 8.1, 16, 22.1 y 25 de la 
Convención en concordancia con su artículo 1.1 y al artículo 8.1.a) del Protocolo de San 
Salvador y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los 
artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Asimismo, concluye que el reclamo sobre 
la presunta violación del artículo 17 sobre protección a la familia de la Convención 
Americana es inadmisible. (Comisión Interamericana De Derechos Humanos 2009). 
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El cuarto y último caso de vulneración de derechos laborales presentados ante la 
Comisión Interamericana por la Corporación Colectivo de Abogados ―José Alvear 
Restrepo‖, en la cual se alega la responsabilidad de la República de Colombia por la 
privación del acceso a un recurso judicial efectivo para la determinación de los derechos 
de Sergio Emilio Cadena Antolinez en vista del desacato de la sentencia Nº SU-
1185/2001 de la Corte Constitucional, dictada el 13 de noviembre de 2001 por parte de la 
Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 
 
Los peticionarios alegaron que el Estado es responsable por la violación de los artículos 
8 (garantías judiciales), 24 (derecho a la igualdad ante le ley), 25 (protección judicial) y 
1(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la 
―Convención‖ o la ―Convención Americana‖).  
 
La comisión decide declarar la admisibilidad del presente caso con relación a los 
artículos 8 garantías judiciales, artículo 25 protección judicial y 1.1. de la Convención 
Americana de derechos humanos. (Informe No 1 De 2004 Petición 4391 De 2002). 
 
En el informe estadístico de la comisión del año 2011 para casos individuales, se observa 
que de las 1658 peticiones recibidas por país, 342 peticiones son de Colombia, seguida 
de 273 peticiones interpuestas por Nicaragua y 180 de Perú, siendo estos los países con 
mayor número de peticiones presentadas a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos.  (Ver Gráfica No 2) 
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Gráfico 2. Peticiones recibidas por país 2011 
  
 
 
 
De la misma forma en el informe que se analiza se tiene que las  peticiones aceptadas a 
trámite sumaron un total de 262, de estas 65 son peticiones de Colombia, 40 peticiones 
son de Argentina, 33 peticiones de Perú siendo estos los países con mayor número de 
peticiones aceptadas a trámite. (Ver gráfica No 3)   
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Gráfico 3.  Peticiones aceptadas a trámite 
 
 
 
 
Un punto que llama la atención del estudio estadístico que se examina es el hecho que 
las peticiones que se reciben son mucho mayor a las decisiones de apertura.  (Ver 
gráfico 4) 
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Gráfico 4.  Comparación entre peticiones recibidas y decisiones sobre apertura 
por año 
 
 
 
 
 
Sobre las peticiones que continúan pendiente de estudio se tiene 6134 peticiones 
pendientes de estudio por parte de la comisión, de estas  1165 peticiones son de 
Colombia, 1011 de México,  915 del Perú. (Ver Gráfica 5) 
 
 
  
F) Comparación entre peticiones recibidas y decisiones sobre apertura, por año
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Gráfico 5.  Peticiones que continuaban pendientes de estudio inicial a final del 
año 2011 
 
   
 
 
 
Respecto de los casos archivados por años  se tiene un promedio de 55 y 54 casos por 
año para el 2010 y 2011, siendo este porcentaje mucho menor para los años anteriores 
(Ver gráfica 6). 
 
 
  
G) Peticiones que continuaban pendientes de estudio inicial a final del año 2011 
Petitions pending initial evaluation at the end of the year 2011
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Gráfico 6.  Casos archivados por año 
 
 
 
 
 
Sobre las soluciones amistosas publicadas por año se observa que es un promedio 
mucho menor que los casos presentados y admitidos, para el año 2010 fueron de 11 
casos y para el año 2011 8 casos. (Ver Gráfica 7) 
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Gráfico 7.  Informes de solución amistosa publicado por año 
 
 
 
 
En cuanto a los Informes aprobados por año y publicados por años, se tiene que para el 
año 2010 y  2011 se aprobaron 25 informes por año, y se publicaron para los mismos 
períodos 4 y 5 informes respectivamente. En general son más los informes de fondo 
aprobados por año que los publicados, lo anterior como consecuencia de haber 
cambiado la regla en el año 2001 sobre la remisión de casos a la Corte.  (Gráfica 8 y 9) 
 
  
L) Informes de solución amistosa publicados por año 
Reports on friendly settlement published by year
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Una petición o un caso puede, en cualquier momento de las etapas de admisibilidad o fondo, entrar en un proceso de solución amistosa entre las partes.
A petition or case can, at any time in the admissibility or merits stage, enter into a friendly settlement process between the parties.
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Gráfico 8.  Informes de fondo aprobados por año 
 
 
 
 
 
M) Informes de fondo aprobados por año 
Reports on the merits approved by year
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Fondo es la etapa en la que la CIDH decide sobre los méritos del caso según el procedimiento establecido en los artículos 48 y 50 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y en los artículos 37, 38, 39, 43 y 44 del Reglamento de la Comisión.
Merits is the stage in which the IACHR decides on the  merits of the case pursuant to the procedure established in Articles 48 and 50 of the American Convention 
on Human Rights and Articles 37, 38, 39, 43 and 44 of the Rules of Procedure of the Commission.
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En el  año 2001 cambió la  regla  de remis ión de casos  a  la  Corte, lo cual  provocó un descenso de los  casos  en que es  
pertinente publ icar el  informe de fondo. 
In 2001 the rule of remiss ion of cases  to Court changed; this  change decreased the number of cases  in which i t corresponds  
to publ ish a  report on the meri ts .
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En cuanto a los casos presentados a la Corte Interamericana cada año se observar que 
para el año 2003 se presentaron 15 casos, para el 2010 se presentaron 16 casos y para 
el 2011 se presentaron 23 casos. (Gráfica 10)   
 
Gráfico 9.  Casos presentados a la Corte cada año 
 
 
 
De los casos presentados a la Corte por país para el año 2011 se presentaron 23 casos 
de estos 3 corresponden a casos Colombianos, tres a Ecuador y Cinco a Argentina, 
siendo los país con mayor número de casos presentados por la Comisión al Tribunal 
Interamericano.  (Gráfica 10) 
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Gráfico 10.  Casos presentados a la Corte por país (2011) 
 
 
 
 
 
Al estudiar los casos Colombianos a través del análisis de los informes de casos por país  
análisis realizado de la información obtenida de la página de la Corte Interamericana 
entre los años 1992 y 2011 se tiene 13 casos, de ellos 5 corresponde a masacres, 4 a 
ejecuciones extrajudiciales, el restante a asesinatos, desaparición forzada, libertad de 
expresión con un caso respectivamente, se observa ausencia de casos en materia 
laboral. (Ver Tabla 10). 
 
  
P) Casos presentados a la Corte por país (2011) 
Cases submitted to the Court by country
TOTAL: 23
Chile, 2
Colombia, 3Costa Rica, 1
Ecuador, 3
El Salvador, 1
Guatemala, 2
Honduras, 2
Perú, 2 Venezuela, 1
República Dominicana, 1
Argentina, 5
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Tabla 10.  Casos sometidos a la Corte Interamericana Colombia 
 
 
 
En el capítulo tercero se había hecho referencia a los tipos de sentencias que son 
emitidas por la Corte Interamericana, analizando los casos por país se observa que se 
han emitido diversos tipos de sentencias de fondo, de reparaciones y costas, de 
excepciones preliminares, encontrando tres sentencia de fondo emitidas por la Corte 
para el año 2004, dos de fondo y dos de reparaciones y costas para el año 2006, dos 
para el 2011 (Ver tabla 10) 
 
Tabla 11  Tipos de Sentencias por año 
 
 
 
Analizando el informe anual 2012 de la Corte Interamericana de Derechos humanos 
observamos que el promedio anual de duración del procedimiento de acuerdo con los 
CASOS SOMETIDOS A LA CORTE INTERAMERICANA  COLOMBIA 
Cuenta de VIOLACION Año sometido Corte
VIOLACION 1992 1996 1998 1999 2004 2006 2007 2008 2011 Total
ASESINATO 1 1
DESAPARICION FORZADA 1 1
EJECUCION EXTRAJUDICIAL 1 1 1 1 4
LIBERTAD DE EXPRESION 1 1
MASACRE 1 1 1 1 1 5
TORTURA 1 1
Total 1 1 1 1 3 2 1 1 2 13  
Año sometido Corte
Valores 1992 1996 1998 1999 2004 2006 2007 2008 2011
 S. de fondo  1 1 1 1 3 2 1 1 1
 S.  Reparaciones y  Costas 1 1 1 1 2 1 1 2
 S. Excepciones preeliminares 1 1 1 1
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reglamentos varía según el año, podemos ver que para el año 1980 se tenía una 
duración de 39 meses, para el año de 1996 40,5 meses, promedio que ha ido 
disminuyendo encontrando para los años 2010 a 2011 un promedio de 16.4 y para los 
años 2010 a 2012 de 19.2 meses. (Ver Gráfica 12)  
Es evidente que la Corte como bien lo menciona su presidente Doctor Diego García 
Sayán, ha venido realizando un gran esfuerzo con miras a reducir los períodos de 
duración de los casos que se encuentran ante ella.  
 
Gráfico 11. Promedio de duración del procedimiento (meses) de acuerdo con los 
reglamentos 
 
 
Se observa en el informe de la Corte Interamericana que la comisión interamericana 
sometió a su conocimiento para el año 2012 un número de doce casos y para el año 
2011 veintitrés  casaos. (Ver gráfica 12) 
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Gráfico 12.  Corte Interamericana de Derechos Humanos Sometimiento de Casos 
Contenciosos 1986-2012 
  
 
 
Se menciona en el informe de la Corte Interamericana que se estudia, que para el año 
2012 la Corte emitió 21 sentencias de las cuales, dieciocho son del año 2011 y nueve 
sentencias para el año 2010.  
Sobre la función de supervisión de cumplimientos de sentencias, culminó el año 2012  
con 138 casos en etapa de cumplimiento de sentencia, se observa que Perú es el Estado 
con mayor número de casos 25 en total, seguido de Guatemala con 17, Venezuela con 
15, Colombia con 13 y Argentina con 11 casos. (Ver tabla 12). 
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Tabla 12.  Cuenta de Estado Demandado 
 
 
 
  
El Estado Colombiano presenta 13 casos con fallo de sentencia y supervisión de la Corte 
Interamericana siendo las masacres las de mayor prevalencia. (Ver Tabla 13). 
 
  
Cuenta de Estado Demandado
Estado Demandado Total
Perú 25
Guatemala 17
Venezuela 15
Colombia 13
Argentina 11
Ecuador 9
México 6
Paraguay 6
Honduras 5
El Salvador 4
Bolivia 3
Brasil 3
Chile 3
República 3
Panamá 3
Trinidad y 2
Surinam 2
Uruguay 2
Barbados 2
Haití 2
Nicaragua 1
Costa Rica 1
(en blanco)
Total general 138
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Tabla 13.  Cuenta de Estado Demandado 
 
 
 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos explica en su informe del año 2012, que  
existen treintaiuna resoluciones de supervisión activas para el año 2012, para el 2011 
treinta y siete, para el 2010 cuarenta y seis. (Ver gráfica 13) 
 
  
Estado Demandado Colombia
Cuenta de Estado Demandado
Nombre Total
Caso 19 Comerciantes 1
Caso Caballero Delgado y Santana 1
Caso Cepeda Vargas 1
Caso de la Masacre de La Rochela 1
Caso de la Masacre de Mapiripán 1
Caso de la Masacre de Pueblo Bello 1
Caso de las Masacres de Ituango 1
Caso Escué Zapata 1
Caso Gutiérrez Soler 1
Caso Las Palmeras 1
Caso Masacre de Santo Domingo 1
Caso Valle Jaramillo y otros 1
Caso Vélez Restrepo y Familiares 1
Total general 13
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Gráfico 13. Medidas provisionales activas 
 
  
 
 
Las medidas provisionales bajo la supervisión de la Corte por Estado se encuentran 31 
medidas provisionales 7 para Colombia, 8 para Venezuela, 3 para México. (Ver Tabla 
14). 
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Tabla 14.  Cuenta de Estado respecto del cual se han adoptado 
 
 
 
Para el Estado Colombiano se observan 7 medidas provisionales (Ver Tabla 11) Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 2012)   
 
Tabla 15.  Cuenta de Estado respecto del cual se han adoptado 
 
 
Cuenta de Estado respecto del cual se han adoptado
Estado respecto del cual se han adoptado Total
Venezuela 8
Colombia 7
México 3
Honduras 2
El Salvador 2
Guatemala 2
Perú 1
Trinidad y Tobago 1
República Dominicana 1
Guatemala 1
Argentina 1
Brasil 1
Honduras 1
Total general 31
Cuenta de Estado respecto del cual se han adoptado
Nombre Total
19 Comerciantes 1
Álvarez y otros 1
Comunidad de Paz de San José de Apartadó 1
Comunidades del Jiguamiandó y del Curvaradó 1
Giraldo Cardona y otros 1
Masacre de la Rochela 1
Mery Naranjo y otros 1
Total general 7
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Ahora bien, en cuanto a las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos humanos 
se llega a la conclusión que no se ha emitido para el Estado colombiano ningún fallo de 
sentencia condenatoria en materia laboral.  
 
Esa precariedad es más notorio en materia de los derechos laborales por lo que es un 
imperativo que cada país de la región, sobre todo Colombia, para dar realidad dentro del 
contexto interno de ese cometido denominado Estado social de derecho tome como 
herramienta el concepto de ponderación, de Robert Alexy, a través del cual técnicamente 
permite utilizar los principios y normas constitucionales no solo cuando reconocen 
derechos sino cuando establecen competencias normativas como la del legislador y el 
poder judicial cuando se trate de afirmar derechos sociales como los derechos laborales. 
(GARCÍA MANRIQUE, Ricardo. 2007).   
 
Ya en el contexto interno se revisaron 276 acciones de Tutela presentada por ciudadanos 
Colombianos ante los juzgados 21, 24 laboral  del circuito de Bogotá.  
 
En el juzgado 21 se tuvo acceso a 100 tutelas, correspondientes 64 tutelas para el año 
2012 y 36 tutela para el año 2013, no se pudo realizar el análisis para los años 2010 y 
2011,  ya que la información había sido enviada a archivo. 
 
De la información a la que se tuvo acceso se tiene el siguiente análisis:  
De las 100 tutelas revisadas, se tiene que en 75 de ellas se tuteló el derecho a favor del 
accionante, en 14 no se tutelo el derecho, en 5 casos se declaró dar por superado el 
hecho que motivo la acción de tutela, y en 5 casos se declaró la improcedencia de la 
acción de tutela. (Ver Tabla 16) 
 
Tabla 16.  Tutelas revisadas por año 
 
 
AÑO
Valores 2012 2013 Total
 TUTELA EL DERECHO 52 24 76
 NO TUTELA EL DERECHO 8 6 14
 DECLARAR POR SUPERADO 3 2 5
 IMPROCEDENTE 1 4 5
TOTAL 64 36 100
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El derecho que invocan los accionantes y del cual solicitan protección se tiene que 81 de 
ellos corresponden derecho de petición, 13 al debido proceso, 3 al derecho a la salud y a 
la vida, 2 al derecho de igualdad, una tutela en donde se invoca el amparo al trabajo. 
(Ver Tabla 17). 
 
Tabla 17.  Cuenta de Derecho que solicita protección 
 
 
 
Al examinar la entidad demandada frente a la protección invocada se observa que el 
antiguo ISS y COLPENSIONES son las entidades que presentaron mayor número de 
demandas de tutelas por violación al derecho fundamental de petición, con 27 y 26 
demandas respectivamente. Estos  derechos de petición, se relacionan con la falta de 
contestación por parte de la entidad accionada a las solicitudes elevadas por los 
ciudadanos respecto a los derechos de seguridad social específicamente derechos 
pensionales. (Ver tabla 18). 
  
Cuenta de DERECHO QUE SOLICITA PROTECCIÓN2
DERECHO QUE SOLICITA PROTECCIÓN2 Total
DERECHO A LA SALUD Y  A LA VIDA 3
DERECHO AL DEBIDO PROCESO 13
DERECHO AL TRABAJO 1
DERECHO DE IGUALDAD 2
DERECHO DE PETICION 81
Total general 100
212 Corte interamericana y protección de derechos Laborales de colombianos 
 
Tabla 18.  Cuenta de Derecho que solicita protección 
 
 
 
De otro lado en el juzgado 24 se examinaron 176 sentencias de tutelas, se tomaron 50 
tutelas para el año 2010, 2011, 2012 y 26 tutelas falladas en los meses de enero a 
febrero correspondientes al año 2013.  
 
Se observó que de las 176 tutelas, 155 de ellas se tutelo el derecho a favor del 
accionante, en 12 de ellas no se tutelo el derecho, en 4 se tutelo el derecho de manera 
transitoria y en 5 cinco de ellas fueron declaradas improcedentes. (Ver tabla 19). 
  
Cuenta de DERECHO QUE SOLICITA PROTECCIÓN2
DERECHO QUE SOLICITA PROTECCIÓN2 DEMANDADO Total
DERECHO A LA SALUD Y  A LA VIDA CAFESALUD EPS 1
EPS CAPITAL SALUD Y OTRO 1
ISS 1
DERECHO AL DEBIDO PROCESO SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES 1
COLPENSIONES 4
ISS PORVERNIR 1
ISS 5
SECRETARIA DE EDUCACION BTA 1
JUZGADO V CAUSAS 1
DERECHO AL TRABAJO SECRETARIA MOVILIDAD 1
DERECHO DE IGUALDAD COLPENSIONES 1
ISS ING PENSIONES 1
DERECHO DE PETICION AFP CITI COLFONDOS 1
BRINKS DE COLOMBIA 1
COLPENSIONES 12
MAGISTERIO 1
CAJANAL 7
COLPENSIONES 26
ISS 27
DPTO ATENCION VICTIMAS 4
UGPP 1
INVIAS 1
Total general 100
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Tabla 19.  Tutelas por año 
 
 
 
El derecho que invocan los accionantes y del cual solicitan protección se tiene que 169 
de ellos corresponden al derecho de petición, 2 a tutelas relacionadas con 
indemnizaciones a víctimas, 2 a tutelas de cumplimiento de fallo jurisdiccional, las tres 
restantes corresponde la primera de ellas a una solicitud de ayuda humanitaria a acción 
social, la segunda sobre solicitud de información y la última sobre violación al debido 
proceso. (Ver Tabla 20) 
 
Tabla 20.  Cuenta de Derecho que solicita protección 3 
 
 
 
  
AÑO
2010 2011 2012 2013 Total
43 43 45 24 155
3 5 3 1 12
1 1 2 1 5
3 1 4
50 50 50 26 176
Cuenta de DERECHO QUE SOLICITA PROTECCIÓN3
DERECHO QUE SOLICITA PROTECCIÓN3 Total
DERECHO DE PETICION 169
DERECHO F. INDEMNIZACION  VICTIMAS 2
CUMPLIMIENTO DEL FALLO JURISDICCIONAL 2
SOLICITA A ACCION SOCIAL AYUDA H 1
DERECHO FUNDAMENTAL DE INFORMACION 1
DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO 1
Total 176
214 Corte interamericana y protección de derechos Laborales de colombianos 
 
Correlacionando las variables entidad demandada frente a la protección invocada se 
observa que el antiguo ISS y COLPENSIONES son las entidades que presentaron mayor 
número de demandas de tutelas por violación al derecho fundamental de petición, con 
108 y 30 demandas respectivamente, en un tercer lugar se ubica CAJANAL con 12. 
Estos  derechos de petición, se relacionan con la falta de contestación a las solicitudes 
elevadas por los ciudadanos respecto a los derechos de seguridad social 
específicamente derechos pensionales por parte de la entidad accionada (Ver tabla 21). 
 
Tabla 21.  Cuenta de derecho que solicita protección 3 
 
 
Cuenta de DERECHO QUE SOLICITA PROTECCIÓN3
DERECHO QUE SOLICITA PROTECCIÓN3 DEMANDADO Total
DERECHO DE PETICION ISS 108
COLPENSIONES 30
CAJANAL 12
GOBERNACION DE CUNDINAMARCA 2
CAFESALUD EPS 1
SECRETARIA TRANSITO 1
ISS Y AFP HORIZONTE 1
COLFONDOS 1
ISS Y AFP PORVENIR S.A 1
JN CALIFICACION DE INVALIDEZ 1
LUIS FERNANDO RAMIREZ OROZCO 1
MAGISTERIO 1
CAJA DE RETIRO DE LAS FM 1
ACCION SOCIAL 1
EPS SANITA S.A. 1
 BUEN FUTURO 1
PORVENIR  COLPENSIONES 1
AFP HORIZONTE 1
BOLIVAR S.A. 1
CNSC 1
FONVIVIENDA 1
DERECHO F. INDEMNIZACION  VICTIMAS REPARACION INTEGRAL DE VICTIMAS 2
CUMPLIMIENTO DEL FALLO JURISDICCIONAL ISS 2
SOLICITA A ACCION SOCIAL AYUDA H FONVIVIENDA 1
DERECHO FUNDAMENTAL DE INFORMACION EL ESPECTADOR 1
DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO ISS 1
Total 176
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Un tercer análisis estadístico efectuado lo constituye el realizado a 300 acciones de tutela 
de revisión emitidas  por la Corte Suprema de Justicia, de estas 100 corresponden a 
decisiones del Magistrado Carlos Ernesto Molina Monsalve, las 200 restantes en una 
proporción de 50 acciones de revisión por cada uno de los Magistrados Jorge Mauricio 
Burgos Ortíz, Francisco Javier Ricaurte, Camilo Humberto Tarquino Gallego, Eduardo 
López Villegas. (Ver tabla 22)       
 
Tabla 22.  Cuenta de número de tutela 
 
 
 
De las 300 tutelas de revisión estudiadas se tiene que en solo 10 diez se tuteló el 
derecho a favor del accionante, en 242 no se tutelo el derecho y en 48 se declaró 
improcedente la acción. (Ver tabla 23).  
 
Tabla 23.  Tutelas por año 
 
 
 
Cuenta de Número de tutela 
MAGISTRADO Total
CARLOS ERNESTO MOLINA MONSALVE 100
JORGE MAURICIO BURGOS RUIZ 50
FRANCISCO JAVIER RICAURTE 50
CAMILO HUMBERTO TARQUINO GALLEGO 50
EDUARDO LOPEZ VILLEGAS 50
Total general 300
AÑO
Valores 2009 2010 2011 2012 Total
 TUTELA EL DERECHO 3 4 1 2 10
 NO TUTELA EL DERECHO 22 71 57 92 242
 IMPROCEDENTE 14 34 48
TOTAL 25 89 92 94 300
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Frente a los derechos que solicitan protección los accionantes, lo hacen requiriendo el 
amparo al debido proceso se observa 261 tutelas de revisión, en 12 solicitan la 
protección al derecho a la Seguridad Social y en nueve el derecho a la igualdad. (Ver 
tabla 24). 
  
Tabla 24.  Cuenta de número de tutela 
 
 
 
Por último se efectuó una entrevista a la Magistrada auxiliar de la Sala Laboral de la 
Corte Suprema de Justicia Karena Caselles, con el ánimo de obtener una percepción en 
esta instancia sobre el tema de estudio.  
 
Una primera pregunta formulada a la Magistrada hace relación a ¿si en las decisiones de 
la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia cuando se resuelven los recursos de 
casación se han tomado como normas de referencia la normatividad internacional?  
 
Al respecto nos informa que se aplica el bloque de constitucionalidad, convenios y 
resoluciones de la OIT en materia sindical.  Se agota lo contenido en el artículo 19 del 
Código Sustantivo y del Trabajo, luego se aplica los convenios. Manifiesta que el Doctor 
Cuenta de Número de tutela 
DERECHO QUE SOLICITA PROTECCIÓN2 Total
DERECHO DEBIDO PROCESO 261
DERECHO SEGURIDAD SOCIAL 12
DERECHO A LA IGUALDAD 9
DERECHO AL TRABAJO 4
DERECHO AL MÍNIMO VITAL 4
DERECHO A LA SALUD 3
DERECHO DE PETICION 2
DERECHOS CONTENIDOS  CONVENIO 95 OIT 1
DERECHOS DE PETICION 1
DERECHO DE ASOCIACIÓN 1
D.  LA DIGNIDAD HUMANA Y A LA FAVORABILIDAD 1
DERECHOS  A LA VIDA Y LA SUBSISTENCIA 1
Total general 300
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Ernesto Molina Monsalve ha procurado incorporar las normas internacionales en sus 
fallos, otros Magistrados son más tímidos. En cuanto a la normatividad internacional de 
uso común en las sentencias de casación, se aplica con mayor frecuencia los convenios 
87 y 98 de la OIT relativos a la libertad sindical y derecho de sindicación 
respectivamente, estando vigente la aplicación de la doctrina de bloque de 
constitucionalidad.  
 
Una segunda pregunta formulada fue ¿Qué derechos laborales son de más frecuencia 
dentro de las sentencias de casación falladas por la Corte?,  comunica la doctora 
Caselles por excelencia en materia de seguridad social se tiene procesos pensionales en 
cuanto a pensiones de vejez y sobrevivientes, en donde existe un cumulo de ellas en la 
sala. En Laboral individual y colectivo el contrato realidad y convenciones colectivas. 
 
Respecto de la adopción de estándares internacionales de protección proferidos por 
organismos internacionales como la OIT, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
por parte de la Corte Suprema de Justicia, sala de casación laboral refiere la aplicación 
del principio de progresividad radicación 35319 del 8 de mayo de 2008, Magistrada 
Ponente Elsy Del Pilar Cuello Calderón.  
 
Se le indaga a la Magistrada si ¿los Tribunales internos colombianos cumplen los 
estándares internacionales mínimos de protección?, expresa que existe una situación 
que debe enfrentar los operadores jurídicos, concerniente a lo difuso de la normatividad 
en materia pensional, no hay compromiso del Estado más no de la justicia.  En otros 
Estados la discusión sobre el derecho a recibir una pensión no llegan a las altas esferas,  
aquí debe agotarse el procedimiento, es necesario edificar una doctrina para su 
reconocimiento, no hay planificación del sistema de pensiones, si no sirve el sistema de 
reparto simple entonces nos planteamos el mixto, concluye que la unificación de la 
doctrina no debe ser una labor meramente judicial.  
 
En relación a si recurrir a una instancia internacional cuando los órganos internos no 
protegen derechos fundamentales es viable y eficaz, considera que es viable, pero la 
eficacia es el problema, da como ejemplo el caso de Emilio Cadena Antolinez, contra la 
sala de casación laboral de la Corte Suprema de Justicia, el Estado es declarado 
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responsable por la violación del derecho a la protección judicial del señor Cadena 
Antolinez, este proceso esta archivado, en este caso no hubo eficacia originado por el 
choque de trenes.  
 
Ante la pregunta si ¿ha existido casos en los que la sala laboral haya dado cumplimiento 
a alguna recomendación de un organismo internacional, de la comisión Interamericana o 
decisión de la Corte Interamericana?, nos responde que no tiene conocimiento.  
 
En cuanto al tiempo real de duración del trámite de casación luego de admitida la 
demanda, indica que tres años aproximadamente dura un proceso de casación, existen 
en la actualidad 12.000 expedientes para fallo, un promedio de 2000 demandas para 
cada despacho.   
 
Cada despacho tiene un Magistrado titular y  tres magistrados auxiliares, para cada caso 
debe de surtirse una presentación personal en sala, cada despacho presenta 15 
procesos semanales, fuera de los autos. Cada magistrado se reúne con sus auxiliares a 
analizar cada negocio que se presente en  sala, cada caso es estudiado por cada 
magistrado, luego es presentado en sala  y discutido por los siete magistrados. 
 
También se le indago a la Magistrada sobre si tenía conocimiento de que porcentaje de 
sentencias son susceptible de prosperidad de una demanda de casación, nos indica que 
no tiene conocimiento, sin embargo nos manifiesta que la decisión es verdaderamente 
razonada, las observaciones se ponderan, se discuten.   
 
Se averiguo si existía ejemplos en latino américa en donde se llevara un procedimiento 
distinto al que se surte en la Corte Suprema Colombiana, teniendo en cuenta que es un 
proceso bastante dispendioso,  nos informó que en Venezuela se lleva es un proceso 
oral, allí el tema del trabajo está en relación con la prosperidad de las poblaciones, no 
existe controversia en cuanto a pensiones, las personas cumplen con las condiciones 
establecidas en la ley y se le reconoce el derecho, no hay discusión, hay coherencia en 
la legislación. Igualmente en Chile la legislación es pacífica, respecto de Colombia que 
solo la Constitución tiene más enmiendas que artículos.   
Por último se consultó su opinión respecto si ¿la casación es un recurso efectivo para 
proteger un derecho laboral conculcado?, nos indica que en materia de pensiones la 
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tutela es un recurso idóneo para el reconocimiento de estos derechos, sin necesidad de 
abogado, tiene prelación frente a cualquier otro negocio, en la tercera instancia, cuando 
se les ha negado en otras instancias. La casación debe surtirse para otros temas. 
(Entrevista realizada a la magistrada auxiliar Karena Caselles, Bogotá, D.C., 2013). 
 
El análisis efectuado en precedencia, se evidencia que la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, escasa atención ha prestado en materia de las obligaciones de los 
Estados miembros frente a los derechos sociales, económicos y culturales, sin que se 
logre identificar un criterio sistemático a la manera de una dogmática coherente como 
recomiendan los estudiosos del tema. Es así como está ausente frente a tal tipo de 
derechos un desarrollo doctrinal que por lo menos ahonde en el contenido de los 
derechos, en su alcance, en su configuración. Las recomendaciones que han realizado 
no son específicas de acuerdo al contexto sino vertidas de manera general con lo que se 
desperdicia una oportunidad para realizar promoción de estos derechos sociales, entre 
estos los laborales que servirán como herramienta para señalar a la comunidad 
internacional a aquellos Estados que desconocen sus obligaciones en esta materia. Es 
un efecto disuasivo y preventivo por cuanto en el futuro, luego de estos informes, el 
Estado puede modificar su conducta dado que el informe puede dar cuenta de un patrón 
de violación, su origen y la lógica de desenvolvimiento. (REED HURTADO Michael). No 
obstante, doctrinalmente se han elaborado estándares, como se verá más adelante. 
 
Ahora bien, en cuanto a las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos 
humanos, se llega la misma conclusión, no  se ha emitido ningún fallo para el Estado 
Colombiano. 
 
Esa precariedad es más notoria en materia de los derechos laborales por lo que es un 
imperativo que cada país de la región, sobre todo Colombia, por dar realidad dentro del 
contexto interno de ese cometido denominado Estado social de derecho tomando como 
herramienta el concepto de ponderación, de Robert Alexy, a través del cual técnicamente 
permite utilizar los principios y normas constitucionales no solo cuando reconocen 
derechos sino cuando establecen competencias normativas como la del legislador y el 
poder judicial cuando se trate de afirmar derechos sociales como los derechos laborales. 
(GARCÍA MANRIQUE, Ricardo. 2007). 
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Son evidentes los obstáculos advertidos sobre la exigibilidad de los derechos sociales, 
entre estos, los laborales, no solo a nivel interno sino externo. Muchas veces se quedan 
en meros derechos virtuales o simple retórica en especial porque su concreción requiere 
grandes inversiones del erario público en un país como el colombiano que afronta un  
conflicto de más 40 años. Conforme al profesor Peces Barba, (PECES BARBAS, 
Gregorio. 2007. P. 92), estas dificultades deben ser diluidas con la finalidad que el 
Estado, primer obligado, más que la comunidad internacional, promueva las condiciones 
para que la libertad y la igualdad puedan ser reales y efectivas para todos los 
colombianos. 
 
Como cororalio de lo anterior se tiene que para un ciudadano común y corriente es 
engorroso y costoso esperar que una instancia internacional asuma su caso cuando el 
Estado le vulnera sus derechos sociales fundamentales, entre ellos los laborales. Esta 
especie de derechos es objeto de tutela por parte del sistema regional de protección de 
derechos humanos pero ello no significa que éste haya desarrollado una jurisprudencia o 
doctrina de manera uniforme como si ha realizado por parte de otros derechos humanos 
relacionados con el ejercicio de la democracia o del debido proceso. Tal vez ello sea 
consecuencia de la no superación de la dicotomía derechos civiles, políticos-derechos 
sociales. (LÓPEZ PATRÓN, Juanita María). 
 
Esto lleva a reforzar la tesis de que si en los Estados, entre ellos el colombiano, en las 
diferentes instancias del poder, legislativo, ejecutivo y judicial, se entronizan los 
estándares de protección que tanto en las recomendaciones de la comisión 
Interamericana de Derechos Humanos  como en las decisiones de la Corte de tal 
instancia internacional, ello redundaría en el deber de protección que tienen los Estado y 
a la vez facilitaría la materialización del núcleo protector de una manera expedita. 
 
En el plano regional ya existe un estudio de los estándares internacionales fijados por el 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos. (ABRAMOVICH, Víctor. 2013). Esa 
estandarización fue elaborada por Víctor Abramovich. Básicamente  este autor plantea 
los siguientes estándares, que giran alrededor de la idea de que el Estado tiene 
obligaciones negativas, de no impedir el acceso a recursos judiciales, sino positiva, de 
organizar el aparato estatal de modo que todos los individuos puedan acceder a tales 
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recursos, frente a los derechos sociales fundamentales, entre estos los derechos 
laborales: (i) la obligación de remover obstáculos económicos, sociales y culturales; (ii) el 
establecer el debido proceso en los procedimientos internos administrativos respecto de 
los derechos sociales; (iii) la instauración del de debido proceso en los procesos 
judiciales donde se diriman asuntos en relación con tales derechos; y (iv) la 
implementación del derecho a la tutela efectiva judicial de manera individual y colectiva 
respecto de los derechos sociales. 
 
Como se observa estos estándares están presentes en la Carta Política colombiana y en 
las decisiones de la Corte Constitucional colombiana se encuentran aplicadas con los 
matices estudiados. Así, su aplicación irrestricta hará una aplicación del derecho, entre 
este las normas de la convención interamericana de Derechos Humanos no solo a nivel 
de tribunales y órganos judiciales internos sino a nivel de la implementación de políticas 
públicas en tal materia. 
 
Con ello se evita que los ciudadanos colombianos anden peregrinando en instancias 
internacionales, que muchas veces demoren años en resolver asuntos de vital 
importancia para la vida de un ser humano, como es el caso de los derechos laborales. 
 
Según información de la Comisión de Investigación y Acusación de la Cámara de 
Representantes, desde el 30 de agosto de 2004, el señor Antolinez le fue negado 
un recurso respecto de la decisión de archivo del incidente de desacato que 
instauró en contra de Magistrados de la Sala Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia. Ese órgano colegiado colombiano remitió al Senado de la República el 
incidente de desacato el 11 de junio de 2009, sin que se tenga decisión de fondo 
sobre el asunto a nivel interno. Este caso fue llevado a instancia internacional y es 
evidente la mora en resolverse el asunto dentro de los órganos internos de 
protección nacional. Este caso es el 12.448, informe 44 de 2008, dentro del cual la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha conceptuado que el Estado 
colombiano es responsable por la violación al derecho de la protección judicial de 
Sergio Emilio Cadena Antolinez. Este buscaba a nivel interno la aplicación de la 
sentencia SU 1185 DE 2001, de la Corte Corte Constitucional colombiana que 
tuteló los derechos a igualdad de trato y debido proceso, revocando una decisión 
de la sala laboral de la Corte Suprema de Justicia, en la que absolvió al Banco de 
la República de las pretensiones pedidas en demanda laboral por el mencionado, 
que buscaba una pensión laboral amparado en una Convención Colectiva de 
Trabajo que ordenaba pensionar a los trabajadores despedidos sin justa causa que 
llevaran un término de 10 años de antigüedad de servicio. 
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5. Conclusiones y recomendaciones 
5.1 Conclusiones 
En el trascurso de esta investigación se trató de responder la pregunta ¿En qué 
circunstancias son exigibles en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, los 
derechos laborales consagrados en la carta política de Colombia y en instrumentos 
internacionales regionales?, que llevó al planteamiento de la siguiente tesis: Los 
derechos laborales como derecho social y derecho humano, consagrados en la carta 
política de Colombia y en la Convención Americana de Derechos Humanos así como en 
el protocolo de san salvador son exigibles en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos cuando fallan los mecanismos internos de protección, contenidas en la 
introducción.  
 
Para responder a esta pregunta  es necesario reconocer que  la Corte Constitucional en 
Colombia es la encargada de decidir qué convenios internacionales del trabajo hace 
parte  del bloque de constitucionalidad. Hay que aclarar que si bien es cierto todos los 
convenios internacionales del trabajo ratificados por Colombia forman parte de la 
legislación interna, también lo es que varios integran el bloque de constitucionalidad, en 
sentido lato o en sentido estricto.    
 
La metodología que ha utilizado la Corte Constitucional para establecer cuáles convenios 
ratificados por Colombia integran el bloque de constitucionalidad tiene que establecer 
cada caso en particular, y de manera  específica. Así por ejemplo, hacen parte del bloque 
de constitucionalidad el convenio 169, sobre pueblos indígenas y tribales; los convenios 
87 y 98, que trata temas relacionados con la libertad sindical y sobre la aplicación de los 
principios de derechos de sindicalización colectiva, respectivamente. 
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En materia laboral, en el sistema regional de protección, es decir, en el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, se tiene previsto ciertos mecanismos de 
protección de tal manera que una vez se incumpla la Convención Interamericana de 
Derechos Humanos así como los derechos del trabajo incorporados en el Protocolo de 
san Salvador, ingresa el sistema a proteger.  
 
Siendo los derechos laborales derechos humanos se entiende que estos hacen parte de 
los denominados tratados de derechos humanos de que trata el art. 93 de la Carta 
Política que entra a formar parte del concepto de bloque de constitucionalidad en sentido 
estricto.  
 
Del mismo modo, dentro de los instrumentos regionales se encuentra la Carta 
Internacional Americana de Garantías Sociales, adoptada  en  la Conferencia Americana 
de Río de Janeiro en 1947, la cual establece una serie de principios mínimos para 
proteger al trabajador, normatividad que sirve de criterio de interpretación por lo que es 
un ejemplo de bloque de constitucionalidad en sentido lato. 
 
Todo lo anterior indica que los derechos laborales, como derecho social y derecho 
humano, consagrados en la Carta Política como en la Convención Interamericana de 
Derechos Humanos, así como en el Protocolo de San Salvador, son exigibles en el 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos cuando fallan los mecanismos internos 
de protección, es decir cuando los tribunales internos colombianos  violan por ejemplo el 
derecho de protección judicial ( garantía que consagra el deber que tiene el Estado de 
garantizar a sus ciudadanos  un recurso sencillo y rápido  o a cualquier otro recurso 
efectivo ante los jueces o tribunales competentes), o las garantías judiciales (consagra el 
derecho de toda persona a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable por un juez o tribunal competente independiente e imparcial), derechos 
reconocidos  en  la Convención Interamericana de Derechos Humanos.  
 
Este es el contexto en el que se ha de evaluar la relación entre la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos y la protección de los derechos laborales de colombianos, cuando 
estos son sujetos pasivos de presuntas violaciones de tales por parte del Estado 
colombiano, una vez se agoten los mecanismos internos de protección. 
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Así de esa manera, se está ante una interconexión del derecho interno, con el derecho 
internacional, de tal manera que la protección de derechos humanos se encuentra 
garantizada a través de la incorporación en la práctica interna de categorías dogmáticas 
y criterios de interpretación desarrollados tanto por la Comisión como por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 
 
En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y en general todo el 
Sistema, actuaría como un último recurso, última ratio de protección, solo y si han fallado 
los recursos internos de protección del Estado colombiano. Es esa la medición de su 
efectividad. Y ello implica un mecanismo de contención frente al Estado parte. 
 
Este es el contexto en el que se ha de evaluar la relación entre la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos y la protección de los derechos laborales de colombianos, cuando 
estos son sujetos pasivos de presuntas violaciones de tales por parte del Estado 
colombiano, una vez se agoten los mecanismos internos de protección. 
 
Entre estos mecanismos está el hecho de que a partir de la Carta Política de 1991, todos 
los jueces y Magistrados de Colombia son jueces constitucionales por lo que están 
facultados para realizar la tutela respectiva de los derechos laborales de los trabajadores 
colombianos, dado que es el mecanismo expedito y gratuito para así proceder. 
 
Sin embargo, dado lo costoso del sistema y la demora en la decisión final, es 
conveniente implementar los mecanismos internos de protección a nivel del Estado parte 
por cuanto el objeto de reclamo de protección se circunscribe a mínimos laborales como 
un salario justo que no da espera para el trabajador respectivo.  
 
Dentro de los mecanismos internos de protección que son necesarios fortalecer se 
encuentran los recursos ordinarios de reposición y apelación, el recurso extraordinario de 
casación, la acción de revisión y la acción de tutela, con el objeto de restablecer los 
derechos vulnerados dentro del ordenamiento interno colombiano.    
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Un aporte de esta investigación es que estableció, que en el plano regional  en el año 
2007 se realizó un estudio de los estándares internacionales fijados por el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos3. Esa estandarización fue elaborada por Víctor 
Abramovich. Básicamente  este autor plantea los siguientes estándares, que giran 
alrededor de la idea de que el Estado tiene obligaciones negativas, de no impedir el 
acceso a recursos judiciales, sino positiva, de organizar el aparato estatal de modo que 
todos los individuos puedan acceder a tales recursos, frente a los derechos sociales 
fundamentales, entre estos los derechos laborales: (i) la obligación de remover 
obstáculos económicos, sociales y culturales; (ii) el establecer el debido proceso en los 
procedimientos internos administrativos respecto de los derechos sociales; (iii) la 
instauración del debido proceso en los procesos judiciales donde se diriman asuntos en 
relación con tales derechos; y (iv) la implementación del derecho a la tutela efectiva 
judicial de manera individual y colectiva respecto de los derechos sociales. 
 
La aplicación de estos estándares en el contexto interno colombiano es de suma 
importancia para la garantía de los derechos sociales fundamentales, teniendo en cuenta 
el análisis estadístico realizado, se observa como la violación al debido proceso es la 
principal causa por la cual se acude al recurso extraordinario de casación, de igual 
manera se establece que el motivo que lleva a un ciudadano colombiano a interponer 
una acción de tutela  es el hecho de que la entidad ante la cual eleva una reclamación no 
responde el derecho de petición impetrado, estas situaciones planteadas dan cuenta de 
la importancia de la aplicación de los estándares internacionales fijados por el Sistema 
Interamericano e investigados por Abramovich, porque de no aplicar estos estándares 
muy seguramente hacia futuro el Estado colombiano pude ser objeto de reclamaciones 
ante el Sistema Interamericano así como posibles condenas por parte de la Corte 
Interamericana.  
 
Como se observa en la Carta Política colombiana y en las decisiones de la Corte 
Constitucional colombiana se encuentran aplicadas con los matices estudiados estos 
estándares. Así, su aplicación irrestricta hará una aplicación del derecho, entre este las 
                                                
 
3
 Abramovich, Víctor. El acceso a la Justicia como garantía de los derechos económicos, sociales  
y culturales. Estudio de los Estándares fijados por el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos. En: http://www.cidh.org/countryrep/accesodesc07sp/Accesodescindice.sp.htm. 
Revisado: 31 de m arzo de 2013. 
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normas de la convención interamericana de Derechos Humanos, no solo a nivel de 
tribunales y órganos judiciales internos sino en el plano de la instauración de políticas 
públicas. 
 
De esta manera se estaría entrando en la aplicación de la tesis planteada por la tratadista 
Elizabeth Salmón y a la cual me acojo en el sentido ya no de internacionalizar los 
derechos humanos, sino en buscar su nacionalización por parte de cada estado miembro 
del Sistema Interamericano. 
 
Es de resaltar que los derechos sociales fundamentales en estas instancias 
internacionales como la Corte Interamericana, comparado con otros derechos humanos, 
no han tenido un extenso pronunciamiento dado la situación política de la región cuando 
han proliferado conflictos armados internos, dictaduras militares y gobiernos de facto, que 
han ocupado su atención. Sin embargo se debe de resaltar el papel de la Corte 
Interamericana en la protección y restablecimiento de los derechos sociales 
fundamentales.  
5.2 Recomendaciones 
Los aspectos que se pueden realizar en un futuro para emprender investigaciones 
similares, que den continuidad al tema estudiado en esta investigación ―Corte 
Interamericana y protección de derechos de Colombianos‖ consisten en el abordaje del 
tema a partir de  tres perspectivas: 
 
1.  Como se incorpora en la legislación colombina los derechos humanos en materia 
laboral 
 
2. Esclarecer al juez laboral colombiano el carácter de derecho humano del derecho del 
trabajo  
 
3. Cómo se falla en el derecho laboral   
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Estos temas futuros de investigación son novedosos, ya que no han sido desarrollados 
por los tratadistas colombianos, contenidos que permitirán un avance significativo y 
actual del derecho laboral. 
 
En el trascurso de la investigación se realizaron visitas a varias entidades del Estado 
entre ellas el Ministerio de Relaciones Exteriores, Ministerio del Trabajo, Procuraduría 
General de la Nación, Agencia Para la Defensa Nacional,  lo que  se pudo establecer  de 
estas visitas es el desconocimiento del tema y la falta de estadística que puedan permitir 
un análisis adecuado de la situación de los derechos laborales en el Sistema 
Interamericano, por ello se hace necesario que desde la academia se generen procesos 
pedagógicos hacia los operadores jurídicos, autoridades estatales y en general para toda 
la población con el fin de enseñar las normas que integran el Sistema Interamericano y 
como se puede hacer uso de ellas, con el propósito de conseguir un compromiso efectivo 
no solo de los operadores judiciales, sino de quienes tienen posiciones de poder y de 
esta forma  obtener mejores resultados.   
 
También se hace necesario que las entidades antes mencionadas gocen de un eficiente 
sistema de información sobre las demandas presentadas por los ciudadanos 
colombianos ante el Sistema Interamericano, que permita saber a ciencia cierta y con un 
periodicidad sobre los tipos de derechos de los cuales se está pidiendo protección en el 
Sistema Interamericano, por parte de los ciudadanos colombianos, tanto  de los derechos  
civiles y políticos, como también de los Sociales, económicos y culturales, el acceso a 
estas estadísticas debe ser público, que cualquier colombiano sin distingo de condición 
pueda acceder a ella, no como informaron en el Ministerio de Relaciones Exteriores que 
gozaba de reserva sumarial. 
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